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PRESENTACIÓN

«Primun vivere deinde philosophari»

La complejidad propia de la normativa contractual se ve incrementada con el importante volumen de reso-
luciones e informes emanados por los tribunales contractuales y las juntas consultivas. 

Esta doctrina aporta importantes parámetros interpretativos del texto legal que deben ser conocidos por 
los operadores jurídicos para la correcta aplicación de las normas sobre contratación pública, para minorar 
la posibilidad de recursos en sus licitaciones y, en caso de que se interpongan, gozar de las mejores pers-
pectivas de éxito. Pero por su enorme producción y por su dispersión su conocimiento supone una tarea 
enormemente compleja.

Esta guía busca ser un instrumento sencillo de resolución de dudas para los distintos operadores de la con-
tratación pública. No tiene más ambición que poner a disposición un resumen organizado y sistemático de 
las resoluciones e informes más relevantes desde la entrada en vigor de la Ley 9/2017. 

No hay en la misma ninguna interpretación ni opinión propia. Tan solo una presentación organizada por las 
materias más relevantes del proceso de contratación que pueda servir como instrumento de consulta y re-
solución rápida de dudas que entendemos que puede ser útil para aquellos que nos encontramos “al pie del 
cañón”, con menos posibilidades de filosofar de las que nos gustaría.

“No se equivoquen: la sencillez sólo se logra a través del trabajo duro.”

Clarice Lispector
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101 
CONSULTAS PREVIAS AL MERCADO:  

EFECTOS Y LIMITACIONES

Las consultas preliminares al mercado tienen por finalidad la defini-
ción óptima de las necesidades del órgano de contratación

La definición en las consultas preliminares de un objeto contractual 
tan delimitado que solo pueda ser objeto de cumplimiento por un 
licitador supone una infracción del ordenamiento jurídico

Las consultas preliminares del mercado pueden definirse como “el 
conjunto de las políticas y procedimientos que se prescriben para la 
realización de estudios y evaluaciones del mercado con la finalidad de 
llegar a la solución más adecuada para adquirir obras, bienes y servi-
cios, principalmente en entornos en los que las prestaciones contra-
tadas son particularmente complejas”.

Las limitaciones legales a esta potestad de que van a gozar los órga-
nos de contratación […] amen, de no falsear ni restringir la libertad 
de competencia y la concurrencia competitiva, se centran en la propia 
forma de realizar las consultas, pues éstas no podrán contener un ob-
jeto contractual tan concreto y delimitado que únicamente se ajuste a 
las características técnicas de uno de los consultados. 

Además, el resultado de los estudios y consultas, debe concretarse 
en la introducción de:

•  características generales,

•  exigencias generales, 

•  fórmulas abstractas 

Todo ello supeditado a dar una mejor satisfacción de los intereses 
públicos sin que en ningún caso, puedan comportar ventajas respecto 
de la adjudicación del contrato para las empresas que han participado 
en dicha fase de consultas previas y/o asesoramiento. 

El resultado de las consultas previas se ha de documentar por el ór-
gano de contratación mediante la emisión de un informe en el que 
se relacionarán los estudios realizados y sus autores, las entidades 
consultadas, las cuestiones formuladas y las respuestas dadas. Este 
informe ha de formar parte del expediente de contratación

 �RESOLUCIÓN 1093/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿CUÁLES SON LOS 
REQUISITOS PARA 

LA CONFIGURACIÓN 
DE UNA CONSULTA 

PRELIMINAR AL 
MERCADO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1OQU7EMAx8zeZSCaWtlmoPuZS9LFohBIW7k7ptROpA4pTt70kpByRbHntG4_lKGNYOb6xeMHqXjD0kKYeaCtqAhqKUp_pQDZUsmyJXjwX5xeKsA27LdhdxJU_rrLqQUDDoqEoBhhO4szc7tgt2oDP2ocfQrkoK9gwuv1W1iJP_foLFjsDWUwtht7J9rx7fpJSNPJ6q5l4sGGIWqHc7IjGKyY7TNTfv-ogQzPQMI6oLDT7MGO8gft6Eo4-c5PWX_i9tE3O200w7J4zL8wyMD-CQ-r8gP2h2pqMmAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1OQU7EMAx8zeZSCaWtlmoPuZS9LFohBIW7k7ptROpA4pTt70kpByRbHntG4_lKGNYOb6xeMHqXjD0kKYeaCtqAhqKUp_pQDZUsmyJXjwX5xeKsA27LdhdxJU_rrLqQUDDoqEoBhhO4szc7tgt2oDP2ocfQrkoK9gwuv1W1iJP_foLFjsDWUwtht7J9rx7fpJSNPJ6q5l4sGGIWqHc7IjGKyY7TNTfv-ogQzPQMI6oLDT7MGO8gft6Eo4-c5PWX_i9tE3O200w7J4zL8wyMD-CQ-r8gP2h2pqMmAQAAWKE
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102 
MEMORIA CONTRACTUAL E INFORME  

DE INSUFICIENCIA DE MEDIOS

La LCSP ha reforzado tanto la obligación de justificación de los ele-
mentos esenciales del contrato como la publicidad de los documen-
tos preparatorios de los mismos

La memoria contractual y el informe de insuficiencia de medios en 
los contratos de servicios debe publicarse junto con la convocatoria 
de la licitación

El momento de publicación de cada documento puede variar, pero en 
todos ellos la finalidad establecida por la ley es la misma: asegurar la 
transparencia y el acceso público a los documentos correspondientes. 
Por tanto, si atendemos a los documentos mencionados en el aparta-
do a) (del artículo 63 de la LCSP) podemos sentar como regla general 
que la publicación en el perfil debe realizarse tan pronto como sea 
necesario que los interesados puedan acceder a la información, de 
modo que la memoria justificativa del contrato, el informe de insufi-
ciencia de medios en el caso de contratos de servicios, la justificación 
del procedimiento utilizado para su adjudicación cuando se utilice un 
procedimiento distinto del abierto o del restringido, el pliego de cláu-
sulas administrativas particulares y el de prescripciones técnicas que 
hayan de regir el contrato o documentos equivalentes, en su caso, y 
el documento de aprobación del expediente deben publicarse con el 
primer acto en que un potencial licitador pueda tener interés en ac-
ceder a la documentación preparatoria del contrato, acto que será, en 
general, el anuncio de la convocatoria de la licitación. No parece que 
antes exista necesidad de publicar esta documentación cuya finalidad, 
como es evidente, es proporcionar información relevante a los efec-
tos de la selección del contratista

 �INFORME 59/2018 JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN DEL ESTADO

¿EN QUÉ MOMENTO 
HA DE PUBLICARSE 

LA MEMORIA 
CONTRACTUAL Y 

EL INFORME DE 
INSUFICIENCIA DE 

MEDIOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLUCL3vIUhBCwqT7qJMubbuxM1r--7a2gWEevI83jxZjzfKQjZtQMLQkYwEdT6CPtgtazdhA67V1Pbps8Yotg67xC9NoXxXMagBW1mTgQpTqe1kW0XfSONrsxIyOPCCvakDDKEY1jCe_HHggUnQEBlnnRV7n1aHcr5LtdpNGq-SWRHEqCMF14xkGlKW5WfdAWgM930Kbuy97-dkhLaDZxOw_tmyCJzrtr3-CB9Bo-n_XD83mzekDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLUCL3vIUhBCwqT7qJMubbuxM1r--7a2gWEevI83jxZjzfKQjZtQMLQkYwEdT6CPtgtazdhA67V1Pbps8Yotg67xC9NoXxXMagBW1mTgQpTqe1kW0XfSONrsxIyOPCCvakDDKEY1jCe_HHggUnQEBlnnRV7n1aHcr5LtdpNGq-SWRHEqCMF14xkGlKW5WfdAWgM930Kbuy97-dkhLaDZxOw_tmyCJzrtr3-CB9Bo-n_XD83mzekDAQAAWKE
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El artículo 100.2 de LCSP exige el desglose del presupuesto base de 
licitación en costes directos e indirectos y otros eventuales gastos 
calculados para su determinación. 

La falta de justificación del presupuesto contractual en los pliegos 
o documentos preparatorios de los contratos puede determinar la 
nulidad de la licitación

El Tribunal ha declarado (por todas, Resolución 861/2018, de 1 de oc-
tubre) que “la literalidad de los preceptos transcritos (por referencia 
a los artículos 100.2, 101.2 y 102.3 de la LCSP) el clara, cuando impone 
que sea en el pliego de cláusulas administrativas particulares o en el 
documento regulador de la licitación, donde se desglosen los costes 
directos e indirectos y otros eventuales gastos calculados para su de-
terminación, y los costes salariales estimados de forma desglosada y 
con desagregación de sexos”, obligación cuyo incumplimiento deter-
mina la nulidad de los pliegos.

 �RESOLUCIÓN 506/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿RESULTA 
OBLIGATORIA LA 

JUSTIFICACIÓN DEL 
PRESUPUESTO 

CONTRACTUAL?

103 
PRESUPUESTO CONTRACTUAL  

Y VALOR ESTIMADO

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkQl_ycGHBoIEQggF2vsmWRILYyPvJpC3x617WO1I82lmaLTOjg919T0KhorUTEDNPZitq6PWA16hCtr5Bn0-BsWOwZT4C1PnXicYdAusnc3BxyjdNOrwLaVczdN0vUzEgJ4CoH50i5ZRdLrtjuE48kCkaQsMqix2RVmcNvuvSbJYySxLJ8ktkbNMEIKvuzO0qPb25vwDaQr0fAtj72Ht5c-OcRHNe-ZQWbGNnqhN-KEFN2DQNv9jP6oTLVQEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkQl_ycGHBoIEQggF2vsmWRILYyPvJpC3x617WO1I82lmaLTOjg919T0KhorUTEDNPZitq6PWA16hCtr5Bn0-BsWOwZT4C1PnXicYdAusnc3BxyjdNOrwLaVczdN0vUzEgJ4CoH50i5ZRdLrtjuE48kCkaQsMqix2RVmcNvuvSbJYySxLJ8ktkbNMEIKvuzO0qPb25vwDaQr0fAtj72Ht5c-OcRHNe-ZQWbGNnqhN-KEFN2DQNv9jP6oTLVQEAQAAWKE
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Para garantizar la correcta ejecución del contrato y teniendo en cuen-
ta la limitación en la revisión de precios han de tomarse en cuenta el 
plazo total del contrato incluidas prórrogas

A estos efectos pueden tomarse en consideración los incrementos 
salariales previsibles

En consecuencia, si de lo que se trata es de garantizar que el futuro 
contratista va a cumplir con las previsiones normativas en materia 
salarial y medioambiental durante la íntegra ejecución del contrato, 
con el fin de realizar el adecuado análisis de las ofertas en el momen-
to de la adjudicación deberán ser tenidos en cuenta todos los años a 
que esta ejecución se va a extender, incluidas las posibles prórrogas. 

Esta importante novedad ya fue destacada por esta Junta Consultiva 
en la Recomendación de 10 de diciembre de 2018, en la que comen-
tando éstas y otras previsiones legales de finalidad similar, se señala 
que “estas reglas ponen de manifiesto la necesidad de que en el mo-
mento de determinar los supuestos económicos básicos que han de 
regir el contrato (presupuesto base de licitación, valor estimado del 
contrato y precio del mismo) y también durante su adjudicación y su 
ejecución ha de tenerse muy en consideración el coste de la mano 
de obra determinada conforme a los convenios colectivos aplicables, 
siempre que estemos en presencia de contratos de servicios en los 
que el coste laboral sea relevante en su ejecución.” Si, como es lógi-
co, el convenio colectivo prevé las retribuciones aplicables durante 
todo el periodo de su vigencia y estas pueden ir variando, carecería 
de sentido que tanto el presupuesto del contrato como las ofertas de 
los licitadores únicamente tuviesen en consideración el primer año. 
En el mismo sentido cabe destacar el informe de esta Junta de 19 de 
diciembre de 2019 (expediente 35/19).

 �INFORME 29/2019 JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO

¿PARA EL CÁLCULO 
DEL PRESUPUESTO 

HA DE TOMARSE 
EN CONSIDERACIÓN 

SOLO EL AÑO 
DE LICITACIÓN 

O EL CONJUNTO 
DEL PLAZO DEL 

CONTRATO INCLUIDAS 
PRÓRROGAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLWCOuwhy0AICZPuo466tO3Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfNDVm5EwVCTjAU0PII-2iZoNWEFtdfWtejS2Su2DLrEL0yDfRUwqR5YWZOCC1GqbWV-ir6zjXbxWkzoyAPypno0jGJQ_XD2y4EHIkVHYJBldsrKrDjk-0WyXsWb1SLpkiiJBCG4ZrhAjzI3nXUPpCXQ8y20ufuy158d0gKajsz-Y80meKLR_voneACNpv13_QA_CX_LAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLWCOuwhy0AICZPuo466tO3Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfNDVm5EwVCTjAU0PII-2iZoNWEFtdfWtejS2Su2DLrEL0yDfRUwqR5YWZOCC1GqbWV-ir6zjXbxWkzoyAPypno0jGJQ_XD2y4EHIkVHYJBldsrKrDjk-0WyXsWb1SLpkiiJBCG4ZrhAjzI3nXUPpCXQ8y20ufuy158d0gKajsz-Y80meKLR_voneACNpv13_QA_CX_LAwEAAA==WKE
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La obligación de desglose de los costes salariales de las personas 
empleadas para la ejecución del contrato en el presupuesto base de 
licitación no resulta exigible con carácter general

Solo resulta de aplicación para determinados contratos de servicios 
en los que el poder adjudicador es el receptor único del servicio tra-
bajando el personal de la contrata en exclusiva.

Por tanto, aquella determinación es aplicable solo a los contratos de 
servicios en que el coste económico principal sean los costes labora-
les, pero no en los demás contratos de servicios en que no concurra 
esa especificación. 

La segunda circunstancia limitativa es que, no solo los costes labo-
rales sean el coste principal, sino que, además, ese coste económico 
sea el de los trabajadores empleados en la ejecución del contrato. Por 
tanto, ha de tratarse de contratos de servicios en los que la ejecución 
de la prestación se efectúa por trabajadores empleados y puestos a 
disposición para ello, lo que excluye todos aquellos contratos en que 
la prestación se realiza para el público en general, de forma que el 
uso por la Administración contratante es uno más de muchos y el 
coste por ello es una tarifa, precio unitario o comisión, en el que no 
forman parte del precio los costes salarios de los trabajadores que en 
general se emplean para ejecutar el contrato: por ejemplo, tal es el 
caso de los servicios de agencia para gestionar los viajes del personal 
de la Administración pública en el ejercicio de sus funciones, o de ac-
tividades deportivas en centro deportivos municipales, o los de trans-
porte regular de viajeros por tren, avión o autobús, en los que si bien 
hay costes económicos por salarios de trabajadores empleados en la 
ejecución, no existe una prestación directa para la entidad contratante 
y solo para ella, es decir, no son empleados solo para la ejecución del 
contrato con la Administración, sino para el conjunto de usuarios o 
consumidores, ni, por ello, los costes salariales forman parte como 
precio del precio total del contrato.

Y la tercera circunstancia limitativa es que esos costes salariales del 
personal empleado en la ejecución del contrato forman parte del pre-
cio del contrato. Por tanto, no es que esos costes salariales contri-
buyan a determinar el precio, sino que sean precio e integren parte 
del precio total, por lo que solo los contratos de servicios en que la 
ejecución del contrato requiere el empleo de trabajadores para la eje-
cución y su coste pasa a formar parte del precio total, bien como un 
factor del precio (por ejemplo, número de trabajadores por categoría 
y por unidad de tiempo), bien por un precio unitario por trabajador por 
unidad de tiempo de trabajo adicional, y tal cosa solo ocurre en las 
prestaciones directas a favor del órgano de contratación, que es quien 
recibe la prestación, cual es el caso de los servicios de seguridad y 
vigilancia, limpieza y otros semejantes.

 �RESOLUCIÓN 633/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿DEBEN 
DESGLOSARSE EN 

TODO CASO LOS 
COSTES SALARIALES 

DE LAS PERSONAS 
ENCARGADAS DE 

LA EJECUCIÓN DEL 
CONTRATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405PtJaRA85vNoKiohUffdtu7bBmEh2W-2_N5p3WHZgPmaGJuvsdFdnP6BgqEklAhoewBSuiVqPeIY6aOdb9PkUFDsGU-EHpt49DzDqDlg7m4OPUbpt1e4ipVxk82SxysSIngKg_nSHllH0uuv34TjyQKSpAAZVlZuyKg_r7e8szRIpl_PlLL2mMlkJQvBNf4QO1dZenb8j_QA9XsLYW5h7-toxL6L5wBw6a7bRE40JP9TgGgza9n_tG7jjNm8FAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405PtJaRA85vNoKiohUffdtu7bBmEh2W-2_N5p3WHZgPmaGJuvsdFdnP6BgqEklAhoewBSuiVqPeIY6aOdb9PkUFDsGU-EHpt49DzDqDlg7m4OPUbpt1e4ipVxk82SxysSIngKg_nSHllH0uuv34TjyQKSpAAZVlZuyKg_r7e8szRIpl_PlLL2mMlkJQvBNf4QO1dZenb8j_QA9XsLYW5h7-toxL6L5wBw6a7bRE40JP9TgGgza9n_tG7jjNm8FAQAAWKE
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Si el precio se determina por precios unitarios no hay que explicitar 
costes directos, indirectos u otros eventuales gastos en los que pue-
da incurrir el adjudicatario

El desglose exigido solo alcanza a las unidades del precio

La argumentación que ya ofrecimos en aquel momento resulta per-
fectamente extrapolable al presente supuesto. Nos encontramos ante 
un contrato en el que el precio se determina en términos unitarios, por 
lo que el desglose del presupuesto habrá de hacerse por las unidades 
del precio, sin obligación de explicitar los costes directos, indirectos u 
otros eventuales gastos en que incurriría el adjudicatario. El contrato 
que aquí nos ocupa, se ha fijado un precio por hora, por lo que no es 
necesario el desglose que se reclama por la parte recurrente.

 �RESOLUCIÓN 822/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿CÓMO HA DE 
DESGLOSARSE EL 
PRESUPUESTO EN 

LOS CONTRATOS EN 
LOS QUE EL PRECIO 
SE DETERMINA POR 

PRECIOS UNITARIOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwWrDMBBEvyY6BlkY0osOdeJASgnFTXpf22tbRJGKdu3Wf99NlcOyA_OYGVpDDOvdXtKMiqElWyjoeAZ_iF3WbsELtKJj6jFVqyiODL7BB0xT_DnD4kZgF0MFKUe5vrdvV631Tpem0EYtmEgA--VGDIxqcuP0LseZByJHB2CwTX2sm_q8P71uTFmUO_1SbsxgtJEuhNRNHzCiPYUhpjvSFuj7V_lwk7mf_3bOy2g1M0tnyyF7qvPypQb34DH0z7V_H_Ok1QUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwWrDMBBEvyY6BlkY0osOdeJASgnFTXpf22tbRJGKdu3Wf99NlcOyA_OYGVpDDOvdXtKMiqElWyjoeAZ_iF3WbsELtKJj6jFVqyiODL7BB0xT_DnD4kZgF0MFKUe5vrdvV631Tpem0EYtmEgA--VGDIxqcuP0LseZByJHB2CwTX2sm_q8P71uTFmUO_1SbsxgtJEuhNRNHzCiPYUhpjvSFuj7V_lwk7mf_3bOy2g1M0tnyyF7qvPypQb34DH0z7V_H_Ok1QUBAAA=WKE
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En el expediente contractual ha de justificarse la desagregación por 
género de los costes salariales o la imposibilidad motivada de llevar 
a efecto dicha desagregación

Si el convenio de referencia no establece diferencias retributivas por 
razón de género, y, además, no se impone ni en el PCAP debe dejarse 
constancia expresa en el expediente

El Tribunal no ignora que dicho precepto impone a los órganos de 
contratación una carga no exenta de dificultad, pero el mandato del 
artículo 100.2 de la LCSP constituye una norma imperativa cuyo obli-
gado cumplimiento no puede enervarse invocando la dificultad o 
complejidad de desglose con desagregación legalmente exigido. 

El obligado cumplimiento del artículo 100.2 tampoco puede eludirse 
invocando cláusulas del convenio colectivo aplicable que impongan la 
aplicación del principio de igualdad efectiva entre hombre y mujer, o 
la aprobación de un plan de igualdad por las empresas incluidas en su 
ámbito funcional de aplicación, pues el artículo 100.2 de la LCSP con-
tiene un mandato legal expreso dirigido al órgano de contratación, y 
circunscrito al cálculo del presupuesto base de licitación, mandato que 
es distinto e independiente las obligaciones que las normas conven-
cionales laborales puedan imponer a las partes de la relación laboral. 

No obstante lo anterior, es indudable que el mandato legal citado no 
puede interpretarse de forma extrema en el sentido que obligue a 
desagregar lo inexistente o desconocido, pues no se puede obligar a 
lo imposible: Quiero ello decir que, efectivamente, si el convenio de 
referencia no establece diferencias retributivas por razón de género, 
y, además, no se impone ni en el PCAP ni en norma alguna una distri-
bución por géneros del concreto personal mínimo exigido que ha de 
adscribirse a la ejecución de las prestaciones del contrato, no cabe 
sino concluir que el citado desglose con desagregación por géneros 
de los costes salariales estimados según convenio laboral aplicable 
no puede establecerse en el PCAP ni en el documento regulador de 
la licitación y del contrato, por lo que no se puede infringir por ello el 
citado artículo 100.2 de la LCSP. 

Ahora bien, una cosa es que no se pueda llevar a cabo esa desagrega-
ción por géneros si no existen diferencias retributivas según convenio 
aplicable, o no se puedan determinar los importes según géneros del 
concreto personal adscrito al contrato, y otra que se omita toda indi-
cación a dichas circunstancias en el documento en que se haga el des-
glose de los costes que forman el presupuesto base de licitación del 
contrato, en particular, de los directos y dentro de ellos, de los costes 
salariales, pues en el primer caso existiría incumplimiento del manda-
to legal, mientras que en el segundo, no, puesto que se mencionaría 
y concretaría la imposibilidad de cumplirlo y su causa: inexistencia de 
diferencias en convenio y/o imposibilidad de conocer el género del 
personal que se adscribirá a la ejecución del contrato

 �RESOLUCIÓN 1333/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿HAN DE 
DESAGREGARSE 

POR GÉNERO LOS 
COSTES SALARIALES 

PREVISTOS EN EL 
PRESUPUESTO BASE 

DE LICITACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWNBIg4-NBAkEEIopb1vkiWxMDbybgL5-7p1D6sdaZ5mhmbn3fzQ1zCiYGhIZwJaHsHufJu0mfAKTdQ-dBjKOSr2DLbGX5gG_zrDZHpg410JIUWZrtPHLyllvs6UKnIxYaAI6G_To2MUg-mHUzxOPBAZ2gGDrqt9VVfn7eFjoVZZUSiZL9RNyWwjCCG0wwV61Ad38-GBtAR6voV19zj3889OeQktR-bY2bBLnmht_LEGt2DRdf9rfwDfkxJwBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWNBIg4-NBAkEEIopb1vkiWxMDbybgL5-7p1D6sdaZ5mhmbn3fzQ1zCiYGhIZwJaHsHufJu0mfAKTdQ-dBjKOSr2DLbGX5gG_zrDZHpg410JIUWZrtPHLyllvs6UKnIxYaAI6G_To2MUg-mHUzxOPBAZ2gGDrqt9VVfn7eFjoVZZUSiZL9RNyWwjCCG0wwV61Ad38-GBtAR6voV19zj3889OeQktR-bY2bBLnmht_LEGt2DRdf9rfwDfkxJwBQEAAA==WKE
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En el cálculo del valor estimado de los contratos de servicios resul-
ta necesario tener en cuenta tanto los costes de estructura como el 
beneficio industrial

Puede acudirse supletoriamente para su determinación a lo previsto 
para el contrato de obra: del 13 al 17 % de gastos generales y 6 % de 
beneficio industrial

El artículo 101.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, es de aplicación general a los distintos tipos de contra-
to que se regulan en dicha norma. En consecuencia, para calcular el 
valor estimado del contrato de servicios deberán tenerse en cuenta, 
además de los otros costes que en él se especifican, los gastos gene-
rales de estructura y el beneficio industrial. 

Nada obsta a que los porcentajes establecidos en el artículo 131 del 
Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas, tanto los previstos para los gastos generales (del 13% al 
17%) como el relativo al beneficio industrial (6%), puedan ser de apli-
cación a los contratos de servicios, en la medida en que el órgano de 
contratación los considere adecuados a la naturaleza de la prestación 
contractual y a las características propias del contrato en cuestión.

 �INFORME 40/2019 JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO 

¿DEBEN INCLUIRSE 
COSTES DE 

ESTRUCTURA 
Y BENEFICIO 

INDUSTRIAL EN EL 
VALOR ESTIMADO DE 

LOS CONTRATOS DE 
SERVICIOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLUgPOwhy0AICZPuo066tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePFqMNcsoazehYGhIxgJankAfbRu0mrGGxmvrOnTZ4hVbBl3hF6bBvkqYVQ-srMnAhSjVdbI4Rd_ZxfF2I2Z05AF5Uz0aRjGofjj75cADkaIjMMgqP-VVXh6K_SrZplG6Su5JlESCEFw7XKBHWZi7dSPSGuj5Fto8fNfrzw5hAc0mZv-wYRM80Wp__Q88gEbT_at-APjWO2sCAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLUgPOwhy0AICZPuo066tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePFqMNcsoazehYGhIxgJankAfbRu0mrGGxmvrOnTZ4hVbBl3hF6bBvkqYVQ-srMnAhSjVdbI4Rd_ZxfF2I2Z05AF5Uz0aRjGofjj75cADkaIjMMgqP-VVXh6K_SrZplG6Su5JlESCEFw7XKBHWZi7dSPSGuj5Fto8fNfrzw5hAc0mZv-wYRM80Wp__Q88gEbT_at-APjWO2sCAQAAWKE
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El presupuesto base de licitación de calcularse tomando como refe-
rencia los costes salariales previstos en el convenio colectivo secto-
rial que sea de aplicación

Los costes salariales de la empresa saliente no resultan de conside-
ración para la elaboración del presupuesto

Se debe recordar que como reiteradamente han manifestado este 
Tribunal el principio general es que la Administración es un tercero 
respecto de las disposiciones de los convenios colectivos que rigen 
en el sector de la actividad objeto de la licitación, puesto que no es 
parte de los mismos, siendo su contenido en el ejercicio de la nego-
ciación colectiva que corresponde a los trabajadores y empresarios, 
indisponible a la Administración. Ello no obsta para que el poder adju-
dicador de que se trate haya de tener como referencia necesaria, para 
determinar el importe de licitación, los salarios y demás condiciones 
laborales en aquellos contratos de servicios en los que el coste fun-
damental sea el del personal que ha de adscribirse a su ejecución, 
como auténtico precio de mercado del contrato, en aplicación de la 
exigencia contenida en el artículo 201 de la LCSP (…).

De esta forma al efectuar el cálculo del importe de licitación la LCSP 
previene en su artículo 100 que “En los contratos en que el coste de 
los salarios de las personas empleadas para su ejecución forme parte 
del precio total del contrato, el presupuesto base de licitación indicará 
de forma desglosada y con desagregación de género y categoría pro-
fesional los costes salariales estimados a partir del convenio laboral 
de referencia”. Dicho convenio de referencia no puede ser a juicio de 
este Tribunal un convenio de empresa, como ha señalado entre otras 
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia 1128/2003 
de 24 de diciembre, cuyos argumentos si bien es anterior a la nueva 
LCSP resultan plenamente aplicables. Así se indica en la mencionada 
sentencia que “(...) Pero, afectando la anterior afirmación al conve-
nio colectivo del sector, no puede decirse lo mismo del convenio de 
empresa, ya que las condiciones laborales y económicas que la Ad-
ministración ha de imponer al nuevo adjudicatario deben ser las que 
se establecen en el convenio del sector, que es la norma que impone 
la subrogación del personal, pero no las que el anterior adjudicatario 
pueda haber negociado con su personal, cuyas mejoras las asume 
personalmente con cargo al precio del contrato, sin que sea aplicable 
para este caso la Directiva 2001/23/ CEE”.

 �RESOLUCIÓN 315/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID. 

¿QUÉ CONVENIO 
COLECTIVO HA DE 

UTILIZARSE PARA EL 
CÁLCULO DEL VALOR 

ESTIMADO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK9uFiosPBIIEqhBKgfsmWRILYyPvJpC_r1tzWO1I8zQzNPngp7s5xQEFQ01GCWh4ALcJTdZ2xBPUSYfYYiympDgwuAr_YOrD8wCj7YBt8AXEHGXb1uzPUsov_SnnUokRIyXAXGyHnlH0tuu_03HmgcjSBhhMVW7Lqjysd6uZnquFklLP9FVLtRSEEJv-CB2anb-GeEf6AHq8hPO3NPfn3855GS0G5tRZs8-eaFz6qQbX4NC377W_pqvBxwUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK9uFiosPBIIEqhBKgfsmWRILYyPvJpC_r1tzWO1I8zQzNPngp7s5xQEFQ01GCWh4ALcJTdZ2xBPUSYfYYiympDgwuAr_YOrD8wCj7YBt8AXEHGXb1uzPUsov_SnnUokRIyXAXGyHnlH0tuu_03HmgcjSBhhMVW7Lqjysd6uZnquFklLP9FVLtRSEEJv-CB2anb-GeEf6AHq8hPO3NPfn3855GS0G5tRZs8-eaFz6qQbX4NC377W_pqvBxwUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK9uFiosPBIIEqhBKgfsmWRILYyPvJpC_r1tzWO1I8zQzNPngp7s5xQEFQ01GCWh4ALcJTdZ2xBPUSYfYYiympDgwuAr_YOrD8wCj7YBt8AXEHGXb1uzPUsov_SnnUokRIyXAXGyHnlH0tuu_03HmgcjSBhhMVW7Lqjysd6uZnquFklLP9FVLtRSEEJv-CB2anb-GeEf6AHq8hPO3NPfn3855GS0G5tRZs8-eaFz6qQbX4NC377W_pqvBxwUBAAA=WKE
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104 
CODIFICACIÓN CPV: NULIDAD DEL PLIEGO POR NO  

HABERSE INCLUIDO LA CODIFICACIÓN CPV ADECUADA

En cada licitación debe existir un código principal (sin perjuicio de 
que se complemente con otros) existiendo preferencia de los más 
genéricos sobre los concretos a los efectos de dotar al contrato de la 
mayor publicidad

El error en la elección del código CPV puede determinar la nulidad de 
la licitación

De acuerdo con el sistema de información para la contratación pública 
de la Unión Europea SIMAP “Los poderes adjudicadores deben tratar 
de encontrar el código que mejor se ajuste a la adquisición prevista. 
Si bien en algunas ocasiones los poderes adjudicadores pueden tener 
que elegir entre diversos códigos, es importante que seleccionen un 
único código para el título del anuncio de licitación. Si el CPV fuera 
inexacto, los poderes adjudicadores deberán referirse a la división, 
grupo, clase o categoría que mejor describa su adquisición prevista 
(un código más general que puede reconocerse fácilmente porque 
tiene más ceros)”. (http://simap.ted.europa.eu/web/simap/cpv). 

Ello no significa que no puedan utilizarse más códigos, ya que se refie-
re solo al título del anuncio, como se desprende con claridad del Ma-
nual del vocabulario común de contratos públicos que, aunque carece 
de valor jurídico, puede considerarse a efectos interpretativos, cuando 
afirma que “Se puede, desde luego, utilizar más de un código en los 
formularios normalizados destinados a la publicación de los anuncios 
de contratos públicos (véase el sitio web eNotices). 

Esto será necesario, por ejemplo, si no hay código específico que re-
sulte adecuado. En tales casos, sin embargo, el primero de los códi-
gos utilizados deberá considerarse el título y será, por tanto, algo más 
general (con más ceros al final) que los otros códigos”.

 �RESOLUCIÓN 145/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID

¿QUÉ CRITERIOS HAN 
DE SEGUIRSE PARA 

LA DETERMINACIÓN 
DEL CPV APLICABLE 
A UNA LICITACIÓN?

http://simap.ted.europa.eu/web/simap/cpv
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK9vl7-JDA0ECIYRS2vsmWRILYyPvJm3evgb3sNqR5tPM0OSDn-7mEgcUDDUZJaDhAdw2NFnbES9QJx1ii7GYkuLA4Cp8wtSHnxOMtgO2wRcQc5RtW3P4klIulVb6XYkRIyXAfNsOPaPobdcf03HmgcjSFhhMVe7Kqjxt9h8zPV_I1Xo501ct1VoQQmz6M3Ro9v4a4h3pDejxK5y_pbWfLzvHZbQYmFNlzT57onHppxbcgEPf_o_9A6lJUJYEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK9vl7-JDA0ECIYRS2vsmWRILYyPvJm3evgb3sNqR5tPM0OSDn-7mEgcUDDUZJaDhAdw2NFnbES9QJx1ii7GYkuLA4Cp8wtSHnxOMtgO2wRcQc5RtW3P4klIulVb6XYkRIyXAfNsOPaPobdcf03HmgcjSFhhMVe7Kqjxt9h8zPV_I1Xo501ct1VoQQmz6M3Ro9v4a4h3pDejxK5y_pbWfLzvHZbQYmFNlzT57onHppxbcgEPf_o_9A6lJUJYEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK9vl7-JDA0ECIYRS2vsmWRILYyPvJm3evgb3sNqR5tPM0OSDn-7mEgcUDDUZJaDhAdw2NFnbES9QJx1ii7GYkuLA4Cp8wtSHnxOMtgO2wRcQc5RtW3P4klIulVb6XYkRIyXAfNsOPaPobdcf03HmgcjSFhhMVe7Kqjxt9h8zPV_I1Xo501ct1VoQQmz6M3Ro9v4a4h3pDejxK5y_pbWfLzvHZbQYmFNlzT57onHppxbcgEPf_o_9A6lJUJYEAQAAWKE
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La norma española prevé que siempre que la naturaleza o el objeto 
del contrato lo permitan, deberá preverse la realización independien-
te de cada una de sus partes mediante su división en lotes

En el caso de no división en lotes del objeto contractual debe jus-
tificarse adecuadamente en el expediente los motivos técnicos que 
sustentan dicha decisión

En relación con la previsión de este artículo 46 de la Directiva, este 
Tribunal ha declarado, entre otras, en la resolución 814/2016, que del 
mismo se desprende que “la división no es obligatoria”, siendo así que, 
por mucho que el considerando 78 de la Directiva 2014/24/UE expre-
se que, para aumentar la competencia, “procede animar a los pode-
res adjudicadores a, en particular, dividir grandes contratos en lotes”, 
también añade que tales poderes adjudicadores deben conservar “la 
libertad de decidir de forma autónoma y basándose en las razones 
que estime oportunas, sin estar sujeto a supervisión administrativa o 
judicial”, exigiendo únicamente que se estudie la conveniencia de tal 
división, a cuyo fin, “cuando el poder adjudicador decida que no sería 
conveniente dividir el contrato en lotes, el informe específico o los 
pliegos de la contratación debe incluir una indicación de las principa-
les razones que expliquen la elección hecha por el poder adjudicador.”

 �RESOLUCIÓN 239/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿ES OBLIGATORIA LA 
DIVISIÓN DEL OBJETO 

CONTRACTUAL EN 
LOTES?

105 
DIVISIÓN EN LOTES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW6DMBBEvwYfK4eWkBx8CAmRUkWoojT3BTZg1bEr70LK39eJe1jtSPM0M7RYZ5ebavyEgqEltRLQ8QTm4Lqo9YwNtEE736MvlqDYMZgaHzCN7l7BrAdg7WwBPkbpvlfvX1LKbPOabzdbMaOnAKiLHtAyilEP4zkcRx6INB2AQdXlsazLan_aJelbus4ymaTXVK5yQQi-Gz9gQHWyV-dvSC9AP7_C2O-w9vNpx7iIFhNzqGzZRk90JvzQgnswaPv_sX8J_gOUBAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW6DMBBEvwYfK4eWkBx8CAmRUkWoojT3BTZg1bEr70LK39eJe1jtSPM0M7RYZ5ebavyEgqEltRLQ8QTm4Lqo9YwNtEE736MvlqDYMZgaHzCN7l7BrAdg7WwBPkbpvlfvX1LKbPOabzdbMaOnAKiLHtAyilEP4zkcRx6INB2AQdXlsazLan_aJelbus4ymaTXVK5yQQi-Gz9gQHWyV-dvSC9AP7_C2O-w9vNpx7iIFhNzqGzZRk90JvzQgnswaPv_sX8J_gOUBAEAAA==WKE
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La determinación de los lotes en los que se divide un contrato de-
be realizarse tomando como referencia el objetivo del acceso de las 
PYMES a la licitación 

El establecimiento de lotes excesivamente grandes sin una justifica-
ción adecuada y suficiente puede ser objeto de revisión por los tribu-
nales contractuales

Se concluye que, aunque formalmente se ha cumplido con la obliga-
ción de dividir el contrato en lotes, no existe una motivación adecuada 
y razonable del número de lotes y su distribución. Así, no se motiva 
la concentración de centros en lotes de tan gran tamaño (54 y 69 
millones de euros). No es razonable la justificación incorporada en el 
informe al recurso de que con la configuración en dos grandes lotes 
se pretende garantizar los derechos de los trabajadores a subrogar, 
pues la obligación de subrogar a los trabajadores opera igual para 
todas las empresas del sector sea cual sea su tamaño

La adjudicación del contrato únicamente a una gran empresa en cada 
lote no da mayores garantías de buena ejecución y solo supone es-
tablecer unos importes de garantía provisional y unos requisitos sol-
vencia económica y financiera y técnica o profesional que muy pocos 
pueden cumplir, eliminando de esta manera una competencia real y 
efectiva y sobre todo limitando la posibilidad de licitar a las PYMES, 
sin que se haya justificado una necesidad de que así deba ser. Esto se 
refuerza porque nada exige que la subrogación deba ser de todo el 
personal de forma completa.

La Directiva 2014/24/UE, en el Considerando 59, advierte que la agre-
gación y la centralización de las compras deben supervisarse para 
evitar una excesiva concentración de poder adquisitivo, evitar la colu-
sión y proteger la transparencia, la competencia y las posibilidades de 
acceso al mercado de las PYME.

 �RESOLUCIÓN 124/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID 

¿LA DIVISIÓN EN 
LOTES DEL OBJETO 

CONTRACTUAL 
DEBE TENER EN 

CONSIDERACIÓN A 
LAS PYMES?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKztFAQ4-NBAkEEIo0N43yZJYGBt5N4H8PW7dw2pHmqeZocl5N931JQwoGGrSSkDDA9iNb5I2I16gjtqHFkMxRcWewVb4C1Pvn0cYTQdsvCsgpCjTtnr_LaXM1adcqVyMGCgC-sd06BhFb7r-EI8TD0SGNsCgq3JbVuVxvfuaZfNcqmwxy66ZVEtBCKHpT9Ch3rmrD3ekD6DHS1h3i2vPf3aKS2gxMMfKml3yRGPjjy24Bouu_R_7BloIjzEEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKztFAQ4-NBAkEEIo0N43yZJYGBt5N4H8PW7dw2pHmqeZocl5N931JQwoGGrSSkDDA9iNb5I2I16gjtqHFkMxRcWewVb4C1Pvn0cYTQdsvCsgpCjTtnr_LaXM1adcqVyMGCgC-sd06BhFb7r-EI8TD0SGNsCgq3JbVuVxvfuaZfNcqmwxy66ZVEtBCKHpT9Ch3rmrD3ekD6DHS1h3i2vPf3aKS2gxMMfKml3yRGPjjy24Bouu_R_7BloIjzEEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKztFAQ4-NBAkEEIo0N43yZJYGBt5N4H8PW7dw2pHmqeZocl5N931JQwoGGrSSkDDA9iNb5I2I16gjtqHFkMxRcWewVb4C1Pvn0cYTQdsvCsgpCjTtnr_LaXM1adcqVyMGCgC-sd06BhFb7r-EI8TD0SGNsCgq3JbVuVxvfuaZfNcqmwxy66ZVEtBCKHpT9Ch3rmrD3ekD6DHS1h3i2vPf3aKS2gxMMfKml3yRGPjjy24Bouu_R_7BloIjzEEAQAAWKE
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No es posible establecer reglas especiales para la licitación o adjudi-
cación de lotes a grupos de empresa

Las limitaciones a la concurrencia de grupos de empresas han de es-
tar vinculadas a prácticas colusorias y han de ser objeto de análisis 
casuístico

Por lo tanto, hay que responder la cuestión relativa a cómo operan 
las limitaciones establecidas en el artículo 99.4 de la LCSP en casos 
de participación de empresas vinculadas en procedimientos con el 
objeto contractual dividido en lotes en los que participan varias UTE 
al mismo tiempo, o bien en alguna de ellas y de forma individual, en el 
sentido que las empresas que formen parte de un grupo empresarial 
tienen que recibir el mismo tratamiento que las empresas no vincu-
ladas, en los términos señalados en la consideración jurídica anterior, 
de manera que, tanto si participan en los diversos lotes individual-
mente, como si lo hacen formando parte de una o varias UTE, se las 
tiene que considerar del mismo modo que las otras empresas. 

En todo caso, y como también se ha señalado en la consideración 
jurídica anterior, en el supuesto en que confluyan como licitadoras en 
un mismo procedimiento de contratación empresas vinculadas, indi-
vidualmente o en UTE, el órgano de contratación tiene que mantener 
una cautela especial y debe examinar, caso por caso, los vínculos exis-
tentes entre ellas con el fin de determinar si tienen que ser considera-
das como la misma empresa, de manera que este hecho tuviera que 
comportar consecuencias respecto de su participación en la licitación, 
o con el fin de detectar y evitar –si fuera el caso– las posibles prácti-
cas colusorias que pudieran llevar a cabo con ocasión de su partici-
pación, no pudiéndose, como también se ha dicho, determinar a priori 
la concurrencia de estas circunstancias y, por lo tanto, la procedencia 
de dichas consecuencias, por el hecho de darse determinadas vincu-
laciones, en función de los porcentajes de participación en el capital o 
de nombramientos de miembros de los órganos de administración o 
dirección de las empresas.

 �INFORME 11/2019 DE LA JUNTA CONSULTIVA 
DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
GENERALITAT DE CATALUNYA 

¿PUEDEN PREVERSE 
LIMITACIONES EN 

RELACIÓN CON LOS 
LOTES A LICITAR 

O ADJUDICAR 
SOLO APLICABLES 

A GRUPOS DE 
EMPRESA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017jJSSPOwhy0CICIvuo466tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfMgb25EwVCRjATUPII-2DpoNeENKq-ta9Bls1dsGXSJX5h6-zrDpDpgZU0GLkSpppHFcfWdJE2TtZjQkQfkXXVoGEWvuv7klwMPRIoOwCDL_JiX-Xlf7BbxOko320XcxqsoFYTg6v4CHcrCtNYNSEug51to8_Blrz87pAU0G5n9x4pN8ESt_fVPcA8aTfPv-gHeTKLlAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017jJSSPOwhy0CICIvuo466tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfMgb25EwVCRjATUPII-2DpoNeENKq-ta9Bls1dsGXSJX5h6-zrDpDpgZU0GLkSpppHFcfWdJE2TtZjQkQfkXXVoGEWvuv7klwMPRIoOwCDL_JiX-Xlf7BbxOko320XcxqsoFYTg6v4CHcrCtNYNSEug51to8_Blrz87pAU0G5n9x4pN8ESt_fVPcA8aTfPv-gHeTKLlAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017jJSSPOwhy0CICIvuo466tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfMgb25EwVCRjATUPII-2DpoNeENKq-ta9Bls1dsGXSJX5h6-zrDpDpgZU0GLkSpppHFcfWdJE2TtZjQkQfkXXVoGEWvuv7klwMPRIoOwCDL_JiX-Xlf7BbxOko320XcxqsoFYTg6v4CHcrCtNYNSEug51to8_Blrz87pAU0G5n9x4pN8ESt_fVPcA8aTfPv-gHeTKLlAwEAAA==WKE
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El pliego puede limitar el número de lotes de los que un operador 
económico puede ser adjudicatario, pero debe hacerlo de forma mo-
tivada y con reglas claras

No puede dejarse en manos de la mesa la determinación de los crite-
rios para la limitación

Se excede sin embargo el Pliego cuando se traslada a la mesa la decisión 
de cuál de los lotes se adjudicará al licitador que ha presentado la oferta 
económicamente más ventajosa en varios de ellos, marginando la prefe-
rencia expresada por el propio licitador, posibilidad que inequívocamente 
contempla la cláusula controvertida, con el fin de evitar que por las cir-
cunstancias que expresa la cláusula impugnada quede desierto algún 
lote por aplicación de la regla de que ningún licitador podrá ser adjudica-
tario de más de un lote, salvo en el caso de la excepción que establece. 

La concurrencia ha de preservarse en los términos de la ley, esto es, 
limitando el número de lotes de los que se puede ser adjudicatario, 
pero no excluyendo para el caso la mejor oferta realizada para el lote 
en función de que se hayan presentado o no ofertas a otros lotes, 
pues ello resulta contrario a los principios de la contratación, singu-
larmente los de no discriminación, salvaguarda de la libre competen-
cia, eficiencia y oferta económicamente más ventajosa y protección 
del mejor mérito. No es función de la mesa de contratación preterir 
las ofertas realizadas y económicamente más ventajosas en función 
de criterios de competencia valorados para el caso concreto. 

El Pliego puede limitar, tras la oportuna justificación, el número de lotes 
de que un licitador puede ser adjudicatario, pero no está previsto en la 
ley que pueda excluirse la oferta económicamente más ventajosa para 
un lote por razones distintas de la señalada, como sería la existencia o no 
de escasa concurrencia. Nada en el artículo 99.4 LCSP permite la exclu-
sión de una oferta más ventajosa para dar preferencia a otra con menor 
puntuación, precisamente en contra de la preferencia manifestada por el 
licitador que ha presentado la mejor oferta y es relegado. Algo distinto 
es que se acepte la limitación del número de lotes de los que un mismo 
licitador puede ser adjudicatario o que para evitar que un lote quede de-
sierto se excepcione la regla de no adjudicar más de un lote a un mismo 
licitador que haya presentado la mejor oferta en más de uno de ellos 

Por otra parte, la limitación de lotes de los que se puede ser adjudicata-
rio está legalmente configurada como una excepción a la regla general 
de libre concurrencia y adjudicación a la oferta económicamente más 
ventajosa, por lo que debe recibir una aplicación estricta o no exten-
siva, quedando fuera de la ley las excepciones a la adjudicación que 
desborden la limitación legalmente admitida, es decir, la del número 
de lotes de que se puede ser adjudicatario y que no deriven de criterios 
estrictamente competitivos, como sería una valoración para el caso de 
la existencia o no de escasa o suficiente concurrencia o la conveniencia, 
que siempre sería al menos discutible, de dar entra a otro licitador que 
ha realizado una oferta objetivamente menos valorada.

 �RESOLUCIÓN 798/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿PUEDE PREVER 
EL PLIEGO QUE 

SEA LA MESA LA 
QUE DETERMINE 

LAS LIMITACIONES 
Y CONDICIONES A 
LA HORA DE SER 

ADJUDICATARIO DE 
VARIOS LOTES?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OT6-CMBDEP409GihEvfTwUEw0xhj8c19ghcbamu6C8u1fn32HzU4yv8wMTdbZ6akufkDBUJNKBTQ8gNm4Jmo94gXqoJ1v0RdTUOwYTIV_MPXufYRRd8Da2QJ8jNJtq_bXJEkWUmZZvhAjegqAuukOLaPoddcfwnHkgUjTBhhUVW7Lqjyudz8zmad5nmbLmbzLJF0JQvBNf4IO1c7enX8izYFeH2HsI8w9f-2YF9FiYA6dNdvoicaEH2pwDQZt-7_2FxeujTgFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OT6-CMBDEP409GihEvfTwUEw0xhj8c19ghcbamu6C8u1fn32HzU4yv8wMTdbZ6akufkDBUJNKBTQ8gNm4Jmo94gXqoJ1v0RdTUOwYTIV_MPXufYRRd8Da2QJ8jNJtq_bXJEkWUmZZvhAjegqAuukOLaPoddcfwnHkgUjTBhhUVW7Lqjyudz8zmad5nmbLmbzLJF0JQvBNf4IO1c7enX8izYFeH2HsI8w9f-2YF9FiYA6dNdvoicaEH2pwDQZt-7_2FxeujTgFAQAAWKE
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En los contratos mixtos también se pueden dividir en lotes las pres-
taciones que componen el objeto contractual

La vinculación de las prestaciones no opera como un límite para la 
división en lotes

A la aplicación de esta regla general no obsta que estemos en pre-
sencia de un contrato mixto que, como es conocido, es el que aglutina 
prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta clase (ar-
tículo 18 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público). Por lo que se refiere a las condiciones para poder fusionar 
estas prestaciones en un único contrato el artículo 34.2 de la Ley 
9/2017 nos recuerda que solo podrán fusionarse prestaciones corres-
pondientes a diferentes contratos en un contrato mixto “cuando esas 
prestaciones se encuentren directamente vinculadas entre sí y man-
tengan relaciones de complementariedad que exijan su consideración 
y tratamiento como una unidad funcional dirigida a la satisfacción de 
una determinada necesidad o a la consecución de un fin institucional 
propio de la entidad contratante.” Por tanto, la vinculación directa y 
la unidad funcional son las dos condiciones que exige la ley para la 
fusión de prestaciones distintas en un contrato único. 

Resulta claro que el hecho de que las prestaciones estén vinculadas 
entre sí y que constituyan una unidad funcional orientada a la satis-
facción de una determinada necesidad o a la consecución de un fin 
institucional propio de la entidad contratante no tiene por qué supo-
ner la imposibilidad de dividir en lotes un contrato mixto, cumpliendo 
la regla general de la ley. Dos prestaciones pueden estar vinculadas 
y tener una función unitaria y, sin embargo, permitir que su licitación 
se realice separadamente en lotes en el seno del mismo contrato. Los 
conceptos de unidad funcional y de realización independiente en lotes 
no son coextensos ni equivalentes en su significado.

 �INFORME DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO 7/2019

¿ES POSIBLE DIVIDIR 
EN LOTES LAS 

PRESTACIONES 
PROPIAS DE UN 

CONTRATO MIXTO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DJWIPOwhS0EICZPuo066tO3Gzmj579vaBoZ58D7ePFqMNctDNm5CwdCSjAV0PIE-2i5oNWMDrdfW9eiyxSu2DLrGL0yjfVUwqwFYWZOBC1Gq72VZRN_ZRekuFjM68oC8qgENoxjVMJ78cuCBSNERGGSdF3mdV4dyv0o2m22arJJbEsWpIATXjWcYUJbmZt0DaQ30fAtt7r7s5WeHtIBmE7P_2LIJnui0v_4JHkCj6f9dP9PPBzUDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DJWIPOwhS0EICZPuo066tO3Gzmj579vaBoZ58D7ePFqMNctDNm5CwdCSjAV0PIE-2i5oNWMDrdfW9eiyxSu2DLrGL0yjfVUwqwFYWZOBC1Gq72VZRN_ZRekuFjM68oC8qgENoxjVMJ78cuCBSNERGGSdF3mdV4dyv0o2m22arJJbEsWpIATXjWcYUJbmZt0DaQ30fAtt7r7s5WeHtIBmE7P_2LIJnui0v_4JHkCj6f9dP9PPBzUDAQAAWKE
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106 
SERVICIOS DE CARÁCTER INTELECTUAL

La calificación de un servicio como de naturaleza intelectual exige la 
concurrencia de dos requisitos: el predominio del elemento inmate-
rial y el uso de facultades intelectuales vinculadas a la innovación o 
la creatividad

El TARC maneja un concepto restrictivo de la naturaleza intelectual 
de los servicios

Por lo que se refiere a la calificación de la prestación del contrato 
como de carácter intelectual, ya señalamos en nuestras resoluciones 
946/2017 y 544/2018 que siendo que en toda prestación de servicios 
intervienen en mayor o menor medida funciones humanas intelec-
tivas, debe interpretarse que la Directiva se refiere a aquellos con-
tratos con prestaciones análogas al proyecto de obras; es decir, que 
impliquen una actividad en que predomina el elemento inmaterial no 
cuantificable asociado a los procesos mentales propiamente huma-
nos, y, además, implique el uso de las más altas facultades intelec-
tivas humanas; destacadamente, aquellas que suponen innovación o 
un cierto grado de creatividad. En este caso, se prevé la prestación de 
actividades complejas que son un apoyo a los funcionarios, pero en 
las que no predomina su carácter innovativo u original, por lo que ca-
be concluir que el objeto del contrato no tiene el carácter “intelectual 
al que se refiere el artículo 145.4 de la LCSP.

 �RESOLUCIÓN 1111/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL RECURSOS CONTRACTUALES 

¿QUÉ REQUISITOS 
DEBEN CONCURRIR 

PARA CALIFICAR 
UN SERVICIO COMO 

DE NATURALEZA 
INTELECTUAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWNZwMUHAkECVagKtPdNsiQWxq68m5T8PW7NYbUjzdPM0OyDnx_mGkcUDA2ZQkDLI7h9aLO2E16hSTrEDmM5J8WBwdX4B9MQfs8w2R7YBl9CzFG268zpS0q5UpuV1FpMGCkB5tv26BnFYPvhIx1nHogs7YHB1NWhqqvz7rhdKK2kLvR6oW5KFhtBCLEdPqFHc_S3EB9IS6Cfp3D-nuZe_u2cl9FyZE6dDfvsidaln2pwBw599177Ar1cEQgFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWNZwMUHAkECVagKtPdNsiQWxq68m5T8PW7NYbUjzdPM0OyDnx_mGkcUDA2ZQkDLI7h9aLO2E16hSTrEDmM5J8WBwdX4B9MQfs8w2R7YBl9CzFG268zpS0q5UpuV1FpMGCkB5tv26BnFYPvhIx1nHogs7YHB1NWhqqvz7rhdKK2kLvR6oW5KFhtBCLEdPqFHc_S3EB9IS6Cfp3D-nuZe_u2cl9FyZE6dDfvsidaln2pwBw599177Ar1cEQgFAQAAWKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Por mandato del legislador los contratos que tenga por objeto servi-
cios de arquitectura, ingeniería, consultoría y urbanismo tienen en 
todo caso carácter intelectual.

En contratos de que tengan dichos objetos no es necesario realizar 
ningún tipo de análisis o consideración para concluir su carácter in-
telectual

Pues bien, a juicio de este Tribunal, la doctrina establecida bajo la vi-
gencia de la normativa anterior a la actual LCSP no puede mantener-
se en la actualidad. 

En efecto, establece la Disposición adicional cuadragésima primera de 
la LCSP que: “Se reconoce la naturaleza de prestaciones de carácter 
intelectual a los servicios de arquitectura, ingeniería, consultoría y ur-
banismo, con los efectos que se derivan de las previsiones contenidas 
en esta Ley”. Esta regla es novedosa, pues no existía en la anterior ley 
de contratos de 2011 (Decreto Legislativo 3/2011), vigente cuando se 
resolvieron los recursos anteriores aludidos.

La Ley 9/2017, de contratos del sector público, al igual que el Real 
Decreto Ley 3/2020, no contiene ninguna definición de lo que debe 
entenderse por prestación de carácter intelectual, pero sí reconocen 
expresamente tal naturaleza a los servicios de arquitectura, ingenie-
ría, consultoría y urbanismo.

 �RESOLUCIÓN 1300/2021 TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿LOS CONTRATOS 
DE ARQUITECTURA, 

INGENIERÍA, 
CONSULTORÍA 
Y URBANISMO 

TIENEN CARÁCTER 
INTELECTUAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OT0_DMAzFPw05oiRj6ymXstOEJgQdd7cxbURIttgp67fHoztw-Ml_nvX8LhXL0uGVndlo_WA_rbZG0ZJyWr5dVyoqhp6cEbEZGmErWOE2G2EjPCkYuELc58GZWx9m7KCXPhePpV2cVpwZ4huSs4qm_HOEOYzAIacWyvooeO8OJ611Y-xuuzNqxkJy4D7CiIlRTWGcXgRe7wmhDNMrjOjaSpeKHh6BzlcV05ckef-T79Z0SpKJIP7frgZtZZYnPadVU0OUugfGZ4iY_D3eL6fG_m4qAQAAWKE

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OT0_DMAzFPw05oiRj6ymXstOEJgQdd7cxbURIttgp67fHoztw-Ml_nvX8LhXL0uGVndlo_WA_rbZG0ZJyWr5dVyoqhp6cEbEZGmErWOE2G2EjPCkYuELc58GZWx9m7KCXPhePpV2cVpwZ4huSs4qm_HOEOYzAIacWyvooeO8OJ611Y-xuuzNqxkJy4D7CiIlRTWGcXgRe7wmhDNMrjOjaSpeKHh6BzlcV05ckef-T79Z0SpKJIP7frgZtZZYnPadVU0OUugfGZ4iY_D3eL6fG_m4qAQAAWKE

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OT0_DMAzFPw05oiRj6ymXstOEJgQdd7cxbURIttgp67fHoztw-Ml_nvX8LhXL0uGVndlo_WA_rbZG0ZJyWr5dVyoqhp6cEbEZGmErWOE2G2EjPCkYuELc58GZWx9m7KCXPhePpV2cVpwZ4huSs4qm_HOEOYzAIacWyvooeO8OJ611Y-xuuzNqxkJy4D7CiIlRTWGcXgRe7wmhDNMrjOjaSpeKHh6BzlcV05ckef-T79Z0SpKJIP7frgZtZZYnPadVU0OUugfGZ4iY_D3eL6fG_m4qAQAAWKE



30

GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos
©

 W
ol

te
rs

 K
lu

w
er

 L
eg

al
 &

 R
eg

ul
at

or
y 

Es
pa

ña
, S

.A
.

La introducción de perfiles profesionales por género puede suponer 
una infracción de la normativa contractual

Supone una discriminación tanto para los operadores económicos 
como contra ciertos trabajadores

Pues bien, los pliegos de la contratación que nos ocupa conculcan la 
igualdad de género, tal y como hemos examinado, pues la cláusula 
3.2 del PPTP establece la exigencia de 15 operadoras, 8 psicólogas y 
8 asesoras legales. No pueden aceptarse las argumentaciones ofre-
cidas por el órgano de contratación en su informe al recurso, pues él 
mismo asume que tal discriminación se produce efectivamente y, por 
ello, la lesión del principio de igualdad si bien la pone en relación con 
la obligación de subrogar al personal existente, aspecto este último, 
que, por otra parte, es legalmente ajeno a la configuración que los 
pliegos efectúan de la composición del equipo mínimo a adscribir a la 
ejecución del contrato. Tampoco podemos efectuar un razonamiento 
que desplace la exigencia de adscripción necesaria de personal de se-
xo femenino al momento de la ejecución del contrato porque, igual-
mente, ello implicaría, al tiempo de la formulación de la oferta, una 
discriminación inmediata de las empresas cuyo personal no reúne la 
condición exigida (género femenino) y mediata de los trabajadores 
varones

 �RESOLUCIÓN 747/2020 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL RECURSOS CONTRACTUALES 

¿PUEDEN 
DEFINIRSE PERFILES 

PROFESIONALES 
POR GÉNERO 

EN EL OBJETO 
CONTRACTUAL?

107 
IGUALDAD DE GÉNERO

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWMKlIMPBIIEQggFyn2TLIlVYyPvJjR_j1v3sNqR5mlmaHTejQ99DT0Khop0JqDmHuzW10mbAa9QRe1DgyEfo2LPYEv8hanzrxMMpgU23uUQUpRpGn34klIulrPsc6XEgIEioG-mRccoOtN2x3iceCAytAUGXRa7oixOm_16oj6ybD5fqYm6K6mkIIRQd2doUe_d3YcH0hTo-SOs-45zL392ykto3jPHzopd8kRt4481uAGLrvlf-wZmLDKfBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWMKlIMPBIIEQggFyn2TLIlVYyPvJjR_j1v3sNqR5mlmaHTejQ99DT0Khop0JqDmHuzW10mbAa9QRe1DgyEfo2LPYEv8hanzrxMMpgU23uUQUpRpGn34klIulrPsc6XEgIEioG-mRccoOtN2x3iceCAytAUGXRa7oixOm_16oj6ybD5fqYm6K6mkIIRQd2doUe_d3YcH0hTo-SOs-45zL392ykto3jPHzopd8kRt4481uAGLrvlf-wZmLDKfBQEAAA==WKE
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108 
EXIGENCIA DE ANTIGÜEDAD MÍNIMA

Conforme a la normativa contractual resulta posible exigir una anti-
güedad máxima en los productos a suministrar

Debe estar adecuadamente justificado y valorado en la memoria con-
tractual

A juicio de este Tribunal administrativo, en modo alguno, puede ca-
lificarse de caprichosa ni arbitraria la decisión del órgano de contra-
tación, relativa a un servicio de especial sensibilidad (máxime con 
conocidos precedentes que no pueden ser obviados por un poder ad-
judicador diligente), y sus características de mayor y concreta calidad. 
Esta exigencia de antigüedad no pretende limitar indebidamente al 
mercado; sino que busca unas características técnicas mínimas que 
permitan unas prestaciones de mejor calidad y menor riesgo clara-
mente compatibles con la esencia de los principios de la contratación 
pública. Además, el valor estimado ha tenido en cuenta esta exigencia, 
de tal manera que se justifica la intención de valorar en la licitación el 
mayor nivel del objeto exigido.

 �ACUERDO 100/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CONTRATOS PÚBLICOS DE ARAGÓN 

¿ES POSIBLE EXIGIR 
UNA ANTIGÜEDAD 

MÁXIMA EN LOS 
PRODUCTOS A 
SUMINISTRAR?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfq8QlRBx8aEIqUVWoCtD7JlkSC2Mj7yaQv8dgDqsdaZ5mhmbr7HxRBz-iYGhIpQJaHsFsXBu1nvAATdDOd-iLOSh2DKbGJ0yDu-1g0j2wdrYAH6N016mfY5Ik2Xr9mctMTOgpAOpf92gZxaD74TccRx6ING2AQdXVd1VXu3L7tZDLdJXlcrmQJ5mkuSAE3w5_0KPa2pPzF6QPoOtdGHsOc_cvO-ZFtBiZQ2fDNnqiNeGHGizBoO3eax-xWaJWBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfq8QlRBx8aEIqUVWoCtD7JlkSC2Mj7yaQv8dgDqsdaZ5mhmbr7HxRBz-iYGhIpQJaHsFsXBu1nvAATdDOd-iLOSh2DKbGJ0yDu-1g0j2wdrYAH6N016mfY5Ik2Xr9mctMTOgpAOpf92gZxaD74TccRx6ING2AQdXVd1VXu3L7tZDLdJXlcrmQJ5mkuSAE3w5_0KPa2pPzF6QPoOtdGHsOc_cvO-ZFtBiZQ2fDNnqiNeGHGizBoO3eax-xWaJWBQEAAA==WKE
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Salvo que lo justifique el objeto del contrato, las especificaciones téc-
nicas no podrán mencionar una fabricación o una procedencia deter-
minada o un procedimiento concreto, ni hacer referencia a una marca, 
a una patente o a un tipo, a un origen o a una producción determinados

La exigencia de recambios originales es una excepción que debe ser 
justificada adecuadamente

La imposición general descrita en el párrafo anterior establece la 
obligación de utilizar recambios originales para todos los aparatos. 
Esta matización es importante, porque de no haberse hecho así, no 
resultarían admisibles los acuerdos específicos sólo con varios pro-
veedores en los diferentes lotes, cuando vistos los anexos, existe una 
pluralidad de aparatos de diferentes marcas a mantener. De haberse 
exigido el mantenimiento mediante recambios originales sólo en los 
productos de determinadas marcas, se habría introducido una discri-
minación inaceptable e injustificada. 

El hecho aislado de exigir recambios originales viene siendo aceptado por 
diferentes tribunales de contratación administrativa, y encuentra su funda-
mento en el fin mayor a proteger, en este caso, el correcto funcionamiento 
de aparatos sanitarios, donde la salvaguardia de la salud debe prevalecer.

[…]

Es cierto que la situación planteada puede resultar compleja. Véase el he-
cho de que se presenten los propios proveedores a la licitación, y nieguen 
los certificados exigidos a otras empresas, impidiéndolas concurrir. Sin 
embargo, hay que recordar a la empresa recurrente que la propia legisla-
ción prevé en su artículo 179.d) la posibilidad de suscribir contratos nego-
ciados por exclusividad (vía que quizá también podía haberse planteado 
la entidad licitante). Y a su vez, debe también advertirse que las empresas 
proveedoras no tienen obligación de suministrar a otras empresas en una 
economía de libre mercado, por lo que se encuentran en su derecho si de-
ciden negar los certificados necesarios para la concurrencia a la licitación. 

Huelga decir que no nos encontramos en una situación óptima de con-
currencia, pero no se aprecia por este Tribunal, ni se ha justificado por el 
recurrente, que los pliegos se hallen incursos en supuesto alguno de nu-
lidad de pleno derecho. Es por ello que el recurso debe ser desestimado.

 �RESOLUCIÓN 742/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

 �RESOLUCIÓN 243/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  
DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDEN EXIGIRSE 
RECAMBIOS 

ORIGINALES EN 
CONTRATOS DE 

SUMINISTRO?

109 
RECAMBIOS ORIGINALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKyeFIA4-NCRIQQihlPa-STaJhbGRd5M2f1-De1jtSPM0M7RYZ5e7uvoJBUNDKhHQ8gSmcG3UesYrNEE736HPl6DYMZganzCN7ucMsx6AtbM5-Bilu04dv6SUm122ljITM3oKgPrWA1pGMephPIXjyAORpgIYVF0eyro876uPVbpO3rc7mazSPpXJVhCCb8cLDKgq2zt_R3oDevwKY29h7ufLjnkRzSfm0NmwjZ5oTfihBvdg0Hb_a_8A3ZXrNgUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKyeFIA4-NCRIQQihlPa-STaJhbGRd5M2f1-De1jtSPM0M7RYZ5e7uvoJBUNDKhHQ8gSmcG3UesYrNEE736HPl6DYMZganzCN7ucMsx6AtbM5-Bilu04dv6SUm122ljITM3oKgPrWA1pGMephPIXjyAORpgIYVF0eyro876uPVbpO3rc7mazSPpXJVhCCb8cLDKgq2zt_R3oDevwKY29h7ufLjnkRzSfm0NmwjZ5oTfihBvdg0Hb_a_8A3ZXrNgUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEv6Z7rAwpQRz2QrikqqoqobkvsAGrxm7thcDf1yk95DDa0c7TaH4m9mvNi2D6sntKr6lKCgirdXYdsfYTg1ATMAFqZSJTuRbTu9cz19TEv_Md-3JFBeKEzIkDZhAGd3unWfck2tmS_Faluw5fP5VS-11WJHkOM_sQAbzonq0wDLof3qJk4wOTb4cP6hmP9ur8yOGZwvcCxn7FJee_-BEtJ5FY14jdMmhNvBUJH8iw7f6H_AIJR9HE9QAAAA==WKEparams=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEv6Z7rAwpQRz2QrikqqoqobkvsAGrxm7thcDf1yk95DDa0c7TaH4m9mvNi2D6sntKr6lKCgirdXYdsfYTg1ATMAFqZSJTuRbTu9cz19TEv_Md-3JFBeKEzIkDZhAGd3unWfck2tmS_Faluw5fP5VS-11WJHkOM_sQAbzonq0wDLof3qJk4wOTb4cP6hmP9ur8yOGZwvcCxn7FJee_-BEtJ5FY14jdMmhNvBUJH8iw7f6H_AIJR9HE9QAAAA==WKE
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110 
PLAZO DE DURACIÓN

Solo excepcionalmente y de forma restrictiva se puede continuar con 
la prestación del objeto contractual cuando se produzca un grave 
trastorno al servicio público

La finalización del plazo de duración de un contrato determina que 
los pliegos y resto de documentos contractuales pierdan fuerza obli-
gatoria entre las partes. Ha de ser la orden de continuación la que 
determine las condiciones aplicables

Pero lo que está detrás de esta cuestión es, cómo actuar cuando hay 
un conflicto entre la obligación de la Administración de prestar un 
servicio público y la inexistencia de un contrato administrativo tra-
mitado de acuerdo con la legislación vigente. En este punto hay que 
destacar las obligaciones legales de un Municipio recogida en la Ley 
7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, entre las que se 
encuentra el objeto del expediente objeto de consulta 

Ante la necesidad del Ayuntamiento de realizar la prestación del 
servicio una vez finalizado el plazo de duración del anterior, se opta 
por realizar la prestación del servicio sin contrato, es decir por una 
mera vía de hecho, una presunta relación contractual entre el órgano 
de contratación y el prestador del servicio, carente de la existencia 
de pliegos y de toda documentación que rija la misma, por lo que la 
cuestión se centraría en el régimen de invalidez, debe cuestionarse 
la validez de ese acto de continuidad del servicio, y en concreto, si se 
estaría en el supuesto del articulo 47.1 e) de la ley 39/2015, de 1 de 
Octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administra-
ciones Públicas, que recoge la nulidad de pleno derecho de los actos 
dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento le-
galmente establecido.

Partiendo de la nulidad del acto, la propia Ley de contratos señala la 
posibilidad continuar la prestación, si bien con el requisito de evitar 
que se produzca un grave trastorno al servicio público (interpretado 
de forma restrictiva). El artículo 42.3: “Si la declaración administrativa 
de nulidad de un contrato produjese un grave trastorno al servicio 
público, podrá disponerse en el mismo acuerdo la continuación de los 
efectos de aquel y bajo sus mismas cláusulas, hasta que se adopten 
las medidas urgentes para evitar el perjuicio” 

Pero el acto que se declararía nulo, no es el contrato con el que se ha 
cumplido con las normas administrativas cuya duración ha vencido 

¿PUEDE 
CONTINUARSE CON 

LA EJECUCIÓN DE 
UN CONTRATO YA 

VENCIDO?
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sino el acto de continuidad, que no dispone de condiciones ni de plie-
gos que puedan exigir su cumplimiento, por lo que los efectos de esa 
declaración de nulidad del acto, de acuerdo con el articulo 42 implica-
rá que se entrará en liquidación, debiendo restituirse recíprocamente 
las cosas que hubiesen recibido y si no fuese posible se devolverá el 
valor de lo realizado, es decir, se abonarán las prestaciones efecti-
vamente realizadas. El contratista tendrá el derecho a reclamar una 
indemnización por el coste incurrido constitutivo de enriquecimiento 
injusto en favor de la Administración. Es la teoría jurisprudencia del 
denominado enriquecimiento injusto. 

Por ello, las condiciones de esta nueva prestación serán las que se se-
ñalen entre las partes, pero teniendo en cuenta que no existe contrato 
y será abonado, en su caso, el enriquecimiento que pueda haber obte-
nido la Administración por la prestación del servicio, sin que puedan 
ser alegadas las condiciones del contrato vencido.

 �INFORME 9/2018 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE CANARIAS 

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ii1DvfTgdMJARKZ4z7a4FWsrTTbdv7daAyEP3sfLo8l5Nz30JQwoGGrSUkDDA9idb5I2I16gjtqHFkM-RcWewVb4han3ryOMpgM23uUQUpRpW13uF99ZrjIpxYiBIqCvpkPHKHrT9Ye4nHggMrQDBl0V-6IqjttyM1OZkiqbqZtayLUghND0J-hQl-7mwwNpDvR8C-vusez5Z6e0hOYDc_xYs0ueaGy88QluwaJr_10_kXHgZgMBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ii1DvfTgdMJARKZ4z7a4FWsrTTbdv7daAyEP3sfLo8l5Nz30JQwoGGrSUkDDA9idb5I2I16gjtqHFkM-RcWewVb4han3ryOMpgM23uUQUpRpW13uF99ZrjIpxYiBIqCvpkPHKHrT9Ye4nHggMrQDBl0V-6IqjttyM1OZkiqbqZtayLUghND0J-hQl-7mwwNpDvR8C-vusez5Z6e0hOYDc_xYs0ueaGy88QluwaJr_10_kXHgZgMBAAA=WKE
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Vencido el contrato, aunque continúe excepcionalmente su ejecución, 
los precios pactados originariamente no son aplicables

El órgano de contratación debe abonar una compensación por la 
prestación, limitada a los costes efectivos y sin incluir los otros com-
ponentes retributivos propios de los contratos válidamente celebra-
dos

En este sentido, hay que recordar que la compensación que es proce-
dente para evitar el enriquecimiento injusto de la Administración no 
deriva del propio contrato nulo ni, por tanto, se ha de atender en todo 
caso a aquello que esté pactado, sino que deriva del deber de evitar 
el enriquecimiento –y el consiguiente empobrecimiento– derivado de 
las prestaciones realizadas, por lo que debería limitarse a tal efecto. 
Así, la doctrina de algunos órganos consultivos ha considerado que 
esta compensación se debe limitar al valor de la prestación, sin incluir 
el beneficio industrial.

En el Dictamen 131/2020, de 5 de mayo, ya mencionado, la Comisión 
Jurídica Asesora de Cataluña afirma que “la restitución obligada por 
el artículo 42.1 de la LCSP, en el supuesto de liquidación de un contra-
to nulo, solo tiene que comprender el valor efectivo de la prestación 
realizada y no el resto de conceptos que incluye el valor estimado 
de un contrato que se presupone válido”, recordando también que “la 
obligación de la Administración de afrontar el pago al contratista, en 
la hipótesis de contrato verbal, no deriva de este contrato, que es nulo 
de pleno derecho, sino directamente de la ley, en concreto, de la pre-
visión legal que impone la restitución recíproca de las prestaciones 
como primer efecto de la liquidación del contrato nulo”, de modo que 
al no hacerse el pago en cumplimiento de un contrato “su importe no 
se corresponde necesariamente con el precio del contrato, sino con 
el coste de aquello que efectivamente haya realizado el contratista”. 
Y sigue razonando que “esta afirmación es coherente con la dinámica 
propia de la nulidad de pleno derecho: con el establecimiento de la 
obligación de restitución recíproca de las prestaciones, el legislador 
pretende la restauración de la situación existente antes de la actua-
ción administrativa nula. Pretensión que se hace realidad en la medi-
da de lo posible: si no es posible la restitución in natura, se sustituye 
por la devolución de su valor económico. En definitiva, la finalidad 
buscada por el artículo 42.1 de la LCSP es que ambas partes vuelvan 
al estado anterior al encargo verbal y la realización de la prestación. 
Es por este motivo que debe conseguirse que el contratista quede 
indemne mediante el abono del coste efectivo de su actuación, pero 
sin ir más allá, en particular, sin obtener el beneficio industrial propio 
de una contratación regular”.

En este sentido, en el cálculo de la compensación, limitada a los cos-
tes efectivos y sin incluir los otros componentes retributivos propios 
de los contratos válidamente celebrados –como el beneficio indus-
trial–, sí deben tenerse en cuenta los gastos salariales que efectiva-
mente se hayan derivado de la realización de la prestación, con el 
incremento que, en su caso, éstas hayan experimentado con ocasión 

¿ES POSIBLE 
MODIFICAR 

LOS PRECIOS 
CONTRACTUALES 
DE UN CONTRATO 

QUE CONTINÚA EN 
EJECUCIÓN UNA 

VEZ VENCIDO SU 
PLAZO INICIAL Y 

LAS PRÓRROGAS 
PREVISTAS?
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de la negociación colectiva. En cambio, en un supuesto como el des-
crito en los documentos que acompañan la petición de informe, en el 
que se está prestando un servicio en una situación totalmente contra-
ria a la normativa de contratación pública, en ningún caso procederá 
hablar de “revisión de precios” del contrato, en la medida en que no 
existe tal contrato.

[…]

Para la determinación de la cuantía a abonar a la empresa que ha es-
tado prestando servicios propios de un contrato público sin contrato, 
como compensación –que no precio– en el marco de la institución 
de la prohibición de enriquecimiento injusto, y partiendo de la nece-
sidad de encontrar un equilibrio entre la continuación de la acción 
de la Administración y el respecto a los principios y a la normativa 
de contratación pública, tanto la doctrina como la jurisprudencia han 
señalado también la necesidad de tener en cuenta a efectos de esta 
determinación la actuación o la conducta de la empresa contratista. 
Así, se ha puesto de manifiesto la improcedencia del enriquecimiento 
u obtención de beneficio por parte de la empresa que también ha 
actuado con contravención de aquella normativa y principios siendo 
conocedora de la irregularidad, lo que toma especial relevancia en 
casos de prestación de servicios sin contrato y, por tanto, con una 
ausencia total de procedimiento. En este sentido, el Tribunal Supremo 
ha señalado que “el desequilibrio ha de estar constituido por presta-
ciones del particular que no se deban a su propia iniciativa ni revelen 
una voluntad maliciosa del mismo, sino que tengan su origen en he-
chos, dimanantes de la Administración pública, que hayan generado 
razonablemente en ese particular la creencia de que le incumbía un 
deber de colaboración con dicha Administración”.

 �INFORME 2/2021 DE LA JUNTA CONSULTIVA 
DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
GENERALITAT DE CATALUNYA

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OUavCMAyFf419FFcE9aEPdzphICJT7nu2xa1YW2my6f690RoIOXA-cg5NPvjpbi5xQMVQk8kUNDyA24UmaTviBWrRIbYY80kUBwZX4QemPjyPMNoO2AafQ0yvbNuacr_4zGqzWWVqxEgCmH_boWdUve36gywnHogs7YDBVMW-qIrjtvyb6aXO1jN91QstQQix6U_QoSn9NcQ70hzo8VLO36Tr-WunZwnNB2YJrNknTzVOrmTgFhz69lf1DZnGXqwCAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OUavCMAyFf419FFcE9aEPdzphICJT7nu2xa1YW2my6f690RoIOXA-cg5NPvjpbi5xQMVQk8kUNDyA24UmaTviBWrRIbYY80kUBwZX4QemPjyPMNoO2AafQ0yvbNuacr_4zGqzWWVqxEgCmH_boWdUve36gywnHogs7YDBVMW-qIrjtvyb6aXO1jN91QstQQix6U_QoSn9NcQ70hzo8VLO36Tr-WunZwnNB2YJrNknTzVOrmTgFhz69lf1DZnGXqwCAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OUavCMAyFf419FFcE9aEPdzphICJT7nu2xa1YW2my6f690RoIOXA-cg5NPvjpbi5xQMVQk8kUNDyA24UmaTviBWrRIbYY80kUBwZX4QemPjyPMNoO2AafQ0yvbNuacr_4zGqzWWVqxEgCmH_boWdUve36gywnHogs7YDBVMW-qIrjtvyb6aXO1jN91QstQQix6U_QoSn9NcQ70hzo8VLO36Tr-WunZwnNB2YJrNknTzVOrmTgFhz69lf1DZnGXqwCAQAAWKE
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De una interpretación sistemática de la LCSP se concluye que no re-
sulta de aplicación el plazo máximo de un año a estas contrataciones

La tramitación de este tipo de contratos se realiza con sujeción a las 
condiciones generales que apliquen los proveedores dándose el su-
puesto de que entre esas condiciones puede encontrarse una dura-
ción del contrato por un período mayor de un año, así como prorro-
gas obligatorias

El artículo 29.8 de LCSP referido al plazo y prórroga de los contratos 
menores no es de aplicación a los contratos menores de la disposi-
ción adicional novena de la LCSP por lo que pueden tener una dura-
ción superior al año y ser objeto de prórroga

 �INFORME 3/2019 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE CANARIAS

¿SE APLICA A LA 
CONTRATACIÓN DEL 

ACCESO A BASES 
DE DATOS Y LA 
SUSCRIPCIÓN A 

PUBLICACIONES QUE 
SE HAGA POR LA 

D.A. 9ª DE LA LCSP 
EL PLAZO MÁXIMO 

DE UN AÑO DE 
DURACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLVIOuwhy0CICIvuo466tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfMgb25EwVCRjAXUPII-2DpoNeENKq-ta9Bls1dsGXSJX5h6-zrDpDpgZU0GLkSpppHFMfrOZptGKzGhIw_Iu-rQMIpedf3JLwceiBQdgEGW-TEv8_O-2C2SdZxG8SJpkyjeCkJwdX-BDmVhWusGpCXQ8y20efiy158d0gKajcz-Y8UmeKLW_vonuAeNpvl3_QA-aHqdAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLVIOuwhy0CICIvuo466tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfMgb25EwVCRjAXUPII-2DpoNeENKq-ta9Bls1dsGXSJX5h6-zrDpDpgZU0GLkSpppHFMfrOZptGKzGhIw_Iu-rQMIpedf3JLwceiBQdgEGW-TEv8_O-2C2SdZxG8SJpkyjeCkJwdX-BDmVhWusGpCXQ8y20efiy158d0gKajcz-Y8UmeKLW_vonuAeNpvl3_QA-aHqdAwEAAA==WKE
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201 
MOMENTO DETERMINANTE DEL CUMPLIMIENTO  

DE LAS CONDICIONES DE SOLVENCIA

Los requisitos de solvencia, sin perjuicio de la posibilidad de subsa-
nación de su acreditación, deben cumplirse en la fecha final de pre-
sentación de ofertas

La acreditación del cumplimiento de los criterios de adjudicación y de 
los medios a adscribir a la ejecución del contrato no pueden exigirse 
en la fecha final de presentación de ofertas

Este Tribunal considera conveniente para resolver la cuestión objeto 
del recurso entre el momento al que se ha de referir la acreditación 
de los criterios de solvencia (así como de capacidad o prohibición de 
contratar), los compromisos de adscripción de medios, y los criterios 
de adjudicación. 

Así, la acreditación de la capacidad, solvencia y ausencia de prohibi-
ción de contratar, de acuerdo con el artículo 140.4 de la LCSP “deberán 
concurrir en la fecha final de presentación de ofertas y subsistir en 
el momento de perfección del contrato”. Por tanto, procede la exclu-
sión de un licitador, incluso propuesto adjudicatario, que no acredita 
contar con capacidad, solvencia y no estar incurso en prohibición de 
contratar tanto a la fecha final de presentación de ofertas como en el 
momento de la formalización del contrato.

 �RESOLUCIÓN 420/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿EN QUÉ MOMENTO 
HAN DE CUMPLIRSE 
LOS REQUISITOS DE 

SOLVENCIA EXIGIDOS 
EN LOS PLIEGOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK2OhQA8-NBAkEEJVSnvfJEtiYWzk3YTm77ute1jtSPM0MzSHGOa7vaQRFUNDdqmg5RH8LrZZuwkv0IiOqcNUzqI4Mvgaf2Ea4vMMk-uBXQwlpBzlus4eP7XWxet6tTaFmjCRAPbL9RgY1eD64STHmQciRztgsHW1r-rqvD28LcxqU-hiszBXo41UIaR2eIce7SFcY7ojvQA9vpUPN1n78WfnuIyWI7NUNhyyp1ovX1pwCx5D9z_2B8DSXBsEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK2OhQA8-NBAkEEJVSnvfJEtiYWzk3YTm77ute1jtSPM0MzSHGOa7vaQRFUNDdqmg5RH8LrZZuwkv0IiOqcNUzqI4Mvgaf2Ea4vMMk-uBXQwlpBzlus4eP7XWxet6tTaFmjCRAPbL9RgY1eD64STHmQciRztgsHW1r-rqvD28LcxqU-hiszBXo41UIaR2eIce7SFcY7ojvQA9vpUPN1n78WfnuIyWI7NUNhyyp1ovX1pwCx5D9z_2B8DSXBsEAQAAWKE
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202 
VOLUMEN DE NEGOCIOS

Con la regulación de la LCSP la exigencia de una cifra mínima de vo-
lumen de negocios ha de referirse obligatoriamente al mejor de los 
tres últimos ejercicios

No resulta posible exigir dicha cifra de forma acumulada en varios 
ejercicios

“No cabe ya (…) en el nuevo régimen legal que establece la LCSP, la 
exigencia de una cifra mínima de volumen de negocios a efectos de 
acreditar la solvencia económica que venga referida a un conjunto 
de varios ejercicios económicos, sino que necesariamente tal requeri-
miento habrá de venir referido a un único y concreto ejercicio, esto es, 
“al mejor ejercicio dentro de los tres últimos disponibles”. Hemos de 
resaltar aquí que se trata de una disposición de carácter imperativo, 
como revela el uso de la expresión “deberá acreditarse” en el primer 
párrafo del art. 87.1. Asimismo, conviene aclarar que el carácter suple-
torio al que alude el art. 92 de la LCSP en referencia al art. 87 se refie-
re exclusivamente a las reglas que con tal naturaleza se establecen 
en su apartado 3, no a las disposiciones del apartado 1”.

 �RESOLUCIÓN 1132/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE EXIGIRSE 
QUE SE ACREDITE 

LA SOLVENCIA 
ECONÓMICO 
FINANCIERA 

MEDIANTE 
UN VOLUMEN 
DE NEGOCIOS 

RELATIVO A VARIOS 
EJERCICIOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8eCwMWHhgSJCqEqQO-bZEksjF15Nyn5ewzuYbUjzdPM0Oy8m-_6HEYUDA3pTEDLI9jSt0mbCc_QRO1Dh6GYo2LPYGt8wTT4vyNMpgc23hUQUpTpOv11kVLmapPL1VpMGCgC-sf06BjFYPrhEI8TD0SGSmDQdbWr6uq43X8u1FLJZZbLhboqmW0EIYR2-IYe9d5dfbgjfQD9PoR1tzj39LZTXkKLkTl2NuySJ1obf6zBLVh03f_aJ9F2-ZsFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8eCwMWHhgSJCqEqQO-bZEksjF15Nyn5ewzuYbUjzdPM0Oy8m-_6HEYUDA3pTEDLI9jSt0mbCc_QRO1Dh6GYo2LPYGt8wTT4vyNMpgc23hUQUpTpOv11kVLmapPL1VpMGCgC-sf06BjFYPrhEI8TD0SGSmDQdbWr6uq43X8u1FLJZZbLhboqmW0EIYR2-IYe9d5dfbgjfQD9PoR1tzj39LZTXkKLkTl2NuySJ1obf6zBLVh03f_aJ9F2-ZsFAQAAWKE
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Siempre que se justifique adecuadamente la vinculación al objeto 
contractual es posible la exigencia de titulaciones concretas

La falta de justificación supondría una restricción injustificada del 
principio de concurrencia

Adicionalmente, como hemos indicado, el órgano de contratación 
goza de un amplio margen de discrecionalidad técnica para decidir 
sobre la mejor forma de configurar la solvencia técnica y profesional 
que sirva para la mejor ejecución del contrato. En cuanto a los cono-
cimientos técnicos más específicos, el órgano de contratación señala 
que son tres áreas de conocimiento las que justifican la elección de 
la titulación de Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos. En concreto, 
el cálculo de estructuras, la geotecnia y geología y los equipos elec-
tromecánicos, instalaciones eléctricas, sistemas de instrumentación y 
control y explotación de las infraestructuras.

Como también ha señalado el Tribunal Supremo en sentencias de 2 
de diciembre de 1997 t 7 de febrero de 1998, decisiones como la que 
se enjuicia se mueven en un ámbito singularmente dominado por 
la discrecionalidad técnica, en donde el criterio de la Administración 
acerca de cuál sea la titulación más apta (…), deviene merecedor de 
respeto siempre, claro es, que no sea contrario a las previsiones del 
Ordenamiento Jurídico en materia de atribuciones profesionales, y 
que no pueda tacharse de arbitrario. Se trata así de una decisión no 
dominada exclusivamente por el criterio de atención a la capacitación 
que de modo general y abstracto puedan ofrecer las distintas titula-
ciones, pues, respetando esa capacitación general y abstracta, admite 
también la atención de matices o singularidades, siempre relaciona-
das con el objeto particular del estudio o servicio y para el logro de la 
mayor eficacia y eficiencia de éste.

 �RESOLUCIÓN 1388/2020 TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿PUEDEN EXIGIRSE 
CONCRETAS 

TITULACIONES 
ACADÉMICAS COMO 

REQUISITO DE 
SOLVENCIA?

203 
EXIGENCIA DE TITULACIONES CONCRETAS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcVyHi95DDFooEQggVlrvbmjYiJCh2C317woaD5ZHm08zQ4Lwb7vocOhQMJemxgIo7sGtfJW16PEMZtQ81hmyIij2DLfADU-ufB-hNA2y8yyCkKFPXevcnpZxLOVnOx6LHQBHQF9OgYxStadp9PE48EBlaA4Mu8k1e5IfV9nekJmq6nC0WI3VVUklBCKFqj9Cg3rqrD3ekH6DHS1h3i3NP_3bKS2jWMcfOkl3yRGXjjzW4Aouu_q59A9ZOV28FAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcVyHi95DDFooEQggVlrvbmjYiJCh2C317woaD5ZHm08zQ4Lwb7vocOhQMJemxgIo7sGtfJW16PEMZtQ81hmyIij2DLfADU-ufB-hNA2y8yyCkKFPXevcnpZxLOVnOx6LHQBHQF9OgYxStadp9PE48EBlaA4Mu8k1e5IfV9nekJmq6nC0WI3VVUklBCKFqj9Cg3rqrD3ekH6DHS1h3i3NP_3bKS2jWMcfOkl3yRGXjjzW4Aouu_q59A9ZOV28FAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcVyHi95DDFooEQggVlrvbmjYiJCh2C317woaD5ZHm08zQ4Lwb7vocOhQMJemxgIo7sGtfJW16PEMZtQ81hmyIij2DLfADU-ufB-hNA2y8yyCkKFPXevcnpZxLOVnOx6LHQBHQF9OgYxStadp9PE48EBlaA4Mu8k1e5IfV9nekJmq6nC0WI3VVUklBCKFqj9Cg3rqrD3ekH6DHS1h3i3NP_3bKS2jWMcfOkl3yRGXjjzW4Aouu_q59A9ZOV28FAQAAWKE
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204 
TRABAJOS DE IGUAL O SIMILAR NATURALEZA

El órgano de contratación goza de un importante margen para con-
cretar la experiencia exigida en concepto de solvencia técnica

El límite que se impone es que los requisitos de experiencia exigidos 
ni sean arbitrarios ni ajenos al objeto contractual

A la vista de dicho precepto, debe concluirse que en estos casos los 
pliegos pueden, sin ninguna duda, establecer requisitos adicionales 
que permitan concretar la experiencia, conocimientos y medios en las 
concretas materias a que se refiera la contratación, siendo además 
lícito, tal y como ha señalado la doctrina de este Tribunal, que dichos 
requisitos adicionales permitan garantizar que la experiencia demos-
trada por el licitador se refiere a servicios verdaderamente similares 
por razón del tipo de las prestaciones a realizar, por indicación de 
alguna o algunas de sus características, sin que pueda referirse a las 
cualidades de la entidad (resolución nº 438/2017).

Además, para la determinación de tales criterios el órgano de contra-
tación goza de un amplio margen de discrecionalidad, basado en la 
doctrina de la discrecionalidad técnica, lo que limita el alcance de la 
revisión que ha de efectuar este Tribunal

 �RESOLUCIÓN 993/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES.

¿ES POSIBLE 
CONCRETAR QUÉ 

DEBE ENTENDERSE 
POR TRABAJOS DE 

IGUAL O SIMILAR 
NATURALEZA 
QUE LOS QUE 
CONSTITUYEN 

EL OBJETO DEL 
CONTRATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfUWyhlBx8IBAkUIWq8HPfJEti1djIu0mbt8etOax2pPk0MzQ77-aHvoQRBUNDWgpoeQS7823SZsILNFH70GEo56jYM9ga_2Aa_M8JJtMDG-9KCCnKdJ0-XrMsy1X-UUgpJgwUAX0zPTpGMZh--IzHiQciQztg0HW1r-rqtD1sFmol13mhioW6q0yuBSGEdviCHvXB3X14IC2Bnr_Cuu849_xvp7yEliNz7GzYJU-0Nv5Yg1uw6Lr32hdA1XnqBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfUWyhlBx8IBAkUIWq8HPfJEti1djIu0mbt8etOax2pPk0MzQ77-aHvoQRBUNDWgpoeQS7823SZsILNFH70GEo56jYM9ga_2Aa_M8JJtMDG-9KCCnKdJ0-XrMsy1X-UUgpJgwUAX0zPTpGMZh--IzHiQciQztg0HW1r-rqtD1sFmol13mhioW6q0yuBSGEdviCHvXB3X14IC2Bnr_Cuu849_xvp7yEliNz7GzYJU-0Nv5Yg1uw6Lr32hdA1XnqBQEAAA==WKE
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Los medios de las empresas filiales tienen la consideración de me-
dios propios de la empresa licitadora

No es necesario acreditar su disponibilidad ni indicar en el DEUC el 
uso de terceras entidades a efectos de solvencia

Por todo ello, debe considerarse que los medios de la filial participada 
al 100% no son verdaderamente externos de la entidad licitadora sino 
propios de la misma. Desde esta perspectiva, no habría error en el 
DEUC y la recurrente no lo estaría modificando en el trámite del art. 
150.2 LCSP. Pero aun en el caso de considerarse que hay error, con los 
antecedentes expuestos, es claro que sería un error excusable y por 
ello subsanable

 �RESOLUCIÓN 167/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES.

¿EL USO DE 
EMPRESAS FILIALES 

PARA ACREDITAR 
LA SOLVENCIA ES 

INTEGRACIÓN CON 
MEDIOS EXTERNOS?

205 
USO EMPRESAS FILIALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUZwgJA4-EAgSFUJVoL1vkiWxamzk3aTk79nWHFY70jzNDM0--PlurnFExdCQ0QpaHsHtQ5u0nfAKjegQO4zlLIoDg6vxD6Yh_J5hsj2wDb6EmKJs15mPryzL1kVeaL1RE0YSwHzbHj2jGmw_nOQ48UBkaQ8Mpq4OVV2dd8ftIl9pXWzWi_yWZxJBCLEdPqFHc_S3EO9IS6DHUzn_I2sv_3aKS2g5Mktlwz55qnXypQV34NB377Ev5EawLwQBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUZwgJA4-EAgSFUJVoL1vkiWxamzk3aTk79nWHFY70jzNDM0--PlurnFExdCQ0QpaHsHtQ5u0nfAKjegQO4zlLIoDg6vxD6Yh_J5hsj2wDb6EmKJs15mPryzL1kVeaL1RE0YSwHzbHj2jGmw_nOQ48UBkaQ8Mpq4OVV2dd8ftIl9pXWzWi_yWZxJBCLEdPqFHc_S3EO9IS6DHUzn_I2sv_3aKS2g5Mktlwz55qnXypQV34NB377Ev5EawLwQBAAA=WKE
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206 
CERTIFICADOS DE CALIDAD Y MEDIOAMBIENTALES

Los certificados de gestión de la calidad y de gestión medioambien-
tal no son requisitos de solvencia sino medios de prueba 

Es necesario conectar su exigencia a uno con uno de los criterios de 
solvencia previstos en la previstos en la LCSP

Pues bien, en el caso que se enjuicia, es evidente que la mera pose-
sión de un certificado del tipo que sea, relativo al cumplimiento de 
determinadas normas, bien de control de la calidad, bien de gestión 
medioambiental, sí es o puede ser una forma de acreditación de un 
concreto medio de solvencia de los comprendidos de forma limitativa 
en el artículo 78 del TRLCSP para el contrato de servicios, o en los 
preceptos correspondientes para los demás tipos de contratos, pero 
en sí por sí solos dichos certificados no son un medio de solvencia de 
los comprendidos en dichos preceptos, de forma que solo puede ope-
rar como medio de su acreditación si se refieren al concreto medio de 
solvencia que pretenden acreditar en concreto, el cumplir concretas 
normas de control de la calidad o de gestión medio ambiental, medio 
de solvencia que ha de cumplir, para ser admisible, los requisitos que 
señala el recurrente, que son los siguientes: 

•  Que figuren en el PCAP y en el anuncio. 

•  Que sean determinados. 

•  Que estén relacionados con el objeto y el importe del contrato. 
-Que se encuentre entre los establecidos en la Ley. 

•  Que en ningún caso puedan producir efectos discriminatorios. 

Los certificados de cumplimiento de determinadas normas de ga-
rantía de calidad o de gestión medio ambiental por sí mismos solo 
sirven como medio de acreditación del cumplimiento de las normas 
correspondientes, pero no constituyen medio sustantivo material de 
determinada solvencia técnica. El medio de solvencia técnica ha de 
ser uno de los establecidos en el artículo 78 (para el caso de contra-
tos de servicios), ya sea el disponer de unidades técnicas o personal 
técnico encargado del control de calidad, medidas empleadas para 
garantizar la calidad, un control sobre medidas de control de la cali-
dad, indicación de medidas de gestión medio ambiental que el empre-
sario se propone ejecutar, experiencia o fiabilidad del empresario por 
someter su actividad a determinadas normas de control de calidad o 

¿SE PUEDEN EXIGIR 
CERTIFICADOS DE 

CUMPLIMIENTO 
DE NORMAS DE 
GESTIÓN DE LA 

CALIDAD Y GESTIÓN 
MEDIOAMBIENTAL 

COMO REQUISITO DE 
SOLVENCIA TÉCNICA?
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

de gestión medio ambiental. Y por su parte, el certificado lo que debe 
es acreditar el correspondiente y concreto medio de solvencia indica-
do en el PCAP, pero que por sí solo no es medio de una solvencia no 
determinada 

 �RESOLUCIÓN 713/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQU_DMAyFf81yRGkEUznkQLcibZomVAZ3t_XaaGkyxW6h_x5DOFh-0vv8nmkNMayTvaQZFUNLtlDQ8Qx-H7us3YIXaEXH1GOqVlEcGXyDvzCN8esMixuAXQwVpBzl-t4eP7TWW6O3T8-FWjCRAPbTDRgY1eiG8STDmQciR3tgsE39Wjf1eXd42ZjHwpRyvTFXo4tSEULqxjcY0B7CNaYJ6QHo_q18uMm77392zstoNTNLZ8she6rzsqUGd-Ax9P_f_gDW5MRTBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQU_DMAyFf81yRGkEUznkQLcibZomVAZ3t_XaaGkyxW6h_x5DOFh-0vv8nmkNMayTvaQZFUNLtlDQ8Qx-H7us3YIXaEXH1GOqVlEcGXyDvzCN8esMixuAXQwVpBzl-t4eP7TWW6O3T8-FWjCRAPbTDRgY1eiG8STDmQciR3tgsE39Wjf1eXd42ZjHwpRyvTFXo4tSEULqxjcY0B7CNaYJ6QHo_q18uMm77392zstoNTNLZ8she6rzsqUGd-Ax9P_f_gDW5MRTBQEAAA==WKE
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Cabe integrar los requisitos de solvencia en materia de gestión de la 
calidad o de gestión medioambiental acudiendo a los medios, capaci-
dades y certificaciones de un tercero.

Los certificados no tienen carácter inherente a la propia organización 
o personalísimos y pueden acreditarse por medios externos, sea o no 
mediante empresas vinculadas al licitador, siempre que se acredite 
que el sistema de gestión medioambiental o de la calidad del tercero 
es aplicable a la ejecución del contrato concretando cómo se aplicará 
a la estructura y actividad de empresa licitadora

Pues bien, aplicada esa doctrina a nuestro caso, es evidente que la li-
citadora recurrente tiene un auténtico derecho a integrar su solvencia 
y capacidades con medios externos, en este caso, pertenecientes a 
una empresa del grupo propio al que pertenece. Por tanto, desde este 
ángulo, no cabe negar a la recurrente que puede integrar su solvencia 
técnica en lo relativo a los medios o sistemas a emplear para llevar 
a cabo el control de la gestión de la calidad o de gestión medioam-
biental en la ejecución de la prestación objeto del contrato. En con-
secuencia, no compartimos el criterio del órgano de contratación de 
que al ser el requisito de solvencia técnica exigido el que la licitadora 
tenga instalado un sistema de gestión medioambiental o de la calidad 
que cumpla el sistema de normas que determina, no cabe que pueda 
acudir a los sistemas de un tercero, ya que quien tiene que tenerlos 
instalados es la licitadora. Todo licitador tiene derecho a integrar su 
solvencia acudiendo a las capacidades, solvencias y medios de un ter-
cero, máxime, si ese tercero es una empresa integrada en el mismo 
grupo empresarial o, incluso, su sociedad dominante.

 �RESOLUCIÓN 628/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES POSIBLE 
ACREDITAR CON 

MEDIOS EXTERNOS 
LOS CERTIFICADOS 

DE GESTIÓN DE 
CALIDAD Y GESTIÓN 

AMBIENTAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkRNCEQcfSAgSqEJVCtw3yZJYOHbl3QTy93VrDqsdaZ5mhmbr7Dyoix9RMNSkEgENj2D2rolaT3iBOmjnW_T5HBQ7BlPhH0y9e55h0h2wdjYHH6N026rTVUr5ka2SzWYtJvQUAHXTHVpG0euu_wzHkQciTXtgUFV5KKvyXBx3izRLpNzKdJHeU5lsBSH4pv-CDtXR3p0fkJZAPy9h7CPM_f63Y15E85E5dNZsoycaE36owQIM2va99heRzfAOBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkRNCEQcfSAgSqEJVCtw3yZJYOHbl3QTy93VrDqsdaZ5mhmbr7Dyoix9RMNSkEgENj2D2rolaT3iBOmjnW_T5HBQ7BlPhH0y9e55h0h2wdjYHH6N026rTVUr5ka2SzWYtJvQUAHXTHVpG0euu_wzHkQciTXtgUFV5KKvyXBx3izRLpNzKdJHeU5lsBSH4pv-CDtXR3p0fkJZAPy9h7CPM_f63Y15E85E5dNZsoycaE36owQIM2va99heRzfAOBQEAAA==WKE
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Si la solvencia se acredita mediante clasificación no puede exigirse 
adicionalmente requisito alguno relativo a la gestión de la calidad

Los certificados son medios de prueba de la solvencia que se podrá 
acreditar de forma alternativa mediante la clasificación

El criterio contenido en las citadas Resoluciones recientes de este Tri-
bunal es plenamente aplicable en este caso, en el sentido de que la 
acreditación de estar clasificadas las empresas miembro de la UTE 
licitadora como contratistas de servicios en el Grupo, Subgrupos y 
categoría indicados en el PCAP, completado por medio del sistema de  
acumulación de clasificaciones de las integrantes de la UTE, es medio 
alternativo de la acreditación de la solvencia requerida, incluidos en 
ella los aspectos relativos al aseguramiento de la calidad, lo que por 
otra parte admite, como no podía ser de otra forma, el propio PCAP, 
dado que la existencia de tener establecidos sistemas de asegura-
miento de la calidad se integra en la solvencia técnica, que se puede 
acreditar ex lege alternativamente con la posesión de la clasificación 
requerida, tal y como determina el párrafo inicial de la cláusula 13 del 
PCAP, que determina: “De acuerdo con las características del presente 
contrato las personas o empresas licitadoras deberán acreditar su 
solvencia económica, financiera y técnica, en los términos y por los 
medios que a continuación se relacionan (o bien mediante la acredita-
ción de estar en posesión de la clasificación sustitutiva que se señala, 
si procede):..”

 �RESOLUCIÓN 1031/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿SE PUEDEN EXIGIR 
CERTIFICADOS 

DE GESTIÓN DE 
CALIDAD Y GESTIÓN 

AMBIENTAL DE 
FORMA ADICIONAL A 

LA CLASIFICACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUeJQBAcfCKRSUIWqAL1vkiWxcGzk3aTN32NwD6sdaZ5mhmbr7Dyoix9RMNSkUgENj2AOrolaT3iBOmjnW_T5HBQ7BlPhC6be_Z5g0h2wdjYHH6N026rjNUmStVxnqywVE3oKgPrRHVpG0euu_wrHkQciTQdgUFXxWVTFaV_uFnKVbuTHNlvIm0zSjSAE3_Tf0KEq7c35AWkJ9PgTxt7D3PPbjnkRzUfm0FmzjZ5oTPihBvdg0Lb_a585ip7CBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUeJQBAcfCKRSUIWqAL1vkiWxcGzk3aTN32NwD6sdaZ5mhmbr7Dyoix9RMNSkUgENj2AOrolaT3iBOmjnW_T5HBQ7BlPhC6be_Z5g0h2wdjYHH6N026rjNUmStVxnqywVE3oKgPrRHVpG0euu_wrHkQciTQdgUFXxWVTFaV_uFnKVbuTHNlvIm0zSjSAE3_Tf0KEq7c35AWkJ9PgTxt7D3PPbjnkRzUfm0FmzjZ5oTPihBvdg0Lb_a585ip7CBQEAAA==WKE




300
CONVENIO  
COLECTIVO 
APLICABLE 
A EFECTOS 
SALARIALES



52



53

©
 W

ol
te

rs
 K

lu
w

er
 L

eg
al

 &
 R

eg
ul

at
or

y 
Es

pa
ña

, S
.A

.

El TARC interpreta el art 122 de forma sistemática entendiendo que 
son admisibles los descuelgues al convenio sectorial

El descuelgue del convenio colectivo sectorial es una posibilidad per-
mitida por el Derecho Laboral

Una interpretación teleológica de las normas trascritas ha de atender 
la finalidad perseguida por aquéllas. Esta finalidad, como se ha señala-
do anteriormente, es garantizar a los trabajadores el cumplimiento de 
los derechos salariales que derivan de su relación laboral. Ello conduce 
a garantizar la aplicación de las normas salariales contenidas en el con-
venio colectivo que resulte de aplicación. La exigencia de condiciones 
salariales distintas no tiene ninguna repercusión respecto de los tra-
bajadores, pues éstos van a seguir percibiendo lo que se hubiera esti-
pulado en el convenio colectivo aplicable, mientras que daría lugar a la 
exclusión de licitadores que estuvieran sujetos a un convenio colectivo 
distinto, dando lugar a una restricción injustificada de la competencia. 

En consecuencia, si bien resulta adecuado que, para calcular el precio, 
el órgano de contratación considere como costes salariales los estable-
cidos en el convenio colectivo sectorial que resulte de aplicación, por 
ser el referente ordinario en el sector (y así se recoge en el artículo 101 
de la LCSP), la obligación que se impone al adjudicatario del contrato 
ha de ser la de cumplir con las obligaciones salariales que deriven del 
convenio colectivo que resulte de aplicación. 

No obstante, el artículo 122.2 de la LCSP dispone: “2. En los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares se incluirán (…) la obligación del 
adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores 
conforme al Convenio Colectivo sectorial de aplicación; (…).”

Ahora bien, una interpretación literal de este precepto conduciría a que, 
en el caso de que el adjudicatario del contrato se rigiera por un con-
venio distinto del convenio sectorial, la celebración de un contrato del 
sector público supondría una alteración de las condiciones salariales de 
los trabajadores, dando lugar a una inaplicación parcial (sólo respecto 
de los trabajadores afectos a la ejecución del contrato) y temporal (sólo 
durante la ejecución del contrato) del convenio colectivo que resulta de 
aplicación. Ésta es una situación que no resulta compatible con nuestro 
derecho laboral y que castiga injustificadamente a entidades del sector 

¿ES OBLIGATORIO 
PREVER EN LOS 

PLIEGOS LA 
OBLIGACIÓN DEL 
ADJUDICATARIO 

DE CUMPLIR CON 
LAS CONDICIONES 

SALARIALES 
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AL CONVENIO 
SECTORIAL?
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público (ya que deben soportar unos costes salariales de sus contratis-
tas superiores a los que soportará cualquier otro contratante). 

De una forma más adecuada con la realidad, el artículo 35 de la LCSP, 
relativo al contenido mínimo del contrato, establece que en los docu-
mentos de formalización de los contratos figurará: “n) La obligación de 
la empresa contratista de cumplir durante todo el periodo de ejecución 
de contrato las normas y condiciones fijadas en el convenio colectivo 
de aplicación.” La interpretación conjunta de estos preceptos conduce a 
que la obligación que haya de figurar en los pliegos sea la de respetar 
las obligaciones salariales que resulten del convenio colectivo que se 
encuentre en vigor. Normalmente será el convenio colectivo sectorial, 
pero en los casos en que resulte de aplicación un convenio colectivo 
distinto, habrá que estar a las obligaciones salariales establecidas en 
éste

 �RESOLUCIÓN 1464/2019 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES 

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcUSjl75DDFooEQggV2LvbmjYiJCh2C317shsOlkeaTzNDg3V2eKiL71AwlKQmAiruwGxcFbXu8QJl0M7X6LMhKHYMpsA_mFr3OkKvG2DtbAY-Rum6VvurlHI-S2fTRSp69BQA9asbtIyi1U17CMeRByJNG2BQRb7Ni_y43v2MkjSRi-VyPkpuiZysBCH4qj1Bg2pnb84_kMZAz7cw9h7mnv_tmBfRrGMOnSXb6InKhB9qcA0Gbf1d-wHPh9igBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcUSjl75DDFooEQggV2LvbmjYiJCh2C317shsOlkeaTzNDg3V2eKiL71AwlKQmAiruwGxcFbXu8QJl0M7X6LMhKHYMpsA_mFr3OkKvG2DtbAY-Rum6VvurlHI-S2fTRSp69BQA9asbtIyi1U17CMeRByJNG2BQRb7Ni_y43v2MkjSRi-VyPkpuiZysBCH4qj1Bg2pnb84_kMZAz7cw9h7mnv_tmBfRrGMOnSXb6InKhB9qcA0Gbf1d-wHPh9igBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcUSjl75DDFooEQggV2LvbmjYiJCh2C317shsOlkeaTzNDg3V2eKiL71AwlKQmAiruwGxcFbXu8QJl0M7X6LMhKHYMpsA_mFr3OkKvG2DtbAY-Rum6VvurlHI-S2fTRSp69BQA9asbtIyi1U17CMeRByJNG2BQRb7Ni_y43v2MkjSRi-VyPkpuiZysBCH4qj1Bg2pnb84_kMZAz7cw9h7mnv_tmBfRrGMOnSXb6InKhB9qcA0Gbf1d-wHPh9igBQEAAA==WKE
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401 
NACIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DE SUBROGAR

La obligación de subrogación surge de la norma laboral, bien de la 
propia ley o de los convenios o acuerdos con fuerza vinculante

El poder adjudicador debe limitarse a comprobar “si existe una nor-
ma legal, un convenio colectivo o un acuerdo de negociación que re-
cojan una obligación de subrogación laboral que, en principio, parez-
ca razonablemente aplicable al contrato objeto de licitación”

La obligación de subrogación no deriva de los pliegos sino del conve-
nio colectivo aplicable. A estos efectos, el Tribunal ha declarado (Re-
solución 206/2019, de 8 de marzo), que “Es evidente que la obligación 
de subrogación de los trabajadores recae sobre el empresario, en su 
caso, en aplicación de la normativa laboral (legal o convencional) y no 
del Derecho administrativo contractual, sin perjuicio de la necesidad 
de que la Administración cumpla en todo caso las exigencias del art. 
130 de la LCSP para garantizar el conocimiento de la extensión de esa 
obligación por el nuevo empresario, así como el cumplimiento de la 
misma por su parte, imponiéndole penalidades en caso contrario”. Y, 
como el Tribunal indicó en la Resolución 99/2019, de 8 de febrero, “La 
existencia o no de subrogación laboral, en función de las circunstan-
cias concurrentes en cada caso, es una cuestión cuya determinación 
corresponde, en última instancia, a los órganos competentes de la ju-
risdicción social, debiendo limitarse el órgano de contratación a veri-
ficar si existe una norma legal, un convenio colectivo o un acuerdo de 
negociación que recojan una obligación de subrogación laboral que, 
en principio, parezca razonablemente aplicable al contrato objeto de 
licitación. En caso afirmativo, existe obligación de informar en el PCAP 
de esa eventual subrogación laboral cuya exigibilidad trae causa en la 
normativa laboral.”

 �RESOLUCIÓN 506/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL RECURSOS CONTRACTUALES

¿SE PUEDE IMPONER 
EN EL PLIEGO 

ADMINISTRATIVO 
LA OBLIGACIÓN DE 

SUBROGAR?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkQl_ycGHBoIEQggF2vsmWRILYyPvJpC3x617WO1I82lmaLTOjg919T0KhorUTEDNPZitq6PWA16hCtr5Bn0-BsWOwZT4C1PnXicYdAusnc3BxyjdNOrwLaVczdN0vUzEgJ4CoH50i5ZRdLrtjuE48kCkaQsMqix2RVmcNvuvSbJYySxLJ8ktkbNMEIKvuzO0qPb25vwDaQr0fAtj72Ht5c-OcRHNe-ZQWbGNnqhN-KEFN2DQNv9jP6oTLVQEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkQl_ycGHBoIEQggF2vsmWRILYyPvJpC3x617WO1I82lmaLTOjg919T0KhorUTEDNPZitq6PWA16hCtr5Bn0-BsWOwZT4C1PnXicYdAusnc3BxyjdNOrwLaVczdN0vUzEgJ4CoH50i5ZRdLrtjuE48kCkaQsMqix2RVmcNvuvSbJYySxLJ8ktkbNMEIKvuzO0qPb25vwDaQr0fAtj72Ht5c-OcRHNe-ZQWbGNnqhN-KEFN2DQNv9jP6oTLVQEAQAAWKE
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Las instrucciones internas no tienen la consideración de normas de 
negociación colectiva

Con base en una instrucción interna no cabe imponer en el pliego la 
subrogación como condición especial de ejecución

Debe ser tenido, además, en cuenta, que, la nueva redacción del ar-
tículo 130 de la vigente LCSP expresamente señala que la obligación 
de subrogación debe venir impuesta en una norma legal, en un conve-
nio colectivo o en un acuerdo de negociación colectiva, siendo coinci-
dente esta exigencia con la doctrina ahora expuesta del Tribunal, que 
ya lo venía prescribiendo para la validez de la obligación de subroga-
ción del personal, no haciéndolo así, sin embargo, el citado artículo 
120 de la normativa anterior el texto refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 
14 de noviembre.

En el supuesto que nos ocupa, la obligación de incorporar la cláusula 
de subrogación del personal, señala el órgano de contratación, tiene 
su origen en esta instrucción, que analizada por este Tribunal no se 
puede considerar que se trate de un convenio colectivo, ni tampoco de 
un acuerdo de negociación colectiva.

 �RESOLUCIÓN 910/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE TENER 
COMO FUNDAMENTO 

LA OBLIGACIÓN 
DE SUBROGAR LA 

EXISTENCIA DE 
UNA INSTRUCCIÓN 

INTERNA DEL PODER 
ADJUDICADOR?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWNBKAcfCKQSqEJVCtw3yZJYNTbyblLy97iYw2pHmqeZocl5N930KQwoGGrSmYCGB7A73yRtRjxBHbUPLYZiioo9g63wH6be_x1hNB2w8a6AkKJM2-rDWUqZq1zmi6UYMVAE9MV06BhFb7r-Kx4nHogM7YBBV-VnWZXH7X4zU4tstV6r1Uxdlcw-BCGEpv-GDvXeXX24Ic2B7g9h3W-c-_OyU15Ci4E5dtbskicaG3-swS1YdO177RN-Obe1BQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWNBKAcfCKQSqEJVCtw3yZJYNTbyblLy97iYw2pHmqeZocl5N930KQwoGGrSmYCGB7A73yRtRjxBHbUPLYZiioo9g63wH6be_x1hNB2w8a6AkKJM2-rDWUqZq1zmi6UYMVAE9MV06BhFb7r-Kx4nHogM7YBBV-VnWZXH7X4zU4tstV6r1Uxdlcw-BCGEpv-GDvXeXX24Ic2B7g9h3W-c-_OyU15Ci4E5dtbskicaG3-swS1YdO177RN-Obe1BQEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

El órgano de contratación debe incorporar a los pliegos la informa-
ción facilitada por el contratista saliente sin que exista obligación de 
comprobación de la veracidad de la misma

Los errores o inexactitudes en la información facilitada por el contra-
tista saliente no son imputables al órgano de contratación

La obligación que el artículo 130 de la LCSP impone al órgano de con-
tratación es una obligación de carácter puramente formal, pues úni-
camente le obliga a requerir al contratista anterior una información 
determinada así como, una vez proporcionada tal información, a fa-
cilitarla a los licitadores en el propio pliego, sin que el precepto im-
ponga –ni del mismo se deduzca- ninguna obligación para el órgano 
de contratación de comprobar la veracidad material o intrínseca de 
aquella información. 

En este sentido, el órgano de contratación actúa como una suerte de 
intermediario entre el contratista actual y los licitadores del nuevo 
contrato, con el fin de que éstos puedan obtener, antes de hacer sus 
ofertas, la información necesaria sobre las condiciones de los contra-
tos de los trabajadores a los que afecte la subrogación con el fin de 
poder hacer una exacta evaluación de los costes salariales. En con-
secuencia, es criterio de esta Junta que el órgano de contratación no 
asume responsabilidad alguna por la imprecisión o por la falta de 
veracidad de la información suministrada por el contratista saliente 
(tal responsabilidad no sería congruente con el contenido del artículo 
130.5 LCSP) ni tampoco asume una obligación de contrastación activa 
de la información suministrada.

[…] 

en lo que se refiere al alcance del contenido de la información que se ha 
de suministrar, debemos partir nuevamente del carácter abierto de la 
enumeración del artículo 130.1 de la LCSP, que no excluye que se pueda 
reclamar al contratista saliente, bien en el pliego o bien a instancia de los 
licitadores, otra documentación que resulte necesaria para permitir una 
exacta evaluación de los costes laborales que implicará la subrogación. 

[…]

El órgano de contratación se puede limitar a requerir al contratista 
para que le remita la información necesaria, comprobando que se ha 

¿CUÁL ES EL 
ALCANCE DE LA 
OBLIGACIÓN DE 

INFORMACIÓN EN 
RELACIÓN CON LA 

SUBROGACIÓN Y LA 
RESPONSABILIDAD 

QUE ASUME 
EL ÓRGANO DE 

CONTRACIÓN 
CONFORME AL 

ARTÍCULO 130 LCSP?

402 
INFORMACIÓN A FACILITAR
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remitido con los datos legalmente establecidos que constituyen el 
mínimo de información exigible, o con los incluidos en el pliego. El 
incumplimiento de la obligación del contratista saliente de aportar 
información suficiente y adecuada para que el contratista entrante 
pueda conocer correctamente los costes de la subrogación acarrea 
dos consecuencias: 

• En caso de incumplimiento total por parte del contratista de sumi-
nistrar la información requerida por el órgano de contratación, la Ad-
ministración deberá imponer las penalidades correspondientes (130.4 
LCSP). 

• En el caso de que una vez producida la subrogación los costes la-
borales fueran superiores a los que se desprendieran de la informa-
ción facilitada por el antiguo contratista al órgano de contratación, el 
contratista entrante tendrá acción directa contra el antiguo contratis-
ta. Por el contrario, en la medida en que la obligación del órgano de 
contratación es meramente formal, aquel no asume responsabilidad 
alguna frente al contratista entrante por las consecuencias de la falta 
de información o de su insuficiencia. 

Por esta razón si el órgano de contratación comprueba que la infor-
mación suministrada por el contratista, incluso tras haber realizado 
un requerimiento de subsanación si se considera oportuno, no contie-
ne ningún dato o adolece de los datos mínimos exigidos por la LCSP, 
procederá a publicar los datos suministrados, haciendo constar que 
han sido los únicos facilitados por el contratista o que no se ha facili-
tado dato alguno, e impondrá las penalidades correspondientes. 

Hecho lo anterior, el órgano de contratación no puede hacerse res-
ponsable de las posibles consecuencias perniciosas que al nuevo con-
tratista puedan afectar por causa de la conducta lesiva del contratista 
saliente, de modo que no cabe adoptar medidas incentivadoras de la 
concurrencia que supongan una indebida asunción de responsabilida-
des por parte de la entidad contratante. 

 �INFORME JUNTA CONSULTIVA CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO 126/2018 

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjZl6qEHpxMGIjLFe7bFrdi10mTT_XurNRDy4H28PJqMNVMvr25AwVCRjAXUPIDe2zpoNeIVKq-ta9Blk1dsGXSJX5g6-zrBqFpgZU0GLkSpppHFIfrOarlOUzGiIw_Im2rRMIpOtd3RLwceiBTtgUGW-SEv89Ou2M6S5SLaxLPknkTxRhCCq7sztCgLc7euR5oDPd9Cm4cve_nZIS2g2cDsP1Zsgidq7a9_gjvQaJp_1w8k1mR7AwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjZl6qEHpxMGIjLFe7bFrdi10mTT_XurNRDy4H28PJqMNVMvr25AwVCRjAXUPIDe2zpoNeIVKq-ta9Blk1dsGXSJX5g6-zrBqFpgZU0GLkSpppHFIfrOarlOUzGiIw_Im2rRMIpOtd3RLwceiBTtgUGW-SEv89Ou2M6S5SLaxLPknkTxRhCCq7sztCgLc7euR5oDPd9Cm4cve_nZIS2g2cDsP1Zsgidq7a9_gjvQaJp_1w8k1mR7AwEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

El pliego puede prever como necesarios para la ejecución del nuevo 
contrato menos trabajadores de los que sea legalmente obligatorio 
subrogar

El despido de los trabajadores subrogados es una opción del contra-
tista. El coste del despido no tiene relación con el objeto contractual

El núcleo de la argumentación del recurso es que el presupuesto en 
materia de costes de personal es insuficiente porque el adjudicatario 
tendrá que hacerse cargo, debido al derecho de subrogación estable-
cido en el convenio aplicable, de más personal de cierta categoría que 
el que requiere el pliego (porque en el contrato anterior había más), 
de manera que tendrá que despedir a los trabajadores que ya no son 
requeridos por el nuevo contrato y eso le generará un coste en in-
demnizaciones que el pliego no prevé. Sin embargo, es doctrina de es-
te Tribunal que la entidad contratante no está vinculada por contratos 
anteriores a la hora de definir las condiciones del contrato que licite, y 
en concreto que no está obligada a mantener el mismo personal. Por 
otro lado, en caso de que un contrato prevea menos personal que el 
anterior y el convenio aplicable prevea la subrogación, la consecuen-
cia no ha de ser necesariamente el despido de los trabajadores, pues 
el adjudicatario que se subrogue en sus contratos puede asignarles 
otras funciones; despedirlos es una decisión de dicho adjudicatario. Y 
en caso de que lo haga, este Tribunal ha establecido que los costes 
indemnizatorios del despido corresponden al adjudicatario, sin que 
proceda contemplarlos como parte del precio; primero porque, como 
se ha dicho, el despido es una decisión del adjudicatario que no le 
viene impuesta por los términos del contrato; y segundo, porque esos 
costes indemnizatorios carecen de toda vinculación con la prestación 
que realiza el adjudicatario y recibe la entidad contratante, no pudien-
do por tanto incluirse en el precio del contrato a tenor del art. 87.1 
TRLCSP (actual 102.1 LCSP), porque no están remunerando prestación 
alguna

 �RESOLUCIÓN 156/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

En consecuencia, de acuerdo con la doctrina citada, la actualización 
del número de trabajadores a subrogar no implica necesariamente la 
modificación del presupuesto base de licitación, pues éste ha de res-

¿DEBEN INCLUIRSE 
LOS COSTES DE 

DESPIDO DE LOS 
TRABAJADORES A 

SUBROGAR QUE NO 
SON EXIGIDOS PARA 

LA EJECUCIÓN DEL 
NUEVO CONTRATO?

403 
SUBROGACIÓN Y PRESUPUESTO BASE  

DE LICITACIÓN DEL CONTRATO

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUWIIhYMPhKQSCCGUAvdNsiRWjY28m5T8fd2aw2pHmqeZock6Oz3UxQ8oGGpSqYCGBzCFa6LWI16gDtr5Fn0-BcWOwVT4B1Pvfk4w6g5YO5uDj1G6bdXhmiTJaiGzD5mJET0FQN10h5ZR9Lrrj-E48kCkqQAGVZWfZVWedvvtTC5Tud6sZ_Iuk3QjCME3_Rk6VHt7d_6BNAd6voSx32Ht178d4yKaD8yhsmYbPdGY8EML7sCgbd9jfwFVeQQeBAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUWIIhYMPhKQSCCGUAvdNsiRWjY28m5T8fd2aw2pHmqeZock6Oz3UxQ8oGGpSqYCGBzCFa6LWI16gDtr5Fn0-BcWOwVT4B1Pvfk4w6g5YO5uDj1G6bdXhmiTJaiGzD5mJET0FQN10h5ZR9Lrrj-E48kCkqQAGVZWfZVWedvvtTC5Tud6sZ_Iuk3QjCME3_Rk6VHt7d_6BNAd6voSx32Ht178d4yKaD8yhsmYbPdGY8EML7sCgbd9jfwFVeQQeBAEAAA==WKE
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ponder a cubrir el coste de la prestación del servicio que se contrata 
y no del personal que se subrogar.

 �RESOLUCIÓN 158/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUYggaQ4-EAgSqEJVCtw3yZJYGLvybtLm77utOax2pHmaGZqdd_NTX8KIiqEhvVLQ8gh279uozYQXaET70GEoZ1HsGWyNfzAN_vsMk-mBjXclhBhluk6frkmSZEW2yYpCTRhIAH0zPTpGNZh-eJfjyAORoT0w6Lo6VHV13h23i3Sd56v8bZHe0ySVKoTQDh_Qoz66uw9PpCXQ14-y7iFrP__tGBfRcmSWyoZd9FRr5UsL7sCi615jfwGspxdLBAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUYggaQ4-EAgSqEJVCtw3yZJYGLvybtLm77utOax2pHmaGZqdd_NTX8KIiqEhvVLQ8gh279uozYQXaET70GEoZ1HsGWyNfzAN_vsMk-mBjXclhBhluk6frkmSZEW2yYpCTRhIAH0zPTpGNZh-eJfjyAORoT0w6Lo6VHV13h23i3Sd56v8bZHe0ySVKoTQDh_Qoz66uw9PpCXQ14-y7iFrP__tGBfRcmSWyoZd9FRr5UsL7sCi615jfwGspxdLBAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfUYggaQ4-EAgSqEJVCtw3yZJYGLvybtLm77utOax2pHmaGZqdd_NTX8KIiqEhvVLQ8gh279uozYQXaET70GEoZ1HsGWyNfzAN_vsMk-mBjXclhBhluk6frkmSZEW2yYpCTRhIAH0zPTpGNZh-eJfjyAORoT0w6Lo6VHV13h23i3Sd56v8bZHe0ySVKoTQDh_Qoz66uw9PpCXQ14-y7iFrP__tGBfRcmSWyoZd9FRr5UsL7sCi615jfwGspxdLBAEAAA==WKE
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Las deudas que pudiera tener con los trabajadores o con la Seguridad 
Social la empresa saliente, no deben ser tenidas en cuenta para la 
elaboración del presupuesto base de licitación contractual

No obstante resulta posible y conveniente incluir dicha información 
en los pliegos

I. �En la licitación de un contrato que comporte la obligación de la em-
presa contratista de subrogarse como empleadora del personal 
adscrito a la ejecución del contrato precedente, no procede tener en 
cuenta como coste o gasto, en el cálculo del presupuesto base de 
licitación y del valor estimado del contrato, las deudas que, si proce-
de, la empresa contratista anterior tenga con el personal, respecto 
a salarios y a cuotas de la Seguridad Social devengadas, dado que 
no se trata de un coste laboral derivado de la ejecución del nuevo 
contrato que se licita.

II. �En la licitación de un contrato que comporte la obligación de la 
empresa contratista de subrogarse como empleadora del personal 
adscrito a la ejecución del contrato precedente, el órgano de con-
tratación tiene la obligación, entre otras, de incluir en el pliegos de 
cláusulas administrativas particulares toda la información que se 
considere necesaria para permitir a la futura empresa contratista 
evaluar adecuadamente los costes laborales que la subrogación 
implica, incluida la relativa a las deudas que, si procede, la empresa 
contratista anterior tenga con el personal, respecto a salarios y a 
cuotas de la Seguridad Social devengadas.

 �INFORME 3/2021, DE 30 DE ABRIL, DE LA JUNTA 
CONSULTIVA DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 
DE LA GENERALITAT DE CATALUNYA.

¿HAN DE INCLUIRSE 
DENTRO DEL 

PRESUPUESTO BASE 
DE LICITACIÓN LAS 

DEUDAS SALARIALES 
O CON LA SEGURIDAD 

SOCIAL DE LA 
EMPRESA SALIENTE?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQWuEQAyFf41zLFa7iz3Moe66ICxSrPQeNatDZ2eWSbT13zd2Ggh58D7yHm3Ou-2uu7CgYuhJPysYeAF79kPUZsUOetE-jBjKTRR7BtviDtPsvxtYzQRsvCshxFdmHHV9Sfcp0tf8qFYMJID-NBM6RjWbab7KcuSByNAZGHRbXaq2ak71W5K9HPIiyW5ZmkkQQhjmd5hQ1-7mwx3pCejxo6z7kq4ff3Z8FtFyYZbAnl301GDlSgaewKIb_6v-AhfZoXYCAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQWuEQAyFf41zLFa7iz3Moe66ICxSrPQeNatDZ2eWSbT13zd2Ggh58D7yHm3Ou-2uu7CgYuhJPysYeAF79kPUZsUOetE-jBjKTRR7BtviDtPsvxtYzQRsvCshxFdmHHV9Sfcp0tf8qFYMJID-NBM6RjWbab7KcuSByNAZGHRbXaq2ak71W5K9HPIiyW5ZmkkQQhjmd5hQ1-7mwx3pCejxo6z7kq4ff3Z8FtFyYZbAnl301GDlSgaewKIb_6v-AhfZoXYCAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQWuEQAyFf41zLFa7iz3Moe66ICxSrPQeNatDZ2eWSbT13zd2Ggh58D7yHm3Ou-2uu7CgYuhJPysYeAF79kPUZsUOetE-jBjKTRR7BtviDtPsvxtYzQRsvCshxFdmHHV9Sfcp0tf8qFYMJID-NBM6RjWbab7KcuSByNAZGHRbXaq2ak71W5K9HPIiyW5ZmkkQQhjmd5hQ1-7mwx3pCejxo6z7kq4ff3Z8FtFyYZbAnl301GDlSgaewKIb_6v-AhfZoXYCAQAAWKE
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Los licitadores pueden solicitar información adicional siempre que la 
misma resulte necesaria para formular su propuesta

En caso de que el actual contratista, una vez requerido, no la facilite 
ha de dejarse constancia en el expediente

Una vez que se haya producido la puesta a disposición del pliego, 
cualquier licitador puede solicitar del órgano de contratación más in-
formación a los efectos de poder perfilar su oferta adecuadamente, 
calculando con mayor precisión los costes reales de la subrogación. 
La condición que la ley establece a este efecto es que tal información 
resulte necesaria (no basta con sea conveniente o que simplemente 
facilite la actuación del licitador) para permitir una exacta evaluación 
de los costes laborales que implicará la subrogación. En respuesta a 
esta petición el órgano de contratación debe requerir al contratista 
saliente la citada información. 

En el último paso, la información debe ser puesta a disposición de 
los licitadores si es que ha sido debidamente proporcionada por el 
anterior contratista o, en caso contrario, deberá dejarse constancia de 
tal circunstancia.

 �INFORME JUNTA CONSULTIVA CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO 61/2019 

¿PUEDEN LOS 
LICITADORES 

SOLICITAR 
INFORMARCIÓN 

ADICIONAL AL 
ÓRGANO DE 

CONTRATACIÓN EN 
RELACIÓN CON LA 

SUBROGACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC1O0QrCMAz8Gvso21B86oPTCQMRmcP3bItbsbbSZNP9vdEaEnJwx93R7LybH7oOIyqGhnSqoOUR7N63EZsJa2gE-9BhyGdB7BlshV8xDf51gsn0wMa7HEK0Ml2ny0PynY3sWk0YSAT6anp0jGow_XCU46gHIkN7YNBVcSiq4rQrt4tsla4X2S1LskQRQmiHM_SoS3fz4YG0BHq-lXV3qXr50dErSvORWfIadpFTrZUvEbgDi677N_0ASsRnCwEBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC1O0QrCMAz8Gvso21B86oPTCQMRmcP3bItbsbbSZNP9vdEaEnJwx93R7LybH7oOIyqGhnSqoOUR7N63EZsJa2gE-9BhyGdB7BlshV8xDf51gsn0wMa7HEK0Ml2ny0PynY3sWk0YSAT6anp0jGow_XCU46gHIkN7YNBVcSiq4rQrt4tsla4X2S1LskQRQmiHM_SoS3fz4YG0BHq-lXV3qXr50dErSvORWfIadpFTrZUvEbgDi677N_0ASsRnCwEBAAA=WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

404 
SUBROGACIÓN VOLUNTARIA DEL PERSONAL  

POR EL CONTRATISTA

El contratista puede asumir la plantilla de la anterior contrata, pero 
esto no supone el nacimiento de un derecho a la subrogación de cara 
al futuro

La obligación de subrogación surge exclusivamente de la normativa 
laboral

Por tanto, en contra de lo que pretende la recurrente, el cambio de 
empresa adjudicataria de un contrato público, no implica que exis-
ta necesariamente una sucesión de empresas, ni comporta tal obli-
gación, así como tampoco supone, en principio, un derecho para los 
trabajadores exigible ante los tribunales (ante la Jurisdicción social 
en concreto), ni una obligación de la empresa que entra a prestar el 
servicio de asumir los trabajadores anteriores. Siendo así, no puede 
existir la garantía de que, por el mero hecho de que una empresa 
haya asumido los trabajadores de una contrata anterior, se le ase-
gure que, en un futuro, una vez termine el contrato correspondiente, 
pueda quedar libre de responsabilidades laborales mediante el esta-
blecimiento de una cláusula de subrogación, –o mediante la inclusión 
en el pliego de que se trate, de un criterio de adjudicación–, que per-
mita la continuidad de los trabajadores que presten el servicio que se 
contrate. Las eventuales responsabilidades laborales que generen los 
posibles despidos a que se enfrente la nueva contratista, es una cues-
tión ajena a la validez del pliego por el que se rija el contrato de que se 
trate, perteneciendo estrictamente, al ámbito laboral del empresario, 
constituyendo tanto la organización del servicio, como la gestión del 
personal una cuestión que depende de la voluntad de la contratista

 �RESOLUCIÓN 861/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿SI EL CONTRATISTA 
ASUME LA PLANTILLA 

DE LA ANTERIOR 
CONTRATA ESTO 

SUPONE QUE 
EN FUTURAS 

LICITACIONES DEBA 
PREVERSE LA 

SUBROGACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkRMlDT34QCCVQBWqUuC-SZbEwtjIuwnk7-tiDqsdaZ5mhmbr7HxTRz-iYGhIJQJaHsFsXRu1nvAITdDOd-jLOSh2DKbGf5gG9zjApHtg7WwJPkbprlP7k5Qy_1ytsqIQE3oKgDrrHi2jGHQ_fIfjyAORpi0wqLr6qurqsNmtF2mWfMg8zxbpJZVJIQjBt8MP9Kh29uL8DWkJdH8KY69h7u_LjnkRLUfm0NmwjZ5oTfihBjdg0HbvtX-haxgdBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkRMlDT34QCCVQBWqUuC-SZbEwtjIuwnk7-tiDqsdaZ5mhmbr7HxTRz-iYGhIJQJaHsFsXRu1nvAITdDOd-jLOSh2DKbGf5gG9zjApHtg7WwJPkbprlP7k5Qy_1ytsqIQE3oKgDrrHi2jGHQ_fIfjyAORpi0wqLr6qurqsNmtF2mWfMg8zxbpJZVJIQjBt8MP9Kh29uL8DWkJdH8KY69h7u_LjnkRLUfm0NmwjZ5oTfihBjdg0HbvtX-haxgdBQEAAA==WKE
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405 
CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN VINCULADOS  

A LA SUBROGACIÓN

La continuidad de la plantilla no es un criterio de adjudicación con-
forme a la normativa contractual

Un criterio de adjudicación que valore la oferta en la continuidad de 
la plantilla no permite la comparación de ofertas y no se encuentra 
vinculado al objeto del contrato

Sin embargo, en un momento ulterior, el Tribunal Supremo ahondan-
do en su doctrina y, aproximándose a la opinión de la Junta Consulti-
va, se ha decantado por rechazar de manera absoluta el empleo del 
compromiso de asunción de la plantilla como criterio de adjudicación. 
Ello acaeció a raíz de un recurso de casación interpuesto frente a 
la Sentencia del TSJ de Madrid de 30 de mayo de 2013 (Roj STSJ M 
5973/2013), que sostuvo:

“En consecuencia con lo razonado, procede anular la cláusula 4.10.3.9 
del Pliego de Condiciones, ya que la obligación de mantener o absor-
ber a los trabajadores del antiguo concesionario no puede ser objeto 
de puntuación alguna, debiendo solo los Pliegos contener informa-
ción en los términos previstos en el artículo 120 del TRLCSP, solo en 
aquellos casos en los que la obligación de subrogarse venga exigida 
por el convenio colectivo del sector”

 �RESOLUCIÓN 468/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE VALORARSE 
LA SUBROGACIÓN 

COMO CRITERIO DE 
ADJUDICACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkeOASg8-EEglKoRQoNw3yZJYGLvybgL5-5qaw2pHmqeZocl5N931OQwoGGrSmYCGB7Bb3yRtRjxDHbUPLYZiioo9g63wBVPvHwcYTQdsvCsgpCjTtvr7R0q5_MzzXK3EiIEioC-mQ8coetP1-3iceCAytAUGXZVfZVUeNrv1TC0yuVLZcqauSmYfghBC0x-hQ71zVx_uSHOg36ew7hbnnv7tlJfQYmCOnTW75InGxh9rcAMWXfte-wfVDVwGBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkeOASg8-EEglKoRQoNw3yZJYGLvybgL5-5qaw2pHmqeZocl5N931OQwoGGrSmYCGB7Bb3yRtRjxDHbUPLYZiioo9g63wBVPvHwcYTQdsvCsgpCjTtvr7R0q5_MzzXK3EiIEioC-mQ8coetP1-3iceCAytAUGXZVfZVUeNrv1TC0yuVLZcqauSmYfghBC0x-hQ71zVx_uSHOg36ew7hbnnv7tlJfQYmCOnTW75InGxh9rcAMWXfte-wfVDVwGBQEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Aun previéndose la subrogación puede utilizarse como criterio de 
adjudicación la formación y experiencia del personal que se va a de-
dicar a la ejecución del contrato

La subrogación no impone la obligación de que el personal subroga-
do permanezca en el mismo puesto de trabajo

Por tanto, la obligación de subrogación que impone el convenio colec-
tivo a los adjudicatarios supone que éstos tienen el deber de integrar 
en su plantilla a los trabajadores de la empresa cesante en el servicio, 
pero en ningún caso, a mantenerlos en el mismo puesto de trabajo, 
tal y como indica el Órgano de Contratación en su informe, pudien-
do, así, concurrir a la licitación -se entiende, los eventuales empre-
sarios licitados-, (y con interés en ofertar el criterio de adjudicación 
cuestionado) mediante la adscripción a la ejecución del contrato de 
un personal que de ninguna manera tiene que ser necesariamente el 
que presta actualmente el servicio que deberá integrarse en la plan-
tilla del adjudicatario (siempre y cuando el contratista saliente decida 
no mantenerlo en su plantilla), realizando así las reasignaciones de 
puestos de trabajo que fueren necesarias y bajo la voluntad del nuevo 
adjudicatario-empresario

 �RESOLUCIÓN 699/2020 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE VALORARSE 
LA FORMACIÓN 
Y EXPERIENCIA 
DEL PERSONAL 

EN LICITACIONES 
EN LAS QUE LA 

SUBROGACIÓN ES 
OBLIGATORIA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8dpQ3vwoYEggRBCKe19kyyJhWMj7yY0f1-37mG1I83TzNDivFtGfQkTCoaGdCag5Qns1rdJmxkv0ETtQ4ehXKJiz2Br_IVp8I8TzKYHNt6VEFKU6Tp9-JRSFus8V_mrmDFQBPSX6dExisH0wzEeJx6IDG2BQdfVrqqr02b_vlLPWVa8ZS8rdVVSSUEIoR3O0KPeu6sPI9IT0P1bWHeLcz_-7JSX0HJijp0Nu-SJ1sYfa3ADFl33v_YHyyNaCgUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8dpQ3vwoYEggRBCKe19kyyJhWMj7yY0f1-37mG1I83TzNDivFtGfQkTCoaGdCag5Qns1rdJmxkv0ETtQ4ehXKJiz2Br_IVp8I8TzKYHNt6VEFKU6Tp9-JRSFus8V_mrmDFQBPSX6dExisH0wzEeJx6IDG2BQdfVrqqr02b_vlLPWVa8ZS8rdVVSSUEIoR3O0KPeu6sPI9IT0P1bWHeLcz_-7JSX0HJijp0Nu-SJ1sYfa3ADFl33v_YHyyNaCgUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8dpQ3vwoYEggRBCKe19kyyJhWMj7yY0f1-37mG1I83TzNDivFtGfQkTCoaGdCag5Qns1rdJmxkv0ETtQ4ehXKJiz2Br_IVp8I8TzKYHNt6VEFKU6Tp9-JRSFus8V_mrmDFQBPSX6dExisH0wzEeJx6IDG2BQdfVrqqr02b_vlLPWVa8ZS8rdVVSSUEIoR3O0KPeu6sPI9IT0P1bWHeLcz_-7JSX0HJijp0Nu-SJ1sYfa3ADFl33v_YHyyNaCgUBAAA=WKE
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Mediante la información relativa a la subrogación prevista en el ar-
tículo 130 no se puede imponer la continuidad del personal a subro-
gar a la ejecución del contrato

El pliego sí podría imponerlo como condición especial de ejecución

El PCAP, en cambio, ya está prejuzgando, sin concretarlo, que los tra-
bajadores susceptibles de subrogación cumplen con la necesaria an-
tigüedad y, además, que la subrogación debe hacerse “en todos los 
derechos y condiciones que tuvieran”, lo que puede interpretarse en 
el sentido de que la empresa entrante no tiene la posibilidad de des-
tinarlos a la ejecución de otros contratos distintos al licitado, o que 
no pueda extinguir algún contrato, con la correspondiente indemniza-
ción. Cuestiones en las que no debe entrar el órgano de contratación 
al publicar la información sobre subrogación.

 �RESOLUCIÓN 869/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE IMPONERSE 
LA CONTINUIDAD 
DEL PERSONAL A 
SUBROGAR EN LA 

EJECUCIÓN DEL 
CONTRATO?

406 
 CONTINUIDAD DEL PERSONAL SUBROGADO  

EN LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKxMItAcfGggSCKEqBe6bZEksjI28m7T5-27rHlY70jzNDE0--OlhznFAxVCTmStoeAC3DU3SdsQz1KJDbDEWkygODK7CX5j68HWC0XbANvgCYoqybWsOF631Wi9f83WuRowkgLnaDj2j6m3XH-U48UBkaQsMpip3ZVWeNvv3Wbac54vF22qW3TKdSRdCbPoP6NDs_S3EB9IL0PNbOX-XuZ9_dspLaDEwS2fNPnmqcfKlBjfg0Lf_a38Al9FkxwUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKxMItAcfGggSCKEqBe6bZEksjI28m7T5-27rHlY70jzNDE0--OlhznFAxVCTmStoeAC3DU3SdsQz1KJDbDEWkygODK7CX5j68HWC0XbANvgCYoqybWsOF631Wi9f83WuRowkgLnaDj2j6m3XH-U48UBkaQsMpip3ZVWeNvv3Wbac54vF22qW3TKdSRdCbPoP6NDs_S3EB9IL0PNbOX-XuZ9_dspLaDEwS2fNPnmqcfKlBjfg0Lf_a38Al9FkxwUBAAA=WKE
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En el caso de que la modificación contractual conlleve subrogación 
de nuevo personal ha de facilitarse la información prevista en el ar-
tículo 130 LCSP

El momento oportuno será con la audiencia previa al contratista

En el supuesto de que sea necesario ampliar la prestación de un con-
trato, en el que sea obligatoria la subrogación de personal, mediante la 
incorporación de nuevos centros de trabajo en los que existan trabaja-
dores que se encuentren prestando el servicio, esta ampliación se podrá 
efectuar mediante la modificación del contrato, si procede conforme a lo 
dispuesto en los artículos 203 a 207 de la LCSP, en función de si la modifi-
cación estaba o no prevista en el pliego de cláusulas administrativas par-
ticulares y de si se cumplen las condiciones indicadas en dichos artículos.

En todo caso, es obligación de los servicios dependientes del órgano 
de contratación informar sobre las condiciones de los contratos de los 
trabajadores a los que afecte la subrogación, conforme a lo dispuesto 
en el citado artículo 130.1 de la LCSP. Esta información irá dirigida, en el 
pliego, a los licitadores si se trata de una nueva licitación o al contratista 
en el supuesto de modificación de un contrato en ejecución. La finalidad 
del precepto, que es informar sobre las condiciones de subrogación pa-
ra que el licitador tenga información de los costes laborales que impli-
cará tal medida, se comparte también en los casos de modificaciones.

Asimismo, en el supuesto de modificación del contrato, en función de 
si se trata de una modificación prevista o no en los pliegos, el órgano 
de contratación puede precisar previamente contar con la conformi-
dad por escrito del contratista, según lo establecido en el artículo 206 
de la LCSP. En todo caso, deberá darse audiencia al contratista, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 191.1 de dicha ley. En la tramitación 
de la modificación contractual, el trámite de audiencia es el momento 
en que se debe dar traslado al contratista de la información relativa a 
las condiciones de la misma y también informarle sobre las condicio-
nes de subrogación en contratos de trabajo de los nuevos centros y 
del personal afectado por la modificación, en su caso, para que pueda 
valorar exactamente los costes laborales que implica.

 �INFORME 2/2021 JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID

¿CÓMO HA DE 
PROCEDERSE 
CUANDO UNA 

MODIFICACIÓN 
CONTRACTUAL 

CONLLEVA NUEVO 
PERSONAL A 
SUBROGAR?

407 
SUBROGACIÓN Y MODIFICACIÓN CONTRACTUAL

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OUavCMAyFf419vGivKD70wemEgYjsiu_Zlm3F2kqTTffvb7QGQg6cj5xDkw9-uptLHFAxVGQWCmoewO1DnbQd8QKV6BAbjNkkigODK_ENUx-eJxhtB2yDzyCmV7ZpTHGYv2e92axWasRIApir7dAzqt52_VGWEw9ElvbAYMr8kJf5aVdsZ3qpF78z3eq5liCEWPdn6NAUvg3xjvQD9Hgp52_S9e9jp2cJzQZmCazYJ0_VTq5k4A4c-uZb9R9XKRvNAgEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OUavCMAyFf419vGivKD70wemEgYjsiu_Zlm3F2kqTTffvb7QGQg6cj5xDkw9-uptLHFAxVGQWCmoewO1DnbQd8QKV6BAbjNkkigODK_ENUx-eJxhtB2yDzyCmV7ZpTHGYv2e92axWasRIApir7dAzqt52_VGWEw9ElvbAYMr8kJf5aVdsZ3qpF78z3eq5liCEWPdn6NAUvg3xjvQD9Hgp52_S9e9jp2cJzQZmCazYJ0_VTq5k4A4c-uZb9R9XKRvNAgEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OUavCMAyFf419vGivKD70wemEgYjsiu_Zlm3F2kqTTffvb7QGQg6cj5xDkw9-uptLHFAxVGQWCmoewO1DnbQd8QKV6BAbjNkkigODK_ENUx-eJxhtB2yDzyCmV7ZpTHGYv2e92axWasRIApir7dAzqt52_VGWEw9ElvbAYMr8kJf5aVdsZ3qpF78z3eq5liCEWPdn6NAUvg3xjvQD9Hgp52_S9e9jp2cJzQZmCazYJ0_VTq5k4A4c-uZb9R9XKRvNAgEAAA==WKE
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501 
LÍMITES A LA SUBCONTRATACIÓN

Los pliegos administrativos pueden determinar de forma justificada 
tareas críticas en las que no resulta posible subcontratar

La prohibición injustificada o la fijación de porcentajes máximos es 
contraria a la Jurisprudencia del TJUE

De acuerdo con el artículo 215 de la LCSP la regla general es que el 
contratista pueda subcontratar la realización parcial de la prestación, 
si bien esta subcontratación puede ser total o parcialmente limitada 
reservándose todo o parte de la ejecución del contrato al contratis-
ta siempre y cuando los pliegos lo prevean así, en dos supuestos. El 
primero, contemplado en la letra d) del artículo 215.2 de la LCSP que 
permite la subcontratación previa autorización del órgano de contra-
tación. El segundo supuesto, que es el que interesa a este recurso, el 
recogido en la letra e) del artículo 215.2 de la LCSP, en los contratos de 
obras, los contratos de servicios o los servicios o trabajos de coloca-
ción o instalación en el contexto de un contrato de suministro, cuando 
los órganos de contratación lo establezcan en los pliegos, determi-
nadas tareas críticas que debe ejecutar directamente el contratista 
principal. Además, la determinación de las tareas críticas deberá ser 
objeto de justificación en el expediente de contratación.

 �RESOLUCIÓN 734/2020 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿RESULTA POSIBLE 
LIMITAR EL 

RECURSO A LA 
SUBCONTRATACIÓN 

DE FORMA 
GENERALIZADA 

MEDIANTE LA 
FIJACIÓN DE 

PORCENTAJES 
MÁXIMOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKycQKAcfGggSCCEUaO-bZEksjI28m9D8PQZzWO1I8zQzNFpnx5s6-x4FQ0UqEVBzD2bt6qj1gGeogna-QZ-PQbFjMCW-YOrc4wCDboG1szn4GKWbRu1-pZTzxTTLpnMxoKcAqD_domUUnW67fTiOPBBpWgODKotNURaH1fZnks6S5Hsps0l6SWUqBSH4ujtCi2prL87fkL6A7v_C2GuYe3rbMS-iec8cOiu20RO1CT_U4AoM2uaz9gl3ybEZBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKycQKAcfGggSCCEUaO-bZEksjI28m9D8PQZzWO1I8zQzNFpnx5s6-x4FQ0UqEVBzD2bt6qj1gGeogna-QZ-PQbFjMCW-YOrc4wCDboG1szn4GKWbRu1-pZTzxTTLpnMxoKcAqD_domUUnW67fTiOPBBpWgODKotNURaH1fZnks6S5Hsps0l6SWUqBSH4ujtCi2prL87fkL6A7v_C2GuYe3rbMS-iec8cOiu20RO1CT_U4AoM2uaz9gl3ybEZBQEAAA==WKE
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502 
SUBCONTRATACIÓN CRUZADA

La subcontratación cruzada (dos licitadores que incluyen en sus 
ofertas la subcontratación del otro) no está prohibida por el ordena-
miento contractual pero sí es un indicio de colusión

Si analizada subcontratación cruzada se aprecia concertación con áni-
mo fraudulento de se deben excluir ambas ofertas

Expuesto el marco legal, y analizando la pretensión del recurrente, 
se observa que el argumento fundamental del recurso para sos-
tenerla es la circunstancia de que cada uno de los dos licitadores 
impugnados incluyen en sus ofertas la subcontratación del otro 
(en adelante, “subcontratación cruzada”), lo que supone el cono-
cimiento y la elaboración conjunta de ambas ofertas por las dos 
empresas. La subcontratación cruzada es un “indicador de alerta” 
de colusión, pues puede señalar que ambas empresas han conoci-
do los términos de la proposición de la otra, lo que permite poner 
en duda la independencia de sus ofertas (ver, en este sentido, el 
apartado 5.6 de la Comunicación relativa a las herramientas para 
combatir la colusión en la contratación pública y a las orientacio-
nes acerca de cómo aplicar el motivo de exclusión conexo, de la 
Comisión Europea, documento 2021/C91/01, DOUE de 18/3/2021, 
en adelante, “la Comunicación”), y puede activar la obligación del 
poder adjudicador que conozca esta circunstancia de “prevenir, de-
tectar y poner remedio a los elementos que puedan viciar el pro-
cedimiento” (apartado 33 de la sentencia C-531/16). Sin embargo, 
no es menos cierto que “los poderes adjudicadores deberían evi-
tar caer en presunciones generales de que la subcontratación por 
parte del adjudicatario a otro licitador del mismo procedimiento 
constituye una colusión...” (ver el mismo apartado 5.6 de la Comu-
nicación). Todo ello supone que, con independencia del hecho de 
la subcontratación cruzada, no controvertido por las partes, deben 
existir pruebas o indicios de que ambas ofertas no se han elabora-
do autónomamente, sin que quepa una presunción “iuris et de iure” 
de “interferencia recíproca” (ver la STJUE de 22/10/2015, C-425/14 
(LA LEY 142385/2015), ECLI:EU.C:2015:721, apartados 36 y siguien-
tes). De hecho, no hay en la legislación contractual vigente (ni en 
los pliegos que rigen la licitación) una prohibición general expresa 
de la subcontratación cruzada (ver, por ejemplo, las Resoluciones 
7 y 10/2015 del OARC / KEAO, referidas, no obstante, a supuestos 
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en los que no se ponía en duda la elaboración independiente de las 
ofertas).

 �RESOLUCIÓN 93/2021 ÓRGANO ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE EUSKADI

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkRMBaQ8-EEglqgpVgXLfJEti1diVd5M2f8-Ce1jtSPM0MzT74OebOccRFUNDJlPQ8ghuH9qk7YRnaESH2GEsZ1EcGFyND5iG8HuEyfbANvgSYoqyXWfev7TWm9fNutCZmjCSAOZie_SMarD98CHHiQciS3tgMHX1VtXVcXfYLvJVUWQvepFfc51LFUJsh0_o0Rz8NcQb0hLo5085_y1rT087xSW0HJmlsmGfPNU6-dKCO3Dou_-xd_1TTbAEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkRMBaQ8-EEglqgpVgXLfJEti1diVd5M2f8-Ce1jtSPM0MzT74OebOccRFUNDJlPQ8ghuH9qk7YRnaESH2GEsZ1EcGFyND5iG8HuEyfbANvgSYoqyXWfev7TWm9fNutCZmjCSAOZie_SMarD98CHHiQciS3tgMHX1VtXVcXfYLvJVUWQvepFfc51LFUJsh0_o0Rz8NcQb0hLo5085_y1rT087xSW0HJmlsmGfPNU6-dKCO3Dou_-xd_1TTbAEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkRMBaQ8-EEglqgpVgXLfJEti1diVd5M2f8-Ce1jtSPM0MzT74OebOccRFUNDJlPQ8ghuH9qk7YRnaESH2GEsZ1EcGFyND5iG8HuEyfbANvgSYoqyXWfev7TWm9fNutCZmjCSAOZie_SMarD98CHHiQciS3tgMHX1VtXVcXfYLvJVUWQvepFfc51LFUJsh0_o0Rz8NcQb0hLo5085_y1rT087xSW0HJmlsmGfPNU6-dKCO3Dou_-xd_1TTbAEAQAAWKE
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Solo excepcionalmente y con base en lo previsto en la D.A. 15ª de la 
LCSP puede admitirse la no presentación telemática de ofertas, de 
forma total o parcial

Es necesaria la justificación adecuada y suficiente en el PCAP de los 
motivos de la excepción a la regla general de licitación electrónica  

El órgano de contratación, además de indicar en el PCAP, como he-
mos visto, que la presentación de ofertas por medios no electrónicos 
se debe al tamaño estimado de los sobres en relación con el tama-
ño máximo de los documentos que soporta la Plataforma, viene a 
alegar en su informe una imposibilidad material de disposición de la 
tecnología que permita toda la tramitación electrónica del procedi-
miento. Afirma concretamente el órgano de contratación en cuanto al 
uso generalizado de medios electrónicos que: “el legislador ha tenido 
presente que la efectividad de esta cláusula exige un esfuerzo tecno-
lógico y presupuesto titánico en todos y cada uno de los poderes ad-
judicadores de las administraciones españolas, lo cual era imposible 
de cumplir en la fecha de entrada en vigor de la LCSP (09/03/2018)”.

 �RESOLUCIÓN 1053/2018 TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿PUEDE ADMITIRSE 
EN LOS PLIEGOS LA 
PRESENTACIÓN DE 

OFERTAS EN PAPEL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWOqNBx8ICGVqCpUpZT7JlkSq8auvJtA_r4G97DakeZpZmhx3i1XfQoTCoaWdCag4wns3ndJmxlP0EbtQ4-hXKJiz2AbfMA0-tsRZjMAG-9KCCnK9L1-_5ZS5ip_3SopZgwUAX02AzpGMZph_IjHiQciQ3tg0E39Vjf1sTrsVuolK_Ltplipi5JZIQghdOMnDKgP7uLDFWkN9HsX1v3EuV9PO-UltJyYY2fLLnmis_HHGqzAouv_1_4BdYqRRAUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWOqNBx8ICGVqCpUpZT7JlkSq8auvJtA_r4G97DakeZpZmhx3i1XfQoTCoaWdCag4wns3ndJmxlP0EbtQ4-hXKJiz2AbfMA0-tsRZjMAG-9KCCnK9L1-_5ZS5ip_3SopZgwUAX02AzpGMZph_IjHiQciQ3tg0E39Vjf1sTrsVuolK_Ltplipi5JZIQghdOMnDKgP7uLDFWkN9HsX1v3EuV9PO-UltJyYY2fLLnmis_HHGqzAouv_1_4BdYqRRAUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWOqNBx8ICGVqCpUpZT7JlkSq8auvJtA_r4G97DakeZpZmhx3i1XfQoTCoaWdCag4wns3ndJmxlP0EbtQ4-hXKJiz2AbfMA0-tsRZjMAG-9KCCnK9L1-_5ZS5ip_3SopZgwUAX02AzpGMZph_IjHiQciQ3tg0E39Vjf1sTrsVuolK_Ltplipi5JZIQghdOMnDKgP7uLDFWkN9HsX1v3EuV9PO-UltJyYY2fLLnmis_HHGqzAouv_1_4BdYqRRAUBAAA=WKE
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La finalidad de que no pueda un licitador presentar dos proposicio-
nes es evitar situaciones ventajistas contrarias a los principios de 
igualdad y concurrencia

Cuando no existe voluntad fraudulenta y al no ser posible la retirada 
de ofertas electrónicas el órgano de contratación ha de admitir la 
última oferta presentada

Esto expuesto y a la vista incluso de los correos cruzados con la PCSP 
(igualmente transcritos) que explican al órgano de contratación la im-
posibilidad material de retirar sin más la proposición y las explicacio-
nes dadas al licitador, lo procedente hubiera sido tener por retirada la 
primera proposición y avenirse a la segunda y en lugar de entender, 
sin más, que existían dos proposiciones. 

Intención alguna de presentar dos proposiciones con vulneración de 
los principios que fundamentan el artículo 139 de la LCSP no existe, 
cuando los propios correos transcritos dan cuenta de la contestación 
de la PCSP sobre imposibilidad de retirar o modificar proposiciones. Y 
escribió al órgano de contratación instando la retirada de la primera 
dentro de plazo

 �RESOLUCIÓN 381/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID

¿CÓMO SE HA DE 
PROCEDER SI UN 

LICITADOR PRESENTA 
DOS OFERTAS 

ELECTRÓNICAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfq8SNQjn40IQggRCqAvS-SZbEwtjIuwnk73FrDqsdaZ5mhmbr7HxTJz-iYGhIpQJaHsGsXRu1nvAETdDOd-iLOSh2DKbGP5gG9zjApHtg7WwBPkbprlO7c5Ik-We6XK1yMaGnAKhf3aNlFIPuh304jjwQaVoDg6qrTVVXh3L7vZCZlHmW5Qt5kUn6JQjBt8MP9Ki29uL8DekD6P4Uxl7D3OO_HfMiWozMobNhGz3RmvBDDZZg0HbvtS-WCBlxBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfq8SNQjn40IQggRCqAvS-SZbEwtjIuwnk73FrDqsdaZ5mhmbr7HxTJz-iYGhIpQJaHsGsXRu1nvAETdDOd-iLOSh2DKbGP5gG9zjApHtg7WwBPkbprlO7c5Ik-We6XK1yMaGnAKhf3aNlFIPuh304jjwQaVoDg6qrTVVXh3L7vZCZlHmW5Qt5kUn6JQjBt8MP9Ki29uL8DekD6P4Uxl7D3OO_HfMiWozMobNhGz3RmvBDDZZg0HbvtS-WCBlxBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfq8SNQjn40IQggRCqAvS-SZbEwtjIuwnk73FrDqsdaZ5mhmbr7HxTJz-iYGhIpQJaHsGsXRu1nvAETdDOd-iLOSh2DKbGP5gG9zjApHtg7WwBPkbprlO7c5Ik-We6XK1yMaGnAKhf3aNlFIPuh304jjwQaVoDg6qrTVVXh3L7vZCZlHmW5Qt5kUn6JQjBt8MP9Ki29uL8DekD6P4Uxl7D3OO_HfMiWozMobNhGz3RmvBDDZZg0HbvtS-WCBlxBQEAAA==WKE
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La transmisión de la oferta en el procedimiento de licitación ha de 
completarse dentro del plazo máximo fijado en los pliegos

El licitador asume el riesgo de fallos técnicos cuando se trabaja con 
plazos muy ajustados

En el expediente consta que el plazo de presentación finalizaba a las 
10:00 del día 2 de octubre, y que la sesión para la citada presentación 
se inició a las 9:06. Si bien es cierto que los operadores económicos 
interesados deben disponer de la totalidad del plazo de presentación, 
de tal modo que sea indiferente qué momento elijan para hacer lle-
gar su oferta al poder adjudicador, siempre que esté dentro de dicho 
plazo, es claro también que una empresa que opte por utilizar un 
periodo tan apurado debe ser consciente de que corre el riesgo de no 
disponer de un margen suficiente para solucionar posibles incidencias 
fortuitas o imputables a ella misma; tampoco puede pretender que la 
asistencia técnica facilitada por la Plataforma para ayudar en el pro-
ceso de envío sea tan eficaz en ese caso como cuando se trabaja sin 
tanta premura (debe tenerse en cuenta que la recurrente se puso en 
contacto con dichos servicios a las 9:39).

 �RESOLUCIÓN 182/2018 ÓRGANO ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE EUSKADI

¿HA DE ADMITIRSE 
UNA OFERTA 

PRESENTADA FUERA 
DE PLAZO PERO 

CUYA TRANSMISIÓN 
SE INICIÓ DENTRO 

DEL PLAZO DE 
PRESENTACIÓN DE 

OFERTAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW7DIBBEvyZcLFUkTdv0wIEYq6J17MpA7sTe2FYdaAGn8d-X1DnksNrRvNFofkZwk4RLIFUmylylfDFi3DwWyXKzWqyOK7zcJLNVvdGiTCjb8YILWVHJ92XCsqTKUlWJUiRpWUQ7lYrmmbiSnEZvpwrOKEuokrfqckevNFPigzKO_GSsmU5EuhFQ0AdPlkjXYdQDs_Ws-zNIfYjaugbcdiIYBRv0UME17Dv7W-hz3-rQW7PVbq7qm4a8K4zxC35dPz-t0RmcjwGy71swAVDXt10eL8x5D9rV3adugXBztO4E_kH77wsazFdcIv7xfXQ7hhDrDsHMDNVD_EwHSPUAprkN-QMxEonNYwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW7DIBBEvyZcLFUkTdv0wIEYq6J17MpA7sTe2FYdaAGn8d-X1DnksNrRvNFofkZwk4RLIFUmylylfDFi3DwWyXKzWqyOK7zcJLNVvdGiTCjb8YILWVHJ92XCsqTKUlWJUiRpWUQ7lYrmmbiSnEZvpwrOKEuokrfqckevNFPigzKO_GSsmU5EuhFQ0AdPlkjXYdQDs_Ws-zNIfYjaugbcdiIYBRv0UME17Dv7W-hz3-rQW7PVbq7qm4a8K4zxC35dPz-t0RmcjwGy71swAVDXt10eL8x5D9rV3adugXBztO4E_kH77wsazFdcIv7xfXQ7hhDrDsHMDNVD_EwHSPUAprkN-QMxEonNYwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW7DIBBEvyZcLFUkTdv0wIEYq6J17MpA7sTe2FYdaAGn8d-X1DnksNrRvNFofkZwk4RLIFUmylylfDFi3DwWyXKzWqyOK7zcJLNVvdGiTCjb8YILWVHJ92XCsqTKUlWJUiRpWUQ7lYrmmbiSnEZvpwrOKEuokrfqckevNFPigzKO_GSsmU5EuhFQ0AdPlkjXYdQDs_Ws-zNIfYjaugbcdiIYBRv0UME17Dv7W-hz3-rQW7PVbq7qm4a8K4zxC35dPz-t0RmcjwGy71swAVDXt10eL8x5D9rV3adugXBztO4E_kH77wsazFdcIv7xfXQ7hhDrDsHMDNVD_EwHSPUAprkN-QMxEonNYwEAAA==WKE
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Si el fallo a la hora de acceder a la oferta en el acto de apertura es im-
putable a licitador la consecuencia es la exclusión del procedimiento

No cabe posibilidad de otorgar plazo de subsanación

[…] siendo que durante el acto público de apertura de las ofertas eco-
nómicas no fue posible acceder a aquella, por causa no imputable al 
órgano de contratación sino tal y como se ha descrito por problemas 
de tipo informático del recurrente, lo que lleva inevitablemente a la 
consecuencia jurídica aplicada por aquel, de exclusión del recurrente 
tal y como también establece el pliego de cláusulas administrativas.

Debe tenerse en cuenta el propio concepto de huella equivalente a 
clave de acceso que recoge la legislación vigente. En concreto la dis-
posición adicional decimosexta 1 h) de la LCSP que entiende por huella 
electrónica de la oferta: “el conjunto de datos cuyo proceso de genera-
ción garantiza que se relacionan de manera inequívoca con el conte-
nido de la oferta propiamente dicha, y que permiten detectar posibles 
alteraciones del contenido de esta garantizando su integridad”.

De tal precepto se deduce que el soporte informático de la proposi-
ción económica y la huella o clave que garantiza su integridad en el 
momento que se tiene que acceder al contenido de aquella (apertura 
pública de oferta económica) van ineludiblemente vinculados, de tal 
suerte que si en ese acto no es posible conocer por parte de la mesa 
de contratación la oferta económica porque la clave entregada por el 
licitador impide su acceso, tampoco se puede garantizar su integri-
dad, si a posteriori y previamente comunicado el problema al licita-
dor, la clave funciona.

 �RESOLUCIÓN 911/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES.

¿CÓMO HA DE 
ACTUARSE CUANDO 

NO SE PUEDE 
ACCEDER A LA 

OFERTA POR FALLO 
EN LA HUELLA 
ELECTRÓNICA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkWOhFA4-NCRIVBVC4ee-SZbEwtiVdxPI29fFPax2pPk0MzQ77-aHPocRBUNDOhPQ8gi29G3SZsIzNFH70GEo5qjYM9ga_2Aa_PMAk-mBjXcFhBRluk5_XaSUucplvsrFhIEioK-mR8coBtMP3_E48UBkqAQGXVe7qq4O2_3nQq2yj81GrRfqpmS2FoQQ2uEIPeq9u_nwQFoC_byEdfc49_S2U15Ci5E5djbskidaG3-swS1YdN3_2l8-76vfBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkWOhFA4-NCRIVBVC4ee-SZbEwtiVdxPI29fFPax2pPk0MzQ77-aHPocRBUNDOhPQ8gi29G3SZsIzNFH70GEo5qjYM9ga_2Aa_PMAk-mBjXcFhBRluk5_XaSUucplvsrFhIEioK-mR8coBtMP3_E48UBkqAQGXVe7qq4O2_3nQq2yj81GrRfqpmS2FoQQ2uEIPeq9u_nwQFoC_byEdfc49_S2U15Ci5E5djbskidaG3-swS1YdN3_2l8-76vfBQEAAA==WKE
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701 
ACREDITACIÓN DEL CUMPLIMIENTO  

DE LOS CRITERIOS OFERTADOS

Es posible requerir con carácter previo a la adjudicación la acredita-
ción de los medios ofertados y valorados conforme a los criterios de 
adjudicación

Debe preverse de forma motivada en los pliegos en base al principio 
de libertar de pactos y al carácter vinculante de los pliegos

Finalmente, los criterios de adjudicación se definen como elementos 
evaluables de aspectos esenciales de la prestación contractual que 
permiten una valoración comparativa en condiciones de igualdad y 
transparencia entre licitadores. Como tales criterios de adjudicación, 
asignan puntos a las ofertas de cada licitador sobre el modo en que 
ejecutarán el contrato, en caso de resultar adjudicatarios. Por ello, 
como regla general, la sanción del incumplimiento de un criterio de 
adjudicación, será, según los casos, la imposición de penalidades, o 
incluso la resolución del contrato, dependiendo de los términos en 
que se redacte el Pliego. Lo anterior no obsta a que en ocasiones, si 
el órgano de contratación lo estima necesario, en virtud del principio 
de libertad de pactos previsto en el artículo 34 de la LCSP, y el ca-
rácter vinculante del Pliego para los licitadores que participan en el 
procedimiento ex artículo 139.1 de la LCSP, y debidamente motivado, 
se pueda exigir al propuesto adjudicatario que acredite contar con los 
medios evaluados en el criterio de adjudicación en el momento inme-
diatamente anterior a la adjudicación (o formalización) del contrato, 
por su trascendencia y necesidad de contar con esos medios desde el 
primer día.

 �RESOLUCIÓN 1132/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE REQUERIRSE 
ANTES DE LA 

ADJUDICACIÓN 
ACREDITARSE EL 

CONTAR CON LOS 
MEDIOS OFERTADOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8eCwMWHhgSJCqEqQO-bZEksjF15Nyn5ewzuYbUjzdPM0Oy8m-_6HEYUDA3pTEDLI9jSt0mbCc_QRO1Dh6GYo2LPYGt8wTT4vyNMpgc23hUQUpTpOv11kVLmapPL1VpMGCgC-sf06BjFYPrhEI8TD0SGSmDQdbWr6uq43X8u1FLJZZbLhboqmW0EIYR2-IYe9d5dfbgjfQD9PoR1tzj39LZTXkKLkTl2NuySJ1obf6zBLVh03f_aJ9F2-ZsFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8eCwMWHhgSJCqEqQO-bZEksjF15Nyn5ewzuYbUjzdPM0Oy8m-_6HEYUDA3pTEDLI9jSt0mbCc_QRO1Dh6GYo2LPYGt8wTT4vyNMpgc23hUQUpTpOv11kVLmapPL1VpMGCgC-sf06BjFYPrhEI8TD0SGSmDQdbWr6uq43X8u1FLJZZbLhboqmW0EIYR2-IYe9d5dfbgjfQD9PoR1tzj39LZTXkKLkTl2NuySJ1obf6zBLVh03f_aJ9F2-ZsFAQAAWKE
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702 
FÓRMULAS MATEMÁTICAS

La determinación de la fórmula matemática a utilizar en los pliegos 
es una decisión discrecional del órgano de contratación sujeta al 
cumplimiento de unos principios generales

Sobre el requisito de la utilización de umbrales de saciedad y sobre 
la imposición de que la oferta igual a tipo no obtenga puntuación 
existen posiciones discrepantes en los distintos tribunales.

Podemos resumir y concluir que para considerar una fórmula como 
aceptable debe respetar tres principios que serán: la mayor baja será 
la que obtenga la totalidad de los puntos del criterio, no se tendrán 
en cuenta relaciones matemáticas que recaigan sobre la baja media 
de las ofertas, la oferta igual al tipo no obtendrá puntuación y no se 
incluirán umbrales de saciedad

[…]

Fuera de estos principios elementales, el órgano de contratación 
cuenta con un margen de libertad para decantarse por una u otra 
fórmula, para optar por una regla de absoluta proporcionalidad o, por 
el contrario, introducir modulaciones en ella que no sean arbitrarias 
ni carentes de lógica o, en fin, distribuir la puntuación por la baja que 
cada oferta realiza respecto del presupuesto de licitación o en propor-
ción a la oferta más económica

 �RESOLUCIÓN 51/2019 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE 
MADRID SE MUESTRAN CONTRARIOS.

¿QUE REQUISITOS 
HAN DE CUMPLIR 

LAS FÓRMULAS 
MATEMÁTICAS EN 

CONTRATACIÓN 
PÚBLICA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405PmKtFQ85vGoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG188LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKSmAmruwaxdHbUe8AxV0M436PMxKHYMpsQPTJ17HmDQLbB2Ngcfo3TTqN2flDKbpXI5z8SAngKgLrpFyyg63Xb7cBx5INK0BgZVFpuiLA6r7e8kSZN0tsgmyTWR06UgBF93R2hRbe3V-TvSD9DjJYy9hbWnfzvGRTTvmUNlxTZ6ojbhhxZcgUHbfMe-Aa2atxMEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405PmKtFQ85vGoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG188LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKSmAmruwaxdHbUe8AxV0M436PMxKHYMpsQPTJ17HmDQLbB2Ngcfo3TTqN2flDKbpXI5z8SAngKgLrpFyyg63Xb7cBx5INK0BgZVFpuiLA6r7e8kSZN0tsgmyTWR06UgBF93R2hRbe3V-TvSD9DjJYy9hbWnfzvGRTTvmUNlxTZ6ojbhhxZcgUHbfMe-Aa2atxMEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405PmKtFQ85vGoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG188LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKSmAmruwaxdHbUe8AxV0M436PMxKHYMpsQPTJ17HmDQLbB2Ngcfo3TTqN2flDKbpXI5z8SAngKgLrpFyyg63Xb7cBx5INK0BgZVFpuiLA6r7e8kSZN0tsgmyTWR06UgBF93R2hRbe3V-TvSD9DjJYy9hbWnfzvGRTTvmUNlxTZ6ojbhhxZcgUHbfMe-Aa2atxMEAQAAWKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

La no utilización de la fórmula proporcional pura debe ser objeto de 
justificación en el expediente de contratación

La justificación debe justificar cuáles son las motivaciones y objeti-
vos de la fórmula y el nivel proporcionalidad en el reparto de puntos 
a los efectos de que no sea desincentivadora de la competencia

•  �En primer lugar, se debe justificar el fin de la fórmula empleada, 
es decir, se debe indicar cuáles son las razones concretas que 
motivan la elección de una fórmula concreta, dadas las particula-
ridades de la licitación en cuestión.

•  �En segundo lugar, y admitida la fórmula, es necesario que quede 
constancia en el expediente que la fórmula tenga una proporcio-
nalidad, al menos, razonable en el otorgamiento de las puntua-
ciones, que garantice una competencia efectiva y no desincentive 
a las potenciales empresas licitadoras interesadas en la licitación 
para que presenten una buena oferta económica. A tales efectos, 
resulta necesario que sea el órgano de contratación quien anali-
ce, y así lo haga constar en el expediente, los diferentes resulta-
dos que da la aplicación de aquella fórmula, para poder apreciar 
que respeta los principios rectores de la contratación pública. 

•  �Y, en tercer lugar, siguiendo esta metodología, es necesario ex-
presar las razones por las que, de todas las fórmulas posibles, el 
órgano de contratación se considera óptima y aconsejable para 
esa concreta licitación, una fórmula determinada

 �RESOLUCIÓN 75/2020 TRIBUNAL CATALÁN DE 
CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO

¿CÓMO HA DE 
JUSTIFICARSE EL USO 

DE UNA FÓRMULA 
MATEMÁTICA 

CONCRETA EN EL 
EXPEDIENTE DE 

CONTRATACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-WKqctDTqwQcgOVBZEIHT-wJbsErt1l7S8Pd1Qg89rHZWM_s03zP6ReOVZH1sKnXOi80sRP9Y8n2y2b3vxE5wXRfZuUwVz1OdqpvfbUt-OPK8KnWd6qqJh-LNMddVzU93AGSqyCsWFuvs8im1n5ERtEFuGXQ0w3Rw3arNBTW0UTvfo88WKRg5gqnGWziM7qeEixmAjLMZ-BVl-l6-noUQe_Hy9Jwk7II-xIB8MwNaQjaaYVRxaM0HBN-NJxhQKhMIInyeCHoXHiB8XdlkP2Kh5p76_5HNRJHakl091k1xH4Awhwlt_9fnF19yxWpGAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-WKqctDTqwQcgOVBZEIHT-wJbsErt1l7S8Pd1Qg89rHZWM_s03zP6ReOVZH1sKnXOi80sRP9Y8n2y2b3vxE5wXRfZuUwVz1OdqpvfbUt-OPK8KnWd6qqJh-LNMddVzU93AGSqyCsWFuvs8im1n5ERtEFuGXQ0w3Rw3arNBTW0UTvfo88WKRg5gqnGWziM7qeEixmAjLMZ-BVl-l6-noUQe_Hy9Jwk7II-xIB8MwNaQjaaYVRxaM0HBN-NJxhQKhMIInyeCHoXHiB8XdlkP2Kh5p76_5HNRJHakl091k1xH4Awhwlt_9fnF19yxWpGAQAAWKE


88

GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos
©

 W
ol

te
rs

 K
lu

w
er

 L
eg

al
 &

 R
eg

ul
at

or
y 

Es
pa

ña
, S

.A
.

Aunque el TARC se manifiesta favorable al uso de la fórmula propor-
cional pura admite que de forma justificada se pueda usar la fórmula 
inversamente proporcional

La fórmula inversamente proporcional otorga puntos al licitado que 
no realice baja

En suma, no apreciamos que la fórmula incurra en infracción de pre-
cepto alguno de la LCSP o de los principios rectores de la licitación 
pública. 

Sin duda, podría haberse elegido otra diferente que, respetando los lí-
mites tantas veces repetidos (esto es, que la oferta más barata reciba 
la mayor puntuación, que la más cara la menor puntuación y que las 
restantes obtengan los puntos de acuerdo con una debida propor-
ción), tuviera mayor capacidad para discriminar entre las ofertas. Y 
podría incluso argumentarse en pro de esa elección desde el punto 
de vista económico o práctico, pero ello nos sitúa en el ámbito de la 
discusión de oportunidad, no de la adecuación a Derecho». 

En el presente caso, los pliegos establecen una formula (la regla de 
tres inversa), en virtud de la cual la oferta económicamente más ven-
tajosa obtiene la mayor puntuación, sin que las modulaciones esta-
blecidas sean arbitrarias o discriminatorias. Así las cosas, procede la 
desestimación del recurso, sin perjuicio de manifestar que no resulta 
razonable conceder puntuación alguna en el criterio económico a las 
ofertas que no realizan ningún esfuerzo de baja respecto del precio 
de licitación, por lo que, como manifestamos, entre otras, en nuestra 
Resolución 230/2018, se considera preferible una fórmula que asig-
ne cero puntos a la oferta coincidente con el precio de licitación, y la 
máxima puntuación a la oferta más barata, repartiéndose en resto de 
puntos de forma proporcional a la baja realizada, u otras similares.

 �RESOLUCIÓN 260/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES POSIBLE EL USO 
DE UNA FÓRMULA 

INVERSAMENTE 
PROPORCIONAL 

EN CONTRATACIÓN 
PÚBLICA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OSw-CMBCEf409GsBH5NCDKCYaYww-7gus0Fhb011Q_r3VetjsJPNlZmgw1gwPeXYdCoaSZCyg4g702lZBqx7PUHptXY0uG7xiy6AL_MLU2tcBetUAK2sycCFK1bXcXaIomk9mabyIRY-OPCCvqkHDKFrVtHt_HHggUrQGBlnkm7zID6vtcpRMJ4sknY-SWxLFqSAEV7VHaFBuzc26B9IY6PkW2tz92tPPDnEBzTpmX1myCZ6otP--BVeg0dT_sR8tj7E1BAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OSw-CMBCEf409GsBH5NCDKCYaYww-7gus0Fhb011Q_r3VetjsJPNlZmgw1gwPeXYdCoaSZCyg4g702lZBqx7PUHptXY0uG7xiy6AL_MLU2tcBetUAK2sycCFK1bXcXaIomk9mabyIRY-OPCCvqkHDKFrVtHt_HHggUrQGBlnkm7zID6vtcpRMJ4sknY-SWxLFqSAEV7VHaFBuzc26B9IY6PkW2tz92tPPDnEBzTpmX1myCZ6otP--BVeg0dT_sR8tj7E1BAEAAA==WKE
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Los umbrales de saciedad suponen límites a la proporcionalidad en 
el reparto de puntos: a partir de un porcentaje de baja o no se obtie-
nen puntos o los que se obtienen son irrelevantes

Aun no siendo una posición unánime entre los tribunales contractua-
les el TARC se decanta por la admisión de umbrales de saciedad en 
las fórmulas matemáticas, aunque lo somete a límites. La Resolu-
ción 127/2018 del Órgano Administrativo de Recursos Contractuales 
del País Vasco y la 51/2019 del Tribunal Administrativo de Contrata-
ción Pública de Madrid se muestran contrarios.

Efectivamente, la Directiva 2014/24/UE mantiene que la adjudicación 
de los contratos debe hacerse sobre la base del criterio de la oferta 
económicamente más ventajosa, que, a su vez, se ha de determinar 
“…desde el punto de vista del poder adjudicador se determinará sobre 
la base del precio o coste, utilizando un planteamiento que atienda a 
la relación coste-eficacia, como el cálculo del coste del ciclo de vida 
con arreglo al artículo 68, y podrá incluir la mejor relación calidad-
precio, que se evaluará en función de criterios que incluyan aspectos 
cualitativos, medioambientales y/o sociales vinculados al objeto del 
contrato público de que se trate.” (Art. 67. de la Directiva 2014/24/UE). 
Por tanto, no determina en ningún caso que en esa relación coste - 
eficacia o en la relación calidad - precio, siempre se haya de aplicar el 
criterio precio en su modulación de precio más bajo.

Es más, la propia Directiva admite que no se valore la minoración del 
criterio coste o precio, en cuanto admite que se opere sobre un cos-
te o precio fijo, cuando determina en su artículo 67.2, que: “El factor 
coste también podrá adoptar la forma de un precio o coste fijo sobre 
la base del cual los operadores económicos compitan únicamente en 
función de criterios de calidad”.

A partir de ese texto normativo hemos de considerar “que si el factor 
coste puede adoptar la forma de un precio fijo no susceptible de me-
jora por minoración, con mayor motivo debe admitirse un precio no 
fijo pero limitado por un índice de saciedad, que pude minorarse más 
allá de ese límite pero sin favorecerse por un incremento de puntos 
en su valoración”.

 �RESOLUCIÓN 822/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE ADMITIRSE 
EL USO DE 

UMBRALES DE 
SACIEDAD EN 

LAS FÓRMULAS 
MATEMATICAS?

https://www.euskadi.eus/contenidos/resolucion_oarc/127_2018/eu_def/adjuntos/Resolucion127_2018.pdf
https://www.euskadi.eus/contenidos/resolucion_oarc/127_2018/eu_def/adjuntos/Resolucion127_2018.pdf
https://www.euskadi.eus/contenidos/resolucion_oarc/127_2018/eu_def/adjuntos/Resolucion127_2018.pdf
https://www.comunidad.madrid/tacp/sites/default/files/resolucion-051-2019.pdf
https://www.comunidad.madrid/tacp/sites/default/files/resolucion-051-2019.pdf
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OSW-DMBCFf018sVQZsjUHH9gOVBQqMLkPMAFUahovafj3dUoOPXyaN4vevKtFtQi8G14mVZHVUbqxjHXbnL76_sa_-Mw7UVGmYZ0HGQ3i9zRPK1EGIj0XNEpyJzMaJ7RMorqsiopGxWMWiTrIkoroRc5y-eJCWSQGGs09xjbH9ujYO3zHo_ccW8eOQGssTPHccu-hxxsKaJyeVYcqXDgjZjYwlai5T_Qw_-RwG3sw4yxDUOujsev4W80YO7LT7rA_kBsq7Q74eexRGiTD2A-Zw6z3GkG1wwf0yEOrrxY7eAH9fSeT_HRJqr_101rX0mXSMP2frgahNcY9aYxcd6SdXI3BYAQTyu4Z7xeUVJSzcwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OSW-DMBCFf018sVQZsjUHH9gOVBQqMLkPMAFUahovafj3dUoOPXyaN4vevKtFtQi8G14mVZHVUbqxjHXbnL76_sa_-Mw7UVGmYZ0HGQ3i9zRPK1EGIj0XNEpyJzMaJ7RMorqsiopGxWMWiTrIkoroRc5y-eJCWSQGGs09xjbH9ujYO3zHo_ccW8eOQGssTPHccu-hxxsKaJyeVYcqXDgjZjYwlai5T_Qw_-RwG3sw4yxDUOujsev4W80YO7LT7rA_kBsq7Q74eexRGiTD2A-Zw6z3GkG1wwf0yEOrrxY7eAH9fSeT_HRJqr_101rX0mXSMP2frgahNcY9aYxcd6SdXI3BYAQTyu4Z7xeUVJSzcwEAAA==WKE
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El uso de umbrales se somete al límite de que su uso no puede dar 
lugar a una manipulación de la licitación

Por el contrario, para determinar si el establecimiento de una cláusu-
la como la cuestionada es o no ajustada a derecho, hay que tomar en 
consideración el conjunto de criterios de valoración que se establecen 
para la licitación, así como su respectiva ponderación, de modo que 
solamente procederá anular la cláusula cuanto se detecte que el es-
tablecimiento del umbral de saciedad infringe una norma imperativa 
o contradice los principios que rigen en materia de contratación públi-
ca, pudiendo dar lugar a una manipulación de la licitación. Sin embar-
go, en el pliego cuestionado el criterio “oferta económica” es uno más 
entre los seis criterios evaluables de forma automática que se toman 
en consideración, teniendo además una ponderación o peso entre los 
criterios de adjudicación del 20%, de modo que no cabe apreciar que 
el establecimiento en este criterio de un umbral de saciedad infrinja 
los preceptos invocados por el recurrente, debiendo desestimarse el 
motivo.

 �RESOLUCIÓN 853/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8cNiB58aCBIIIRQoL1vkiWxMDbybkLz9xjcw2pHmqeZocl5N930OQwoGGrSmYCGB7Br3yRtRjxDHbUPLYZiioo9g63wBVPvHwcYTQdsvCsgpCjTtnr3I6Vc5PN5LjMxYqAI6F_ToWMUven6fTxOPBAZWgODrspNWZWH1fZ7pvJMfSq5nKmLktmXIITQ9EfoUG_dxYcb0gfQ_U9Yd41zT2875SW0GJhjZ80ueaKx8ccaXIFF1_6vfQKBqeMqBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8cNiB58aCBIIIRQoL1vkiWxMDbybkLz9xjcw2pHmqeZocl5N930OQwoGGrSmYCGB7Br3yRtRjxDHbUPLYZiioo9g63wBVPvHwcYTQdsvCsgpCjTtnr3I6Vc5PN5LjMxYqAI6F_ToWMUven6fTxOPBAZWgODrspNWZWH1fZ7pvJMfSq5nKmLktmXIITQ9EfoUG_dxYcb0gfQ_U9Yd41zT2875SW0GJhjZ80ueaKx8ccaXIFF1_6vfQKBqeMqBQEAAA==WKE
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Cuando el contrato está subvencionado una baja en la licitación pue-
de conllevar una minoración en la subvención concedida, pero eso 
no supone que el dinero se pierda, al contrario, supone una mejor 
gestión de los recursos públicos

El uso de umbrales de saciedad en los criterios económicos está limi-
tado a concretos supuestos

El umbral de saciedad, por tanto, según la doctrina del TACRC, que 
compartimos en su integridad, debe perseguir realizar una función 
tendente a garantizar la viabilidad de la proposición de los licitadores 
cuando el órgano de contratación entienda justificadamente que por 
debajo de un determinado límite económico el contrato corre riesgo 
de no poder cumplirse. Se trata, por tanto, de una finalidad interna, 
propia y característica de cada contrato que se esté licitando y cu-
ya admisibilidad dependerá de las características de las prestaciones 
que constituyan su objeto.

Por otro lado, hay que recordar que el Tribunal de Cuentas ha señala-
do en varios informes, como el 1085 y el 1113 que el establecimiento 
en los criterios de adjudicación de un umbral de saciedad en el precio 
puede no ser ajustado, en determinados casos, al principio de econo-
mía en la gestión de los fondos públicos, razón por la cual su admisi-
bilidad debe quedar limitada estrictamente a aquellos supuestos en 
que exista una plena justificación, intrínseca al contrato en cuestión y 
a sus características.

[…]

En consecuencia, si el órgano de contratación ha fijado adecuadamen-
te el presupuesto base de licitación del contrato con arreglo a la LCSP 
y si, conforme a sus propias características, existe un margen para 
la reducción del precio de las ofertas sin merma de la calidad míni-
ma exigible, de modo que, a pesar de que se produzca algún tipo de 
bajada con respecto al presupuesto el contrato sigue siendo viable 
en su aspecto técnico y económico, no resulta admisible que los plie-
gos excluyan de la valoración, de forma automática, la existencia de 
posibles rebajas en el precio por el simple hecho de que con ello la 
financiación externa a obtener por parte del órgano de contratación 
disminuya. Esta es una cuestión extrínseca a la prestación objeto del 
contrato y no justifica la modulación de los criterios de selección a 
espaldas de las condiciones propias de aquel y de la finalidad básica 
de cualquier licitación.

 �INFORME 1/21 JUNTA CONSULTIVA CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA

¿PUEDE 
ESTABLECERSE 
UMBRALES DE 

SACIEDAD CON LA 
FINALIDAD DE NO 

TENER QUE MINORAR 
UNA SUBVENCIÓN 

CONCEDIDA AL 
ÓRGANO DE 

CONTRATACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OUavCMAyFf419vGi5ij70wemEgYhMue_Zlm3F2kqTTffvjbcGQg6cj5xDkw9-uptrHFAxVGQWCmoewO1DnbQd8QqV6BAbjNkkigODK_EDUx-eJxhtB2yDzyCmV7ZpTHGYf2a9WOqVGjGSAObPdugZVW-7_ijLiQciS3tgMGV-yMv8tCu2M_270ZuZbvVcSxBCrPszdGgK34Z4R_oBeryU8zfpevm307OEZgOzBFbsk6dqJ1cycAcOffOt-gaH6pkfAgEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OUavCMAyFf419vGi5ij70wemEgYhMue_Zlm3F2kqTTffvjbcGQg6cj5xDkw9-uptrHFAxVGQWCmoewO1DnbQd8QqV6BAbjNkkigODK_EDUx-eJxhtB2yDzyCmV7ZpTHGYf2a9WOqVGjGSAObPdugZVW-7_ijLiQciS3tgMGV-yMv8tCu2M_270ZuZbvVcSxBCrPszdGgK34Z4R_oBeryU8zfpevm307OEZgOzBFbsk6dqJ1cycAcOffOt-gaH6pkfAgEAAA==WKE
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Las fórmulas exponenciales son fórmulas proporcionales no linea-
les: la mayor baja obtiene el conjunto de puntos pero el reparto de 
puntos en el resto de ofertas no es directamente proporcional a la 
baja ofertada

Tienen por objeto desincentivar las bajas entre los licitadores

Aplicando esta doctrina al caso planteado, debe partirse tanto de 
lo dispuesto en la memoria del expediente que justifica la selección 
de esta fórmula por parte del órgano de contratación, que define 
la fórmula matemática a utilizar para valorar las ofertas como una 
fórmula exponencial a fin de valorar la mejor relación calidad-pre-
cio, dado que menor precio conlleva la reducción de recursos para la 
prestación del servicio. Esta fórmula concede la puntuación más alta 
a la oferta más baja, pero se penalizan las bajas desproporcionadas 
frente al resto de ofertas, puesto que el presupuesto se considera 
ajustado a los servicios solicitados.”

Este Tribunal considera que asiste razón al órgano de contratación de 
forma que de la fórmula utilizada no se puede inferir y nada acredita 
el recurrente que la aplicación de la fórmula P = Pmáx x (1 – ((Bajamáx 
- BajaL) / no permita valorar de forma proporcionada las ofertas otor-
gando una puntuación proporcional en función de las diferencias de 
precios ofertados, ya que lo que hace la fórmula es tratar de combatir 
los precios excesivamente bajos en perjuicio de la buena prestación 
del servicio en los que a partir de un determinado tramo porcentual 
se atribuye una valoración menor a fin de evitar lo que acabamos de 
decir, pero no supone una valoración lineal sin diferencias entre las 
ofertas de los precios ofertados.

 �RESOLUCIÓN 1065/2020 TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿ES ADMISIBLE EL 
USO DE FÓRMULAS 

EXPONENCIALES EN 
LA CONTRATACIÓN 

PÚBLICA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2PQUvEMBCFf83mEihpkS0ecrDdy4qIrHXv02S2DbYTTSZ1--_NWgUPwzx4H4_3PhOGtcMr6xOaFKKXtEtK9SDrWu2qS6UqJdvioZCtnxM5C1aeYUIyDghkVdZ_kIgreVpn3YWEgqGPuhRgOMF08GbTbsEO-qx9sBiaVSvBnmE64Q2Oo_96hsUNwM5TA2GLctbqxzelVK3u7_b7UiwYYgb02Q1IjGJ0w_iUjzc-IgQzvsCA-kgXH2aMBcSPq5joPTd5_bH_o01iznE90-YJM-V_AMb2ttT-FvkG2I6ltSsBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2PQUvEMBCFf83mEihpkS0ecrDdy4qIrHXv02S2DbYTTSZ1--_NWgUPwzx4H4_3PhOGtcMr6xOaFKKXtEtK9SDrWu2qS6UqJdvioZCtnxM5C1aeYUIyDghkVdZ_kIgreVpn3YWEgqGPuhRgOMF08GbTbsEO-qx9sBiaVSvBnmE64Q2Oo_96hsUNwM5TA2GLctbqxzelVK3u7_b7UiwYYgb02Q1IjGJ0w_iUjzc-IgQzvsCA-kgXH2aMBcSPq5joPTd5_bH_o01iznE90-YJM-V_AMb2ttT-FvkG2I6ltSsBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2PQUvEMBCFf83mEihpkS0ecrDdy4qIrHXv02S2DbYTTSZ1--_NWgUPwzx4H4_3PhOGtcMr6xOaFKKXtEtK9SDrWu2qS6UqJdvioZCtnxM5C1aeYUIyDghkVdZ_kIgreVpn3YWEgqGPuhRgOMF08GbTbsEO-qx9sBiaVSvBnmE64Q2Oo_96hsUNwM5TA2GLctbqxzelVK3u7_b7UiwYYgb02Q1IjGJ0w_iUjzc-IgQzvsCA-kgXH2aMBcSPq5joPTd5_bH_o01iznE90-YJM-V_AMb2ttT-FvkG2I6ltSsBAAA=WKE
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No resulta conforme a Derecho la previsión en los pliegos de una 
fórmula matemática para reasignar puntuaciones a las valoraciones 
técnicas en los criterios subjetivos

La fijación de una calidad mínima debe fijarse mediante la exigencia 
de umbrales de puntuación

El artículo 145.5 de la LCSP, en sus letras b y c, establecen como re-
quisitos para la fijación de los criterios de adjudicación la proporcio-
nalidad y el aseguramiento de la competencia efectiva. Dicho criterio 
de proporcionalidad no se alcanza con la aplicación de una fórmula 
como la introducida por el órgano de contratación. Así, para facilitar 
la comprensión de esta conclusión, y en términos de mera hipótesis, 
si solamente se formulan dos propuestas válidas, obteniendo una va-
loración o juicio técnico de 25 y 30 puntos respectivamente, resulta 
claramente desproporcionado el otorgamiento de unas puntuaciones 
finales de 0 y 49 puntos, pues no se refleja en modo alguno el autén-
tico valor o calidad de los proyectos presentados. Lo anterior tiene 
como consecuencia que la competencia no sea efectiva, pues a pesar 
de que una sociedad ha podido efectuar una oferta con un nivel de 
calidad superior al mínimo exigido, se ve de facto excluida del proce-
dimiento, perjudicando la ecuación calidad- precio. Téngase en cuenta 
que la desproporción resulta de que para el fin pretendido (obtención 
de un nivel de calidad elevado), basta con exigir una puntuación técni-
ca mínima, no resultando precisa una ulterior alteración de la puntua-
ción mediante la aplicación de una fórmula matemática de la que no 
se pueden derivar mayores ventajas. 

Por último, no parece razonable ni ajustado a cuanto dispone el ar-
tículo 146 de la LCSP que, teniendo atribuidos los técnicos la potestad 
de evaluar las ofertas de dicha naturaleza que no pueden ser valora-
das mediante la mera aplicación de fórmulas, después la puntuación 
por éstos asignada se vea (o pueda verse) desconfigurada mediante 
la aplicación de una fórmula matemática que no resulta suficiente-
mente justificada en el expediente y que es innecesaria. Así, el Pliego 
pretende aplicar a un criterio de valoración cualitativa no susceptible 
de ser medido mediante fórmulas matemáticas, una de éstas, lo que 
no resulta acorde a la forma de valoración de esta clase de criterios 
e introduce un elemento de alteración del auténtico juicio técnico que 
merecen las ofertas.

 �RESOLUCIÓN 1352/2019 TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES 

¿PUEDEN 
ESTABLECERSE 

EN LOS PLIEGOS 
FÓRMULAS 

MATEMÁTICAS 
PARA EL REPARTO 

DE PUNTOS CON 
RELACIÓN A 

LOS CRITERIOS 
SUBJETIVOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2PwU7DMBBEv6a-WIqcFAVy8IG0l1YIoRK4b-JtYpHaxbsOzd_jEJA47GqkeRrNfEYMc4M31ifsYiAv3SYq1YLM84dyU5wLlVdylz1m0qAcgeSBll_DiBCQZLX9gwTNzrv5opsQUTC0pHMBHUcY975btZ2wgTZpHwyGetZKsGcYT7jANPivZ5hsD2y9qyGsUdYYfXxTSt2r6q4sCzFhoATod9ujYxSD7YendLzylJp1wwv0qA_u7MMFKQO63sToPlKT1x_7P1pH5hTXsls90S3j9sC4SzOd-S3yDf9awZEsAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2PwU7DMBBEv6a-WIqcFAVy8IG0l1YIoRK4b-JtYpHaxbsOzd_jEJA47GqkeRrNfEYMc4M31ifsYiAv3SYq1YLM84dyU5wLlVdylz1m0qAcgeSBll_DiBCQZLX9gwTNzrv5opsQUTC0pHMBHUcY975btZ2wgTZpHwyGetZKsGcYT7jANPivZ5hsD2y9qyGsUdYYfXxTSt2r6q4sCzFhoATod9ujYxSD7YendLzylJp1wwv0qA_u7MMFKQO63sToPlKT1x_7P1pH5hTXsls90S3j9sC4SzOd-S3yDf9awZEsAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2PwU7DMBBEv6a-WIqcFAVy8IG0l1YIoRK4b-JtYpHaxbsOzd_jEJA47GqkeRrNfEYMc4M31ifsYiAv3SYq1YLM84dyU5wLlVdylz1m0qAcgeSBll_DiBCQZLX9gwTNzrv5opsQUTC0pHMBHUcY975btZ2wgTZpHwyGetZKsGcYT7jANPivZ5hsD2y9qyGsUdYYfXxTSt2r6q4sCzFhoATod9ujYxSD7YendLzylJp1wwv0qA_u7MMFKQO63sToPlKT1x_7P1pH5hTXsls90S3j9sC4SzOd-S3yDf9awZEsAQAAWKE
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Los contratos de servicios en los que la mano de obra sea el principal 
coste no pueden adjudicarse atendiendo exclusivamente al precio

Ni tan siquiera en el caso de que las prestaciones estén perfecta-
mente definidas técnicamente y no sea posible variar los plazos de 
entrega ni introducir modificaciones de ninguna clase

Por tanto, tratándose de un contrato de servicios en intensa mano de 
obra no cabe que el precio sea el único criterio de adjudicación por 
mor del artículo 145.3.g) de la LCSP.

(…) A nuestro entender el artículo 145.3.g) de la LCSP contiene una 
compleja estructura al establecer una regla general, una excepción 
y una contraexcepción. Así la regla general es que los contratos de 
servicios deberán tener varios criterios de adjudicación. Como excep-
ción se permite que el precio sea el único criterio cuando las presta-
ciones estén perfectamente definidas técnicamente y no sea posible 
variar los plazos de entrega ni introducir modificaciones de ninguna 
clase. Y finalmente se establece una contraexcepción enumerando 
una serie de contratos de servicios, entre ellos en los de servicios en 
intensa mano de obra, que en todo caso deberán tener más de un cri-
terio de adjudicación, entre ellos. En tal sentido, aunque ciertamente 
el artículo 145.3.g) LCSP no diga taxativamente que los contratos de 
servicios enumerados en su párrafo segundo necesariamente deban 
tener más de un criterio de adjudicación, lo cierto es que así lo impone 
la lógica del precepto puesto que si extendiéramos a los contratos de 
servicios enumerados en el párrafo segundo del art. 145.3.g) LCSP la 
excepción establecida en su párrafo primero para todos los contratos 
de servicios, ningún sentido tendría la mención especial que a ciertos 
contratos de servicios se hace en su párrafo segundo.

Por consiguiente, debe rechazarse que el tratarse de un contrato 
con las prestaciones perfectamente definidas técnicamente y que no 
permita variar los plazos de entrega ni introducir modificaciones de 
ninguna clase permita exceptuar el mando de que los contratos de 
servicios en intensa mano de obra se adjudiquen atendiendo a una 
pluralidad de criterios.»

 �RESOLUCIÓN 702/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES POSIBLE 
ADJUDICAR 

CONTRATOS DE 
SERVICIOS CUYO 

COSTE PRINCIPAL 
SEA LA MANO DE 

OBRA ATENDIENDO 
EXCLUSIVAMENTE AL 

PRECIO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW6DMBBEvyY-VhilCRx8KIFIRBWqKO19gQ1YNXblXWj5-7p1D6sdaZ5mhnbr7L6ozq8oGHpSUsDAK5jSDVHrDTvog3Z-RF_sQbFjMC3-wjS7rwY2PQFrZwvwMUqPo7q9JUlykvlZZrnY0FMA1Lue0DKKWU_zcziOPBBpKoFBtdW1aqvmUj8d0qOUef54PKT3NJGZIAQ_zC8woart3fkF6QHo81sY-xHmvv7ZMS-ixcocOnu20RODCT_U4AUM2vF_7Q_aEx7CBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW6DMBBEvyY-VhilCRx8KIFIRBWqKO19gQ1YNXblXWj5-7p1D6sdaZ5mhnbr7L6ozq8oGHpSUsDAK5jSDVHrDTvog3Z-RF_sQbFjMC3-wjS7rwY2PQFrZwvwMUqPo7q9JUlykvlZZrnY0FMA1Lue0DKKWU_zcziOPBBpKoFBtdW1aqvmUj8d0qOUef54PKT3NJGZIAQ_zC8woart3fkF6QHo81sY-xHmvv7ZMS-ixcocOnu20RODCT_U4AUM2vF_7Q_aEx7CBQEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

La experiencia del personal que efectivamente va a ejecutar el con-
trato es un criterio válido de adjudicación siempre que se acredite 
que dicho criterio va a suponer una mejora significativa en la ejecu-
ción contractual

Resulta admisible valorar al conjunto del personal o concretos per-
files profesionales

Conforme al texto legal, tal como hemos visto, la participación efec-
tiva en la ejecución del contrato y el hecho de que la calidad del per-
sonal empleado pueda afectar de manera significativa a su ejecución 
son condiciones necesarias para que quepa considerar la experien-
cia como un criterio de adjudicación. Ambas circunstancias pueden 
concurrir en todo el personal de las licitadoras o puede ocurrir que 
existan determinados perfiles profesionales, puestos o componen-
tes de aquellas que sirvan para definir las condiciones de una mejor 
ejecución. Por tanto, tal como vimos en el anterior expositivo, no es 
necesario, aunque sí posible, aludir a todo el personal para exigir una 
experiencia concreta.

 �INFORME 108/18 JUNTA CONSULTIVA 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

¿PUEDE UTILIZARSE 
LA EXPERIENCIA DEL 

PERSONAL ADSCRITO 
A LA EJECUCIÓN 
DEL CONTRATO 

COMO CRITERIO DE 
ADJUDICACIÓN?

703 
EXPERIENCIA DEL PERSONAL ADSCRITO 

A LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ih0q7NCD0w0GMmSK92yLW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqts_NDXfyIgqEhJQW0PII5uDZqPeEFmqCd79Bnc1DsGEyNX5gG96pg0j2wdjYDH6N016myWH1nm0q5ERN6CoC66h4toxh0PxzDcuSBSNMBGFSdF3mdV_tyt0jWUsr1IrklK5kKQvDtcIIeVWlvzj-QlkDPtzD2Hsqef3ZMi2g2MoePDdvoidaEG57gHgza7t_1A1ShJPwDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ih0q7NCD0w0GMmSK92yLW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqts_NDXfyIgqEhJQW0PII5uDZqPeEFmqCd79Bnc1DsGEyNX5gG96pg0j2wdjYDH6N016myWH1nm0q5ERN6CoC66h4toxh0PxzDcuSBSNMBGFSdF3mdV_tyt0jWUsr1IrklK5kKQvDtcIIeVWlvzj-QlkDPtzD2Hsqef3ZMi2g2MoePDdvoidaEG57gHgza7t_1A1ShJPwDAQAAWKE
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La doctrina expuesta analiza, como hemos visto, el criterio de adjudi-
cación referido a la experiencia y cualificación del personal adscrito 
al contrato que vaya a ejecutar el mismo y parte de la premisa de que 
es necesaria una adecuada justificación sobre la afectación significa-
tiva de la calidad de aquel personal a la mejor ejecución del contrato.

[…]

A la luz del marco normativo expuesto y de la doctrina que lo anali-
za, debe abordarse si el criterio de evaluación automática impugnado 
-que valora con 4 puntos el hecho de que el despacho profesional 
o cualquiera de sus miembros figuren incluidos en algún directorio 
jurídico nacional o internacional en las áreas jurídicas relacionadas 
con el objeto del contrato- permite valorar las ofertas en términos de 
rendimiento y afectación significativa a la ejecución del contrato y re-
dunda, en definitiva, en una mejora objetiva de la prestación a realizar.

Sobre este particular, hemos de indicar que el hecho de que el criterio 
impugnado pueda guardar conexión o relación con el objeto del con-
trato no es suficiente, pues resulta necesaria una vinculación objetiva 
-en el sentido señalado por el artículo 145.6 de la LCSP- y acreditada 
(artículos 116.4 y 145.1 de la LCSP) del criterio con la prestación a desa-
rrollar. Además, el artículo 145.2 de la norma contractual va más allá 
y exige que, cuando sea objeto de valoración la cualificación y expe-
riencia del personal que vaya a ejecutar el contrato, la calidad de ese 
personal ha de afectar de manera significativa a su mejor ejecución, 
lo que exige un principio mínimo de prueba o acreditación por parte 
del órgano de contratación, toda vez que “la afectación significativa” 
no puede presumirse de la mera redacción del criterio, sino que debe 
justificarse en cada caso.

En el supuesto analizado, el mero hecho de la inclusión de un des-
pacho profesional de abogados o de cualquiera de sus miembros en 
directorios jurídicos en áreas del Derecho relacionadas con el objeto 
del contrato, sin mayor especificación ni ninguna justificación de la 
elección de dicho criterio en los pliegos ni en el expediente de contra-
tación, no permite concluir que el mismo se acomode a los postula-
dos del artículo 145 de la LCSP

 �RESOLUCIÓN 293/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA JUNTA DE 
ANDALUCÍA 

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1QyWrDMBD9mugyEFQXuhx0yUJxCHHwdp9IE1tUkVwtafz3VZoeehhmeBuP-Urk55ZuUfRl01ZABjzJ5IMDChNJjQbIwgUjeY2gCKSz0WNEqReJ8_OzBW0zOSUK0cHkPBjMlqgVKviou2MF3aHst9Bs675cl1UDu66-e6XalOuqWRQSmuV-ycJsnZ0vovWJWMRTEE8MZUxoNk6K4n7rK7V4yrjzivxqFpxFF9HUFETBWRjd9wGvesConV2hf2RppcSu45y_8pf3t6JgV_IhC0Svh9yU2KiHcZ8nPvSB0MvxiAOJ0p6dv1BYYphuzNjPXKX5pf9LVynGHHeK9sExafLe5Ket0ZBVf0V-ALJT9_ZtAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1QyWrDMBD9mugyEFQXuhx0yUJxCHHwdp9IE1tUkVwtafz3VZoeehhmeBuP-Urk55ZuUfRl01ZABjzJ5IMDChNJjQbIwgUjeY2gCKSz0WNEqReJ8_OzBW0zOSUK0cHkPBjMlqgVKviou2MF3aHst9Bs675cl1UDu66-e6XalOuqWRQSmuV-ycJsnZ0vovWJWMRTEE8MZUxoNk6K4n7rK7V4yrjzivxqFpxFF9HUFETBWRjd9wGvesConV2hf2RppcSu45y_8pf3t6JgV_IhC0Svh9yU2KiHcZ8nPvSB0MvxiAOJ0p6dv1BYYphuzNjPXKX5pf9LVynGHHeK9sExafLe5Ket0ZBVf0V-ALJT9_ZtAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1QyWrDMBD9mugyEFQXuhx0yUJxCHHwdp9IE1tUkVwtafz3VZoeehhmeBuP-Urk55ZuUfRl01ZABjzJ5IMDChNJjQbIwgUjeY2gCKSz0WNEqReJ8_OzBW0zOSUK0cHkPBjMlqgVKviou2MF3aHst9Bs675cl1UDu66-e6XalOuqWRQSmuV-ycJsnZ0vovWJWMRTEE8MZUxoNk6K4n7rK7V4yrjzivxqFpxFF9HUFETBWRjd9wGvesConV2hf2RppcSu45y_8pf3t6JgV_IhC0Svh9yU2KiHcZ8nPvSB0MvxiAOJ0p6dv1BYYphuzNjPXKX5pf9LVynGHHeK9sExafLe5Ket0ZBVf0V-ALJT9_ZtAQAAWKE
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El cambio en las personas adscritas a la ejecución del contrato no 
conlleva sin más la exclusión del procedimiento de licitación

El órgano de contratación ha de valorar si los nuevos perfiles son 
equivalentes a los valorados inicialmente

En efecto, en un trámite tan avanzado en la licitación, como el previs-
to en el artículo 150.2 LCSP, es doctrina de este Tribunal, que la exclu-
sión debe considerarse con carácter restrictivo, por las consecuencias 
asociadas (pérdida de la adjudicación y, en su caso, ejecución de la 
garantía provisional). 

En este caso, aunque se haya valorado el perfil de la persona inicial-
mente propuesta, lo cierto es que no se deduce del pliego que la eje-
cución del contrato solo pueda realizarse con una persona física de-
terminada. Siendo así, procede analizar si el cambio del “perfil senior”, 
supone realmente una modificación de la oferta, porque el C.V. de la 
nueva persona difiera sustancialmente del valorada por el órgano de 
contratación.

 �RESOLUCIÓN 660/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿CUÁL ES LA 
CONSECUENCIA 

DEL CAMBIO DEL 
PERSONAL ADSCRITO 
A LA EJECUCIÓN DEL 
CONTRATO CUANDO 

SU EXPERIENCIA 
FUE OBJETO DE 

VALORACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkWNBRQ4-EJJKVBWqws99kyyJVWNX3k1K3h6DOax2pPk0MzQ77-abPoURBUNDOhPQ8gi29G3SZsITNFH70GEo5qjYM9ganzAN_v8Ak-mBjXcFhBRluk5_naWUHyuVr5UUEwaKgL6YHh2jGEw_fMfjxAORoRIYdF19VnV12O23C7XKNxuZLdRVySwXhBDa4Qd61Ht39eGGtAT6uwvrfuPa48tOcQktRuZY2bBLnmht_LEFd2DRde-xDxZzqQkEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkWNBRQ4-EJJKVBWqws99kyyJVWNX3k1K3h6DOax2pPk0MzQ77-abPoURBUNDOhPQ8gi29G3SZsITNFH70GEo5qjYM9ganzAN_v8Ak-mBjXcFhBRluk5_naWUHyuVr5UUEwaKgL6YHh2jGEw_fMfjxAORoRIYdF19VnV12O23C7XKNxuZLdRVySwXhBDa4Qd61Ht39eGGtAT6uwvrfuPa48tOcQktRuZY2bBLnmht_LEFd2DRde-xDxZzqQkEAQAAWKE
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704 
CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN DE NATURALEZA SOCIAL

El TARC ha fijado una interpretación restrictiva en el uso de criterios 
de adjudicación de naturaleza social exigiendo una vinculación estricta 
de la mejora al objeto del contrato. Conforme al criterio del TARC las 
mejoras sociales han de redundar en una mejor ejecución del contrato

La exigencia de una vinculación estricta entre el criterio de adjudica-
ción social y el objeto de contrato entendida como mejora de rendi-
miento en su ejecución no es pacífica entre la doctrina y los tribuna-
les contractuales

En concreto, en materia de criterios de adjudicación, es obvio que la 
LCSP no contiene concepto y determinación alguna para definir qué 
es un criterio de adjudicación. Por el contrario, la Directiva sí lo contie-
ne, y resulta de uno de sus Considerandos, que deriva de la jurispru-
dencia del TJUE. Por tanto, determinar qué cualidad debe concurrir en 
un criterio de adjudicación para ser admisible, ha de buscarse en la 
Directiva citada. Por el contrario, el solo hecho de que la LCSP relacio-
ne una serie de finalidades a las que pueden referirse, entre otras, las 
características sociales del contrato, que no menciona expresamente 
la Directiva o que parece reconducirlas a una operatoria diferente, no 
implica que el criterio de adjudicación no pueda operar como tal, sino 
que solo podrá hacerlo si se configura de forma que concurra en él 
la cualidad que le hace ser admisible como criterio de adjudicación, 
que es determinar un mejor nivel de rendimiento del contrato, de su 
objeto prestacional o de la calidad de su ejecución.

[…]

Este criterio de adjudicación incurre en las mismas deficiencias que 
las señaladas más arriba respecto del criterio «Mejoras salariales». 
Así, en primer lugar, aprecia cómo esas medidas concretas de conci-
liación, aunque se refieran al factor humano que interviene en la eje-
cución del objeto del contrato, pueden mejorar el nivel de rendimiento 
del contrato o de su ejecución, ni cómo por ello pueden afectar de 
manera significativa a la mejor ejecución del contrato y, en definiti-
va, al valor económico de la oferta, como se requiere en la Directiva 
2014/24, para que un criterio de adjudicación opere como tal y sea ad-
misible. Por ello, consideramos que no puede operar como criterio de 
adjudicación en cuanto que no permite evaluar comparativamente la 
mejora de niveles de rendimiento de los servicios objeto del contrato 
durante su ejecución en virtud de dicho criterio.

 �RESOLUCIÓN 235/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿CUÁLES SON 
LOS REQUISITOS 

DETERMINANTES 
DE LA LEGALIDAD 
DE LOS CRITERIOS 
DE ADJUDICACIÓN 
DE NATURALEZA 

SOCIAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OvW6EMBCEn-bcWIoMKCdd4YK_whGBCMz1C-wBCmcntiHH28cJKVKsdjTzaTSfK5pd4sPxOm-qok3FaWVsiEoaRs-n8Bay4EJlLZK2jAsaZ6-iFI2sYymuFU3z0suCZjmt87Stm6qhafXjpbKNi7whdlda7XcuzYrEQWd5QKB3KyyZ7g89byih81qbAU2yc0acdrDUaHkYETvprxK2eQQ3a5WAObrmYeAvLWPsHEXBJTiTDY31AL_OIyqHZJrHqfDnDt4imH56gxG5UDdt7mifwH48yKLe_ZTmN_6PJqtzvq5z6shIv_ifgcMUFlTD35Bvh352V0ABAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OvW6EMBCEn-bcWIoMKCdd4YK_whGBCMz1C-wBCmcntiHH28cJKVKsdjTzaTSfK5pd4sPxOm-qok3FaWVsiEoaRs-n8Bay4EJlLZK2jAsaZ6-iFI2sYymuFU3z0suCZjmt87Stm6qhafXjpbKNi7whdlda7XcuzYrEQWd5QKB3KyyZ7g89byih81qbAU2yc0acdrDUaHkYETvprxK2eQQ3a5WAObrmYeAvLWPsHEXBJTiTDY31AL_OIyqHZJrHqfDnDt4imH56gxG5UDdt7mifwH48yKLe_ZTmN_6PJqtzvq5z6shIv_ifgcMUFlTD35Bvh352V0ABAAA=WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

La admisión de este criterio de adjudicación se vincula a su justifica-
ción en el expediente y a la acreditación de que el incremento retri-
butivo del personal afecta al rendimiento del contrato

Si el contrato se fundamenta principalmente en mano de obra cabe 
definir parámetros de rendimiento contractual que justifiquen la va-
loración del incremento retributivo

En este sentido, del argumento esgrimido por el órgano de contrata-
ción en el informe al recurso para justificar la inclusión del criterio de 
mejora salarial -el que las personas trabajadoras pudiesen beneficiar-
se de alguna mejora salarial-, es genérico e impreciso y del mismo 
no es posible inferir la vinculación concreta entre el objeto del con-
trato y la mejora salarial incorporada como criterio de adjudicación; 
muestra de ello es que la única finalidad perseguida es que las perso-
nas trabajadoras puedan obtener mejoras salariales, sin acreditar en 
qué medida dicha inclusión va a suponer algún tipo de beneficio en la 
prestación del servicio licitado. 

En este sentido, una oferta que proponga una mejora salarial por enci-
ma de lo establecido en convenio colectivo, superior a la ofertada por 
otra, no supone necesariamente que las personas trabajadoras de la 
primera licitadora presten con mayor calidad el servicio que las de la 
segunda, ni que se afecte de manera significativa la ejecución del con-
trato, tal y como es definido en las especificaciones técnicas, ni redunde 
en un beneficio para la prestación que se contrata, en un valor añadi-
do a la misma. En definitiva, no es posible afirmar que con mejores 
salarios se prestarán necesariamente mejores servicios, ni que dicha 
circunstancia subsista en todo caso a lo largo de la vida del contrato.

 �RESOLUCIÓN 257/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA JUNTA DE 
ANDALUCÍA

Debe tenerse presente que en el presente contrato está previsto que 
el contratista también sea retribuido mediante incentivos, con base 
en un régimen de premio por cobranza, dependiendo de la eficacia 
que tenga en la ejecución de los diferentes ámbitos establecidos en 
las tablas contenidas en la cláusula 4 del PCAP

Por ello, a juicio de este Tribunal, la cláusula cumpliría en principio el 
requisito propio sustancial de cualquier criterio: afecta al rendimiento 
del contrato, a su objeto, es decir, afecta de manera significativa a la 
ejecución del contrato, a la prestación que constituye su objeto, tal y 
como es definido en las especificaciones técnicas.

Admitida la posibilidad de incluir este aspecto social como criterio de 
adjudicación, es preciso que conste en el expediente una justificación 
adecuada y suficiente tanto de los motivos de la inclusión de este 
criterio como de su cuantificación

 �RESOLUCIÓN 94/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
RECURSOS CONTRACTUALES DE CASTILLA Y LEÓN 

¿PUEDE PREVERSE 
COMO CRITERIO 

DE ADJUDICACIÓN 
EL INCREMENTO 

RETRIBUTIVO DEL 
PERSONAL ADSCRITO 
A LA EJECUCIÓN DEL 

CONTRATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKqcRBHKwQfzcyCipgKT-wY2gELs1jZpePs6pYceVjuaGX2arxntovDpeZXVZdEk-WZmrNtLujtEm911x7ZHqqo8bqQoqEjfc5nXqhIqP5c0zWiVJU1VlzVNShnsRDWiyOpXUgh6aqQSLy1kKgL7hW47QdyijV7uXNkZiYeL41sCrZ9hSk276vGBCi5BG9uhjRfOiDcepgod3xM3mG8Jj7EHPxodg11RY9fxU8MYi9jxEEV78kDrQoGfxx61RzKM_VCE82vfIdh2-IAeea6vxt7RvYH7fJJJ38KS-jf-X41n7wPu4vWakXYKPwWPCUyou78hPwi7AbNVAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKqcRBHKwQfzcyCipgKT-wY2gELs1jZpePs6pYceVjuaGX2arxntovDpeZXVZdEk-WZmrNtLujtEm911x7ZHqqo8bqQoqEjfc5nXqhIqP5c0zWiVJU1VlzVNShnsRDWiyOpXUgh6aqQSLy1kKgL7hW47QdyijV7uXNkZiYeL41sCrZ9hSk276vGBCi5BG9uhjRfOiDcepgod3xM3mG8Jj7EHPxodg11RY9fxU8MYi9jxEEV78kDrQoGfxx61RzKM_VCE82vfIdh2-IAeea6vxt7RvYH7fJJJ38KS-jf-X41n7wPu4vWakXYKPwWPCUyou78hPwi7AbNVAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKqcRBHKwQfzcyCipgKT-wY2gELs1jZpePs6pYceVjuaGX2arxntovDpeZXVZdEk-WZmrNtLujtEm911x7ZHqqo8bqQoqEjfc5nXqhIqP5c0zWiVJU1VlzVNShnsRDWiyOpXUgh6aqQSLy1kKgL7hW47QdyijV7uXNkZiYeL41sCrZ9hSk276vGBCi5BG9uhjRfOiDcepgod3xM3mG8Jj7EHPxodg11RY9fxU8MYi9jxEEV78kDrQoGfxx61RzKM_VCE82vfIdh2-IAeea6vxt7RvYH7fJJJ38KS-jf-X41n7wPu4vWakXYKPwWPCUyou78hPwi7AbNVAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OT0-EMBTEP8320sR0Vw3h0AP_DjUVDC2beCzwFohsq23B5dtbRRMPL28y88tkPhawm4Sbp3UhKt5k7LAQ0t-XOH44nC4ncoyxrFnalAnHSf7MSiZknUh2rnBe4LrImlpUAmdVGexMNgkvxHeSJUIyzhP8innx14ncpo3erlTaBZBXraNHpDq_qDk33a6nFaRqgza2B5tulCBvvJprcPSE3Gg-S7VOg_KT0amye9XU9_SpIYREJH6MohitYF0A6HkaQHtA4zSMPJzfeQfKduOLGoAyfTH2Cu5OufcbmvVbWCJ-4v9oungf6lqv9wx1c_i58pCpGXT_O-QL3mePOE8BAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OT0-EMBTEP8320sR0Vw3h0AP_DjUVDC2beCzwFohsq23B5dtbRRMPL28y88tkPhawm4Sbp3UhKt5k7LAQ0t-XOH44nC4ncoyxrFnalAnHSf7MSiZknUh2rnBe4LrImlpUAmdVGexMNgkvxHeSJUIyzhP8innx14ncpo3erlTaBZBXraNHpDq_qDk33a6nFaRqgza2B5tulCBvvJprcPSE3Gg-S7VOg_KT0amye9XU9_SpIYREJH6MohitYF0A6HkaQHtA4zSMPJzfeQfKduOLGoAyfTH2Cu5OufcbmvVbWCJ-4v9oungf6lqv9wx1c_i58pCpGXT_O-QL3mePOE8BAAA=WKE
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El TARC exige la concurrencia de dos requisitos: que se limite al per-
sonal vinculado a la ejecución del contrato y que se vincule a una 
mejor en el rendimiento contractual

La desconexión ente la mejora salarial y las consecuencias en una 
mejor ejecución contractual determinan la nulidad del criterio

Para resolver acerca de la admisibilidad de este criterio de adjudica-
ción de carácter social hemos de atender a los principios que sobre la 
introducción de cláusulas sociales como criterios de adjudicación del 
contrato viene reflejando la doctrina de este Tribunal (por ejemplo, 
en la Resolución nº 378/2019, con cita de la doctrina contenida en las 
Resoluciones número 234 y 235, ambas de 2019, atendiendo a las 
disposiciones de la Directiva 2014/24/UE y de la LCSP), así como las 
más recientes número 298/2021 y 480/2021, a las que seguidamente 
haremos referencia. 

A tal respecto, hemos de partir señalando que solo son admisibles los 
criterios de adjudicación, incluidos los sociales y medioambientales, 
que sean objetivos (por recaer sobre el objeto a valorar y depender de 
factores comprobables apreciables), que permitan evaluar el rendi-
miento de cada oferta respecto del objeto del contrato, las obras, los 
suministros y los servicios, tal y como estén definidos en los pliegos, 
y obtener los que mejor respondan a sus necesidades. 

Bajo tal premisa, las condiciones de empleo y las cualidades del per-
sonal empleado determinantes de la calidad en la ejecución del con-
trato, de la prestación que constituye su objeto, sí pueden emplearse 
como criterio de adjudicación, pero solo si ello es determinante para 
el nivel del rendimiento del contrato.

[…]

De conformidad con lo expuesto, hemos de estimar esta alegación 
del recurrente, declarando que el criterio de adjudicación correspon-
diente a «Estabilidad laboral» que se contempla en el apartado 4.a) 
del Cuadro de criterios de adjudicación del contrato incluido en el 
PCAP no resulta admisible, al valorarse por referencia al conjunto de 
la plantilla, no del personal que vaya a prestar el servicio objeto de 
contrato. Por ello se estima este motivo de recurso.

 �RESOLUCIÓN 885/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES ADMISIBLE 
UN CRITERIO 

QUE VALORE LA 
ESTABILIDAD EN 
EL EMPLEO DEL 

PERSONAL ADSCRITO 
A LA EJECUCIÓN DEL 

CONTRATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-WKqcRBX04AMYDlQUKjC5L7ABVGK3tqHh7-uUHnpY7WjmaTRfC5pN4t3xKq3LvBHZYWGsPxc0DJ8Pp-uJnY5UVlncFFFOo-QtK7JaVpHMLiUVaeFlTpOUVqloqrqsqSgfnpBNlKc1sZvSartxaRYkDlrLjwQ6t8Cc6G7X04oSWq-16dHEG2fEaQdzhQ_Yjvq7gHUawE1axWD2qqnv-WvDGAtYEAbshaxorAf4ZRpQOSTjNIy5P7fzFsF04zsMyDN11eaG9gns553M6sMvqX_j_2i8OOfrWqf2jHSz_wk4FDCj6v-G_AB5AqXVPwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-WKqcRBX04AMYDlQUKjC5L7ABVGK3tqHh7-uUHnpY7WjmaTRfC5pN4t3xKq3LvBHZYWGsPxc0DJ8Pp-uJnY5UVlncFFFOo-QtK7JaVpHMLiUVaeFlTpOUVqloqrqsqSgfnpBNlKc1sZvSartxaRYkDlrLjwQ6t8Cc6G7X04oSWq-16dHEG2fEaQdzhQ_Yjvq7gHUawE1axWD2qqnv-WvDGAtYEAbshaxorAf4ZRpQOSTjNIy5P7fzFsF04zsMyDN11eaG9gns553M6sMvqX_j_2i8OOfrWqf2jHSz_wk4FDCj6v-G_AB5AqXVPwEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

La valoración de la cercanía en la fabricación o en la producción de los bie-
nes a suministrar ha de vincularse a una mejora en la calidad del producto

El TARC rechaza vinculaciones genéricas al objeto contractual

El informe al recurso del órgano de contratación mantiene que el cri-
terio de la cercanía está vinculado al objeto del contrato y está “su-
ficientemente justificado (…) al tratarse de un criterio cualitativo que 
contiene un aspecto medioambiental que mejora la calidad de la pres-
tación del servicio de comida a domicilio, al resultar éste más sosteni-
ble, ya que, a más cercanía, el transporte de la comida genera menos 
emisiones de CO2 a la atmósfera y menos contaminación, resultando 
además más eficiente, al ser una mejora que favorece la reducción 
de combustible, y por tanto, de gasto. Y claramente redunda en una 
mayor eficacia en la gestión del servicio de comida, favoreciendo la 
finalidad de la contratación, esto es, la protección de las personas 
mayores en situación de especial vulnerabilidad”. 

No obstante, no hay justificación alguna en los pliegos sobre en qué me-
dida la distancia de las cocinas centrales a la Plaza Mayor de Valladolid 
pueden influir en la calidad del servicio, dado que el servicio objeto de 
licitación es de restauración, de menús y comidas en modo refrigerado; 
modalidad que, a diferencia del servicio transportado en caliente, per-
mite el transporte desde largas distancias sin merma alguna para la 
calidad del menú, al ir éste a temperatura constante. Asimismo, de las 
cláusulas anteriormente citadas se pone de manifiesto que empresa 
adjudicataria elaborará las comidas en sus propias instalaciones, entre-
gándolas al menos dos días por semana en los domicilios de las perso-
nas beneficiarias en un horario fijo de acuerdo con las necesidades de 
cada persona beneficiaria. Se garantiza que las personas beneficiarias 
siempre tengan el menú completo diario en su domicilio. 

Por todo ello, el criterio de valoración impugnado otorga una ventaja 
competitiva injustificada a favor de determinadas empresas por razón 
de la cercanía de sus cocinas centrales a la plaza Mayor de Valladolid, 
por lo que en atención al objeto del contrato y a la forma de presta-
ción del servicio en nada afecta a la atención de los destinatarios, a 
una mejor calidad de los alimentos, materias primas empleadas y 
menús elaborados, por lo que tal criterio no permite excepcionar la 
discriminación producida por el lugar de establecimiento.

 �RESOLUCIÓN 144/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE CASTILLA Y LEÓN

¿PUEDE PREVERSE 
UN CRITERIO DE 
ADJUDICACIÓN 

MEDIAMBIENTAL 
VINCULADO A 

LA CERCANÍA DE 
LOS CENTROS DE 

PRODUCCIÓN?

705 
CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN DE NATURALEZA  

MEDIOAMBIENTAL

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfKyeBBg4-NBAkqgqh8HPfJEtiYezKuwnk7TF1D6sdaT7NDE3W2emuTn5AwVCTSgQ0PIDZuCZqPeIJ6qCdb9EXU1DsGEyFb5h699jDqDtg7WwBPkbptlXfZynl50Iu83kmRvQUAHXRHVpG0euu_wnHkQciTRtgUFW5Latyv959zdJ5kmd5ls7SayqTlSAE3_QH6FDt7NX5O9IH0O9TGHsLc49_dsyLaDEwh86abfREY8IPNbgGg7b9X_sCZcKSVwUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfKyeBBg4-NBAkqgqh8HPfJEtiYezKuwnk7TF1D6sdaT7NDE3W2emuTn5AwVCTSgQ0PIDZuCZqPeIJ6qCdb9EXU1DsGEyFb5h699jDqDtg7WwBPkbptlXfZynl50Iu83kmRvQUAHXRHVpG0euu_wnHkQciTRtgUFW5Latyv959zdJ5kmd5ls7SayqTlSAE3_QH6FDt7NX5O9IH0O9TGHsLc49_dsyLaDEwh86abfREY8IPNbgGg7b9X_sCZcKSVwUBAAA=WKE
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El TARC aplica un criterio estricto de vinculación al objeto contrac-
tual rechazando la posibilidad de valorar la inscripción el registro de 
huella de carbono

Asimismo considera el criterio de adjudicación discriminatorio por 
favorecer a empresas españolas

No obstante las menciones de los Pliegos al medio ambiente, del ob-
jeto y extensión del Registro de huella de carbono, compensación y 
proyectos de absorción de CO2, existente en el MAPAMA, entiende 
este Tribunal que el criterio de adjudicación impugnado no guarda 
relación directa con el objeto del contrato, por lo que se da un incum-
plimiento del artículo 150 del TRLCSP, que dispone: “Para la valoración 
de las proposiciones y la determinación de la oferta económicamente 
más ventajosa deberá atenderse a criterios directamente vinculados 
al objeto del contrato…las características medioambientales o vincu-
ladas con la satisfacción de exigencias sociales que respondan a nece-
sidades, definidas en las especificaciones del contrato…”. O lo que es 
lo mismo, el criterio impugnado cuya puntuación es de 3 puntos, aun-
que sea relativamente pequeña con la puntuación total y máxima que 
pueden alcanzar las distintas ofertas, no encaja perfectamente en el 
contenido del precepto citado, apreciándose infracción en la inclusión 
en el Pliego de ese criterio de adjudicación con el objeto del contrato, 
por lo que el recurso debe ser estimado. 

Por otra parte, el establecimiento de ese criterio para la valoración de 
las ofertas, al valorar la inscripción en el Registro de la huella de car-
bono, esta inscripción resultará difícilmente que concurra en empre-
sas no residentes en España y sí en otros países de la Unión Europea 
con actividad en los mismos, por lo que el citado criterio favorecería 
a las empresas residentes en España, de lo que resulta su carácter 
discriminatorio y contrario a los principios generales de contratación 
pública. Se aprecia la vulneración de los principios de igualdad de tra-
to y no discriminación entre los potenciales licitadores.

 �RESOLUCIÓN 407/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE VALORARSE 
LA INSCRIPCIÓN 
EN EL REGISTRO 

DE LA HUELLA DE 
CARBONO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfKyeBBg4-NBAkqgqh8HPfJEtiYezKuwnk7TF1D6sdaT7NDE3W2emuTn5AwVCTSgQ0PIDZuCZqPeIJ6qCdb9EXU1DsGEyFb5h699jDqDtg7WwBPkbptlXfZynl50Iu83kmRvQUAHXRHVpG0euu_wnHkQciTRtgUFW5Latyv959zdJ5kmd5ls7SayqTlSAE3_QH6FDt7NX5O9IH0O9TGHsLc49_dsyLaDEwh86abfREY8IPNbgGg7b9X_sCZcKSVwUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfKyeBBg4-NBAkqgqh8HPfJEtiYezKuwnk7TF1D6sdaT7NDE3W2emuTn5AwVCTSgQ0PIDZuCZqPeIJ6qCdb9EXU1DsGEyFb5h699jDqDtg7WwBPkbptlXfZynl50Iu83kmRvQUAHXRHVpG0euu_wnHkQciTRtgUFW5Latyv959zdJ5kmd5ls7SayqTlSAE3_QH6FDt7NX5O9IH0O9TGHsLc49_dsyLaDEwh86abfREY8IPNbgGg7b9X_sCZcKSVwUBAAA=WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

El TARC, cambiando su doctrina previa, admite el uso de certificados 
de calidad y medioambientales como criterio de adjudicación

Para ser utilizados como criterio de adjudicación los certificados de-
ben ir referidos al objeto del contrato, no a características de la em-
presa

Sin embargo, este Tribunal considera que los certificados requeridos 
hacen referencia genéricamente a todos los procesos productivos de 
la empresa, es decir a una característica de la propia empresa pero no 
a una característica de la prestación en sí misma que permita, como 
exige la Directiva 24/2014 en su Considerando 92 para los criterios 
de adjudicación, “efectuar una evaluación comparativa del nivel de 
rendimiento de cada oferta respecto del objeto del contrato”, lo que 
significa que los aspectos medioambientales o sociales incorporados 
como criterios de adjudicación deben repercutir en el resultado de la 
concreta prestación solicitada permitiendo una evaluación compara-
tiva de las ofertas respecto de su calidad intrínseca, lo que no ocurre 
cuando se configuran como criterios de adjudicación características 
generales de la política medioambiental , social o corporativa de la 
empresa proscritas como criterios de adjudicación (Directiva 24/2017 
Fund. 97) y no las características intrínsecas de la concreta prestación

 �RESOLUCIÓN 786/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES POSIBLE UTILIZAR 
CERTIFICADOS 
SOCIALES, DE 

CALIDAD O 
MEDIOAMBIENTALES 
COMO CRITERIOS DE 

ADJUDICACIÓN?

706 
CERTIFICADOS SOCIALES, DE CALIDAD  

Y MEDIOAMBIENTALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQYvCMBCFf405LmmqgoccrHZBEZGu7n3ajm3YmEhmWrf_3mg8DPPgfbz3aHLeTTd9DgMKhpp0JqDhAezWN0mbEc9QR-1Di6GYomLPYCt8wdT7xxFG0wEb7woIKcq0rd5fpJTL-WKRr3IxYqAI6F_ToWMUven6QzxOPBAZ2gKDrsrvsiqPm916puaZypWUM3VVMlsJQghNf4IO9c5dfbghfQHd_4V1f3Huz9tOeQktBubYWbNLnmhs_LEGN2DRtZ-1T_aztqsFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQYvCMBCFf405LmmqgoccrHZBEZGu7n3ajm3YmEhmWrf_3mg8DPPgfbz3aHLeTTd9DgMKhpp0JqDhAezWN0mbEc9QR-1Di6GYomLPYCt8wdT7xxFG0wEb7woIKcq0rd5fpJTL-WKRr3IxYqAI6F_ToWMUven6QzxOPBAZ2gKDrsrvsiqPm916puaZypWUM3VVMlsJQghNf4IO9c5dfbghfQHd_4V1f3Huz9tOeQktBubYWbNLnmhs_LEGN2DRtZ-1T_aztqsFAQAAWKE
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707 
MEJORAS

Las mejoras a valorar deben estar vinculadas de forma directa al ob-
jeto contractual y suponga una mejora de sus características

Resulta posible si la mejora conlleva una mejor prestación del objeto 
contractual

Asimismo, debe prosperar también la pretensión actora de anulación 
del criterio impugnado con base en el otro alegato por ella esgrimido, 
donde manifiesta que los equipos considerados como mejoras care-
cen de vinculación directa al objeto del contrato y ni siquiera están de-
signados con precisión, pues la cita de los mismos no es exhaustiva.

 �RESOLUCIÓN 136/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA JUNTA DE 
ANDALUCÍA 

¿PUEDE OFERTARSE 
COMO MEJORA UN 

IMPORTE ECONÓMICO 
DE LIBRE DISPOSICIÓN 

POR EL ÓRGANO DE 
CONTRATACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWOFiIsPBFKJqoqqFLhvkiWxamzk3aTN32Mwh9WONE8zQ4vzbrnpU5hQMLSkMwEdT2APvkvazHiCNmofegzlEhV7BtvgE6bR_9UwmwHYeFdCSFGm7_XnWUpZKKmUKsSMgSKgL2ZAxyhGM4xf8TjxQGToAAy6qT6qpqr3x91K5ZnK881mpa5KZltBCKEbv2FAfXRXH25Ia6D7v7DuN879edkpL6HlxBw7W3bJE52NP9bgHiy6_r32ASTsxYQFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWOFiIsPBFKJqoqqFLhvkiWxamzk3aTN32Mwh9WONE8zQ4vzbrnpU5hQMLSkMwEdT2APvkvazHiCNmofegzlEhV7BtvgE6bR_9UwmwHYeFdCSFGm7_XnWUpZKKmUKsSMgSKgL2ZAxyhGM4xf8TjxQGToAAy6qT6qpqr3x91K5ZnK881mpa5KZltBCKEbv2FAfXRXH25Ia6D7v7DuN879edkpL6HlxBw7W3bJE52NP9bgHiy6_r32ASTsxYQFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWOFiIsPBFKJqoqqFLhvkiWxamzk3aTN32Mwh9WONE8zQ4vzbrnpU5hQMLSkMwEdT2APvkvazHiCNmofegzlEhV7BtvgE6bR_9UwmwHYeFdCSFGm7_XnWUpZKKmUKsSMgSKgL2ZAxyhGM4xf8TjxQGToAAy6qT6qpqr3x91K5ZnK881mpa5KZltBCKEbv2FAfXRXH25Ia6D7v7DuN879edkpL6HlxBw7W3bJE52NP9bgHiy6_r32ASTsxYQFAQAAWKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

La ampliación del plazo de pago no puede ser utilizado como criterio 
de adjudicación

Ni guarda relación con las características y naturaleza de los bienes a 
suministrar ni tampoco con la forma en que se va a ejecutar el contrato.

Dos son las cuestiones de fondo sobre las que descansa la interposi-
ción del recurso. En primer lugar, alega la recurrente que el criterio 
de adjudicación establecido en el Anexo VII del PCAP, en cuanto a la 
ampliación del plazo de pago de 30 a 60 días, vulnera los artículos 
150 y 216.4 TRLCSP. Pues bien, este criterio de adjudicación es ilegal 
porque no está vinculado al objeto de la licitación y esa necesaria vin-
culación entre los criterios de valoración de las ofertas y el objeto del 
contrato se ha puesto de manifiesto por los órganos de resolución de 
recursos contractuales en numerosas ocasiones (entre otros, Acuer-
dos del TACPA: 64/2013, 12/2015 y 18/2016; Resoluciones 113/2017 y 
240/2015 del Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de 
la Junta de Andalucía o Resolución 600/2016, del Tribunal Adminis-
trativo Central de Recursos Contractuales).

 �ACUERDO 98/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 
CONTRATOS PÚBLICOS DE ARAGÓN

¿PUEDE 
CONSIDERARSE COMO 
MEJORA VALORABLE 
LA AMPLIACIÓN DEL 

PLAZO DE PAGO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcURt-Kg45UOhKIIRQgb27rWmjDQmK3ULfnkD2YHmk-TQzNFpnx7u6-B4FQ0UqFVBzD2br6qj1gBeogna-QZ-PQbFjMCV-YOrc8wiDboG1szn4GKWbRu2vSZIsVqtZJudiQE8BUL-6RcsoOt12h3AceSDStAUGVRY_RVkcN7v1RM7T5SKTs4m8ySTNBCH4ujtBi2pnb87fkaZAj5cw9i_MPX_tmBfRvGcOnRXb6InahB9qcAMGbfO_9g1sXBItBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcURt-Kg45UOhKIIRQgb27rWmjDQmK3ULfnkD2YHmk-TQzNFpnx7u6-B4FQ0UqFVBzD2br6qj1gBeogna-QZ-PQbFjMCV-YOrc8wiDboG1szn4GKWbRu2vSZIsVqtZJudiQE8BUL-6RcsoOt12h3AceSDStAUGVRY_RVkcN7v1RM7T5SKTs4m8ySTNBCH4ujtBi2pnb87fkaZAj5cw9i_MPX_tmBfRvGcOnRXb6InahB9qcAMGbfO_9g1sXBItBQEAAA==WKE
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Aún estando vinculado al objeto del contrato para su previsión en los 
pliegos como criterio de adjudicación no debe suponer una ventaja 
para un licitador frente al resto

Si el criterio supone un beneficio para un licitador frente a otros no 
podrá utilizarse por ser discriminatorio

Es loable que el órgano de contratación persiga garantizar la conti-
nuidad del servicio y evitar la paralización de los procedimientos de 
recaudación. Sin embargo, no debe perderse de vista que, siendo el 
actual adjudicatario del servicio el titular del software instalado en 
el Ayuntamiento, parece obvio que este no precisará plazo alguno 
para la puesta en marcha efectiva del servicio, entendiendo por tal, 
según la cláusula 5 del PPT, el correcto funcionamiento del servicio, 
del software y de las conexiones necesarias para su funcionamiento. 
Es por ello que la ponderación de tal circunstancia como criterio de 
valoración automático con un máximo de 15 puntos (sobre un total 
de 100) otorga al actual contratista del servicio -que participa como 
licitador en el procedimiento- una ventaja sobre el resto de licitadores 
y supone, por tanto, una vulneración del principio de igualdad entre 
los licitadores, por lo que debe anularse

 �RESOLUCIÓN 130/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE CASTILLA Y 
LEÓN

 ¿PUEDE VALORARSE 
EL PLAZO DE 

IMPLANTACIÓN 
DEL OBJETO 

CONTRACTUAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK-eHphx8aEIqgRCqUuC-SZbEqrEr7yZt3r4Gc1jtSPNpZmixzi43dfITCoaWVCKg4wnM1nVR6xlP0AbtfI--XIJix2AavMM0ut8jzHoA1s6W4GOU7nu1P0spX9fyrchzMaOnAKiLHtAyilEP4yEcRx6ING2BQTX1R93Ux2r3vkrzpMiKLFul11QmG0EIvhs_YUC1s1fnb0gvQD9_wtjvMPfrYce8iJYTc-hs2UZPdCb8UIMVGLT9c-0_JgfK1QUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK-eHphx8aEIqgRCqUuC-SZbEqrEr7yZt3r4Gc1jtSPNpZmixzi43dfITCoaWVCKg4wnM1nVR6xlP0AbtfI--XIJix2AavMM0ut8jzHoA1s6W4GOU7nu1P0spX9fyrchzMaOnAKiLHtAyilEP4yEcRx6ING2BQTX1R93Ux2r3vkrzpMiKLFul11QmG0EIvhs_YUC1s1fnb0gvQD9_wtjvMPfrYce8iJYTc-hs2UZPdCb8UIMVGLT9c-0_JgfK1QUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK-eHphx8aEIqgRCqUuC-SZbEqrEr7yZt3r4Gc1jtSPNpZmixzi43dfITCoaWVCKg4wnM1nVR6xlP0AbtfI--XIJix2AavMM0ut8jzHoA1s6W4GOU7nu1P0spX9fyrchzMaOnAKiLHtAyilEP4yEcRx6ING2BQTX1R93Ux2r3vkrzpMiKLFul11QmG0EIvhs_YUC1s1fnb0gvQD9_wtjvMPfrYce8iJYTc-hs2UZPdCb8UIMVGLT9c-0_JgfK1QUBAAA=WKE
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Entre las prestaciones adicionales que se pueden valorar como mejo-
ra pueden incluirse aquellas idénticas al objeto contractual

Las prestaciones análogas a valorar han de ser siempre con carácter 
adicional, accesorio o complementario de un objeto contractual que 
ha de ser completo para satisfacer las necesidades con las prestacio-
nes mínimas previstas

Se trata de una regulación cuyo contenido concuerda con la doctrina 
previamente fijada por esta Junta Consultiva, que ya en el informe de 
26 de febrero de 2010 (expediente 59/2009), afirmó “que es legal-
mente admisible la presentación de mejoras que impliquen la ejecu-
ción de prestaciones accesorias por parte del contratista” y que “para 
poder ser valoradas con el fin de determinar cuál es la oferta econó-
micamente más ventajosa, es necesario que los pliegos de cláusu-
las establezcan los criterios de valoración que hayan de aplicárseles, 
debiendo tales mejoras figurar detalladas en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares con expresión de sus requisitos, límites, 
modalidades y características que permitan identificarlas suficiente-
mente, y guardar relación directa con el objeto del contrato”. 

En parecidos términos se había pronunciado también el TACRC en nu-
merosas resoluciones dictadas ya con anterioridad a la entrada en 
vigor de la LCSP, analizando su admisibilidad como criterio de adju-
dicación y diferenciando dicho concepto de las variantes. En resolu-
ciones como las 390/2014, de 19 de mayo, 546/2016, de 8 de julio, la 
679/2017, de 27 de julio o la 794/2018, de 14 de septiembre se hace 
un extenso análisis de las mejoras como criterio de adjudicación y su 
distinción con el concepto de variante, señalándose que, a diferencia 
de las variantes, las mejoras son “prestaciones adicionales a las pro-
pias del contrato licitado según los pliegos, que se pueden incluir en 
la única oferta a realizar para ser apreciadas como criterio de adjudi-
cación de tipo residual, normalmente, y que tienen mero carácter ac-
cesorio o complementario de las prestaciones que integran el objeto 
del contrato licitado” y opera “en aquellos casos en que la prestación 
licitada está definida en términos de mínimos exigibles, de forma que 
la oferta que incremente esos mínimos la completa pero no la altera, 
en cuanto que dicha prestación no está cerrada o completa, sino que 
ha de completarse con la proposición del licitador seleccionado, lo 
que excluye la idea de variación.” 

Según el tenor y el sentido del nuevo artículo 145.7 de la LCSP citado 
y de la doctrina expuesta cabe recordar que la norma califica a las 
mejoras como “prestaciones adicionales a las que figuraban defini-
das en el proyecto y en el pliego de prescripciones técnicas”. Ello no 
excluye la posibilidad de que dichas prestaciones sean análogas a las 
previstas para el objeto principal del contrato, opción que, por tanto, 
es legalmente admisible. En efecto, para determinar hasta qué pun-
to una mejora consistente en el incremento de dichas prestaciones 
puede alterar el objeto del contrato, límite infranqueable a estos efec-
tos, partimos de que, de conformidad con el artículo 99.1 de la LCSP, 
“el objeto del contrato deberá ser determinado” y su definición podrá 

¿PUEDEN 
VALORARSE 

COMO MEJORAS 
PRESTACIONES 

ADICIONALES 
ÁNALOGAS A LAS 

QUE SON OBJETO DEL 
CONTRATO?
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hacerse “en atención a las necesidades o funcionalidades concretas 
que se pretender satisfacer, sin cerrar el objeto del contrato a una 
solución única”. Con estas premisas, el pliego puede determinar el ob-
jeto del contrato con un mínimo de prestaciones principales a realizar 
para satisfacer las necesidades que pretende cubrir, permitiendo que 
por parte de los licitadores se oferte, como mejora, la realización de 
prestaciones adicionales análogas que permitan obtener una mayor 
calidad del objeto del contrato, pero siempre con carácter adicional, 
accesorio o complementario de un objeto que ya de por sí resulta 
completo para satisfacer las necesidades con las prestaciones míni-
mas previstas.

 �INFORME 1/21 JUNTA CONSULTIVA CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1QwUoDQQz9GucyULaKxcscrEUoiIgW79mZdDe6m6mTzNr9e1PXg4Ekj7yX8MhXxTIf8Kxh5e_TSEItDZQg-YQ-EhbN4pVOVm1Qx7bAgOJnP-JHLiAe2cfMWuAiPBIDR4JkeMREwGpLDF5qO6ExV7VpjjfsZObM8xgOpaJTaCWsHUStMOxyXDBNeIDWcC4Jy3YOjdOsMLyihI2TPn8_w0QdKGXeQllOUUph_9hc4m59e71xExYxQXinDs2M66nrnyx10QtCif0LdBj2fMxlRFmBnM5u4E9z8vZL_5duq6qda5UXzsXB-g4UH-wxnP6M_ABvxaVjVwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1QwUoDQQz9GucyULaKxcscrEUoiIgW79mZdDe6m6mTzNr9e1PXg4Ekj7yX8MhXxTIf8Kxh5e_TSEItDZQg-YQ-EhbN4pVOVm1Qx7bAgOJnP-JHLiAe2cfMWuAiPBIDR4JkeMREwGpLDF5qO6ExV7VpjjfsZObM8xgOpaJTaCWsHUStMOxyXDBNeIDWcC4Jy3YOjdOsMLyihI2TPn8_w0QdKGXeQllOUUph_9hc4m59e71xExYxQXinDs2M66nrnyx10QtCif0LdBj2fMxlRFmBnM5u4E9z8vZL_5duq6qda5UXzsXB-g4UH-wxnP6M_ABvxaVjVwEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

De forma análoga a la solvencia el TARC permite la integración del 
cumplimiento de los criterios de adjudicación por medios externos

Ha de acreditarse la disposición efectiva del licitador de los medios 
aportados por un tercero

Por tanto, es cierto que el artículo 63 TRLCSP solo resulta aplicable 
a los criterios de solvencia, pero eso no significa que en el caso de 
los criterios de adjudicación los licitadores estén obligados a que los 
medios que se ofrecen sean de su titularidad, sino que, muy al contra-
rio, al valorar los criterios de adjudicación el órgano de contratación 
únicamente ha de valorar la disponibilidad de tales medios por parte 
del licitador, con independencia de quién sea el titular de los mismos. 
Lo contrario, de hecho, vulneraría el principio de libre concurrencia, 
transparencia y no discriminación. Lo que debe valorar el órgano de 
contratación es, por tanto, si con el certificado aportado y cuya titu-
laridad corresponde a un tercero cabe entender que el licitador tiene 
a su disposición los medios a que se refiere la certificación, constitu-
yendo así una ventaja efectiva para la Administración, todo ello te-
niendo en cuenta el carácter automático de este criterio, tal y como 
fue diseñado.

 �RESOLUCIÓN 820/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES POSIBLE LA 
INTEGRACIÓN DEL 

CUMPLIMIENTO DE 
LOS CRITERIOS DE 

ADJUDICACIÓN POR 
MEDIOS EXTERNOS?

708 
INTEGRACIÓN DE LOS CRITERIOS  

DE ADJUDICACIÓN POR MEDIOS EXTERNOS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OT6vCMBDEP405Slqq1EMOr1pBEZH6575t1zYYE8luq_32L8-8w7ID82NmaLLOTk918QMKhppUIqDhAczGNVHrES9QB-18i76YgmLHYCr8g6l37yOMugPWzhbgY5RuW7W_SimX2SKT2VKM6CkA6qY7tIyi111_CMeRByJNG2BQVbktq_K43v3M0ixJkzzPZ-k9lclKEIJv-hN0qHb27vwTaQ70-ghjH2Hu-WvHvIgWA3PorNlGTzQm_FCDazBo2_-1v2NvMGYFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OT6vCMBDEP405Slqq1EMOr1pBEZH6575t1zYYE8luq_32L8-8w7ID82NmaLLOTk918QMKhppUIqDhAczGNVHrES9QB-18i76YgmLHYCr8g6l37yOMugPWzhbgY5RuW7W_SimX2SKT2VKM6CkA6qY7tIyi111_CMeRByJNG2BQVbktq_K43v3M0ixJkzzPZ-k9lclKEIJv-hN0qHb27vwTaQ70-ghjH2Hu-WvHvIgWA3PorNlGTzQm_FCDazBo2_-1v2NvMGYFAQAAWKE


110

GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos
©

 W
ol

te
rs

 K
lu

w
er

 L
eg

al
 &

 R
eg

ul
at

or
y 

Es
pa

ña
, S

.A
.

709 
CONTRATOS MENORES

A los contratos menores les son de aplicación las mismas normas con 
relación a los criterios de adjudicación que a los contratos menores

El establecimiento del precio como único criterio de adjudicación es 
excepcional y exclusivamente para aquellos supuestos y con las con-
diciones previstas en la LCSP

I.- La regla general para el establecimiento de criterios de adjudicación 
en cualquier tipo de contratos, incluidos los contratos menores, es la 
inclusión de una pluralidad de criterios en base a la mejor relación 
calidad – precio, por lo que, para que pueda realizarse una adjudica-
ción basada únicamente en criterios que atiendan a la mejor relación 
coste-eficacia, sobre la base del precio o coste será necesario que se 
justifique expresamente en el expediente. 

No obstante lo anterior, en los servicios de arquitectura, ingeniería, 
consultoría y urbanismo en tanto que prestaciones intelectuales el 
precio no podrá ser el único factor determinante de la adjudicación, 
debiendo tenerse en cuenta criterios relacionados con la calidad. 

 �INFORME 21/2018, DE 25 DE SEPTIEMBRE, DE 
LA JUNTA CONSULTIVA DE CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE ARAGÓN

¿PUEDEN 
ADJUDICARSE 

LOS CONTRATOS 
MENORES 

EXCLUSIVAMENTE AL 
PRECIO MÁS BAJO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrOZyuREDegqAuukWLaPodNsdw3LkgUjTHhhUkR2yIjvt8u1ELmSyWkxkI5PZWhCCr7oztKhy2zj_QJoCPd_C2Hsoe_nZMS2iac8cPpZsoycqE254gjswaOt_1w-q5CnXAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrOZyuREDegqAuukWLaPodNsdw3LkgUjTHhhUkR2yIjvt8u1ELmSyWkxkI5PZWhCCr7oztKhy2zj_QJoCPd_C2Hsoe_nZMS2iac8cPpZsoycqE254gjswaOt_1w-q5CnXAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrOZyuREDegqAuukWLaPodNsdw3LkgUjTHhhUkR2yIjvt8u1ELmSyWkxkI5PZWhCCr7oztKhy2zj_QJoCPd_C2Hsoe_nZMS2iac8cPpZsoycqE254gjswaOt_1w-q5CnXAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrOZyuREDegqAuukWLaPodNsdw3LkgUjTHhhUkR2yIjvt8u1ELmSyWkxkI5PZWhCCr7oztKhy2zj_QJoCPd_C2Hsoe_nZMS2iac8cPpZsoycqE254gjswaOt_1w-q5CnXAwEAAA==WKE
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La obligación prevista en el artículo 146.3 LCSP solo resulta de apli-
cación a los procedimientos por fases, en los que existe negociación, 
entre los que no se encuentran ni el procedimiento abierto ni el res-
tringido

En el procedimiento abierto y en el restringido la fijación de umbra-
les es potestativo con los porcentajes que determine el órgano de 
contratación en los pliegos

De acuerdo con la LCSP y con la Directiva 2014/24/UE, en los pro-
cedimientos abiertos en los que se establezcan criterios cualitativos 
sometidos a juicios de valor cabe establecer en los pliegos requisitos 
mínimos o umbrales, de modo que las ofertas presentadas que no 
alcancen una puntuación mínima predeterminada al término de su 
evaluación quedan excluidas de la evaluación posterior

 �INFORME 6/2020 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO

¿ES OBLIGATORIO 
PREVER UN UMBRAL 

DEL CINCUENTA 
POR CIEN DE 

LOS CRITERIOS 
CUALITATIVOS 
EN TODOS LOS 

PROCEDIMIENTOS?

710 
UMBRALES DE PUNTUACIÓN EN CRITERIOS SUBJETIVOS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrJONXIkBPQVA3XSLllF0uu2OYTnyQKRpDwyqyA5ZkZ12-XYiF_PZajmRjUxkIgjBV90ZWlS5bZx_IE2Bnm9h7D2UvfzsmBbRtGcOH0u20ROVCTc8wR0YtPW_6wegmrM6AwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrJONXIkBPQVA3XSLllF0uu2OYTnyQKRpDwyqyA5ZkZ12-XYiF_PZajmRjUxkIgjBV90ZWlS5bZx_IE2Bnm9h7D2UvfzsmBbRtGcOH0u20ROVCTc8wR0YtPW_6wegmrM6AwEAAA==WKE
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711 
SUBCRITERIOS

Con carácter general los subcriterios de valoración han de venir de-
finidos en el pliego

Su fijación posterior por la mesa está sujeta a límites que han de ser 
debidamente acreditados y justificados en el expediente

En la Sentencia mencionada, el TJUE señala que estas afirmaciones 
no contradicen la interpretación realizada por el mismo Tribunal en 
su Sentencia de 24 de noviembre de 2005 (TI EAC Srl y Viaggi di Maio 
Snc), en un asunto en el que tanto los criterios de adjudicación y sus 
coeficientes de ponderación 6 como los subcriterios relativos a dichos 
criterios habían sido previamente fijados y publicados en el pliego de 
condiciones y, no obstante, la entidad adjudicadora en cuestión fijó a 
posteriori, poco antes de la apertura de las plicas, los coeficientes de 
ponderación de los subcriterios. Señala esta Sentencia que “ el Dere-
cho comunitario no se opone a que una Mesa de contratación atribuya 
un peso específico a elementos secundarios de un criterio de adju-
dicación establecidos con antelación, procediendo a distribuir entre 
dichos elementos secundarios el número de puntos que la entidad 
adjudicadora previó para el criterio en cuestión en el momento en que 
elaboró el pliego de condiciones o el anuncio de licitación, siempre 
que tal decisión: »- no modifique los criterios de adjudicación del con-
trato definidos en el pliego de condiciones; »- no contenga elementos 
que, de haber sido conocidos en el momento de la preparación de 
las ofertas, habrían podido influir en tal preparación; »- no haya sido 
adoptada teniendo en cuenta elementos que pudieran tener efecto 
discriminatorio en perjuicio de alguno de los licitadores”.

 �RESOLUCIÓN 130/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE CASTILLA Y 
LEÓN

¿ES POSIBLE 
QUE LA MESA DE 

CONTRATACIÓN FIJE 
SUBCRITERIOS DE 

VALORACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK-eHphx8aEIqgRCqUuC-SZbEqrEr7yZt3r4Gc1jtSPNpZmixzi43dfITCoaWVCKg4wnM1nVR6xlP0AbtfI--XIJix2AavMM0ut8jzHoA1s6W4GOU7nu1P0spX9fyrchzMaOnAKiLHtAyilEP4yEcRx6ING2BQTX1R93Ux2r3vkrzpMiKLFul11QmG0EIvhs_YUC1s1fnb0gvQD9_wtjvMPfrYce8iJYTc-hs2UZPdCb8UIMVGLT9c-0_JgfK1QUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK-eHphx8aEIqgRCqUuC-SZbEqrEr7yZt3r4Gc1jtSPNpZmixzi43dfITCoaWVCKg4wnM1nVR6xlP0AbtfI--XIJix2AavMM0ut8jzHoA1s6W4GOU7nu1P0spX9fyrchzMaOnAKiLHtAyilEP4yEcRx6ING2BQTX1R93Ux2r3vkrzpMiKLFul11QmG0EIvhs_YUC1s1fnb0gvQD9_wtjvMPfrYce8iJYTc-hs2UZPdCb8UIMVGLT9c-0_JgfK1QUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK-eHphx8aEIqgRCqUuC-SZbEqrEr7yZt3r4Gc1jtSPNpZmixzi43dfITCoaWVCKg4wnM1nVR6xlP0AbtfI--XIJix2AavMM0ut8jzHoA1s6W4GOU7nu1P0spX9fyrchzMaOnAKiLHtAyilEP4yEcRx6ING2BQTX1R93Ux2r3vkrzpMiKLFul11QmG0EIvhs_YUC1s1fnb0gvQD9_wtjvMPfrYce8iJYTc-hs2UZPdCb8UIMVGLT9c-0_JgfK1QUBAAA=WKE
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La valoración del órgano de contratación está amparada por el prin-
cipio de discrecionalidad técnica pero precisa en todo caso de moti-
vación suficiente que permita a los licitadores conocer la justifica-
ción de sus puntuaciones

La previsión en los pliegos de un detallado sistema de valoración no 
sustituye la justificación necesaria del informe de valoración

En tal sentido, la sentencia del Tribunal General de la Unión Europea, 
de 13 de diciembre de 2013, dictada en el asunto T-165/2012, viene a 
sostener que lo determinante de la motivación es que las entidades 
licitadoras puedan comprender la justificación de sus puntuaciones. 
En particular señala la sentencia que la finalidad de la motivación es 
mostrar de forma clara e inequívoca el razonamiento del autor del ac-
to, para, por un lado, permitir a las personas interesadas conocer las 
razones de la medida adoptada con el fin de defender sus derechos y, 
por otro lado, permitir al juez ejercer su control (sentencias del Tribu-
nal de 14 de julio de 1995, Koyo Seiko/Consejo, T-166/94, Rec. p. II-2129, 
apartado 103, y de 19 de marzo de 2010, Evropaïki Dynamiki Comisión, 
citada en el apartado 49 supra, apartado 134). 

La más reciente Sentencia de dicho Tribunal General de 14 de diciem-
bre de 2017, dictada en el asunto T164/15, insiste en aquella finalidad 
de la motivación señalando que el hecho de que no se pueda exigir al 
órgano de contratación que efectúe un análisis comparativo detallado 
de las ofertas seleccionadas, no puede conducir a que los comenta-
rios enviados a las licitadoras no muestren clara e inequívocamente 
su razonamiento.

[…]

Partiendo pues de la doctrina general sobre el deber de motivación 
cabe señalar que la misma adquiere especial relevancia en los infor-
mes técnicos de criterios cuya valoración está sujeta a un juicio de 
valor, en los que tiene una gran importancia la denominada discrecio-
nalidad técnica. 

La doctrina sobre la discrecionalidad técnica ya ha sido expuesta en 
profundidad por este Tribunal en numerosas resoluciones, valga por 
todas la Resolución 5/2020, de 16 de enero, en la que indicaba que 
«(...) la discrecionalidad técnica de los órganos evaluadores debe ser 

¿CUÁL ES EL GRADO 
DE JUSTIFICACIÓN 

QUE SE HA DE EXIGIR 
A UN INFORME DE 

VALORACIÓN?

712 
MOTIVACIÓN DE LOS INFORMES  

DE VALORACIÓN DE LAS OFERTAS
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respetada salvo prueba de error, arbitrariedad o falta de motivación. 
Asimismo, como afirma el Tribunal Supremo en su Sentencia, de 16 
de diciembre de 2014 (Recurso 3157/2013), la solvencia técnica y neu-
tralidad que caracteriza a los órganos calificadores impone respetar 
su dictamen mientras no conste de manera inequívoca y patente que 
incurre en error técnico. Igualmente, la Sentencia del Alto Tribunal de 
15 de septiembre de 2009 (RJ 2010\324), declara que “la discreciona-
lidad técnica parte de una presunción de certeza o de razonabilidad de 
la actuación administrativa, apoyada en la especialización y la impar-
cialidad de los órganos establecidos para realizar la calificación. De 
modo que dicha presunción “iuris tantum” solo puede desvirtuarse si 
se acredita la infracción o el desconocimiento del proceder razonable 
que se presume en el órgano calificador, bien por desviación de poder, 
arbitrariedad o ausencia de toda posible justificación del criterio adop-
tado, bien por fundarse en patente error, debidamente acreditado por 
la parte que lo alega”».

 �RESOLUCIÓN 220/2021 RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE RECURSOS CONTRACTUALES 
DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAF2OTU-EMBCGf832QmK6GIMeeigfBzZYDJS9DzALRLbVtqzLv7eIB-NhMm_mefJmPhc0q8S7Y1VWl0WT5IeF0v5RBGFID-ElpOEx-I_SrAhklceN4EXA09dc5LWsuMzPpWdeT5qqLusgKYU_J7LhRVZvpODBqRGSb5mLlPvSrbPrObGr0mq9MmkWJA5ay44EOrfAnOpuz9MNJbQ-a9OjiVdGidMO5go32Y76S8BtGsBNWsVg9qqp79mpoZRG9OUpeo7IDY31AjtPAyqHZJyGsfDjdt8imG58gwFZri7aXNE-gP24k1m9-0_qH_xXjRfnfF3r1M5IN_udgsMEZlT97yPf7NsXfGkBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAF2OTU-EMBCGf832QmK6GIMeeigfBzZYDJS9DzALRLbVtqzLv7eIB-NhMm_mefJmPhc0q8S7Y1VWl0WT5IeF0v5RBGFID-ElpOEx-I_SrAhklceN4EXA09dc5LWsuMzPpWdeT5qqLusgKYU_J7LhRVZvpODBqRGSb5mLlPvSrbPrObGr0mq9MmkWJA5ay44EOrfAnOpuz9MNJbQ-a9OjiVdGidMO5go32Y76S8BtGsBNWsVg9qqp79mpoZRG9OUpeo7IDY31AjtPAyqHZJyGsfDjdt8imG58gwFZri7aXNE-gP24k1m9-0_qH_xXjRfnfF3r1M5IN_udgsMEZlT97yPf7NsXfGkBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAF2OTU-EMBCGf832QmK6GIMeeigfBzZYDJS9DzALRLbVtqzLv7eIB-NhMm_mefJmPhc0q8S7Y1VWl0WT5IeF0v5RBGFID-ElpOEx-I_SrAhklceN4EXA09dc5LWsuMzPpWdeT5qqLusgKYU_J7LhRVZvpODBqRGSb5mLlPvSrbPrObGr0mq9MmkWJA5ay44EOrfAnOpuz9MNJbQ-a9OjiVdGidMO5go32Y76S8BtGsBNWsVg9qqp79mpoZRG9OUpeo7IDY31AjtPAyqHZJyGsfDjdt8imG58gwFZri7aXNE-gP24k1m9-0_qH_xXjRfnfF3r1M5IN_udgsMEZlT97yPf7NsXfGkBAAA=WKE
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801 
VINCULACIÓN CON EL OBJETO CONTRACTUAL

Aun siendo la vinculación al objeto del contrato un requisito común 
a condiciones especiales de ejecución y a criterios de adjudicación su 
contenido es distinto en cada caso

El concepto de vinculación al objeto es más amplio en las condicio-
nes especiales de ejecución lo cual da más margen a los poderes ad-
judicadores en su definición.

Efectivamente el artículo 70 de la Directiva 2014/24/UE, transpuesto 
en el 202 de la LCSP, permiten a los órganos de contratación (ambos 
textos legales emplean el verbo “podrán”) establecer condiciones es-
peciales en relación con la ejecución del contrato, siempre que estén 
vinculadas al objeto del contrato, en el sentido del artículo 145, no 
sean directa o indirectamente discriminatorias, sean compatibles con 
el Derecho Comunitario y se indiquen en el anuncio de licitación y en 
los pliegos, pudiendo referirse, en especial, a consideraciones econó-
micas o relacionadas con la innovación, de tipo medioambiental o de 
tipo social. Pues bien, una cosa son estas condiciones especiales de 
ejecución y otras muy distintas, los criterios de adjudicación que, en 
efecto, han de guardar una relación o vinculación con el objeto del 
contrato en los términos que fueron expresados en la Resolución de 
este Tribunal nº 235/2019, de 8 de marzo. 

Así hemos de precisar y reiterar que el requisito relativo a la vincula-
ción al objeto del contrato lo cumple la condición especial establecida. 
No debe confundirse esa vinculación con la referida al mismo requi-
sito respecto de los criterios de adjudicación. En éstos el requisito ha 
de referirse al objeto del contrato, pero también ha de medir o valo-
rar el rendimiento del aspecto a valorar en la oferta respecto de la 
prestación objeto del contrato de forma que contribuya a mejorar la 
satisfacción de las necesidades del órgano de contratación. 

Pero en el caso de las condiciones especiales de ejecución la vincula-
ción al objeto del contrato se cumple por el hecho de que la condición 
se efectúe durante el cumplimiento y en la ejecución de la prestación 
contratada, no en otra. 

En este sentido se pronuncia la Directiva 2014/24 en sus Consideran-
dos y la “Guía para considerar los aspectos sociales en las contrata-
ciones Públicas” elaborada la Comisión Europea en 2010. En ella se 

¿SE EXIGE LA MISMA 
INTENSIDAD EN 

LA VINCULACIÓN 
AL OBJETO 

CONTRACTUAL EN 
UNA CONDICIÓN 

ESPECIAL DE 
EJECUCIÓN QUE EN 

UN CRITERIO DE 
ADJUDICACIÓN?
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especifica que el requisito de la vinculación al objeto del contrato se 
cumple en las condiciones especiales de ejecución cuando éstas se 
efectúan o realizan en el cumplimiento de la prestación objeto del 
contrato, no en otra

 �RESOLUCIÓN 489/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405PmJfUXvIwWoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG807LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKSmAmruwaxdHbUe8AxV0M436PMxKHYMpsQPTJ17HmDQLbB2Ngcfo3TTqN2flHL2u1jM01QM6CkA6qJbtIyi0223D8eRByJNa2BQZbEpyuKw2i4nSTqTWSYnyTWR00wQgq-7I7Sotvbq_B3pB-jxEsbewtrT145xEc175lBZsY2eqE34oQVXYNA2_2PfmJgwWQQBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405PmJfUXvIwWoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG807LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKSmAmruwaxdHbUe8AxV0M436PMxKHYMpsQPTJ17HmDQLbB2Ngcfo3TTqN2flHL2u1jM01QM6CkA6qJbtIyi0223D8eRByJNa2BQZbEpyuKw2i4nSTqTWSYnyTWR00wQgq-7I7Sotvbq_B3pB-jxEsbewtrT145xEc175lBZsY2eqE34oQVXYNA2_2PfmJgwWQQBAAA=WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Las llamadas cláusulas de arraigo no pueden ser configuradas ni 
como solvencia ni como criterio de adjudicación y solo excepcional-
mente como exigencias al adjudicatario del contrato

Para poder imponer al adjudicatario la exigencia de un establecimien-
to en un lugar determinado debe existir justificación en el expediente 
de su necesidad y de la proporcionalidad de la exigencia

De acuerdo con nuestra doctrina y la jurisprudencia comunitaria an-
tes expuestas, para que la exigencia de tener oficina abierta al público 
como compromiso de adscripción de medios a la ejecución del con-
trato, sea conforme a derecho, solo es preciso que la exigencia sea 
necesaria o muy conveniente para la correcta ejecución de contrato 
y que, además, no resulte contraria al principio de proporcionalidad, 
esto es, que tenga relación con el objeto y el importe del contrato, así 
como de los principios de concurrencia, igualdad y no discriminación 
que rigen la contratación pública. Pues bien, tiene razón la empresa 
recurrente cuando afirma que “debe considerarse injustificada esta 
cláusula pues el punto de entrega no será la tienda o almacén, sino 
las propias dependencias municipales. Y además es obvio que la ges-
tión logística moderna permite cubrir cualquier necesidad de sumi-
nistro en los plazos exigidos y sin necesidad de emplazamiento físico 
en la ciudad

 �RESOLUCIÓN 295/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

En relación con el tercer motivo de recurso, relativo al criterio de ad-
judicación incluido en el PCAP referente a la necesaria disposición por 
el licitador de un despacho en la provincia de Toledo, se considera por 
este Tribunal, igualmente, que el motivo ha de ser acogido por supo-
ner un motivo de arraigo territorial. Este Tribunal ha tenido ocasión 
de pronunciarse al respecto en su Resolución 184/2021, afirmando 
que “son discriminatorias las condiciones de arraigo territorial cuan-
do se configuran como requisitos de solvencia o como criterios de 
adjudicación, admitiéndose, por el contrario, cuando se exigen como 
un compromiso de adscripción de medios al adjudicatario o como 
condiciones de ejecución siempre que, en este supuesto, respeten el 
principio de proporcionalidad y guarden relación con el objeto del 
contrato”. 

¿PUEDE 
EXIGIRSE QUE EL 
ADJUDICATARIO 

TENGA UN 
ESTABLECIMIENTO 

EN EL TÉRMINO 
MUNICIPAL EN EL 

QUE TIENE SU SEDE 
EL ÓRGANO DE 

CONTRATACIÓN?

802 
ARRAIGO TERRITORIAL

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfKycpiBx8aEKQqBCqws99kyyJVWNX3k1K3h6DOax2pPk0MzRbZ-ebOvkRBUNDKhHQ8ghm49qo9YQnaIJ2vkNfzEGxYzA1PmEa3P8BJt0Da2cL8DFKd536PkspV9kyT_JETOgpAOqie7SMYtD9sA_HkQciTRtgUHW1rerqUO6-Fulnts7kapFeU5nkghB8O_xAj2pnr87fkD6A_u7C2N-w9viyY1xEi5E5VDZsoydaE35owRIM2u499gFpxRaiBAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfKycpiBx8aEKQqBCqws99kyyJVWNX3k1K3h6DOax2pPk0MzRbZ-ebOvkRBUNDKhHQ8ghm49qo9YQnaIJ2vkNfzEGxYzA1PmEa3P8BJt0Da2cL8DFKd536PkspV9kyT_JETOgpAOqie7SMYtD9sA_HkQciTRtgUHW1rerqUO6-Fulnts7kapFeU5nkghB8O_xAj2pnr87fkD6A_u7C2N-w9viyY1xEi5E5VDZsoydaE35owRIM2u499gFpxRaiBAEAAA==WKE
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En el caso que nos ocupa, que configura la tenencia de un despacho 
profesional en la provincia de Toledo como criterio de adjudicación al 
que se le asigna un máximo de 10 puntos, es claro que nos encontra-
mos, con arreglo a la Doctrina citada, ante una cláusula discriminato-
ria, que beneficia injustificadamente a los licitadores ubicados en la 
provincia de Toledo. El despacho en Toledo se exige para poder licitar, 
ya que debe aportarse la declaración censal. Además, la distancia de 
Seseña al municipio de Toledo, por ejemplo, es mayor que al munici-
pio de Madrid.

 �RESOLUCIÓN 518/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwU7DMBBEv6Y-Ittt1V58IG2QWqEKhcJ9k2wTC9dG3k0gf8-COax2pHmaGVpiisvdXfOEiqElZxR0PEE4pq5oP-MVWtEp95irRRQnhtDgL0xj-rrA7Adgn2IFuUT5vnfnN631Thtj12s1YyYB3LsfMDKq0Q_jsxwXHog8HYHBNfVT3dSXw-lxZTfG7Hf77crerLbShZC78QUGdKd4S_mO9AD0-a1C_JC5r392yStoNTFLZ8uxeKoL8qUGDxAw9v9rfwCDZmDHBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwU7DMBBEv6Y-Ittt1V58IG2QWqEKhcJ9k2wTC9dG3k0gf8-COax2pHmaGVpiisvdXfOEiqElZxR0PEE4pq5oP-MVWtEp95irRRQnhtDgL0xj-rrA7Adgn2IFuUT5vnfnN631Thtj12s1YyYB3LsfMDKq0Q_jsxwXHog8HYHBNfVT3dSXw-lxZTfG7Hf77crerLbShZC78QUGdKd4S_mO9AD0-a1C_JC5r392yStoNTFLZ8uxeKoL8qUGDxAw9v9rfwCDZmDHBQEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Exigir una declaración responsable a los operadores económicos de que no 
se opera en paraísos fiscales supone la introducción de una nueva prohibi-
ción para contratar que supera las posibilidades del órgano de contratación

Los requisitos para contratar son los establecidos en la Ley, no pue-
den ser modificados en los pliegos

3.- Finalmente debemos señalar, en cuanto a la concreta redacción 
del modelo de declaración responsable y lo manifestado por el órga-
no de contratación, que el hecho de residir, operar o estar vinculado 
con uno de los calificados como paraísos fiscales no determina en sí 
mismo la comisión de un delito contra la Hacienda Pública y, por ello, 
tal opción no resulta en si misma ilegal. Por tanto, y como sostiene la 
Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón, 

“Para sancionar con la exclusión de la licitación o resolución de un con-
trato a un operador económico que tenga residencia o actividad en un 
paraíso fiscal, es necesario verificar que existe fraude fiscal a través de 
la incoación y resolución del oportuno procedimiento, puesto que no es 
compatible en nuestro ordenamiento jurídico dar cobertura a la presun-
ción de culpabilidad sin que se haya acreditado fehacientemente la rela-
ción entre los hechos imputados y el resultado tipificado en las normas 
sancionadoras administrativas y penales. El hecho de que una empresa 
tenga residencia, actividad o tribute en uno de los calificados como pa-
raísos fiscales, no revela en sí mismo ninguna tacha de ilegalidad que 
impida que pueda participar en licitaciones públicas ni condiciona su ca-
pacidad para la ejecución de contratos públicos. Lo que es legal no puede 
justificar acciones administrativas de carácter sancionador o disuasorio”.

En resumen, la circunstancia de residir, operar o estar vinculado con 
un territorio considerado paraíso fiscal no constituye por sí sola un 
aspecto relevante que pueda ser tenido en cuenta en un procedimien-
to de contratación del sector público, ni discriminando a empresas 
o grupos empresariales que operen en paraísos fiscales ni favore-
ciendo en la adjudicación a empresas que no lo hagan, por lo que el 
establecimiento de cláusulas administrativas en ese sentido supone 
una vulneración de los principios de la contratación administrativa de 
libertad de acceso a las licitaciones, libre concurrencia y no discrimi-
nación e igualdad de trato entre los candidatos.

 �RESOLUCIÓN 792/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿PUEDE PREVERSE 
UNA CLÁUSULA EN 

LOS PLIEGOS QUE 
PROHIBA OPERAR AL 

ADJUDICATARIO EN 
PARAÍSOS FISCALES?

803 
PARAISOS FISCALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKyeFQg4-kBAkEEJVoNw3yZJYGLvyblLy9xjcw2pHmqeZock6O93V2Q8oGGpSiYCGBzAb10StRzxDHbTzLfp8Coodg6nwBVPv_o4w6g5YO5uDj1G6bdX-R0q5yFZLOc_EiJ4CoC66Q8soet31h3AceSDStAEGVZXbsiqPxW49S-fJIku-PmfpNZXJUhCCb_pv6FDt7NX5O9IH0O9DGHsLc09vO-ZFNB-YQ2fNNnqiMeGHGizAoG3_1z4B-Fba8AUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKyeFQg4-kBAkEEJVoNw3yZJYGLvyblLy9xjcw2pHmqeZock6O93V2Q8oGGpSiYCGBzAb10StRzxDHbTzLfp8Coodg6nwBVPv_o4w6g5YO5uDj1G6bdX-R0q5yFZLOc_EiJ4CoC66Q8soet31h3AceSDStAEGVZXbsiqPxW49S-fJIku-PmfpNZXJUhCCb_pv6FDt7NX5O9IH0O9DGHsLc09vO-ZFNB-YQ2fNNnqiMeGHGizAoG3_1z4B-Fba8AUBAAA=WKE
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804 
CLÁUSULAS DE INCOMPATIBILIDAD

Acreditada la necesidad de evitar conflictos de interés pueden impo-
nerse restricciones futuras al contratista

Las cláusulas de incompatibilidad tienen por finalidad evitar futuros 
conflictos de intereses

En esa cláusula V del PPT, se establece expresamente lo siguiente: 
“El contratista se compromete a no asumir la defensa de intereses 
particulares en contra del Ayuntamiento de Denia durante el plazo de 
los dos años inmediatos siguientes al momento de finalización de la 
relación contractual que se concierte conforme a las presentes con-
diciones técnicas; el incumplimiento de la anterior obligación dará de-
recho al Ayuntamiento a reclamar al contratista saliente en concepto 
de daños y perjuicios”. 

Esta cláusula recoge la obligación que pesa sobre el abogado contra-
tado de este Ayuntamiento, que haya dejado de serlo, de no intervenir 
en procedimientos contra su anterior cliente, durante un plazo de dos 
años para evitar posibles conflictos de intereses. Se trata de una cláu-
sula habitual en contratos de este tipo, en los que los contratistas, 
abogados ejercientes, pueden acceder a documentación sensible de 
su cliente, el cual, por otra parte, debido a su carácter de Administra-
ción pública, presenta un volumen de litigiosidad que no se da con 
otros clientes de carácter privado, lo que justifica que, en aras de la 
evitación de un conflicto de intereses del propio abogado que pueda 
llevar un pleito después contra el que ha sido su cliente antes, pueda 
verse en una situación incómoda que pueda depararle perjuicios en 
su respectivo Colegio de Abogados. En este sentido, vemos que esta 
cláusula se ampara en lo dispuesto dentro del art. 13. 5 del “Código 
Deontológico de la Abogacía Española”, aprobado por el Consejo Ge-
neral de la Abogacía, en el Pleno 27 de septiembre de 2002, en el 
que se establece lo siguiente: “El Abogado no podrá aceptar encargos 
profesionales que impliquen actuaciones contra un anterior cliente, 
cuando exista riesgo de que el secreto de las informaciones obtenidas 
en la relación con el antiguo cliente pueda ser violado o que de ellas 
pudiera resultar beneficio para el nuevo cliente”. Esta norma no se 
encuentra limitada temporalmente, a diferencia de la contenida en 
el pliego que ahora se impugna, por lo que se puede considerar que 
ésta última es incluso más favorable que la del Código Deontológico. 
Se basa así en el deber de confidencialidad que pesa en la relación 

¿ES POSIBLE 
RECOGER EN LOS 

PLIEGOS UNA 
CLÁUSULA DE 

INCOMPATIBILIDAD A 
FUTURO?
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

abogado-cliente y que prevalece sobre las simples expectativas del 
abogado de conseguir clientes en el futuro, deber que se podría ver 
infringido en el caso de admitir la posibilidad de que ese abogado 
pudiera llevar pleitos en contra de un inmediato cliente anterior, sin 
solución de continuidad, cuando exista ese riesgo que menciona la 
norma anterior. 

En cualquier caso, se trata de una cláusula que opera en un momento 
posterior a la terminación final del contrato, precisamente, ésa es su 
finalidad, para evitar conflictos de intereses en el abogado que lo ha-
ya sido del Ayuntamiento contratante, una vez éste haya concluido el 
contrato, lo que, considera este Tribunal, se encuentra dentro de más 
absoluta normalidad en este tipo de contratos sin que se atisbe nin-
gún indicio de ilegalidad, por lo que no procede tampoco la estimación 
de este motivo

 �RESOLUCIÓN 1021/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405Slqk1kMOr1pBEZHqe_dtu7bBmEh2W-2_N5p3WHZgPmaGJuvsdFcXP6BgqEklAhoewGxcE7Ue8QJ10M636IspKHYMpsIPTL17HmHUHbB2tgAfo3Tbqv2vlDJLs2W-kmJETwFQf7pDyyh63fWHcBx5INK0AQZVlduyKo_r3c8sXSR5tpL5LL2mMskFIfimP0GHamevzt-R5kCPlzD2Fuaev3bMi2gxMIfOmm30RGPCDzW4BoO2_V_7BvWLLCMFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405Slqk1kMOr1pBEZHqe_dtu7bBmEh2W-2_N5p3WHZgPmaGJuvsdFcXP6BgqEklAhoewGxcE7Ue8QJ10M636IspKHYMpsIPTL17HmHUHbB2tgAfo3Tbqv2vlDJLs2W-kmJETwFQf7pDyyh63fWHcBx5INK0AQZVlduyKo_r3c8sXSR5tpL5LL2mMskFIfimP0GHamevzt-R5kCPlzD2Fuaev3bMi2gxMIfOmm30RGPCDzW4BoO2_V_7BvWLLCMFAQAAWKE
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805 
CLÁUSULAS LINGÜISTICAS

La exigencia justificada de perfiles lingüísticos al personal que va a 
ejecutar el contrato no es restrictiva de la competencia

Ha de justificarse debidamente en el expediente la motivación y ne-
cesidad de dicha exigencia

A la vista de las citadas estipulaciones, este Órgano entiende que el 
motivo de recurso debe desestimarse. Debe tenerse en cuenta que 
los pliegos, satisfaciendo el requisito establecido en el artículo 116.4 
c) de la LCSP, justifican la exigencia de la acreditación del nivel C1 de 
euskera al Director del Equipo por la necesidad de atender en esta 
lengua a los ciudadanos que la utilicen en los procesos de participa-
ción e información pública y los mismos pliegos exigen expresamente 
la presencia del Director en estos procesos lo que lleva a concluir que 
dicha exigencia guarda vinculación y proporcionalidad con el objeto 
del contrato porque requiere una solvencia que es necesaria para eje-
cutarlo, lo que no supone infracción del artículo 74.2 de la LCSP.

 �RESOLUCIÓN 22/2021 ORGANO ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE EUSKADI

¿ES CONFORME 
A DERECHO 

UNA CLÁUSULA 
CONTRACTUAL QUE 

EXIJA PERFILES 
LINGÜISTICOS EN 

EL PERSONAL QUE 
VA A EJECUTAR EL 

CONTRATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OMW_DIBSEf01YkCriVFE6MBBjVbSOqQxkJzaxrTrQAk7jf19SZ-jw9E73nU73PRk_S3OLuC4EL1XOVhNC7aaCWbbKzhnK1pDXr6TikNADq5iQNZHsyCEtYF3kqhZcwJxXyc6lImUh7qQkyTuoilFCIVHyUcoP5E4LJd4JZSDM1tn5gqWfDIj6FPAa6CZOeqSuWfRwNVKfkna-NX4_YwSii3qszT0cevdT6evQ6Tg4u9d-qRraFr8phNB295ztti_ganxIAXwcOmOjAf3Q9WW6uOSD0b7pP3RnMLNn5y8mPOnwdQOj_UxLxB_-H91PMaa6U7QLA82YPtXR5Ho0tn0M-QXkHAvQXQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OMW_DIBSEf01YkCriVFE6MBBjVbSOqQxkJzaxrTrQAk7jf19SZ-jw9E73nU73PRk_S3OLuC4EL1XOVhNC7aaCWbbKzhnK1pDXr6TikNADq5iQNZHsyCEtYF3kqhZcwJxXyc6lImUh7qQkyTuoilFCIVHyUcoP5E4LJd4JZSDM1tn5gqWfDIj6FPAa6CZOeqSuWfRwNVKfkna-NX4_YwSii3qszT0cevdT6evQ6Tg4u9d-qRraFr8phNB295ztti_ganxIAXwcOmOjAf3Q9WW6uOSD0b7pP3RnMLNn5y8mPOnwdQOj_UxLxB_-H91PMaa6U7QLA82YPtXR5Ho0tn0M-QXkHAvQXQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OMW_DIBSEf01YkCriVFE6MBBjVbSOqQxkJzaxrTrQAk7jf19SZ-jw9E73nU73PRk_S3OLuC4EL1XOVhNC7aaCWbbKzhnK1pDXr6TikNADq5iQNZHsyCEtYF3kqhZcwJxXyc6lImUh7qQkyTuoilFCIVHyUcoP5E4LJd4JZSDM1tn5gqWfDIj6FPAa6CZOeqSuWfRwNVKfkna-NX4_YwSii3qszT0cevdT6evQ6Tg4u9d-qRraFr8phNB295ztti_ganxIAXwcOmOjAf3Q9WW6uOSD0b7pP3RnMLNn5y8mPOnwdQOj_UxLxB_-H91PMaa6U7QLA82YPtXR5Ho0tn0M-QXkHAvQXQEAAA==WKE
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La admisión de la obligación de exigencia se condiciona a que en la 
ejecución del contrato se puedan generar riesgos de daños para per-
sonas o en los bienes

La póliza exigida ha de ser adecuada, suficiente y no desproporcionada

La resolución 911/2019 del Tribunal Administrativo Central de Recur-
sos Contractuales explica, en esta misma línea, que no existe vincu-
lación con el objeto del contrato cuando se exige como condición es-
pecial de ejecución del contrato la suscripción de una póliza con un 
ámbito de cobertura que no es el propio de tal ejecución, alcanzando 
a riesgos distintos cuya cobertura no se puede imponer al contratista 
como sería, por ejemplo, la correcta ejecución del contrato, para lo 
cual existe la garantía definitiva exigida en la Ley. Por tanto, los ór-
ganos de contratación pueden exigir en los pliegos, como condición 
especial de ejecución, la suscripción de pólizas de seguro con la fina-
lidad de garantizar determinados daños que se puedan sufrir por el 
órgano de contratación o por terceras personas como consecuencia 
de la ejecución de un determinado contrato. Tal posibilidad existiría, 
cumpliéndose con ello el requisito cuestionado, cuando estemos en 
presencia de contratos que tengan por objeto prestaciones que gene-
ren un riesgo de daños en las personas o en los bienes. 

En cuanto a la proscripción de la discriminación, las condiciones en 
que se exija la suscripción de la póliza han de ser objeto de análisis 
caso por caso, pero bien puede decirse que, existiendo vinculación al 
objeto del contrato, en la medida en que todos los licitadores estén en 
condiciones de suscribir una póliza de responsabilidad civil adecuada, 
suficiente y no desproporcionada, no concurrirá la vedada discrimina-
ción. Como requisito formal, aparecer en el anuncio de licitación y en 
los pliegos de cláusulas administrativas particulares.

 �INFORME 59/2019 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO

¿PUEDE EXIGIRSE 
COMO CONDICIÓN 

ESPECIAL DE 
EJECUCIÓN LA 
SUBSCRIPCIÓN 

DE UNA POLIZA 
DE SEGURO DE 

RESPONSABILIDAD 
CIVIL?

806 
EXIGENCIA DE SEGUROS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ypyKeujB6QYDGTLFe7ZlW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqMNdNDXt2AgqEiuRBQ8wD6aOug1YhXqLy2rkGXTF6xZdAlfmHq7auAUXXAypoEXIhSTSPzLPrOJlqvt2JERx6QN9WhYRS96vqTXw48ECk6AoMs0ywt0-KQ72fxarlbzuI2juJIEIKr-zN0KHPTWvdAmgM930Kbu-96-dkhLKDJwOwfVmyCJ2rtr_-BB9Bomn_VD2s3M9ECAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ypyKeujB6QYDGTLFe7ZlW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqMNdNDXt2AgqEiuRBQ8wD6aOug1YhXqLy2rkGXTF6xZdAlfmHq7auAUXXAypoEXIhSTSPzLPrOJlqvt2JERx6QN9WhYRS96vqTXw48ECk6AoMs0ywt0-KQ72fxarlbzuI2juJIEIKr-zN0KHPTWvdAmgM930Kbu-96-dkhLKDJwOwfVmyCJ2rtr_-BB9Bomn_VD2s3M9ECAQAAWKE
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807 
EXIGENCIA INSCRIPCIÓN ROLECE

La Junta Consultiva Catalana considera que no existe fundamento 
para su exigencia

La exigencia del ROLECE en el procedimiento simplificado sumario 
puedo conllevar una restricción de la concurrencia

Por todo lo expuesto, al margen de que no parecería procedente que 
una cláusula de cierre de carácter supletorio impusiera más requisi-
tos para participar en el procedimiento; teniendo en cuenta la litera-
lidad del precepto que exime a las empresas licitadoras de acreditar 
su solvencia; en la medida en que con la exigencia de la obligación de 
inscripción en el registro de empresas licitadoras se puede no alcan-
zar el objetivo de simplificación y agilidad, vista la regulación de es-
tos registros en la propia LCSP, pero, en cambio, sí puede comportar 
un requisito adicional limitativo de la concurrencia en la medida en 
que puede suponer una barrera de acceso a las licitaciones llevadas 
a cabo por este procedimiento; y finalmente, ya que esta tramitación 
sumaria tiene que servir para vehicular los contratos menores, pero 
con garantía de salvaguardia de los principios generales de la contra-
tación; hay que entender que el requisito de inscripción en un registro 
oficial de empresas licitadoras no tiene que resultar de aplicación en 
los procedimientos simplificados con tramitación sumaria. 

[…]

En el procedimiento abierto simplificado de tramitación sumaria, re-
gulado en el artículo 159.6 de la LCSP, no resulta exigible la inscrip-
ción en un registro oficial de empresas licitadoras como requisito de 
participación.

 �INFORME 12/2019, DE 28 DE NOVIEMBRE, DE 
LA JUNTA CONSULTIVA DE CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA DE LA GENERALITAT DE 
CATALUNYA (COMISIÓN PERMANENTE)

¿ES OBLIGATORIA 
LA INSCRIPCIÓN EN 

EL ROLECE PARA 
CONCURRIR AL 

PROCEDIMIENTO 
SIMPLIFICADO 

SUMARIO DEL ART. 
159.6 LCSP?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjZU6KEHpxMGMmSK92yLW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqts_NDXfyIgqEhlQpoeQSzd23UesILNEE736HP56DYMZgavzAN7lXBpHtg7WwOPkbprlPlIfnORsrNWkzoKQDqqnu0jGLQ_XAMy5EHIk17YFB1cSjqotqV20W2SuVaLrJblqRSEIJvhxP0qEp7c_6BtAR6voWx91D2_LNjWkTzkTl8bNhGT7Qm3PAEd2DQdv-uH4snSo0DAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjZU6KEHpxMGMmSK92yLW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqts_NDXfyIgqEhlQpoeQSzd23UesILNEE736HP56DYMZgavzAN7lXBpHtg7WwOPkbprlPlIfnORsrNWkzoKQDqqnu0jGLQ_XAMy5EHIk17YFB1cSjqotqV20W2SuVaLrJblqRSEIJvhxP0qEp7c_6BtAR6voWx91D2_LNjWkTzkTl8bNhGT7Qm3PAEd2DQdv-uH4snSo0DAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjZU6KEHpxMGMmSK92yLW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqts_NDXfyIgqEhlQpoeQSzd23UesILNEE736HP56DYMZgavzAN7lXBpHtg7WwOPkbprlPlIfnORsrNWkzoKQDqqnu0jGLQ_XAMy5EHIk17YFB1cSjqotqV20W2SuVaLrJblqRSEIJvhxP0qEp7c_6BtAR6voWx91D2_LNjWkTzkTl8bNhGT7Qm3PAEd2DQdv-uH4snSo0DAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjZU6KEHpxMGMmSK92yLW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqts_NDXfyIgqEhlQpoeQSzd23UesILNEE736HP56DYMZgavzAN7lXBpHtg7WwOPkbprlPlIfnORsrNWkzoKQDqqnu0jGLQ_XAMy5EHIk17YFB1cSjqotqV20W2SuVaLrJblqRSEIJvhxP0qEp7c_6BtAR6voWx91D2_LNjWkTzkTl8bNhGT7Qm3PAEd2DQdv-uH4snSo0DAQAAWKE
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No cabe imponer como condición especial de ejecución la imposición 
de un salario mínimo superior al legalmente fijado

Supone una práctica discriminatoria conforme a la jurisprudencia 
del TJUE

En definitiva, la exigencia mediante una condición especial de ejecu-
ción de que la empresa adjudicataria de un contrato público retribuya 
a las personas adscritas a su ejecución un salario por encima de lo 
que establecen las disposiciones de protección mínima de garantía 
de las condiciones de trabajo de los trabajadores desplazados, podría 
discriminar a las empresas ubicadas en Estados miembros donde el 
mercado laboral tenga costes muy por debajo de los del estado de 
prestación del servicio, introduciendo, por lo tanto, un elemento dis-
torsionador de la competencia. 

De acuerdo con lo que se ha expuesto, hay que afirmar que no parece 
que cumpla con el requisito de ser compatible con el derecho de la 
Unión Europea una condición especial de ejecución que imponga en 
la empresa adjudicataria de un contrato público el pago a las perso-
nas trabajadoras adscritas al mismo de un salario mínimo específico, 
cuando este salario no tenga amparo en una disposición normativa de 
carácter general o en un convenio colectivo declarado de aplicación 
general, de garantía de las condiciones de trabajo, a los efectos de la 
Directiva 96/71.

 �INFORME 6/2018, DE 16 DE NOVIEMBRE, DE 
LA JUNTA CONSULTIVA DE CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA DE LA GENERALITAT DE 
CATALUNYA (COMISIÓN PERMANENTE)

¿PUEDE PREVERSE 
EN EL PLIEGO UNA 

CLÁUSULA QUE 
OBLIGE A PAGAR A 

LOS TRABAJADORES 
POR ENCIMA DEL 
SALARIO MÍNIMO 

LEGALMENTE 
ESTABLECIDO?

808 
CLÁUSULA SALARIAL

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ylZkeOnBzQkDEZniPdviVqytNNl0_97OGgh58D5eHs3W2fmprn5EwdCQSgW0PILZuzZqPeEVmqCd79Dnc1DsGEyNC0yDe59g0j2wdjYHH6N016nqkCyTZanMxISeAqBuukfLKAbdD8ewHHkg0rQHBlWXh7IuT0W1W8mNTBO5kneZpFtBCL4dztCjquzd-SfSGuj1EcY-QtnLz45pEc1H5vCxYRs90ZpwwxMswKDt_l2_QOX9XwMBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ylZkeOnBzQkDEZniPdviVqytNNl0_97OGgh58D5eHs3W2fmprn5EwdCQSgW0PILZuzZqPeEVmqCd79Dnc1DsGEyNC0yDe59g0j2wdjYHH6N016nqkCyTZanMxISeAqBuukfLKAbdD8ewHHkg0rQHBlWXh7IuT0W1W8mNTBO5kneZpFtBCL4dztCjquzd-SfSGuj1EcY-QtnLz45pEc1H5vCxYRs90ZpwwxMswKDt_l2_QOX9XwMBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ylZkeOnBzQkDEZniPdviVqytNNl0_97OGgh58D5eHs3W2fmprn5EwdCQSgW0PILZuzZqPeEVmqCd79Dnc1DsGEyNC0yDe59g0j2wdjYHH6N016nqkCyTZanMxISeAqBuukfLKAbdD8ewHHkg0rQHBlWXh7IuT0W1W8mNTBO5kneZpFtBCL4dztCjquzd-SfSGuj1EcY-QtnLz45pEc1H5vCxYRs90ZpwwxMswKDt_l2_QOX9XwMBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409ylZkeOnBzQkDEZniPdviVqytNNl0_97OGgh58D5eHs3W2fmprn5EwdCQSgW0PILZuzZqPeEVmqCd79Dnc1DsGEyNC0yDe59g0j2wdjYHH6N016nqkCyTZanMxISeAqBuukfLKAbdD8ewHHkg0rQHBlWXh7IuT0W1W8mNTBO5kneZpFtBCL4dztCjquzd-SfSGuj1EcY-QtnLz45pEc1H5vCxYRs90ZpwwxMswKDt_l2_QOX9XwMBAAA=WKE
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901 
CARÁCTER VINCULANTE DE LOS PLIEGOS

Los pliegos tienen primacía frente a cualquier otra información faci-
litada por el órgano de contratación

El principio de legalidad se sitúa por encima de los de buena fe o 
confianza legítima

Este principio de origen jurisprudencial (y en particular de la doctrina 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea) no puede invocarse en 
contra del principio de legalidad, no puede mantenerse para crear si-
tuaciones contrarias al ordenamiento jurídico. De otra parte, una pre-
sentación o una rueda de prensa no es un signo externo concluyente 
hábil para generar la confianza en que la actuación del poder adju-
dicador va a ir en determinada dirección, ni existe una actuación dili-
gente de buena fe cuando no se contrastan datos tan concretos con 
los que figuran en los pliegos. Cualquier licitador conoce el carácter 
imperativo de los pliegos, que constituyen metafóricamente “lex con-
tractus” y a ellos acomodan sus ofertas. No existe una “expectativa” 
inducida concluyente de una actuación del órgano de contratación, ni 
diligencia alguna sino se verifican los precios de licitación.

 �RESOLUCIÓN 282/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID

¿CÓMO ACTUAR SI 
EXISTE DISCREPANCIA 

ENTRE LOS DATOS 
CONSIGNADOS EN 

EL PLIEGO Y LOS 
FACILITADOS A LOS 

LICITADORES DE 
MANERA INFORMAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQYvCMBCFf405LmkMyB5y2GoFF5Gl6t6n7bQNGxPJTKv994aNh2E-eI_3Hi0--OVmLnFCwdCQKQS0PIHbhTaznfECTeIQO4zlkogDg6uRjBI0hscJZjsA2-BLiDnKdp35vkopN3KtN3otZoyUDObXDugZxWiH8ZiOsx-ILO2AwdTVvqqr0_bwtVK60FJ-6pXqlVSFIITYjj8woDn4PsQb0gfQ_Smc_0tzz_9yzsvWcmJOnQ37rInWpZ9qcAsOffde-wKie5riBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQYvCMBCFf405LmkMyB5y2GoFF5Gl6t6n7bQNGxPJTKv994aNh2E-eI_3Hi0--OVmLnFCwdCQKQS0PIHbhTaznfECTeIQO4zlkogDg6uRjBI0hscJZjsA2-BLiDnKdp35vkopN3KtN3otZoyUDObXDugZxWiH8ZiOsx-ILO2AwdTVvqqr0_bwtVK60FJ-6pXqlVSFIITYjj8woDn4PsQb0gfQ_Smc_0tzz_9yzsvWcmJOnQ37rInWpZ9qcAsOffde-wKie5riBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQYvCMBCFf405LmkMyB5y2GoFF5Gl6t6n7bQNGxPJTKv994aNh2E-eI_3Hi0--OVmLnFCwdCQKQS0PIHbhTaznfECTeIQO4zlkogDg6uRjBI0hscJZjsA2-BLiDnKdp35vkopN3KtN3otZoyUDObXDugZxWiH8ZiOsx-ILO2AwdTVvqqr0_bwtVK60FJ-6pXqlVSFIITYjj8woDn4PsQb0gfQ_Smc_0tzz_9yzsvWcmJOnQ37rInWpZ9qcAsOffde-wKie5riBQEAAA==WKE
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902 
ACLARACIONES A LOS PLIEGOS

Conforme al artículo 122 solo se pueden modificar errores materia-
les, de hecho o aritméticos 

Han de ser errores manifiestos que no alteren elementos esenciales 
de los pliegos

La modificación, a juicio de este Tribunal, no puede considerarse, 
como alega el órgano de contratación, como el resultado de la sub-
sanación inicial del pliego por existir un error material, de hecho o 
aritmético, entendiendo por tales aquellos que resulten manifiestos 
y evidentes, cuya subsanación se puede llevar a cabo por medio una 
aclaración, y siempre que esta actuación de aclaración no implique la 
alteración de un elemento esencial. Resulta evidente que la modifica-
ción, en este caso agravación de los requisitos de solvencia, al exigirse 
tener un centro más en una cuarta ciudad española, es una alteración 
o modificación de un elemento esencial de los pliegos, al ser el deter-
minante de los requisitos que permiten concurrir o no a una licitación. 
No se discute que fuera un error en la redacción, no siendo tampoco 
refutable el que los nuevos pliegos que se publicaron contenían una 
modificación que debió haber dado lugar a la retroacción de actuacio-
nes y concesión de un nuevo plazo inicial para la presentación de las 
ofertas.

[…]

De este modo, la actuación llevada a cabo por el órgano de contrata-
ción, por la que se trataba de salvar un error de los pliegos que afec-
taba al objeto y ámbito de aplicación territorial del contrato que se 
licitaba, ha supuesto una modificación de los pliegos que ha agravado 
los requisitos de solvencia, y debería haber implicado la retroacción 
de actuaciones y la concesión de un plazo inicial para la presentación 
de las ofertas, a fin de evitar la vulneración del principio de publicidad.

 �RESOLUCIÓN 1180/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿CUÁLES SON LOS 
LÍMITES A LAS 

ACLARACIONES A LOS 
PLIEGOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQY-CMBCFf409bgpBjYceFsGEjTEb1L0PMEJjaTedgZV_b7V7mMxL3pf3Hi3W2WVUFz-hYGhIJQJansAUro1az3iBJmjnO_T5EhQ7BlPjC6bB_Z1g1j2wdjYHH6N016mvq5Rys05ktkvFjJ4CoH50j5ZRDLofjuE48kCkqQAGVZeHsi5P--pzlWbJdp1lcpXeUpnsBCH4dviGHlVlb86PSB9Avw9h7D3MPb_tmBfRfGIOnQ3b6InWhB9qcA8Gbfe_9gnLMREmBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQY-CMBCFf409bgpBjYceFsGEjTEb1L0PMEJjaTedgZV_b7V7mMxL3pf3Hi3W2WVUFz-hYGhIJQJansAUro1az3iBJmjnO_T5EhQ7BlPjC6bB_Z1g1j2wdjYHH6N016mvq5Rys05ktkvFjJ4CoH50j5ZRDLofjuE48kCkqQAGVZeHsi5P--pzlWbJdp1lcpXeUpnsBCH4dviGHlVlb86PSB9Avw9h7D3MPb_tmBfRfGIOnQ3b6InWhB9qcA8Gbfe_9gnLMREmBQEAAA==WKE
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Los miembros electos de las corporaciones locales no han de suponer 
más de un tercio del total de miembros de la mesa de contratación

El secretario de la mesa, que actúa con voz pero sin voto, es miembro 
de la mesa y ha de tenerse en cuenta para el cómputo

Como antes ya señalamos, los miembros electos que, en su caso, for-
men parte de la Mesa de contratación no podrán suponer más de un 
tercio del total de miembros de la misma. La ley no decreta que la 
limitación afecte a los miembros de la Mesa que tienen derecho a vo-
to (entre los que podría no encontrarse su Secretario), sino que alude 
literalmente al íntegro número de miembros de aquella, entre los que 
se ha de incluir el Secretario del órgano colegiado. 

En consecuencia, si bien en virtud de la finalidad de la norma que es 
limitar el grado de influencia del personal electo en las decisiones 
de la Mesa cabe defender que la limitación en cuanto al número de 
miembros electos de la Corporación se debería determinar respecto 
al número de miembros con derecho a voto, dado el sentido de la Ley 
no parece posible sino considerar el número total de componentes 
del órgano. 

En todo caso, esta interpretación permite evitar que los miembros 
electos puedan dominar el voto en la Mesa de contratación, ya que 
en el caso de que el número de vocales sea el mínimo establecido 
legalmente (tres), el número total de miembros electos con derecho 
a voto nunca podrá exceder de la mitad del total con tal derecho (en 
este caso serían uno de cuatro). Igualmente, de constituirse la Mesa 
con cuatro vocales, los miembros electos no podrán ser más de dos 
de los cinco miembros con derecho a voto. 

Por lo tanto, el Secretario sí que ha de tenerse en cuenta en el cómputo 
del porcentaje máximo de miembros electos de la mesa de contrata-
ción en las Corporaciones Locales.

 �INFORME 42/2019 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL 
ESTADO

¿CÓMO SE APLICA EL 
LÍMITE DE MIEMBROS 

ELECTOS DE LAS 
CORPORACIONES 

LOCALES EN 
LAS MESAS DE 

CONTRATACIÓN?

903 
COMPOSICIÓN MESA DE CONTRATACIÓN

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409Sp3C9NCD0wkDEZniPdviVuxaabLp_r3VGgh58D5eHk3W2alXVz-gYKhILQTUPIDZuzpqPeIVqqCdb9BnU1DsGEyJX5g69zrBqFtg7WwGPkbpplHFQX5nLTcyFSN6CoC66RYto-h02x3DcuSBSNMeGFSZH_IyP-2K7SxZLRerdJbcE5lIQQi-7s7Qoirs3fkeaQ70fAtjH6Hs5WfHtIhmA3P4WLGNnqhNuOEJ7sCgbf5dP-aEV_oDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409Sp3C9NCD0wkDEZniPdviVuxaabLp_r3VGgh58D5eHk3W2alXVz-gYKhILQTUPIDZuzpqPeIVqqCdb9BnU1DsGEyJX5g69zrBqFtg7WwGPkbpplHFQX5nLTcyFSN6CoC66RYto-h02x3DcuSBSNMeGFSZH_IyP-2K7SxZLRerdJbcE5lIQQi-7s7Qoirs3fkeaQ70fAtjH6Hs5WfHtIhmA3P4WLGNnqhNuOEJ7sCgbf5dP-aEV_oDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409Sp3C9NCD0wkDEZniPdviVuxaabLp_r3VGgh58D5eHk3W2alXVz-gYKhILQTUPIDZuzpqPeIVqqCdb9BnU1DsGEyJX5g69zrBqFtg7WwGPkbpplHFQX5nLTcyFSN6CoC66RYto-h02x3DcuSBSNMeGFSZH_IyP-2K7SxZLRerdJbcE5lIQQi-7s7Qoirs3fkeaQ70fAtjH6Hs5WfHtIhmA3P4WLGNnqhNuOEJ7sCgbf5dP-aEV_oDAQAAWKE
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El porcentaje máximo de miembros electos en el ámbito local solo 
resulta determinante en la constitución de la mesa de contratación

No existen reglas específicas relativos al quórum siendo posible, 
aunque no conveniente, que ese porcentaje se supere en función de 
asistencia a la sesión

La validez de las actuaciones de las mesas de contratación en el ám-
bito local en función del quórum necesario para el desarrollo de las 
sesiones queda condicionada sólo a la asistencia efectiva de la mayo-
ría absoluta de los miembros, de las personas que ejercen la presi-
dencia y la secretaría y de las dos vocalías que ejercen las funciones 
de asesoramiento jurídico y de control económico, de manera que el 
número de miembros electos asistentes a las sesiones de las me-
sas que se hayan constituido correctamente, de conformidad con el 
apartado 7 de la Disposición adicional segunda de la Ley 9/2017, de 8 
de noviembre, de Contratos del Sector Público –y, específicamente, 
el porcentaje que suponen estos miembros respecto del total–, no 
determina la conformidad jurídica de la actuación de estos órganos 
de asistencia técnica. En todo caso, los órganos de contratación tienen 
que tomar las medidas necesarias para evitar que en la actuación de 
las mesas de contratación de ámbito local se vulnere la limitación de 
participación de los miembros electos, posibilitando el otorgamiento 
de más influencia a estos miembros en las decisiones del órgano.

 �INFORME 6/2020 DE LA JUNTA CONSULTIVA 
DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
GENERALITAT DE CATALUNYA

¿EL NÚMERO MÁXIMO 
DE UN TERCIO DE 

REPRESENTANTES 
POLÍTICOS HA DE 

COMPROBARSE EN 
CADA SESIÓN DE LA 

MESA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpQZ_DzlYrVAQkSret-22DcZEsttq395oXFh2YD5mh0br7PhQV9-jYChJzQRU3IPZuypqPeAVyqCdr9GnY1DsGEyBX5g69zrBoFtg7WwKPkbpulb5IfnOKlnKtRjQUwDUTbdoGUWn2-4YliMPRJr2wKCK7JAV2WmXbydyPl9sJrKRiUwEIfiqO0OLKreN8w-kKdDzLYy9h66Xnx3DIpr2zOFhyTZ6ojLhhh-4A4O2_lf9APygctYCAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpQZ_DzlYrVAQkSret-22DcZEsttq395oXFh2YD5mh0br7PhQV9-jYChJzQRU3IPZuypqPeAVyqCdr9GnY1DsGEyBX5g69zrBoFtg7WwKPkbpulb5IfnOKlnKtRjQUwDUTbdoGUWn2-4YliMPRJr2wKCK7JAV2WmXbydyPl9sJrKRiUwEIfiqO0OLKreN8w-kKdDzLYy9h66Xnx3DIpr2zOFhyTZ6ojLhhh-4A4O2_lf9APygctYCAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpQZ_DzlYrVAQkSret-22DcZEsttq395oXFh2YD5mh0br7PhQV9-jYChJzQRU3IPZuypqPeAVyqCdr9GnY1DsGEyBX5g69zrBoFtg7WwKPkbpulb5IfnOKlnKtRjQUwDUTbdoGUWn2-4YliMPRJr2wKCK7JAV2WmXbydyPl9sJrKRiUwEIfiqO0OLKreN8w-kKdDzLYy9h66Xnx3DIpr2zOFhyTZ6ojLhhh-4A4O2_lf9APygctYCAQAAWKE
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Quien haya participado en la redacción de los pliegos no puede for-
mar parte de la mesa de contratación ni como miembro ni como ase-
sor externo, pero sí puede realizar informes de valoración

Tan solo se encuentra excepcionada de esta restricción la Adminis-
tración local

1.Conforme al artículo 326 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público el acto de redactar efectivamente o de 
participar en el proceso de redacción de la documentación técnica del 
contrato es el que genera la prohibición de formar parte de la mesa 
de contratación. 

2. La norma veda el acceso como miembro de la mesa al redactor 
de la documentación técnica del contrato y predica de los eventuales 
asesores una condición de independencia que no puede reconocerse 
en aquél. 

3. La independencia que se ha de predicar de los asesores o expertos 
que presten asistencia a la mesa de contratación alude a una condi-
ción de ajenidad con respecto al órgano de contratación y, por tanto, 
no cabría calificar de independiente a quien formase parte de su es-
tructura organizativa o se encontrarse bajo su dependencia orgánica 
o funcional. 

4. Los informes de valoración de las proposiciones podrán ser emi-
tidos por las personas que hayan participado en la redacción de la 
documentación técnica del contrato.

 �INFORME 3/2018 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO

¿PUEDE FORMAR 
PARTE DE LA MESA 

DE CONTRATACIÓN EL 
TÉCNICO REDACTOR 

DEL PLIEGO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DDUDL3vIUhAiwqT7qJMubbuxM1r--7a2gWEevI83jxZjzfKQjZtQMLQkYwEdT6APtgtazdhA67V1Pbp88Yotg67xC9NoXyeY1QCsrMnBhSjV97Iqo--k23STiRkdeUBe1YCGUYxqGI9-OfBApOgADLIuyqIuTvtqt0rSOFoltySKM0EIrhvPMKCszM26B9Ia6PkW2tx91cvPDlkBzSdm_69lEzzRaX_9C9yDRtP_m34ATa15BgEBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DDUDL3vIUhAiwqT7qJMubbuxM1r--7a2gWEevI83jxZjzfKQjZtQMLQkYwEdT6APtgtazdhA67V1Pbp88Yotg67xC9NoXyeY1QCsrMnBhSjV97Iqo--k23STiRkdeUBe1YCGUYxqGI9-OfBApOgADLIuyqIuTvtqt0rSOFoltySKM0EIrhvPMKCszM26B9Ia6PkW2tx91cvPDlkBzSdm_69lEzzRaX_9C9yDRtP_m34ATa15BgEBAAA=WKE
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La excepción es exclusivamente aplicable a las administraciones lo-
cales no al conjunto del sector público local. En el resto del sector 
público local los redactores de los pliegos o proyectos no pueden 
formar parte de la mesa de contratación

A pesar de no estar obligados a constituir mesa de contratación si un 
PANAP decide preverla debe someterse al conjunto de normas que 
regulan la actuación de dicho órgano

Es cierto que la LCSP no obliga a los poderes adjudicadores no admi-
nistraciones públicas a constituir una mesa de contratación en sus 
procedimientos de licitación, pero si esta se constituye son de aplica-
ción las normas que la rigen.

[…]

En este caso, consta que la persona que redactó el pliego de prescrip-
ciones técnicas participó como miembro de la mesa de contratación 
y realizó el informe técnico de valoración. Como hemos visto, no era 
posible que coincidieran en la misma persona la condición de redactor 
del pliego citado y la de ser miembro de la mesa. La escasez de per-
sonal de la sociedad que convoca la licitación no es causa suficiente 
para justificar el incumplimiento de la prohibición. Tampoco resulta 
aplicable a esta sociedad la excepción contemplada para las Corpora-
ciones locales, pues como tal excepción solo se aplica a los supues-
tos expresamente contemplados, sin que quepa una interpretación 
extensiva. Igualmente, no puede invocarse que esta circunstancia era 
conocida antes de iniciarse el plazo de presentación de ofertas, por-
que si bien aparece la identificación de la autora en el pliego, en la 
composición de la mesa recogida en el pliego, se hace referencia al 
departamento y entidad al que pertenece el vocal, pero no se designa 
nominativamente. El hecho de que la prohibición afecte a uno de los 
miembros de la mesa, siendo el acuerdo adoptado por unanimidad, 
de forma que el voto no fue decisivo, entendemos que no es aplica-
ble aquí la doctrina jurisprudencial elaborada con base en el actual 
artículo 23.4 de la Ley 40/2015, pues en ese caso, la prohibición del 
artículo 326 de la LCSP quedaría prácticamente vacía de contenido, 
pues sólo se aplicaría en el caso de que la mesa tomara su decisión 
por mayoría de un voto

 �RESOLUCIÓN 969/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES APLICABLE LA 
EXCEPCIÓN DE LA 
ADMINISTRACIÓN 

LOCAL EN CUANTO 
A LA COMPOSICIÓN 
DE LAS MESAS AL 
CONJUNTO DE SU 

SECTOR PÚBLICO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKpMqpbm4AN_ByoKFTa5L7ABVGK3tqHh7euUHnpY7Wjm02i-FjSbxJvjdSaqoknyw8JY_1jS0_PpcLwc2TGgss7jpowKGqVveZkLWUcyP1c0yUovC5pmtM6SphaVoEl19xLZREUmKLGb0mq7cmkWJA5aywMCnVtgTnW362lFCa3X2vRo4o0z4rSDucY7bEf9XcI6DeAmrWIwe9XU9_y1YYyFLHwJgyeyorEe4OdpQOWQjNMwFv7czlsE043vMCDP1UWbK9oHsJ83MqsPv0T8xv_ReHHO17VO7RnpZv9TcJjAjKr_G_IDcUILl0ABAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKpMqpbm4AN_ByoKFTa5L7ABVGK3tqHh7euUHnpY7Wjm02i-FjSbxJvjdSaqoknyw8JY_1jS0_PpcLwc2TGgss7jpowKGqVveZkLWUcyP1c0yUovC5pmtM6SphaVoEl19xLZREUmKLGb0mq7cmkWJA5aywMCnVtgTnW362lFCa3X2vRo4o0z4rSDucY7bEf9XcI6DeAmrWIwe9XU9_y1YYyFLHwJgyeyorEe4OdpQOWQjNMwFv7czlsE043vMCDP1UWbK9oHsJ83MqsPv0T8xv_ReHHO17VO7RnpZv9TcJjAjKr_G_IDcUILl0ABAAA=WKE
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Las actas de la mesa de contratación han de ser aprobadas y publi-
cadas

El acta de cada sesión puede aprobarse en la misma reunión o en la 
inmediata siguiente de conformidad con el artículo 18.2 LCSP

Las actas de las mesas de contratación deben ser objeto de apro-
bación en la forma prevenida en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público. 

El artículo 63.3 e) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público exige que en el perfil de contratante se publique 
obligatoriamente la información relativa a los contratos y, dentro de 
ella, todas las actas de la mesa de contratación relativas al procedi-
miento de adjudicación en el caso de actuar en él.

 �INFORME 34/2019 DE LA JUNTA CONSULTIVA 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO

¿DEBEN APROBARSE 
LAS ACTAS DE 

LA MESA DE 
CONTRATACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409SjcE3aEHpxsMRGSK92yLW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqts_NDXfyIgqEhlQhoeQSzd23UesILNEE736HP56DYMZgavzAN7nWESffA2tkcfIzSXaeqUn5nI7NMigk9BUBddY-WUQy6Hw5hOfJApGkPDKouyqIujrtqu0hXq7VMFuktlUkmCMG3wwl6VJW9Of9AWgI938LYeyh7_tkxLaL5yBw-NmyjJ1oTbniCOzBou3_XD0wERrgDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409SjcE3aEHpxsMRGSK92yLW7G20mTT_XurNRDy4H28PJqts_NDXfyIgqEhlQhoeQSzd23UesILNEE736HP56DYMZgavzAN7nWESffA2tkcfIzSXaeqUn5nI7NMigk9BUBddY-WUQy6Hw5hOfJApGkPDKouyqIujrtqu0hXq7VMFuktlUkmCMG3wwl6VJW9Of9AWgI938LYeyh7_tkxLaL5yBw-NmyjJ1oTbniCOzBou3_XD0wERrgDAQAAWKE
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904 
PLAZO DE PRESENTACIÓN DE OFERTAS

No existe regulación ni sobre el plazo de presentación de ofertas ni 
sobre la apertura de proposiciones en el procedimiento negociado 
sin publicidad

El órgano de contratación habrá de determinar el plazo de presenta-
ción de ofertas en función de la complejidad del objeto contractual

Por lo tanto, dado que la LCSP no especifica el plazo a aplicar en cada 
supuesto del procedimiento negociado sin publicidad del artículo 168, 
sino que se limita a remitir de manera genérica a diversos artículos 
del procedimiento restringido si resultan de aplicación en función del 
número de participantes, el órgano de contratación habrá de deter-
minar el plazo de presentación de ofertas que resulte más apropiado 
para el supuesto concreto en función de la mayor o menor compleji-
dad que suponga la preparación de la oferta, pudiendo aplicar el plazo 
el plazo de diez días dispuesto en el artículo 164.2 de la LCSP para 
la presentación de proposiciones en el procedimiento restringido en 
contratos no sujetos a regulación armonizada, contados desde el día 
siguiente al del envío de la invitación, con independencia de que el 
contrato se encuentre o no sujeto a regulación armonizada, dado que 
se trata de supuestos exentos de publicidad.

De conformidad con lo establecido en el artículo 163 de la LCSP, por 
remisión de los artículos 170 y 169 por este orden, las invitaciones 
indicarán, entre otras cuestiones, en lo que resulte de aplicación se-
gún el número de participantes, la fecha límite para la recepción de 
ofertas y el lugar, día y hora de la apertura de proposiciones. No obs-
tante, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 170.1, al tratarse de 
un procedimiento negociado sin publicidad, y como se indica en el 
Informe 21/97, de 14 de julio de 1997, de la Junta Consultiva de Con-
tratación Pública del Estado, sobre actuación de la Mesa de contrata-
ción y características y aplicación del procedimiento negociado: “no 
constituyendo las ofertas en el procedimiento negociado verdaderas 
proposiciones carece de sentido hablar de apertura de ofertas en acto 
único y simultáneo para todas las recibidas, ya que nada impide que 
las ofertas se vayan examinando a medida que se presenten y sobre 
la base de este examen se inicie la negociación esencia del procedi-
miento negociado”.

[…]

¿CUÁL ES EL PLAZO 
DE PRESENTACIÓN 
DE OFERTAS EN EL 

PROCEDIMIENTO 
NEGOCIADO SIN 

PUBLICIDAD?
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Por tanto, en el supuesto objeto de consulta, la apertura de la oferta 
podría efectuarse una vez recibida, antes de que finalice el plazo de 
presentación. Sin embargo, el sistema de licitación electrónica de la 
Comunidad de Madrid no permite actualmente efectuar la apertura 
de ofertas antes de que finalice su plazo de presentación. Si bien pa-
ra el procedimiento negociado sin publicidad podría proponerse una 
adaptación del sistema informático corporativo, pudiera suceder que 
el licitador, una vez presentada su oferta y dentro del plazo de pre-
sentación, quisiera aportar alguna documentación complementaria 
que, sin suponer una nueva oferta, completase la presentada. Asimis-
mo, es probable que el licitador no espere recibir notificaciones sobre 
el proceso de licitación antes de que finalice el plazo de presentación 
de ofertas que le fue comunicado inicialmente, lo que podría suponer-
le algún perjuicio, así como una incertidumbre respecto al momento 
en que se producirán los siguientes trámites del procedimiento. Para 
evitar estos inconvenientes sería conveniente notificar al licitador que 
se da por finalizado el plazo de presentación de proposiciones antes 
de lo previsto y se continúa con la tramitación del procedimiento.

 �INFORME 1/2019 JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
COMUNIDAD DE MADRID

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017jDJJOuwhS0GICJPuo066tO3Gzmj571vbBoZ58D7ePJqMNdNTVm5AwVCTXAtoeAB9tE3QasQKaq-ta9Glk1dsGXSJM0y9fZ9hVB2wsiYFF6JU28oiX82zTeIoESM68oC8qQ4No-hV15_8cuCBSNERGGSZ5VmZnQ_FfhHFyWYR3aPVeicIwTX9BTqUhblb90RaAr0-QpuHr3r92SEroOnA7P_VbIInGu2vf4EH0Gjaf9MvB_sktgEBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017jDJJOuwhS0GICJPuo066tO3Gzmj571vbBoZ58D7ePJqMNdNTVm5AwVCTXAtoeAB9tE3QasQKaq-ta9Glk1dsGXSJM0y9fZ9hVB2wsiYFF6JU28oiX82zTeIoESM68oC8qQ4No-hV15_8cuCBSNERGGSZ5VmZnQ_FfhHFyWYR3aPVeicIwTX9BTqUhblb90RaAr0-QpuHr3r92SEroOnA7P_VbIInGu2vf4EH0Gjaf9MvB_sktgEBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017jDJJOuwhS0GICJPuo066tO3Gzmj571vbBoZ58D7ePJqMNdNTVm5AwVCTXAtoeAB9tE3QasQKaq-ta9Glk1dsGXSJM0y9fZ9hVB2wsiYFF6JU28oiX82zTeIoESM68oC8qQ4No-hV15_8cuCBSNERGGSZ5VmZnQ_FfhHFyWYR3aPVeicIwTX9BTqUhblb90RaAr0-QpuHr3r92SEroOnA7P_VbIInGu2vf4EH0Gjaf9MvB_sktgEBAAA=WKE
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Ante cualquier incongruencia o duda en relación con el contenido del 
DEUC procede dar plazo de subsanación

La exclusión inmediata por un error en la cumplimentación en el 
DEUC es contraria al principio de concurrencia

A lo cual hay que añadir que, en todo caso, ante cualquier duda a es-
te respecto lo procedente era otorgar trámite de subsanación, como 
pretende el recurrente. En efecto, es pacífico que se puede subsanar 
tanto el DEUC (art. 81.2 RGLCAP, 27.1 del RD 817/2009, de Desarrollo 
Parcial de la Ley 30/2007, de Contratos del Sector Público, o la Reco-
mendación de la JCCA de 26 de noviembre de 2013 citada por el recu-
rrente), como el trámite del artículo 150.2 de la LCSP, de acuerdo con 
varias resoluciones de este Tribunal como las 439/2018, 582/2018 o 
747/2018, alegadas por el recurrente. Por tanto, si el órgano de con-
tratación consideraba que no se acreditaba suficientemente la sol-
vencia, debió conceder dicho trámite, sin que a ello quepa oponer el 
principio de inmodificabilidad de la oferta porque, en sentido estricto, 
el DEUC no es propiamente parte de la oferta, sino un medio de sim-
plificar la tramitación, aunque sí forma parte de la proposición ya que 
sólo tendrá que acreditar la solvencia (y demás requisitos de aptitud) 
el licitador propuesto como adjudicatario.

 �RESOLUCIÓN 1211/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES POSIBLE 
DAR TRÁMITE DE 

SUBSANACIÓN EN 
RELACIÓN CON EL 

DEUC?

905 
SUBSANACIÓN DEUC

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405Ptooag85vGoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG188LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKRSATX3YNaujloPeIYqaOcb9PkYFDsGU-IHps49DzDoFlg7m4OPUbpp1O4vSZL5NM3SbCYG9BQAddEtWkbR6bbbh-PIA5GmNTCostgUZXFYbX8nciblPFtMJ_Iqk3QpCMHX3RFaVFt7df6O9AP0eAljb2Hu6d-OeRHNe-bQWbGNnqhN-KEGV2DQNt-1b2O0segFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405Ptooag85vGoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG188LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKRSATX3YNaujloPeIYqaOcb9PkYFDsGU-IHps49DzDoFlg7m4OPUbpp1O4vSZL5NM3SbCYG9BQAddEtWkbR6bbbh-PIA5GmNTCostgUZXFYbX8nciblPFtMJ_Iqk3QpCMHX3RFaVFt7df6O9AP0eAljb2Hu6d-OeRHNe-bQWbGNnqhN-KEGV2DQNt-1b2O0segFAQAAWKE
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La documentación técnica no valorable ha de introducirse en el sobre 
más adecuado conforme al procedimiento de contratación utilizado

El órgano de contratación deberá indicar en el pliego toda la docu-
mentación que habrá de incluir el licitador en cada uno de los sobres

Si se trata de documentación técnica relativa a los requisitos de sol-
vencia técnica, como pueden ser, en el supuesto de contratos de 
suministro, muestras, descripciones o fotografías de los productos 
a suministrar o certificados expedidos por los institutos o servicios 
oficiales encargados del control de calidad, que acrediten la conformi-
dad de productos mediante referencias a especificaciones o normas 
técnicas, u otros criterios, el licitador habrá de indicar en el DEUC, en 
el apartado relativo a los criterios de selección, si cumple o no con 
todos los criterios de selección requeridos y, en su caso, si así lo exige 
el órgano de contratación, los datos concretos relativos a la solvencia 
económica y financiera y capacidad técnica y profesional del licitador. 
Por tanto, en el supuesto de que la documentación técnica se exija 
como requisito de solvencia técnica, será suficiente para acreditar su 
cumplimiento la presentación del DEUC, debiendo únicamente exigir 
su acreditación documental al propuesto como adjudicatario, confor-
me a lo dispuesto en el artículo 150.2 de la LCSP.

Si la documentación técnica exigida se refiere a los criterios de adjudi-
cación, deberá incluirse en el sobre correspondiente, en función de si 
se trata de criterios cuya cuantificación dependa de un juicio de valor 
o bien si se trata de criterios evaluables de forma automática por 
aplicación de fórmulas.

La documentación técnica que, sin ser requerida como criterio de sol-
vencia técnica o como criterio de adjudicación, el órgano de contrata-
ción considere que ha de acreditar el licitador para poder continuar en 
el procedimiento, habrá de introducirse en el sobre que resulte más 
adecuado, en función del procedimiento y forma de adjudicación del 
contrato.

En el supuesto de que se hayan establecido criterios de adjudicación 
cuya cuantificación dependa de un juicio de valor, dicha documenta-
ción deberá incluirse, en el procedimiento abierto, en el sobre corres-
pondiente a la documentación técnica relativa a estos criterios, con 

¿EN QUÉ SOBRE 
HA DE INCLUIR 

EL LICITADOR LA 
DOCUMENTACIÓN 

TÉCNICA NO 
VALORABLE?

906 
 DOCUMENTACIÓN TÉCNICA NO VALORABLE
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independencia de que no vaya a ser valorada, puesto que, si el licitador 
no cumple con lo establecido en los pliegos al respecto, será excluido 
del procedimiento y el sobre relativo a la proposición económica no 
será abierto. No procede introducirla en el sobre de documentación ad-
ministrativa en este procedimiento, dado que se trata de documenta-
ción técnica y se solicitan sobres específicos con dicha documentación.

Si, por el contrario, únicamente se tienen en cuenta para la adjudi-
cación criterios evaluables de forma automática por aplicación de 
fórmulas o bien un único criterio, la citada documentación técnica ha-
brá de incluirse en el sobre de proposición económica y, en su caso, 
documentación relativa a los criterios de adjudicación evaluables de 
forma automática por aplicación de fórmulas, dado que es el único 
sobre con documentación técnica exigido.

En el procedimiento simplificado, cuando se hayan establecido crite-
rios de adjudicación cuya cuantificación dependa de un juicio de valor, 
la citada documentación técnica habrá de introducirse en el sobre re-
lativo a la documentación administrativa y técnica relativa a los crite-
rios de adjudicación cuya cuantificación dependa de un juicio de valor, 
aunque no constituya documentación administrativa pues, en este su-
puesto, la documentación administrativa y técnica relativa a los men-
cionados criterios se introducen en el mismo sobre. En el supuesto 
de contratos con criterio único o en el supuesto del procedimiento 
simplificado abreviado, se incluirá en el único sobre a presentar.

Por último, en el procedimiento negociado, la citada documentación 
habrá de introducirse en el sobre de oferta económica y documenta-
ción técnica.

 �INFORME 1/2020 JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
COMUNIDAD DE MADRID

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405Ptooag85vGoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG188LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKRSATX3YNaujloPeIYqaOcb9PkYFDsGU-IHps49DzDoFlg7m4OPUbpp1O4vSZL5NM3SbCYG9BQAddEtWkbR6bbbh-PIA5GmNTCostgUZXFYbX8nciblPFtMJ_Iqk3QpCMHX3RFaVFt7df6O9AP0eAljb2Hu6d-OeRHNe-bQWbGNnqhN-KEGV2DQNt-1b2O0segFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405Ptooag85vGoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG188LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKRSATX3YNaujloPeIYqaOcb9PkYFDsGU-IHps49DzDoFlg7m4OPUbpp1O4vSZL5NM3SbCYG9BQAddEtWkbR6bbbh-PIA5GmNTCostgUZXFYbX8nciblPFtMJ_Iqk3QpCMHX3RFaVFt7df6O9AP0eAljb2Hu6d-OeRHNe-bQWbGNnqhN-KEGV2DQNt-1b2O0segFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405Ptooag85vGoFRUSqz_u2XdtgTCS7rfbfG188LDswHzNDo3V2vKuz71EwVKRSATX3YNaujloPeIYqaOcb9PkYFDsGU-IHps49DzDoFlg7m4OPUbpp1O4vSZL5NM3SbCYG9BQAddEtWkbR6bbbh-PIA5GmNTCostgUZXFYbX8nciblPFtMJ_Iqk3QpCMHX3RFaVFt7df6O9AP0eAljb2Hu6d-OeRHNe-bQWbGNnqhN-KEGV2DQNt-1b2O0segFAQAAWKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

El incumplimiento de las muestras de las condiciones técnicas exigi-
das resulta insubsanable

Conceder plazo de subsanación implicaría una ruptura del principio 
de igualdad

Señala que el artículo 68 de la LPAC habilita un procedimiento para la 
subsanación de solicitudes presentadas por el administrado cuando 
no cumpliesen los requisitos exigidos en la legislación específica apli-
cable precisamente para supuestos en los cuales, por cualquier cir-
cunstancia, se haya incurrido en un defecto que pueda ser subsanado 
por el administrado. De esta manera, si la administración detecta un 
error consistente en la falta de acreditación de determinada cuestión 
deberá siempre ponerlo en conocimiento del administrado para que 
este tenga la oportunidad de subsanarlo. Este hecho es palmario que 
nunca ocurrió, puesto que la Administración a pesar de haber detec-
tado el error nunca concretó que debía ser subsanado.

[…]

Es decir, resultaría posible solicitar aclaraciones, que en ningún caso 
comporten alteración de la oferta, pero no la adición de otros ele-
mentos porque ello podría dar la opción al licitador de modificar su 
proposición, y éste sería el caso que tratamos, pues Bold pretende 
que se le permita subsanar su error presentando otra muestra, lo 
que modificaría su propuesta, añadiría un elemento esencial y por 
consiguiente entraría en flagrante contradicción con el principio de 
igualdad de todos los licitadores, básico de toda licitación contractual 
pública.

 �RESOLUCIÓN 247/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID 

¿ES POSIBLE 
REQUERIR AL 

LICITADOR POR 
INCUMPLIMIENTO 

TÉCNICO DE 
LA MUESTRA 

PRESENTADA?

907 
MUESTRAS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-IFUObZX24IPBObgiTsRP7hvYACqxW9uk4e1rQqX0sNoZzber-R7RTiXePMu3xT6rUrkaKW2eVRS_bFbxOabxOipzmVSKZxEXO6lkUea8lMd9JLZRulez44-7w11AksmUz0TGA7SrlBRczH7HRS5FVFRJwdXjjrhJGz1dWGlHJB5Ojq0J1H6EQZh60f0VSzgFbWyDNpkYJd54GHKcYdeZHwXXvgXfG52AXV71TcM-Kkrphr6_vtE1uaJ1AWDHvkXtkXR922Vh_MI7BFt3B2iRSX029oLuCdzXjQz6MzQp7vF_NBm9D-9OXi8ZqYewBXhMYUDd_BX5BXGlEu1qAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-IFUObZX24IPBObgiTsRP7hvYACqxW9uk4e1rQqX0sNoZzber-R7RTiXePMu3xT6rUrkaKW2eVRS_bFbxOabxOipzmVSKZxEXO6lkUea8lMd9JLZRulez44-7w11AksmUz0TGA7SrlBRczH7HRS5FVFRJwdXjjrhJGz1dWGlHJB5Ojq0J1H6EQZh60f0VSzgFbWyDNpkYJd54GHKcYdeZHwXXvgXfG52AXV71TcM-Kkrphr6_vtE1uaJ1AWDHvkXtkXR922Vh_MI7BFt3B2iRSX029oLuCdzXjQz6MzQp7vF_NBm9D-9OXi8ZqYewBXhMYUDd_BX5BXGlEu1qAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-IFUObZX24IPBObgiTsRP7hvYACqxW9uk4e1rQqX0sNoZzber-R7RTiXePMu3xT6rUrkaKW2eVRS_bFbxOabxOipzmVSKZxEXO6lkUea8lMd9JLZRulez44-7w11AksmUz0TGA7SrlBRczH7HRS5FVFRJwdXjjrhJGz1dWGlHJB5Ojq0J1H6EQZh60f0VSzgFbWyDNpkYJd54GHKcYdeZHwXXvgXfG52AXV71TcM-Kkrphr6_vtE1uaJ1AWDHvkXtkXR922Vh_MI7BFt3B2iRSX029oLuCdzXjQz6MzQp7vF_NBm9D-9OXi8ZqYewBXhMYUDd_BX5BXGlEu1qAQAAWKE
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908 
ACTO PÚBLICO DE APERTURA DE OFERTAS

La apertura en acto público de las ofertas electrónicas es una posi-
bilidad para el órgano de contratación, no tiene carácter obligatorio

Si a pesar de estar previsto en el pliego la apertura pública esta no 
tiene lugar no se invalida el procedimiento de contratación, la garan-
tía de la integridad de las ofertas la aporta el sistema informático

La regla del secreto de las proposiciones establecida en la legislación 
de contratos públicos no es un objetivo en sí mismo sino que preten-
de, de un lado, evitar posibles manipulaciones de las ofertas entre su 
presentación por el licitador y la apertura en acto público con el fin de 
garantizar la objetividad y seguridad del sistema de contratación y, de 
otro lado, evitar que el conocimiento anticipado antes de la finaliza-
ción del plazo de presentación de ofertas pueda suponer una ventaja 
competitiva para quienes la presentan dentro de plazo pero con co-
nocimiento de las ya presentadas. Además, cuando el procedimiento 
contiene criterios de adjudicación sujetos a juicio de valor, el secreto y 
el orden de apertura tienden a garantizar la objetividad en la valora-
ción de estos criterios con carácter previo a los sujetos a una fórmula, 
de manera que el conocimiento de la puntuación obtenida en éstos no 
pueda influir en la valoración de los criterios subjetivos.

[…]

Aunque el acto público no sea obligatorio y la tramitación electrónica 
garantice el secreto y la integridad de las proposiciones, el sistema de 
licitación electrónica de la Comunidad de Madrid (sistema Licit@) se 
ha diseñado con un método de desencriptado y apertura pública de 
las ofertas para dar más confianza a los licitadores y transparencia 
al procedimiento, y así se ha recogido en el correspondiente pliego 
de cláusulas administrativas particulares. La mera apertura en acto 
público no aporta más seguridad sobre la integridad y secreto de las 
proposiciones. La no manipulación de los sobres, que ahora son archi-
vos electrónicos, queda garantizada por el sistema informático que 
se utiliza para la tramitación del procedimiento, ya que el acceso al 
contenido de las proposiciones únicamente puede producirse por la 
acción simultánea de las personas autorizadas y en las fechas esta-
blecidas para ello, además de contar con un sistema de trazabilidad 
que permite detectar las violaciones de la prohibición de acceso, en 
su caso.

¿QUÉ OCURRE SI EN 
UN PROCEDIMIENTO 

CON LICITACIÓN 
ELECTRÓNICA SE 
HA PREVISTO LA 

APERTURA PÚBLICA 
DE LAS OFERTAS Y 
POR ERROR NO SE 
LLEVA A EFECTO?
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

[…]

El conocimiento por alguno de los miembros de la mesa de contrata-
ción de las ofertas, o la posibilidad de acceso por otros usuarios del 
sistema informático con anterioridad al acto público, previsto con in-
tención de dotar de transparencia la actuación de la mesa de contra-
tación, pero no obligatorio, tampoco implica alteración del orden de 
apertura de los sobres, pues no hay criterios sujetos a juicio de valor, 
ni existe la posibilidad de modificar la puntuación de cada una de las 
ofertas, ya que la valoración está sujeta a fórmulas y es objetiva.

 �INFORME 2/2019, DE 25 DE ABRIL, DE LA JUNTA 
CONSULTIVA DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 
DE LA COMUNIDAD DE MADRID

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAMtMSbH1dDMAATMLY0tjtbLUouLM_DzbsMz01LySVABKKFKCIAAAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAMtMSbH1dDMAATMLY0tjtbLUouLM_DzbsMz01LySVABKKFKCIAAAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAMtMSbH1dDMAATMLY0tjtbLUouLM_DzbsMz01LySVABKKFKCIAAAAA==WKE
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909 
CONTAMINACIÓN EN LOS SOBRES

La exclusión, con carácter general, no ha de operar en principio de 
forma automática: debe atenderse a las circunstancias existentes en 
cada caso valorando si se ha comprometido la objetividad en el pro-
ceso de valoración de las ofertas

Los criterios de los tribunales han oscilado entre una aplicación ri-
gurosa que conlleva la exclusión y una interpretación antiformalista 
de la norma

1- �INTRODUCCIÓN DE PARTE DE LA OFERTA OBJETIVA EN EL SOBRE 
DE DOCUMENTACIÓN ADMINISTRATIVO: SE ADMITE PORQUE TODOS 
LOS CRITERIOS DE ADJUDICACIÓN SON OBJETIVOS Y NO CONDICIO-
NA LA VALORACIÓN

Esto no obstante la exclusión del licitador por la inclusión indebida de 
documentación en sobre distinto no es un criterio absoluto, toda vez 
que no cualquier vicio procedimental genera la nulidad del acto de ad-
judicación, “siendo preciso que se hubiera producido una indefensión 
real y no meramente formal” (Resolución 233/2011). En efecto, los tri-
bunales han declarado la falta de automaticidad del efecto excluyen-
te como consecuencia del cumplimiento defectuoso de los requisitos 
formales de presentación de las ofertas.

[…]

Como concluye la Resolución nº 784/2018, sólo en aquellos casos en 
los que sea patente que los datos revelados no tienen influencia en el 
secreto debido de las proposiciones y la objetividad de los órganos de 
contratación, no afectando a la igualdad entre licitadores, será proce-
dente admitir las proposiciones; de ahí la casuística existente en este 
tipo de supuestos.

[…]

Analizadas las circunstancias concurrentes en el presente caso, en-
tendemos que no se ha comprometido en ningún caso la objetivi-
dad del órgano de contratación en la evaluación de los criterios de 
adjudicación, cuya aplicación es absolutamente automática, por lo 
que el conocimiento previo de las mejoras ofertadas por la licitadora 
ahora recurrente puede ser calificado como “intrascendente” a estos 
efectos.]

¿LA INTRODUCCIÓN 
DE DATOS DE LA 

OFERTA RELATIVO 
A LOS CRITERIOS 

OBJETIVOS EN OTRO 
SOBRE DETERMINA 
LA EXCLUSIÓN DEL 

PROCEDIMIENTO?
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

 �RESOLUCIÓN 574/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

2- �INTRODUCCIÓN DE PARTE DE LA OFERTA OBJETIVA EN EL SOBRE 
DE DOCUMENTACIÓN ADMINISTRATIVO: SE EXCLUYE PORQUE LA 
DOCUMENTACIÓN ADMINISTRATIVA NO SE ABRE EN ACTO PÚBLICO

Es indudable, por tanto, que se ha quebrantado el secreto de la oferta 
económica, de forma que no se ha abierto en acto público, sino en 
un acto celebrado a puerta cerrada por los miembros de la mesa de 
contratación, de calificación de la documentación de requisitos pre-
vios, incumpliendo con ello lo exigido en el PCAP, en la LCSP y en 
el RGLCAP. Por ello, y teniendo en cuenta que no se podía abrir el 
sobre nº 2 para calificar el resto de la documentación aportada, solo 
procedía la exclusión determinada por el PCAP para tales casos de 
incumplimiento de lo exigido, de acuerdo con la cláusula 10 del PCAP. 
La consecuencia anterior deriva del incumplimiento de los pliegos, 
que son ley del contrato, y de la ruptura del secreto de la proposición 
económica en un acto que no ha tenido carácter público, como exigen 
la LCSP y los pliegos, con quiebra de los principios de igualdad y no 
discriminación entre licitadores.

 �RESOLUCIÓN 652/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OT0-EMBTEP8320sR0ETAeeuDfAYNgoOz9AW-ByLbaFly-vVU8eHh5k5lfJvO5ot4F3i2vs6Yq2iQ_rYwNjyUNnvyTd_XY-ZmKOo_bMipolL7mZd6IOhL5paJJVjpZ0DSjdZa0dVM1NKl-vES0UZE1xOxSyf3GhV6RWOgMPxPo7QpLqvpDzxsK6JxWekAd75wRqywsNRoeEDOprxK2eQQ7KxmDPqrmYeAvLWMs9D0_CEOyoTYO4Jd5RGmRTPM4Fe7swRsE3U9vMCLP5VXpG5oHMB93ssh3t6T5jf-j8Wqtq-usPDLSL-6nYDGBBeXwN-Qbj_Q9yD8BAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OT0-EMBTEP8320sR0ETAeeuDfAYNgoOz9AW-ByLbaFly-vVU8eHh5k5lfJvO5ot4F3i2vs6Yq2iQ_rYwNjyUNnvyTd_XY-ZmKOo_bMipolL7mZd6IOhL5paJJVjpZ0DSjdZa0dVM1NKl-vES0UZE1xOxSyf3GhV6RWOgMPxPo7QpLqvpDzxsK6JxWekAd75wRqywsNRoeEDOprxK2eQQ7KxmDPqrmYeAvLWMs9D0_CEOyoTYO4Jd5RGmRTPM4Fe7swRsE3U9vMCLP5VXpG5oHMB93ssh3t6T5jf-j8Wqtq-usPDLSL-6nYDGBBeXwN-Qbj_Q9yD8BAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKoMSYl68IG_AxWFCkzuC2wAlditbWh4-zqlhx5WO5r5NJqvBfUm8G55ldZl3sTZYWGsPxY0ePYP_tVn3gsVVRY1RZjTMHnLiqwWVSiyS0njtHAyp0lKqzRuqrqsaVw-vFg0YZ7WxGxSye3GhV6QWGgN9wh0doE5UR33H3paUUDrfKV71NHGGbHKwlyhcYAZ1XcB6zSAnZSMQO9VU9_z14YxFpyO3vkckBW1cQC_TANKi2SchjF3Z3feIOhufIcBeSavSt_QPIH5vJNZfrgl9W_8H40Wa11da-WekW52PwGLMcwo-78hP0BI69w_AQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKoMSYl68IG_AxWFCkzuC2wAlditbWh4-zqlhx5WO5r5NJqvBfUm8G55ldZl3sTZYWGsPxY0ePYP_tVn3gsVVRY1RZjTMHnLiqwWVSiyS0njtHAyp0lKqzRuqrqsaVw-vFg0YZ7WxGxSye3GhV6QWGgN9wh0doE5UR33H3paUUDrfKV71NHGGbHKwlyhcYAZ1XcB6zSAnZSMQO9VU9_z14YxFpyO3vkckBW1cQC_TANKi2SchjF3Z3feIOhufIcBeSavSt_QPIH5vJNZfrgl9W_8H40Wa11da-WekW52PwGLMcwo-78hP0BI69w_AQAAWKE
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910 
ERRORES EN LA PRESENTACIÓN DE LAS OFERTAS

Los defectos formales sencillos, fácilmente subsanables, no son cau-
sa de exclusión

La mesa no tiene capacidad discrecional para determinar en qué su-
puestos procede la exclusión

El criterio expuesto toma en cuenta que una interpretación literal de 
las condiciones exigidas para tomar parte en los procedimientos ad-
ministrativos de contratación, que conduzca a la no admisión de pro-
posiciones por simples defectos formales, fácilmente subsanables, 
es contraria al principio de concurrencia, así como que la preclusión 
de aportaciones documentales tiene por objeto evitar sorpresas para 
los demás concursantes, o estratagemas poco limpias, pero no ex-
cluir a los participantes por defectos en la documentación de carác-
ter formal, no esencial, que, como hemos dicho, son subsanables sin 
dificultad. 

En todo caso, la Mesa de Contratación no dispone de facultades dis-
crecionales para decidir la exclusión de un concursante del proce-
dimiento de contratación, sino que, ante un defecto como el que se 
cuestiona, debió conceder tres días para su subsanación, como esta-
blece el Reglamento General de Contratación

 �RESOLUCIÓN 726/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PROCEDE LA 
EXCLUSIÓN SI LA 

OFERTA SE HA 
PRESENTADO SIN 

FIRMAR?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkR3SIg4-EEglKoRQgN43yZJYNXbl3QTy9xjcw2pHmqeZocl5N930OQwoGGrSSkDDA9itb5I2I56hjtqHFkMxRcWewVb4gqn39wOMpgM23hUQUpRpW_19kVJ-5vlSLqQYMVAE9I_p0DGK3nT9Ph4nHogMbYFBV-VXWZWHzW49y3KlPtRiNcuumVQrQQih6Y_Qod65qw83pDnQ30NY9xvnnt52yktoMTDHzppd8kRj4481uAGLrv1f-wRLryZ1BQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkR3SIg4-EEglKoRQgN43yZJYNXbl3QTy9xjcw2pHmqeZocl5N930OQwoGGrSSkDDA9itb5I2I56hjtqHFkMxRcWewVb4gqn39wOMpgM23hUQUpRpW_19kVJ-5vlSLqQYMVAE9I_p0DGK3nT9Ph4nHogMbYFBV-VXWZWHzW49y3KlPtRiNcuumVQrQQih6Y_Qod65qw83pDnQ30NY9xvnnt52yktoMTDHzppd8kRj4481uAGLrv1f-wRLryZ1BQEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Mientras no se produzca una alteración sustancial de la oferta se 
debe pedir aclaraciones

Las aclaraciones no deben suponer un trato de favor

En este punto hemos de traer a colación la doctrina del Tribunal Ad-
ministrativo Central de Recursos Contractuales (entre otras, Reso-
luciones 164/2015 y 64/2012) que, se remite a su vez, a la doctrina 
emanada por el Tribunal de Primera Instancia, que ha calificado como 
“contrario al principio de buena fe la exclusión de las ofertas sin ejer-
citar, el órgano de contratación, esa facultad de solicitar aclaraciones 
cuando la oferta no es completa y las permite o exige y siempre, claro 
está, dejando aparte aquellos supuestos en los que la subsanación de 
la oferta por el licitador puede suponer una alteración sustantiva de 
la misma o, en otras palabras, cuando la subsanación puede suponer 
falsear la oferta inicialmente presentada o, lisa y llanamente, sustituir 
una oferta original por otra nueva una vez que ya son conocidas el 
conjunto de las ofertas presentadas por los demás licitadores, colo-
cando así al que subsana en una clara posición de preferencia respec-
to de los demás concurrentes en el procedimiento. Quedan así claras 
las pautas de actuación en estos casos: los errores o deficiencias de 
las ofertas pueden y deben ser objeto de subsanación, sin que en nin-
gún caso, esa subsanación suponga en cuanto al fondo una modifica-
ción sustantiva de la oferta inicialmente presentada.”

[…]

Con mayor detalle, en nuestras Resoluciones nº 362/2016 y 1097/2015 
señalábamos que “entiende este Tribunal que siendo admisible solici-
tar aclaraciones respecto de las ofertas técnicas o económicas, “debe 
considerarse que ese ejercicio de solicitud de aclaraciones tiene como 
límite que la aclaración no puede suponer una modificación de los tér-
minos de la oferta, bien por variar su sentido inicial, bien por incorpo-
rar otros inicialmente no previstos” (Resoluciones 64/2012, 35/2014, 
ò 876/2014, entre otras). Lo decisivo es, pues, que la aclaración no 
propicie el otorgamiento de un trato de favor a un interesado en de-
trimento de los demás licitadores, en el sentido de que diera lugar a 
que aquél, después de conocer el contenido de las otras ofertas, pu-
diera alterar la proposición inicialmente formulada. Así se entiende el 
sentido del último inciso del artículo 84 RGLCAP, cuando admite que 
se puedan variar algunas palabras del modelo “cuando no alteren su 
sentido”.

 �RESOLUCIÓN 308/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

En efecto, se ha producido una alteración en la definición de la oferta, 
pero no es una alteración absoluta o determinante, pues prescindien-
do de esta parte de la oferta es decir de la “mejora técnica”, que es 
lo que ha hecho el órgano de contratación ante la imposibilidad de 
conocer la proposición de mejora técnica del adjudicatario ni antes ni 
después de la aclaración, se mantiene incólume la oferta económica 

¿PUEDE SOLICITARSE 
ACLARACIÓN A UNA 
OFERTA ECONÓMICA 

O TÉCNICA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-WKqcRG2Tgw9gOLiiUIHJfYENoBK7tQ0Nf1-39NDDakczT6P5nNGuCu-el2lVZLWQu5mx7pjTIzvtDtcD25-pKmVc51FGo-RV5rJSZaTkpaAizYPMaJLSMhV1WRUVFcWPJ1QdZWlF3KqNXm9c2RmJh8bxPYHWzzAlpt30uKCCJmhjO7TxyhnxxsNUouNPxA3mK4dl7MGPRsdgt6qx6_hLzRh7ZufHEzuQBa0LAL-MPWqPZBj7IQvnN94h2HZ4gx651Fdjb-gewH3cyaTfw5LqN_6PxrP3oa7xestIO4WfgEcBE-rub8g3A_6VvD8BAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-WKqcRG2Tgw9gOLiiUIHJfYENoBK7tQ0Nf1-39NDDakczT6P5nNGuCu-el2lVZLWQu5mx7pjTIzvtDtcD25-pKmVc51FGo-RV5rJSZaTkpaAizYPMaJLSMhV1WRUVFcWPJ1QdZWlF3KqNXm9c2RmJh8bxPYHWzzAlpt30uKCCJmhjO7TxyhnxxsNUouNPxA3mK4dl7MGPRsdgt6qx6_hLzRh7ZufHEzuQBa0LAL-MPWqPZBj7IQvnN94h2HZ4gx651Fdjb-gewH3cyaTfw5LqN_6PxrP3oa7xestIO4WfgEcBE-rub8g3A_6VvD8BAAA=WKE
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y técnica principal del adjudicatario y puede cumplirse la oferta sin in-
terferencia con lo exigido en el pliego. En otras palabras, la prestación 
licitada está definida en el PPT y PCAP en términos de mínimos exigi-
bles, de forma que la oferta que incremente esos mínimos la comple-
ta pero no la altera. Si no puede alterarse con la mejora la prestación 
principal, la alteración de la mejora no altera la prestación principal y 
por ende no puede determinar la exclusión del licitador.

 �RESOLUCIÓN 348/2018. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WIoMVBUXH_g7UFGowOS-wAZQiN3ahoa3r1N66GG1o5lPo_laUe8CH5bXWVMVbZKfVsaGoKTBS3jyrz7zwjMVdR63ZVTQKH3Py7wRdSTyS0WTrHSyoGlG6yxp66ZqaFI9vUS0UZE1xOxSyf3OhV6RWOgM9wj0doUlVT0PnnreUEDnfKUH1PHOGbHKwlKjcYCZ1HcJ2zyCnZWMQR9V8zDwt5Yx9up5jIU-2VAbB_DLPKK0SKZ5nAp39uANgu6nDxiR5_Kq9B3NGczngyzy5pY0v_F_NF6tdXWdlUdG-sX9FCwmsKAc_ob8ACARifxAAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WIoMVBUXH_g7UFGowOS-wAZQiN3ahoa3r1N66GG1o5lPo_laUe8CH5bXWVMVbZKfVsaGoKTBS3jyrz7zwjMVdR63ZVTQKH3Py7wRdSTyS0WTrHSyoGlG6yxp66ZqaFI9vUS0UZE1xOxSyf3OhV6RWOgM9wj0doUlVT0PnnreUEDnfKUH1PHOGbHKwlKjcYCZ1HcJ2zyCnZWMQR9V8zDwt5Yx9up5jIU-2VAbB_DLPKK0SKZ5nAp39uANgu6nDxiR5_Kq9B3NGczngyzy5pY0v_F_NF6tdXWdlUdG-sX9FCwmsKAc_ob8ACARifxAAQAAWKE
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Han de ser los pliegos los que determinen la consecuencia del incum-
plimiento en la presentación de ofertas

No puede operar de forma automática la exclusión

Pues bien para resolver la cuestión planteada por la recurrente, de-
bemos partir de lo establecido en el pliego de prescripciones técnicas 
(en adelante, PPT), en su apartado 11, “Documentación técnica reque-
rida” que en lo que aquí interesa dispone “Las empresas licitadoras 
deberán presentar en su Oferta Técnica la documentación que se des-
cribe a continuación con idéntica numeración, orden y enunciado, y 
con todo el detalle necesario que, como mínimo será aquellos requi-
sitos y obligaciones especificados en el presente PPT. Esta documen-
tación tendrá carácter de mínimos y se valorará según lo descrito en 
el apartado “Criterios de Adjudicación”, pudiendo descartarse aquellas 
ofertas que no mantengan la ordenación anterior, que omitan algún 
apartado o bien que la información sea confusa o no esté relacionada 
con lo solicitado. Del mismo modo, deberá distinguirse claramente 
cada hospital respectivo en los apartados que proceda. Con el objetivo 
de favorecer la concisión y valoración posterior de las ofertas técni-
cas presentadas, se establece un máximo de 50 páginas utilizando 
para el texto un tamaño de fuente de 12 puntos e interlineado de 1,5 
líneas. El incumplimiento de este requisito podrá suponer la exclusión 
automática de la oferta. Queda al margen de la limitación del número 
de páginas el punto 6 que refiere a certificaciones. (...)”.

[…]

Por lo tanto, no estableciendo, el apartado 11 del PPT en ningún caso 
la exclusión automática de la oferta por incumplir los requisitos for-
males en ella previstos, no se ha producido el error alegado con oca-
sión de la valoración realizada en aplicación del mismo, ni tampoco se 
ha conculcado el principio de igualdad de trato por cuanto la previsión 
recogida en el apartado cuestionado se establece para todas las enti-
dades licitadoras.

 �RESOLUCIÓN 344/2019 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE RECURSOS CONTRACTUALES 
DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA 

¿EL EXCESO FORMAL 
EN EL NÚMERO DE 

PÁGINAS DE UNA 
OFERTA EN RELACIÓN 

CON EL NÚMERO 
MÁXIMO FIJADO 

EN EL PLIEGO QUÉ 
CONSECUENCIAS 

DEBE CONLLEVAR?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWIqch1pl4YV5LIioqcBkP8AEUInd2iYNf1-ndNHFaK7mXB3N14x2UfjwvEyrIq_jbDMz1h0kPRyPm_11z3YnmqQ5VWUW1VLkVCRvmcwqVQqVXYrAaJnGdVkVFY0LGc6xqkWeVk-SC3qupRLPLGQigv-pbztBiVu00cuNKzsj8dA4viPQ-hmmxLRrHu-ooAnZ2A5ttHBGvPEwlej4gbjBfEu4jz340egI7Koau46fa8bYKzu9nHZHckfrQoFfxh61RzKM_ZCH8WvfIdh2eIceeaavxt7QbcF9PsikP8In1S_-X41m74Ou8XplpJ3CTsBjDBPq7u-RH-auqUJaAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWIqch1pl4YV5LIioqcBkP8AEUInd2iYNf1-ndNHFaK7mXB3N14x2UfjwvEyrIq_jbDMz1h0kPRyPm_11z3YnmqQ5VWUW1VLkVCRvmcwqVQqVXYrAaJnGdVkVFY0LGc6xqkWeVk-SC3qupRLPLGQigv-pbztBiVu00cuNKzsj8dA4viPQ-hmmxLRrHu-ooAnZ2A5ttHBGvPEwlej4gbjBfEu4jz340egI7Koau46fa8bYKzu9nHZHckfrQoFfxh61RzKM_ZCH8WvfIdh2eIceeaavxt7QbcF9PsikP8In1S_-X41m74Ou8XplpJ3CTsBjDBPq7u-RH-auqUJaAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWIqch1pl4YV5LIioqcBkP8AEUInd2iYNf1-ndNHFaK7mXB3N14x2UfjwvEyrIq_jbDMz1h0kPRyPm_11z3YnmqQ5VWUW1VLkVCRvmcwqVQqVXYrAaJnGdVkVFY0LGc6xqkWeVk-SC3qupRLPLGQigv-pbztBiVu00cuNKzsj8dA4viPQ-hmmxLRrHu-ooAnZ2A5ttHBGvPEwlej4gbjBfEu4jz340egI7Koau46fa8bYKzu9nHZHckfrQoFfxh61RzKM_ZCH8WvfIdh2eIceeaavxt7QbcF9PsikP8In1S_-X41m74Ou8XplpJ3CTsBjDBPq7u-RH-auqUJaAQAAWKE
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Los documentos relativos a capacidad o situación personal del licita-
dor son en principio subsanables

Tanto en el supuesto de que se pidan en fase de admisión como de 
valoración son subsanables

Esa doble tendencia se halla presente en la jurisprudencia comunita-
ria. Así, por un lado, esta se muestra proclive a admitir la subsanación 
de errores en la fase de admisión a la licitación, permitiendo al órgano 
de contratación reclamar documentos sobre la capacidad o situación 
personal del empresario que no fueron aportados por éstos pese a 
exigirse en el pliego, y siempre que en él se hubiera previsto en tales 
casos la sanción de exclusión (cfr.: Sentencias TJUE, Sala Décima, de 
10 de octubre de 2013 -asunto C-336/12- y 6 de noviembre de 2014 – 
asunto C-42/13-). Sin embargo, se muestra mucho más cauta cuando 
los defectos afectan a las ofertas, pues, en ellas sólo considera ajus-
tadas las meras aclaraciones o correcciones de errores materiales 
manifiestos, y además con el límite de que no suponga una nueva 
oferta (cfr.: Sentencia TJUE, Sala Cuarta, 29 de marzo de 2012 -asunto 
C-599/10-) así como en los casos en los que la ambigüedad de las 
ofertas pueda explicarse de modo simple y disiparse fácilmente (cfr.: 
STJUE, Sala Quinta, 10 de diciembre de 2009 –asunto T-195/08)”

En el caso que nos ocupa, los pliegos exigen incluir como documen-
tación administrativa, en la oferta, el compromiso de adscripción de 
medios (Anexo V) por previsión del apartado 9.3 del Anexo I, pero éste 
dispone también que se incluirá el listado nominal de medios perso-
nales que, en la plantilla cumplan las características exigidas para el 
equipo de trabajo por el PPT.

Analizando, pues, la argumentación en la resolución citada (“permi-
tiendo al órgano de contratación reclamar documentos sobre la ca-
pacidad o situación personal del empresario que no fueron aportados 
por éstos pese a exigirse en el pliego”) cabe entender que el detalle 
“listado nominal” es un supuesto subsanable, por hacer referencia a 
la situación del licitador y, en consecuencia, aprobar la actuación con-
forme a Derecho del órgano de contratación.

 �RESOLUCIÓN 635/2021. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿LA FALTA DE LA 
ADSCRIPCIÓN DE 

MEDIOS EXIGIDO EN 
LOS PLIEGOS JUNTO 
CON LA OFERTA ES 

SUBSANABLE?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8eNhDj40ECQQAihlPa-SZbEwtjIu0mbv--27mG1I83TzNASYlge9pomVAwt2UJBxxP4XeyydjNeoRUdU4-pWkRxZPAN_sI0xq8zzG4AdjFUkHKU63t7_NBar7UpN-tCzZhIAPvpBgyManTDeJLjzAORox0w2Kbe10193h7eVqYsXguty5W5GW2kCyF14wUGtIdwi-mB9AL0_FY-3GXu-5-d8zJaTczS2XLInuq8fKnBLXgM_f_aH1aqLKcFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8eNhDj40ECQQAihlPa-SZbEwtjIu0mbv--27mG1I83TzNASYlge9pomVAwt2UJBxxP4XeyydjNeoRUdU4-pWkRxZPAN_sI0xq8zzG4AdjFUkHKU63t7_NBar7UpN-tCzZhIAPvpBgyManTDeJLjzAORox0w2Kbe10193h7eVqYsXguty5W5GW2kCyF14wUGtIdwi-mB9AL0_FY-3GXu-5-d8zJaTczS2XLInuq8fKnBLXgM_f_aH1aqLKcFAQAAWKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Las ofertas a cero euros son admisibles siempre que no estén formu-
ladas en fraude de ley

Si el licitador busca alterar fraudulentamente la licitación con una 
oferta a cero euros la misma ha de ser rechazada

Por ello para que el contrato no sea oneroso no basta, como afirma 
la recurrente, que el adjudicatario no oferte precio, es decir prest gra-
tuitamente, alguna de las unidades a las que se refieren los precios 
unitarios, si en el global del contrato, es decir sumando todos y ca-
da uno de los precios unitarios ofertados por lo que, conjuntamente, 
constituye la prestación objeto del contrato, el ente contratante ha de 
pagar un precio y con el que el contratista obtiene su beneficio. En fin, 
el cómo el licitador distribuya entre las distintas unidades los precios 
–compensando unos con otros– responde a su estrategia legitima de 
oferta, de modo que el hecho de que –no impidiéndolo el PCAP– ofer-
te algún precio unitario en cero euros, no convierte en su conjunto al 
contrato en gratuito.

 �RESOLUCIÓN 1187/2018. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

Por ello y en la medida en que la adjudicataria en la justificación de 
las bajas efectuadas en los precios ofertados por servicios de limpieza 
y por servicios especiales, reconoce que dichos servicios entrañan un 
coste, pero decide imputarlo a la prestación de servicios de limpieza, e 
incluso enmascara la imputación no en conceptos de costes salariales 
sino en costes de “gastos generales” o “beneficio industrial”, es evidente 
que, en primer lugar, no ha explicado satisfactoriamente el bajo nivel 
del precio unitario ofertado o costes propuesto por servicios especia-
les, y en segundo lugar, lo que ha hecho es una oferta en fraude de Ley, 
pues oferta un precio irreal por bajo y ficticio por servicios especiales 
en cuanto los costes los imputa, bien al precio por los servicios de lim-
pieza, bien a los gastos genérales o al beneficio industrial de sus costes 
por dichos servicios de limpieza, lo que consigue amparándose para 
ello en la distinción entre ambos precios a la hora de ofertar, pero con 
ello infringe el PCAP en lo relativo a la correcta formulación del precio 
por servicios especiales y a la aplicación del criterio de valoración de 
ese precio unitario, así como el artículo 145 de la LCSP, en lo referente 
a la aplicación de dicho criterio de adjudicación del precio por servicios 

¿SON ADMISIBLES 
OFERTAS A CERO 

EUROS?

911 
OFERTAS A CERO EUROS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WIoMaZvk4AN_ByoKFZjcF9gAKrFb29Dw9nVKDz2sdjTzaTRfM-pV4N3yMqmKrI7S3cxYd8ip552OO__qM--0p6JMwzoPMhrEb2meVqIMRHopaJTkTmY0TmiZRHVZFRWNiocXiTrIkoqYVSq53rjQMxILjeEegdbOMMWq5U8PPS4ooHG-0h3qcOWMWGVhKtHBPjGD-s5hGXuwo5Ih6K1r7Dr-WjPGjuz8cvaeyYLaOIBfxh6lRTKM_ZC5sxtvEHQ7vEOPPJVXpW9o9mA-72SSH25K9Rv_R8PZWlfXWLllpJ3cj8FiBBPK7m_ID5jmCjBCAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WIoMaZvk4AN_ByoKFZjcF9gAKrFb29Dw9nVKDz2sdjTzaTRfM-pV4N3yMqmKrI7S3cxYd8ip552OO__qM--0p6JMwzoPMhrEb2meVqIMRHopaJTkTmY0TmiZRHVZFRWNiocXiTrIkoqYVSq53rjQMxILjeEegdbOMMWq5U8PPS4ooHG-0h3qcOWMWGVhKtHBPjGD-s5hGXuwo5Ih6K1r7Dr-WjPGjuz8cvaeyYLaOIBfxh6lRTKM_ZC5sxtvEHQ7vEOPPJVXpW9o9mA-72SSH25K9Rv_R8PZWlfXWLllpJ3cj8FiBBPK7m_ID5jmCjBCAQAAWKE
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especiales y el artículo 149, sobre ofertas anormalmente bajas y su 
justificación, consiguiendo así un resultado contrario al ordenamiento 
jurídico, que es haber obtenido el máximo de puntos posibles por el 
criterio precio ofertado por los servicios especiales, cuando su coste 
real se imputa a otros conceptos por el precio por el servicio de lim-
pieza, y provocando con ese precio ficticio que los demás licitadores 
obtengan 0 puntos. Por el contrario, de haber procedido correctamente 
y ofertado el precio que correspondiese sin imputar sus costes a otros 
conceptos, la fórmula de aplicación de dicho criterio hubiese operado 
correctamente siendo las puntuaciones resultantes distintas y el resul-
tado final del proceso de valoración de ofertas distinto también.

 �RESOLUCIÓN 386/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

En consecuencia, la determinación de si los precios ofertados a las 
concretas prestaciones tipo licitadas cumplen los requisito legales y 
los establecidos en el PCAP y en concreto si el precio cero o casi cero 
es o no admisible por ser irreal, ficticio y en fraude de ley, debe hacer-
se en este caso atendiendo a cada precio ofertado a cada prestación 
tipo, en sí mismo sin consideración a si es un precio descompuesto 
de un global o un mero coste de una prestación única con un único 
precio de forma que aquel precio inexistente o casi inexistente sería 
admisible porque se compensase con otros precios descompuestos 
integrantes del precio global. -En segundo lugar, la concurrencia o no 
de fraude es ley es independiente de que el precio cero o casi cero 
haga o no inoperante la fórmula de valoración de las ofertas econó-
mica de los demás licitadores impidiendo su aplicación correcta en 
perjuicio de los mismos. Lo determinante es que concurran los requi-
sitos de la figura del fraude ley en la formulación de dichas ofertas 
sin amparo suficiente en la norma o en el clausulado del PCAP para 
obtener el resultado perseguido, y, en su caso, producido, prohibido 
por el ordenamiento jurídico o contrario al mismo.

[…]

En definitiva, la adjudicataria oferta varios precios por importe 0,01 eu-
ros a sabiendas de que no se ajusta a la LCSP ni al PCAP, y lo hace para 
aparentar el máximo descuento en los precios de las correspondientes 
prestaciones tipo y, en consecuencia, obtener los correspondientes pun-
tos del descuento neto ponderado, que no obtendría si hubiese formula-
do el precio en los términos legales y de los pliegos, porque no existiría 
descuento efectivo y real en la misma magnitud, sino mucho menor, 
quebrando de esa forma el principio de competencia real y efectiva que 
se persigue con el criterio precio en el PCAP, y obteniendo mediante la 
elusión de esa competencia leal exigida, unos descuentos mayores pero 
ficticios y la mejora de porcentajes de descuento aplicable en la fórmula 
correspondiente que no hubiera obtenido de otra forma, consiguiendo así 
un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico o contrario al mismo. 

 �RESOLUCION 1060/2020 TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OT4-CMBDFP409moILiYceRNnEzcYY_HMfYIRmS7vpDCjf3mo9TOYl75f3Hs3W2XlQZz-iYKhJJQIaHsHsXBO1nvAMddDOt-iLOSh2DKbCF0y9ux9g0h2wdrYAH6N026qfi5QyX61lliRiQk8BUFfdoWUUve7633AceSDStAMGVZXfZVUetvvNIv3K01WeLdJbKpO1IATf9EfoUO3tzfkBaQn0_xDG_oW1p7cd4yJajMyhsmYbPdGY8EMLbsGgbT9jnzHHIDoEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OT4-CMBDFP409moILiYceRNnEzcYY_HMfYIRmS7vpDCjf3mo9TOYl75f3Hs3W2XlQZz-iYKhJJQIaHsHsXBO1nvAMddDOt-iLOSh2DKbCF0y9ux9g0h2wdrYAH6N026qfi5QyX61lliRiQk8BUFfdoWUUve7633AceSDStAMGVZXfZVUetvvNIv3K01WeLdJbKpO1IATf9EfoUO3tzfkBaQn0_xDG_oW1p7cd4yJajMyhsmYbPdGY8EMLbsGgbT9jnzHHIDoEAQAAWKE


155

GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos 900. Licitación contractual

©
 W

ol
te

rs
 K

lu
w

er
 L

eg
al

 &
 R

eg
ul

at
or

y 
Es

pa
ña

, S
.A

.

GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

En primer lugar ha de atenderse a lo previsto en los pliegos

En defecto de los mismos ha de acudirse al 147.2 LCSP siguiendo el 
orden de criterios previstos en el mismo

En cuanto al fondo del asunto planteado debemos partir de que los 
pliegos no establecieron criterios propios de desempate, sino que se 
remitieron a lo dispuesto en el art. 147.2 LCSP. En aplicación de dichos 
criterios, el contrato se adjudicó en virtud del criterio establecido en 
la letra b) de ese precepto, en función del menor porcentaje de con-
tratos temporales de la plantilla, pues el criterio de la letra a) no per-
mitió el desempate al no tener ninguna de las dos empresas ningún 
trabajador discapacitado en su plantilla. 

Debemos reiterar lo ya dicho en la anterior Resolución nº 1382/2020, 
de fecha 23 de diciembre: “el desempate mediante la aplicación del 
criterio del art. 147.2.b) LCSP debe hacerse valorando el número medio 
de trabajadores temporales en los últimos doce meses a contar des-
de el momento de la finalización del plazo de presentación de ofertas. 
El plazo de presentación de ofertas finalizó el día 3 de septiembre de 
2020 en este caso. Por lo que el periodo de referencia comprende del 
3 de septiembre de 2019 al 3 de septiembre de 2020”

 �RESOLUCION 708/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿CÓMO HA DE 
ACTUARSE EN EL 

SUPUESTO DE 
EMPATE ENTRE 

OFERTAS?

912 
 DESEMPATE ENTRE OFERTAS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8dAe_KhgSCBEKpS6H2TLImFsZF3kzZ_3y3uYbUjzdPM0BximO_2nEZUDA3ZQkHLI_htbLN2E56hER1Th6mcRXFk8DX-wTTE7xNMrgd2MZSQcpTrOnu4aK3f9PLVGKMmTCSA_XI9BkY1uH44ynHmgcjRFhhsXe2qujpt9u8LsypWxXq9XJir0Ua6EFI7fECPdh-uMd2RXoAeP8qHm8z9fNo5L6PlyCydDYfsqdbLlxrcgMfQ_a_9BbfvkFMFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK8dAe_KhgSCBEKpS6H2TLImFsZF3kzZ_3y3uYbUjzdPM0BximO_2nEZUDA3ZQkHLI_htbLN2E56hER1Th6mcRXFk8DX-wTTE7xNMrgd2MZSQcpTrOnu4aK3f9PLVGKMmTCSA_XI9BkY1uH44ynHmgcjRFhhsXe2qujpt9u8LsypWxXq9XJir0Ua6EFI7fECPdh-uMd2RXoAeP8qHm8z9fNo5L6PlyCydDYfsqdbLlxrcgMfQ_a_9BbfvkFMFAQAAWKE
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913 
PRÁCTICAS COLUSORIAS

A pesar de que el artículo 150.1 de la LCSP aún no se encuentra en 
vigor por estar pendiente de desarrollo reglamentario es posible la 
exclusión directa por colusión

Los motivos de exclusión deben concurrir en el concreto procedi-
miento de contratación

En primer lugar, que tanto la Directiva como la LCSP califican de irre-
gular o inaceptable la oferta que muestre indicios de colusión, siendo 
éste motivo de su exclusión. En cuanto a la calificación de una con-
ducta como colusoria ha de estarse a lo establecido en el artículo 1 
de la LDC

En segundo lugar, tan solo es exigible la existencia de indicios sufi-
cientemente plausibles de un acuerdo, decisión o recomendación co-
lectiva, o práctica concertada o conscientemente paralela, que tenga 
por objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir 
o falsear la competencia, pero en modo alguno se exige la declaración 
de su existencia mediante una resolución administrativa firme de ca-
rácter sancionador o de otro tipo. 

En tercer lugar que, si bien como hemos dicho, la calificación de 
una conducta como colusoria no corresponde a los órganos de con-
tratación, sino que es competencia propia de la Comisión Nacional 
de los Mercados y de la Competencia (CMC) o, en su caso, los órga-
nos de las Comunidades Autónomas competentes en materia de 
competencia, las decisiones del órgano de contratación en el pro-
cedimiento de licitación son independientes de los procedimientos 
sancionadores por conductas restrictivas de la competencia que 
regula la LDC, de modo que, si bien las opiniones y valoraciones 
que puedan hacer aquellos órganos de defensa de la competencia 
a solicitud de los órganos de contratación son un elemento esencial 
a la hora de calificar las conductas, las decisiones del órgano de 
contratación son autónomas. 

Además esta autonomía entre el ejercicio de sus funciones por am-
bos órganos, el de contratación y el que ejerce la defensa de la com-
petencia, supone que el órgano de contratación no puede sustituir y, 
muchos menos, asumir las competencias de persecución de prácticas 
colusorias, pues tal función no le competente, solo puede examinar si 

¿ESTÁ FACULTADO 
EL ÓRGANO DE 
CONTRATACIÓN 

A EXCLUIR A 
UN LICITADOR 

POR PRÁCTICAS 
COLUSORIAS?
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

en el concreto procedimiento de licitación, y no en otro procedimiento 
de contratación distinto, se han conculcado o no la libre competencia, 
sin que tenga facultad para excluir a un licitador por conductas ajenas 
al procedimiento concreto de licitación.

 �RESOLUCION 60/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKxO5qTj40EAqUSFUpdD7JlkSq8ZG3k1o_r5b3MNqR5qnmaElxLBc7SlNqBhasmsFHU_gd7HL2s14glZ0TD2mahHFkcE3-AfTGO9HmN0A7GKoIOUo1_f2_ay1LjdmrV-MmjGRAPbLDRgY1eiG8SDHmQciRztgsE39Vjf1cbt_XRXm2ZSmXBWXQhdShZC68QMGtPtwiemK9AR0-1E-fMvaz4ed4zJaTcxS2XLInuq8fGnBLXgM_f_YX91XxoYEAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKxO5qTj40EAqUSFUpdD7JlkSq8ZG3k1o_r5b3MNqR5qnmaElxLBc7SlNqBhasmsFHU_gd7HL2s14glZ0TD2mahHFkcE3-AfTGO9HmN0A7GKoIOUo1_f2_ay1LjdmrV-MmjGRAPbLDRgY1eiG8SDHmQciRztgsE39Vjf1cbt_XRXm2ZSmXBWXQhdShZC68QMGtPtwiemK9AR0-1E-fMvaz4ed4zJaTcxS2XLInuq8fGnBLXgM_f_YX91XxoYEAQAAWKE
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La presentación de una oferta como empresario individual y otra co-
mo administrador o apoderado de una mercantil no implica automá-
ticamente la exclusión de ambas ofertas

Si se acredita que se producido una actuación concertada para vulne-
rar el principio de proposición única deben excluirse ambas ofertas

En el presente supuesto, no resulta de aplicación el art. 86 del 
GRLCAP, puesto que no se da la premisa de consideraron de grupo 
de empresas entre los licitadores que concurrieron al procedimiento. 
En efecto, XXXXXX como persona física y la mercantil YYYYYYY, S.L 
de la que el primero resulta ser administrador solidario, no merecen 
por este hecho aislado, tal consideración. Así, el artículo 42.1 del Ccom 
exige la existencia de dos sociedades, circunstancia que no concurre 
en el presente caso, a lo que debe añadirse que la mera condición 
de administrador solidario de una de las empresas que concurren a 
la licitación unido a la presentación de una oferta como empresario 
individual, tampoco constituye indicio alguno de que exista control de 
éste sobre aquella a los efectos del artículo 42.1 del Ccom.

[…]

En este caso, entendemos que el mero hecho de que concurran dos 
empresas vinculadas a un procedimiento de licitación no puede iden-
tificarse con la vulneración del principio de proposición única, ni tam-
poco por el solo hecho de que quien licita como empresario individual 
sea administrador de una persona jurídica y como tal suscriba la ofer-
ta presentada por ésta en la misma licitación

[…]

Pues bien, efectivamente, el conjunto de los indicios que resultan del 
expediente administrativo (presentación de ofertas el mismo día con 
cinco minutos de diferencia, idénticos datos de contacto, idéntico do-
micilio social de ambos licitadores, vinculación entre sus órganos de 
administración, mismas deficiencias en cuanto a la presentación de la 
documentación administrativa, mismo formato de las ofertas aunque 
la oferta técnica sea diferente, las mismas inexactitudes y omisiones 
en el texto de las ofertas de mejoras de ambas empresas y la coin-
cidencia del formato y texto de las ofertas de ambas empresas) son 
suficientes para apreciar dicha constatación de la relación entre am-
bas empresas “…ha tenido una incidencia concreta sobre su compor-
tamiento respectivo en el marco de dicho procedimiento…”, y por ello 
para, aplicando la doctrina del levantamiento del velo, concluir que 
bajo la apariencia de dos licitadores independientes que presentan 
dos ofertas distintas, en realidad subyace uno solo, con la consiguien-
te vulneración del principio de proposición única que determina la 
exclusión de ambos licitadores en el procedimiento de contratación.

 �RESOLUCIÓN 1278/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿ES POSIBLE 
PRESENTAR OFERTA 

COMO PERSONA 
FÍSICA Y COMO 
APODERADO O 

ADMINISTRADOR DE 
UNA MERCANTIL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OT6vCMBDEP405ShP8g4ccXrWCIiLV9-7bdm2DMZHsttpvbzTvsOzA_JgZGp13411fQo-CoSItBdTcg934Omkz4AWqqH1oMORjVOwZbIkfmDr_PMJgWmDjXQ4hRZmm0fvfLMsWc6nUQokBA0VA_5kWHaPoTNsd4nHigcjQBhh0WWyLsjiudz8TNZPLpVypibqqTK4EIYS6O0GLeueuPtyRpkCPl7DuFueev3bKS2jeM8fOil3yRG3jjzW4Bouu-V_7BhYrlxEFAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OT6vCMBDEP405ShP8g4ccXrWCIiLV9-7bdm2DMZHsttpvbzTvsOzA_JgZGp13411fQo-CoSItBdTcg934Omkz4AWqqH1oMORjVOwZbIkfmDr_PMJgWmDjXQ4hRZmm0fvfLMsWc6nUQokBA0VA_5kWHaPoTNsd4nHigcjQBhh0WWyLsjiudz8TNZPLpVypibqqTK4EIYS6O0GLeueuPtyRpkCPl7DuFueev3bKS2jeM8fOil3yRG3jjzW4Bouu-V_7BhYrlxEFAQAAWKE
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Los grupos de empresa pueden concurrir a una misma licitación 
siempre que no actúen de forma concertada

Si se acredita por el órgano de contratación su actuación conjunta en 
fraude de ley las propuestas deben ser rechazadas

I.- �De acuerdo con el Derecho de la Unión Europea y también con el 
derecho español, las empresas vinculadas entre sí o que formen 
parte de un grupo empresarial pueden concurrir a una misma lici-
tación pública, sin que resulte posible restringir, por esta sola cau-
sa, su participación en tal procedimiento de contratación. 

II.- �Dentro del concepto de vinculación empresarial pueden entender-
se incluidas no solo las relaciones de control en el sentido estricto 
del artículo 42 del Código de Comercio (grupo empresarial), sino 
también relaciones entre empresas que actúen conjuntamente o 
de modo concertado o que se hallen bajo una dirección única en 
virtud de acuerdos o de cláusulas estatutarias, de modo que ten-
gan establecida una cierta relación de filiación o dependencia entre 
ellas. Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón 

III.- �La actuación de dos o más licitadores que, concurriendo formal-
mente por separado a una licitación pública, presenten sus propo-
siciones de una forma coordinada, además de un fraude de Ley, 
supone una vulneración de los principios de libre competencia, 
de igualdad entre los licitadores, de transparencia, de proposición 
única y de secreto de las proposiciones. 

IV.- �La apreciación de la existencia de una actuación concertada de dos 
o más licitadores es una cuestión de prueba que compete apreciar 
al órgano de contratación. 

V.- �Las prácticas concertadas entre licitadores que participan de for-
ma separada en una licitación pública están asimismo prohibidas 
por la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. 
La LCSP impone a los órganos de contratación, Juntas Consultivas 
y Tribunales Administrativos de Contratación Pública obligaciones 
específicas en el supuesto de que lleguen a tener conocimiento 
en el ejercicio de sus funciones de hechos que puedan constituir 
infracción a la legislación de defensa de la competencia.

 �INFORME 1/2019, DE 6 DE MARZO, DE LA JUNTA 
CONSULTIVA DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA 
DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN 

El artículo 145.3 de la LCSP se aplica a todos los licitadores, perte-
nezcan o no a un grupo de empresas. La pertenencia a un grupo no 
sirve como excepción que permite la presentación concertada de va-
rias empresas a una misma licitación sirviéndose del grupo para in-
crementar las posibilidades de que una misma oferta técnica resulte 
seleccionada, lo que técnicamente se oferta es lo mismo, pero se pre-

¿LOS GRUPOS DE 
EMPRESA PUEDEN 

CONCURRIR A 
LAS MISMAS 

LICITACIONES?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcResfPeRgtYWCFKnifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmgy1kwPeXUDCoaK5FJAzQPoo62DViNeofLaugZdMnnFlkGX-IWpt68CRtUBK2sScCFKNY3Ms8V3trtVHIsRHXlA3lSHhlH0qutPfjnwQKToCAyyTLO0TItDvp9F681uFrXRYhkLQnB1f4YOZW5a6x5Ic6DnW2hz91UvPztkBTQZmP2_ik3wRK399S_wABpN82_6Ab3u1IMBAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcResfPeRgtYWCFKnifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmgy1kwPeXUDCoaK5FJAzQPoo62DViNeofLaugZdMnnFlkGX-IWpt68CRtUBK2sScCFKNY3Ms8V3trtVHIsRHXlA3lSHhlH0qutPfjnwQKToCAyyTLO0TItDvp9F681uFrXRYhkLQnB1f4YOZW5a6x5Ic6DnW2hz91UvPztkBTQZmP2_ik3wRK399S_wABpN82_6Ab3u1IMBAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcResfPeRgtYWCFKnifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmgy1kwPeXUDCoaK5FJAzQPoo62DViNeofLaugZdMnnFlkGX-IWpt68CRtUBK2sScCFKNY3Ms8V3trtVHIsRHXlA3lSHhlH0qutPfjnwQKToCAyyTLO0TItDvp9F681uFrXRYhkLQnB1f4YOZW5a6x5Ic6DnW2hz91UvPztkBTQZmP2_ik3wRK399S_wABpN82_6Ab3u1IMBAQAAWKE
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sentan precios diferentes para que esa misma oferta técnica tenga 
más oportunidades de ser la mejor valorada.

 �RESOLUCIÓN 659/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

En el supuesto que nos ocupa las circunstancias puestas de manifies-
to en la tramitación del expediente de contratación, se refieren a: 

1.- La relación entre empresas.

•  La pertenencia al mismo grupo empresarial. 

•  La coincidencia del administrador único de ambas. 

•  La coincidencia del domicilio. 

2.- La presentación de ambas ofertas.

•  se ha realizado por la misma persona. 

•  el mismo día y hora con diferencia de minutos.

•  en el mismo registro. 

•  con el mismo formato tipográfico. 

•  con los mismos errores mecanográficos. 

3.- Comportamiento de las empresas. 

•  Aceinsa Industrial no justifica ni siquiera de forma somera la via-
bilidad de su oferta favoreciendo que la adjudicación recaiga en 
otra oferta más cara del mismo grupo empresarial

•  […]

Todos estos indicios conducen a este Tribunal a concluir que se ha es-
tablecido una coordinación para la presentación de ofertas en fraude 
de ley, permitiendo considerar que en realidad se trata de dos ofertas 
presentadas por el mismo operador económico en vulneración de lo 
dispuesto en el artículo 145 del TRLCSP, lo que compromete el carác-
ter secreto de las ofertas y el principio de libre competencia recogido 
en su artículo 1. La infracción de dichos preceptos tiene como conse-
cuencia la prevista en dicho artículo, es decir, la inadmisión de ambas 
ofertas, en este caso la de Aceinsa Industrial y la de Aceinsa Movilidad

 �RESOLUCIÓN 74/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkYkAkYMPBFIJVKEqUO6bZEmsGrvyblLy9yw1h9WONE8zQ5MPfrqbSxxQMdRkFgoaHsDtQ5O0HfECtegQW4zFJIoDg6vwBVMf_k4w2g7YBl9ATFG2bc3xW2u9Xmb5apGrESMJYK62Q8-oetv1n3KceCCytAcGU5UfZVWedoftLFvmm43Ws-yWaYkghNj0X9ChOfhbiHekOdDvQzn_I2vP_3aKS2gxMEtlzT55qnHypQV34NC377FPhk8e1AQBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkYkAkYMPBFIJVKEqUO6bZEmsGrvyblLy9yw1h9WONE8zQ5MPfrqbSxxQMdRkFgoaHsDtQ5O0HfECtegQW4zFJIoDg6vwBVMf_k4w2g7YBl9ATFG2bc3xW2u9Xmb5apGrESMJYK62Q8-oetv1n3KceCCytAcGU5UfZVWedoftLFvmm43Ws-yWaYkghNj0X9ChOfhbiHekOdDvQzn_I2vP_3aKS2gxMEtlzT55qnHypQV34NC377FPhk8e1AQBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkROi0osPDQkSFUJVoL1vkiWxMDbybtLm79nWPYx2pHmaWVp88MvdXOKEiqElkynoeAJXhS55O-MFWvEh9hjLRRwHBtfgL0xj-D7BbAdgG3wJMVXZvjfvn1rrF73Nt8VGzRhJAPNlB_SMarTDeBRx4oHIUgUMpqn3dVOfdoe3VV5khWiVX3OdvSpCiN34AQOag7-GeEdaAz1-lPM3-fb8F6e6hJYTs0y27FOmOidXVnAHDn3__-wT_yNA-AQBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkROi0osPDQkSFUJVoL1vkiWxMDbybtLm79nWPYx2pHmaWVp88MvdXOKEiqElkynoeAJXhS55O-MFWvEh9hjLRRwHBtfgL0xj-D7BbAdgG3wJMVXZvjfvn1rrF73Nt8VGzRhJAPNlB_SMarTDeBRx4oHIUgUMpqn3dVOfdoe3VV5khWiVX3OdvSpCiN34AQOag7-GeEdaAz1-lPM3-fb8F6e6hJYTs0y27FOmOidXVnAHDn3__-wT_yNA-AQBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkROi0osPDQkSFUJVoL1vkiWxMDbybtLm79nWPYx2pHmaWVp88MvdXOKEiqElkynoeAJXhS55O-MFWvEh9hjLRRwHBtfgL0xj-D7BbAdgG3wJMVXZvjfvn1rrF73Nt8VGzRhJAPNlB_SMarTDeBRx4oHIUgUMpqn3dVOfdoe3VV5khWiVX3OdvSpCiN34AQOag7-GeEdaAz1-lPM3-fb8F6e6hJYTs0y27FOmOidXVnAHDn3__-wT_yNA-AQBAAA=WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Cualquier notificación enviada desde la plataforma de contratación 
despliega sus efectos desde el momento de su envío si simultánea-
mente se publica en el Perfil de Contratante.

El acceso extemporáneo del licitador no le faculta para atender el 
requerimiento

Por esta razón, en contestación a la primera de las cuestiones que nos 
plantea la entidad consultante hay que concluir que conforme a lo 
dispuesto en la disposición adicional decimoquinta de la LCSP el plazo 
de subsanación de la documentación referente a los requisitos pre-
vios para contratar ha de contarse desde la fecha de la comunicación 
que, a través de la Plataforma de Contratación del Sector Público, le 
haya dirigido al licitador el órgano de contratación, con independencia 
de la fecha en que el licitador acceda al contenido de la misma, siem-
pre que se cumpla la condición de que el acto objeto de notificación 
se haya publicado el mismo día en el Perfil de contratante del órgano 
de contratación. 

Consecuentemente, el estado de la Plataforma de Contratación del 
Sector Público con el que se inicia el cómputo de los plazos para 
proceder a la subsanación de la 8 documentación correspondiente 
a los requisitos previos para contratar es el de “enviado” puesto que 
el envío de la comunicación de aviso de remisión de la comunicación 
electrónica correspondiente a la necesidad de subsanación es simul-
táneo a su puesta a disposición del licitador en la Plataforma de Con-
tratación del Sector Público y, además, el licitador puede acceder a la 
comunicación electrónica correspondiente directamente desde dicho 
correo de aviso mediante un enlace ad hoc. 

A todo ello hay que añadir que la dirección de correo a la que se remi-
ten los correos electrónicos de aviso de remisión de comunicaciones 
electrónicas es siempre la indicada por el licitador para el procedi-
miento de contratación de que se trate. El licitador debe actuar con 
la suficiente diligencia a la hora de atender a los correos electrónicos 
que se le remitan a tal dirección y debe ser responsable de su falta.

 �INFORME 55/2019 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL 
ESTADO

¿DESDE CUANDO 
COMIENZA A CONTAR 

EL PLAZO DE 
SUBSANACIÓN DE 

UN REQUERIMIENTO 
ENVIADO DESDE 

PCSP?

914 
NOTIFICACIÓN EN FASE DE LICITACIÓN

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrJONXIoBPQVA3XSLllF0uu2OYTnyQKRpDwyqyA5ZkZ12-XYiF_PZajGRjUxkIgjBV90ZWlS5bZx_IE2Bnm9h7D2UvfzsmBbRtGcOH0u20ROVCTc8wR0YtPW_6wd9beBoAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrJONXIoBPQVA3XSLllF0uu2OYTnyQKRpDwyqyA5ZkZ12-XYiF_PZajGRjUxkIgjBV90ZWlS5bZx_IE2Bnm9h7D2UvfzsmBbRtGcOH0u20ROVCTc8wR0YtPW_6wd9beBoAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcpcYf9JCD1QoFEanifdtu22BMJLut9u2NxoVlB-Zjdmi0zo4PdfU9CoaS1ExAxT2Yvaui1gNeoQza-Rp9OgbFjsEU-IWpc68TDLoF1s6m4GOUrmuVH5LvrJONXIoBPQVA3XSLllF0uu2OYTnyQKRpDwyqyA5ZkZ12-XYiF_PZajGRjUxkIgjBV90ZWlS5bZx_IE2Bnm9h7D2UvfzsmBbRtGcOH0u20ROVCTc8wR0YtPW_6wd9beBoAwEAAA==WKE
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En las notificaciones de actos de trámite han de seguirse las normas 
contenidas en la D.A. 15ª de la LCSP

La notificación por correo electrónico exige obligatoriamente acredi-
tar la recepción efectiva por el interesado

En vista de que los pliegos aplicables preveían que la licitación del 
presente contrato fuera electrónica, resultaba de especial trascen-
dencia emplear el dispositivo previsto para efectuar notificaciones 
(que no es otro que la Plataforma de Contratación del Sector Público) 
a fin de acreditar de modo fehaciente tanto la fecha y la hora de los 
envíos, como la fecha y hora de su recepción, momento este último 
que constituye el dies a quo, o momento inicial en el cómputo de los 
distintos plazos para subsanar. Si bien en el expediente nada se indica 
en este sentido

[…]

El apartado primero de esta Disposición adicional no deja lugar a du-
das cuando exige, como es el presente caso, que el plazo a contar 
desde la notificación se compute desde la fecha de envío de la misma 
o del aviso de notificación, si fuera mediante comparecencia electró-
nica, siempre que el acto objeto de notificación se haya publicado el 
mismo día en el Perfil de contratante del órgano de contratación. 

Sin embargo, prosigue el precepto, en casos como el presente en el 
que sólo se produjo una comunicación por vía correo electrónico el 
plazo debe computarse desde la recepción efectiva de la notificación 
por el interesado. Este extremo no se produjo hasta que se llevó a 
cabo la segunda comunicación vía mail a la recurrente (previa comu-
nicación telefónica) lo que hace que la subsanación deba entenderse 
practicada en tiempo y forma. 

Lo anterior es consecuencia que el órgano de contratación nunca ve-
rificó que el mencionado requerimiento fuese recibido por la recu-
rrente, y mucho menos indicó la fecha y hora de la recepción y que 
ello fue debido a que la forma de comunicación fehaciente empleada 
por el órgano de contratación resultó, aún en contra de su voluntad, 
ineficaz.

 �RESOLUCIÓN 863/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿CUÁLES SON 
LOS REQUISITOS 
PARA NOTIFICAR 

POR CORREO 
ELECTRÓNICO LOS 

ACTOS DE TRÁMITE 
EN LA FASE DE 
LICITACIÓN DEL 

CONTRATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK8cNlTj4QCBIoApV4ee-SZbEwtiVdxPI22Mwh9WONJ9mhibn3XTTxzCgYKhJZwIaHsCufZO0GfEIddQ-tBiKKSr2DLbCF0y9v-9hNB2w8a6AkKJM2-rdSUr5k8_nuVRixEAR0GfToWMUven633iceCAytAYGXZWbsir3q-1ypvJMfSu5mKmLktlCEEJo-j_oUG_dxYcb0hfQ_0NYd41zD2875SW0GJhjZ80ueaKx8ccaXIFF137WPgHsg3y9BQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfK8cNlTj4QCBIoApV4ee-SZbEwtiVdxPI22Mwh9WONJ9mhibn3XTTxzCgYKhJZwIaHsCufZO0GfEIddQ-tBiKKSr2DLbCF0y9v-9hNB2w8a6AkKJM2-rdSUr5k8_nuVRixEAR0GfToWMUven633iceCAytAYGXZWbsir3q-1ypvJMfSu5mKmLktlCEEJo-j_oUG_dxYcb0hfQ_0NYd41zD2875SW0GJhjZ80ueaKx8ccaXIFF137WPgHsg3y9BQEAAA==WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

La confidencialidad total o parcial de una oferta no puede ser decla-
rada de forma genérica e injustificada por ser una limitación de los 
principios de transparencia y de defensa de los licitadores

El TARC define un conjunto de condiciones que han de ser apreciadas 
caso por caso

En primer lugar, este Tribunal ha venido señalando que el carácter 
confidencial no puede reputarse de cualquier documentación que así 
sea considerada por el licitador, sino que, en primer lugar, debe ser 
verdaderamente confidencial, en el sentido de venir referida a secre-
tos técnicos o comerciales. En relación con la definición de secreto 
técnico o comercial, en la resolución nº 196/2016, se estableció que 
se consideran secretos técnicos o comerciales el “conjunto de cono-
cimientos que no son de dominio público y que resultan necesarios 
para la fabricación o comercialización de productos, la prestación de 
servicios, y la organización administrativa o financiera de una unidad 
o dependencia empresarial, y que por ello procura a quien dispone de 
ellos de una ventaja competitiva en el mercado que se esfuerza en 
conservar en secreto, evitando su divulgación”. 

También se señaló en la misma resolución, que para que la documen-
tación sea verdaderamente confidencial, es necesario que se trate de 
documentación que “a) que comporte una ventaja competitiva para la 
empresa, b) que se trate de una información verdaderamente reser-
vada, es decir, desconocida por terceros, c) que represente un valor 
estratégico para la empresa y pueda afectar a su competencia en el 
mercado.” 

Se ha señalado también, finalmente, que el carácter confidencial no 
puede ser declarado de forma genérica sobre la totalidad de la do-
cumentación, ni ser aceptada dicha declaración de forma acrítica por 
parte del órgano de contratación, sino que tiene éste la competen-
cia para analizar la documentación específicamente señalada por el 
licitador como confidencial y, a la vista de sus justificaciones y ar-
gumentos, determinar si, efectivamente, concurren los requisitos y 
criterios señalados para poder otorgarle tal carácter, sacrificando así 
el principio de transparencia que ha de inspirar con carácter general 
la actuación de los poderes públicos particularmente en el procedi-
miento de contratación.

¿QUÉ REQUISITOS 
HAN DE DARSE 

PARA CONSIDERAR 
CONFIDENCIAL UNA 

OFERTA?

915 
CONFIDENCIALIDAD DOCUMENTOS CONTRACTUALES
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[…]

En definitiva, para que pueda ser sacrificado el principio de transpa-
rencia y el derecho de defensa de los licitadores a favor del deber 
de confidencialidad configurado con arreglo al artículo 140 TRLCSP 
es necesario que los licitadores que invocan tal deber justifiquen su-
ficientemente que la documentación aportada es verdaderamente 
confidencial, justificación que debe ser revisada por el propio órgano 
de contratación, que es el competente para decidir si efectivamente 
concurre dicho carácter, sin que en ningún caso pueda invocarse la 
misma de forma general a toda la documentación que constituye la 
oferta del licitador

 �RESOLUCIÓN 58/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

file:///C:/Users/manuela.valls/OneDrive%20-%20Wolters%20Kluwer/NELA/Guia%20practica%20de%20resoluciones%20e%20informes_WP_CREA-1637/Orig.%20Redac/ratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcJa2iXnKwWkERkfpz37ZrG4yJZLfVvr3ReFh2YD5mhgbr7PBQZ9-hYChJJQIq7sCsXRW17vEMZdDO1-izISh2DKbAL0ytex2g1w2wdjYDH6N0XavdRUo5k9NkMZ-IHj0FQF11g5ZRtLpp9-E48kCkaQ0Mqsg3eZEfVtvlKJ2mk2Q2Sm-pTBaCEHzVHqFBtbU35x9IY6DnWxh7D2NPPzumRTTrmENjyTZ6ojLhhxJcgUFb_7d-AAgm-B8DAQAAWKE
file:///C:/Users/manuela.valls/OneDrive%20-%20Wolters%20Kluwer/NELA/Guia%20practica%20de%20resoluciones%20e%20informes_WP_CREA-1637/Orig.%20Redac/ratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzQrCMBCEn8YcJa2iXnKwWkERkfpz37ZrG4yJZLfVvr3ReFh2YD5mhgbr7PBQZ9-hYChJJQIq7sCsXRW17vEMZdDO1-izISh2DKbAL0ytex2g1w2wdjYDH6N0XavdRUo5k9NkMZ-IHj0FQF11g5ZRtLpp9-E48kCkaQ0Mqsg3eZEfVtvlKJ2mk2Q2Sm-pTBaCEHzVHqFBtbU35x9IY6DnWxh7D2NPPzumRTTrmENjyTZ6ojLhhxJcgUFb_7d-AAgm-B8DAQAAWKE
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Aunque con carácter excepcional la confidencialidad puede extender-
se a los documentos acreditativos de la solvencia

Nunca podría declararse el carácter confidencial de documentos acre-
ditativos de contratos con poderes públicos

La tercera cuestión que contiene el recurso es que la declaración de 
confidencialidad abarca una documentación que no puede ser decla-
rada como tal, porque es imprescindible para conocer la solvencia 
del adjudicatario, con cita de la resolución de este tribunal recaída en 
Resolución 916/2015. Sin embargo, el criterio seguido en dicha resolu-
ción avala la restricción en el acceso en supuestos como el presente. 
En primer lugar, se indica que la confidencialidad, con carácter ge-
neral, no puede afectar a la solvencia, y, singularmente, a la relación 
de trabajos tomados en consideración. Esta afirmación se matiza, en 
segundo lugar, mediante la distinción entre clientes públicos y clien-
tes privados. La confidencialidad no podría abarcar los suministros 
prestados a los sujetos públicos.

 �RESOLUCIÓN 403/2020 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE 
EXTENDERSE LA 

CONFIDENCIALIDAD A 
LA SOLVENCIA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW6DMBCEnyY-Rob8oB58KIFIiSIU0bT3BRaw4tiRdyHl7evWPax2pPk0M7RYZ5eHuvkJBUNDKhHQ8gSmcG3UesYbNEE736HPl6DYMZgaf2Ea3auCWQ_A2tkcfIzSXafOn1LK_V4mmzcpZvQUAPWlB7SMYtTDeAnHkQciTQUwqLo8lnVZHU7vq3Sb7LJst0r7VKZSEIJvxysMqE62d_6BtAZ6fgtj72Htx58d4yKaT8yhsmEbPdGa8EMLHsCg7f7H_gAUa6n7BAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW6DMBCEnyY-Rob8oB58KIFIiSIU0bT3BRaw4tiRdyHl7evWPax2pPk0M7RYZ5eHuvkJBUNDKhHQ8gSmcG3UesYbNEE736HPl6DYMZgaf2Ea3auCWQ_A2tkcfIzSXafOn1LK_V4mmzcpZvQUAPWlB7SMYtTDeAnHkQciTQUwqLo8lnVZHU7vq3Sb7LJst0r7VKZSEIJvxysMqE62d_6BtAZ6fgtj72Htx58d4yKaT8yhsmEbPdGa8EMLHsCg7f7H_gAUa6n7BAEAAA==WKE
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916 
DOCUMENTACIÓN A APORTAR POR  

EL PROPUESTO ADJUDICATARIO

Ha de entenderse incluida dentro de las funciones de la mesa de con-
tratación prevista en el artículo 326 de la LCSP y 22 del RD 817/2009

El artículo 150.2 no indica a qué órgano corresponde el análisis y 
comprobación de la documentación

En todos los procedimientos de contratación en los que el órgano de 
contratación esté asistido por una mesa de contratación, será ésta 
el órgano competente para analizar y comprobar la documentación 
requerida al licitador que haya presentado la mejor oferta, de acuerdo 
con lo dispuesto en el art 150.2 LCSP, y corresponderá, igualmente a 
la mesa de contratación, acordar que dicho licitador cumple con los 
requisitos previstos en los pliegos, así como, en su caso, excluirlo de 
la licitación si no cumple con dicha requisitos.

 �INFORME 3/2020 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE CANARIAS

¿CUÁL ES EL ÓRGANO 
COMPETENTE 

PARA LA 
COMPROBACIÓN DE 

LA DOCUMENTACIÓN 
EXIGIDA AL 

PROPUESTO 
ADJUDICATARIO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409SjcdnnpwOmEgQ6Z4z7a4FWsrTTbdv7daAyEP3sfLo9k6Oz_UxY8oGBpSiYCWRzB710atJ7xAE7TzHfp8Doodg6nxC9PgXhVMugfWzubgY5TuOlUe5Hc2MpOJmNBTANRV92gZxaD74RiWIw9EmvbAoOriUNRFtSu3i3S9yrJFektlKgUh-HY4QY-qtDfnH0hLoOdbGHsPXc8_O4ZFNB-Zw8OGbfREa8INP3AHBm33r_oBq9SXHgIBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409SjcdnnpwOmEgQ6Z4z7a4FWsrTTbdv7daAyEP3sfLo9k6Oz_UxY8oGBpSiYCWRzB710atJ7xAE7TzHfp8Doodg6nxC9PgXhVMugfWzubgY5TuOlUe5Hc2MpOJmNBTANRV92gZxaD74RiWIw9EmvbAoOriUNRFtSu3i3S9yrJFektlKgUh-HY4QY-qtDfnH0hLoOdbGHsPXc8_O4ZFNB-Zw8OGbfREa8INP3AHBm33r_oBq9SXHgIBAAA=WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Tanto la JCCA como el TARC, cambiando su anterior doctrina, admite 
la subsanabilidad de la documentación a aportar con carácter previo 
a la licitación debiendo ser el órgano de contratación lo más preciso 
posible en su requerimiento

Solamente el incumplimiento total y grave puede determinar la ex-
clusión sin posibilidad de subsanación

La copiosa doctrina del Tribunal Administrativo Central de Recursos 
Contractuales coincide con el criterio de esta Junta Consultiva. La apli-
cación del principio de concurrencia exige que ante incumplimientos 
de mero carácter formal y, por tanto, subsanables, se pueda ofrecer 
al licitador la posibilidad de demostrar, siempre en un breve plazo 
que no perjudique al interés público, que verdaderamente cumplía 
con el requisito exigido. Otra solución podría ser perniciosa para el 
interés público que subyace 8 necesariamente en todo contrato pú-
blico, porque la exclusión del licitador que ha fallado en la acredita-
ción de un requisito del que sí disponía sin incurrir en una negligencia 
grave por su parte, no sólo perjudica al citado licitador, sino también 
a la entidad contratante, que se ve obligada a prescindir de la mejor 
proposición por la existencia de meros defectos formales, fácilmente 
enmendables. 

Por el contrario, cuando lo que ocurre es que el licitador no ha hecho 
el menor esfuerzo por aportar la documentación exigida o cuando de 
la misma se deduzca con claridad que lo que ocurre es que el licitador 
no cumple algunas de las condiciones que, como requisitos previos, 
exige la LCSP para poder ser adjudicatario, la única solución es des-
cartar su proposición excluyéndolo de la licitación, repetir el trámite 
del artículo 150.2 respecto de la siguiente de las proposiciones e im-
poner, en este caso de forma automática, las penalidades que marca 
la norma. No se trata, en realidad, de hacer una interpretación más o 
menos rigurosa de la LCSP, sino de que el órgano de contratación no 
puede adjudicar el contrato a quien no acredita en modo alguno o no 
cumple alguna de las condiciones exigidas para contratar o a quien, 
requerido para su acreditación, presenta una conducta indolente o ne-
gligente y omite la acreditación de alguna de ellas.

 �INFORME 6/2021 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL 
ESTADO

Sobre esta cuestión, la posibilidad de solicitar la subsanación de la 
documentación presentada por el licitador propuesto como adjudi-
catario establecida en el artículo 151.2 del TRLCSP (en la actualidad, 
artículo 150.2 de la LCSP), este Tribunal se ha venido pronunciando, 
en general, en el sentido de no considerar admisible la subsanación, 
porque la misma atentaría contra la seguridad jurídica del resto de 
licitadores, y contra los principios proclamados en los artículos 1 y 139 
del TRLCSP: publicidad, libre concurrencia y transparencia (Resolucio-
nes 61/2013 y 286/2015). 

¿DEBE DARSE PLAZO 
DE SUBSANACIÓN 
EN RELACIÓN CON 

LA DOCUMENTACIÓN 
EXIGIDA CON 

CARÁCTER PREVIO A 
LA ADJUDICACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjYU9NCD0wkDEZniPdviVqytNNl0_95oDYQ8eB95jybn3fTQlzCgYqhJpwoaHsDufBO1GfECtWgfWgz5JIo9g63wC1PvX0cYTQdsvMshxFembXW5T76zSpPlSo0YSAB9NR06RtWbrj_IcuSByNAOGHRV7IuqOG7LzSxbLNfpLLtlSSZBCKHpT9ChLt3NhwfSHOj5Vtbdpev5Z8dnEc0HZgms2UVPNVauZOAWLLr2X_UDMcxR6AIBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjYU9NCD0wkDEZniPdviVqytNNl0_95oDYQ8eB95jybn3fTQlzCgYqhJpwoaHsDufBO1GfECtWgfWgz5JIo9g63wC1PvX0cYTQdsvMshxFembXW5T76zSpPlSo0YSAB9NR06RtWbrj_IcuSByNAOGHRV7IuqOG7LzSxbLNfpLLtlSSZBCKHpT9ChLt3NhwfSHOj5Vtbdpev5Z8dnEc0HZgms2UVPNVauZOAWLLr2X_UDMcxR6AIBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yjYU9NCD0wkDEZniPdviVqytNNl0_95oDYQ8eB95jybn3fTQlzCgYqhJpwoaHsDufBO1GfECtWgfWgz5JIo9g63wC1PvX0cYTQdsvMshxFembXW5T76zSpPlSo0YSAB9NR06RtWbrj_IcuSByNAOGHRV7IuqOG7LzSxbLNfpLLtlSSZBCKHpT9ChLt3NhwfSHOj5Vtbdpev5Z8dnEc0HZgms2UVPNVauZOAWLLr2X_UDMcxR6AIBAAA=WKE
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Esta doctrina general ha sido modificada recientemente en nuestra 
Resolución 338/2018, en la que no sólo se considera admisible y ajus-
tada a Derecho la solicitud de subsanación realizada por el órgano de 
contratación, sino que resuelve que la misma debió haber sido conce-
dida en términos más amplios. 

Llegados a este punto, este TACRC considera que, aunque pueden exis-
tir argumentos jurídicos en favor de la insubsanabilidad de la docu-
mentación presentada en este trámite, la doctrina contraria, esto es, 
no sólo la posibilidad sino el derecho subjetivo del licitador propuesto 
como adjudicatario a que se le conceda un trámite de subsanación de 
la documentación presentada, cuenta con más sólidas razones.

 �RESOLUCIÓN 747/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES.

En este sentido, hemos venido a distinguir de acuerdo con nuestra 
doctrina más reciente los supuestos de “incumplimiento total y gra-
ve” de la obligación de aportación de documentación al amparo del 
artículo 150.2 de la LCSP, que comporta la retirada de la oferta, de los 
supuestos de “cumplimiento defectuoso o imperfecto” de esta obli-
gación, y a tales efectos hemos acotado lo que se debe entender por 
“cumplimentar”, llegando a la conclusión de que la interpretación de 
la “retirada injustificada de la oferta” se limita a los incumplimientos 
totales de determinadas obligaciones, admitiendo la posibilidad de 
subsanar los defectos u omisiones en la cumplimentación del reque-
rimiento en determinados supuestos haciendo prevalecer el derecho 
de la empresa propuesta como adjudicataria, entendiendo que, des-
pués de haberse tramitado el procedimiento de licitación para esco-
ger la oferta económicamente más ventajosa, no parece razonable 
rechazarla por existir algún error o imperfección en la documentación 
presentada. Así, en el caso de la constitución de la garantía definitiva, 
hemos considerado subsanable el defecto consistente en la constitu-
ción de una garantía por importe insuficiente, concediendo al efecto 
un plazo de tres días para la complementación de la garantía inicial-
mente constituida.

 �RESOLUCIÓN 582/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

Pues bien, aun cuando es cierto que la actuación de la recurrente 
adoleció de la diligencia que se le presume a toda licitadora en el 
momento de presentación de la documentación requerida, no lo es 
menos que también la mesa de contratación realizó un requerimiento 
genérico en fase de subsanación, en cuanto a la solvencia económica 
y financiera, pues no especificó el defecto u omisión que debía subsa-
narse y que, teniendo en cuenta los datos económicos del volumen de 
negocios facilitados por HEXACATH así como la fase del procedimien-
to en la que nos encontramos, es decir, la previa a la adjudicación, la 
mesa pudo solicitar aclaración específica sobre el extremo concreto 
de la acreditación del depósito de las cuentas de 2018 en el Registro 
Mercantil. Así, y al amparo del principio de proporcionalidad (artículo 

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfqzitgBx8IBCkoApV4ee-SZbEqmMj7yaQt8etOax2pPk0MzRbZ-dBnf2IgqEmJQU0PILZuSZqPeEZ6qCdb9Hnc1DsGEyFfzD17nGESXfA2tkcfIzSbasOlyRJljJbyWwtJvQUAHXVHVpG0euu_w7HkQciTTtgUFWxL6riuC03i_RLyixbfi7SW5rItSAE3_Q_0KEq7c35AekD6P4Uxv6Guad_O-ZFNB-ZQ2fNNnqiMeGHGtyCQdu-174AdlvQMQUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfqzitgBx8IBCkoApV4ee-SZbEqmMj7yaQt8etOax2pPk0MzRbZ-dBnf2IgqEmJQU0PILZuSZqPeEZ6qCdb9Hnc1DsGEyFfzD17nGESXfA2tkcfIzSbasOlyRJljJbyWwtJvQUAHXVHVpG0euu_w7HkQciTTtgUFWxL6riuC03i_RLyixbfi7SW5rItSAE3_Q_0KEq7c35AekD6P4Uxv6Guad_O-ZFNB-ZQ2fNNnqiMeGHGtyCQdu-174AdlvQMQUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfKzsgSg8-NCFIoApV4ee-SZbEwtiVdxPI29dgDqsdaT7NDE3Ou-mmj2FAwVCTVgIaHsCufZO0GfEIddQ-tBjyKSr2DLbCJ0y9v-9hNB2w8S6HkKJM2-rdSUq5XMzVcvUpRgwUAX02HTpG0Zuu_4nHiQciQ2tg0FW5KatyX2y_Z9lCSbmaq1l2yaT6EoQQmv4XOtRbd_HhhvQB9PcQ1l3j3MPLTnkJzQfm2FmzS55obPyxBguw6Nr32n9XH9bUBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfKzsgSg8-NCFIoApV4ee-SZbEwtiVdxPI29dgDqsdaT7NDE3Ou-mmj2FAwVCTVgIaHsCufZO0GfEIddQ-tBjyKSr2DLbCJ0y9v-9hNB2w8S6HkKJM2-rdSUq5XMzVcvUpRgwUAX02HTpG0Zuu_4nHiQciQ2tg0FW5KatyX2y_Z9lCSbmaq1l2yaT6EoQQmv4XOtRbd_HhhvQB9PcQ1l3j3MPLTnkJzQfm2FmzS55obPyxBguw6Nr32n9XH9bUBQEAAA==WKE
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132.1 de la LCSP) habría evitado acudir a una decisión tan gravosa para 
la licitadora como es la exclusión, pues habría tenido la oportunidad 
de comprobar que las cuentas de 2018 habían sido presentadas y 
calificadas por el registrador mercantil en fecha adecuada para esta 
licitación. Es más, de haber efectuado el requerimiento de subsana-
ción de modo adecuado y concreto, habría permitido a la recurrente 
conocer qué documentación concreta era la que tenía que facilitar.

 �RESOLUCIÓN 274/2021, TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA JUNTA DE 
ANDALUCÍA

No obstante lo anterior, ello no implica que el licitador afectado (en 
este caso, el recurrente) tenga un derecho absoluto a exigir un trámi-
te de subsanación para cualquier defecto, sea cual sea su naturaleza, 
por lo que deben analizarse las circunstancias que concurren en este 
concreto supuesto. A la vista de la doctrina del OARC / KEAO, elabo-
rada a propósito de la subsanación de la documentación jurídica o de 
la proposición técnica o económica, se ha venido entendiendo que no 
cabe subsanar las carencias probatorias de documentos formalmen-
te correctos; dicho de otra forma, no puede subsanarse la incompa-
tibilidad entre el contenido de un documento y los términos exigidos 
en los pliegos, ya que no se trata de un defecto del documento que le 
impide acreditar suficientemente un requisito, sino, por el contrario, 
de la acreditación de que dicho requisito no se satisface (ver las Reso-
luciones 54 y 133/2018 del OARC / KEAO)

 �RESOLUCIÓN 2/2021 ÓRGANO ADMINISTRATIVO DE 
RECURSOS CONTRACTUALES DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE EUSKADI 

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKocUiXKwQfzcyCipgKT-wY2gErs1jZpePs6pYceVjuaGX2arxntovDheZXVZdEk-WZmrNtJGh1eN9E1YtF2E7VUVXncSFFQkb7lMq9VJVR-Lmma0SpLmqoua5qUMtiJakSR1c-kEPTUSCWeWshUBPyT3naCuEUbvdy4sjMSDxfHtwRaP8OUmnbV4x0VXII2tkMbL5wRbzxMFToeETeYbwn3sQc_Gh2DXVFj1_FTwxg7sOP-uN2TO1oXCvw89qg9kmHshyKcX_sOwbbDO_TIc3019obuBdzng0z6Iyypf-P_1Xj2PuAuXq8ZaafwU_CYwIS6-xvyA4Orjg5YAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKocUiXKwQfzcyCipgKT-wY2gErs1jZpePs6pYceVjuaGX2arxntovDheZXVZdEk-WZmrNtJGh1eN9E1YtF2E7VUVXncSFFQkb7lMq9VJVR-Lmma0SpLmqoua5qUMtiJakSR1c-kEPTUSCWeWshUBPyT3naCuEUbvdy4sjMSDxfHtwRaP8OUmnbV4x0VXII2tkMbL5wRbzxMFToeETeYbwn3sQc_Gh2DXVFj1_FTwxg7sOP-uN2TO1oXCvw89qg9kmHshyKcX_sOwbbDO_TIc3019obuBdzng0z6Iyypf-P_1Xj2PuAuXq8ZaafwU_CYwIS6-xvyA4Orjg5YAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKocUiXKwQfzcyCipgKT-wY2gErs1jZpePs6pYceVjuaGX2arxntovDheZXVZdEk-WZmrNtJGh1eN9E1YtF2E7VUVXncSFFQkb7lMq9VJVR-Lmma0SpLmqoua5qUMtiJakSR1c-kEPTUSCWeWshUBPyT3naCuEUbvdy4sjMSDxfHtwRaP8OUmnbV4x0VXII2tkMbL5wRbzxMFToeETeYbwn3sQc_Gh2DXVFj1_FTwxg7sOP-uN2TO1oXCvw89qg9kmHshyKcX_sOwbbDO_TIc3019obuBdzng0z6Iyypf-P_1Xj2PuAuXq8ZaafwU_CYwIS6-xvyA4Orjg5YAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OQW6DMBBFTxNvLFUOlRpl4YWDUeWWQIVN9gYmgErs1jZpuH2dkkUXoxm99_U13zO4RcEt0CqTZV6nYjMT0j0XONkk54QkW7yC6pUVJWb8KAohVcWUOJWYZ7jK0rqSpcRpWUScqprlmbybnEV2rAvBGcesVo_i8sjuNqvlO-MCI78Ya5YLVW4GFHTj6RbpNsx64ralyf0er6B0E7l1HbjDQgkKNuipAh8DfrA_hb6OvQ6jNQft1qqx6-hbTQjZkf3LfrtDV3A-Buhp7MEEQMPYD3mcsOY9aNcOH7oHKszZugv4J-2_bmgyn_ET-af_Rw9zCLGuCWZ1qJ3i5jpAqicw3eORXyERcCFiAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OQW6DMBBFTxNvLFUOlRpl4YWDUeWWQIVN9gYmgErs1jZpuH2dkkUXoxm99_U13zO4RcEt0CqTZV6nYjMT0j0XONkk54QkW7yC6pUVJWb8KAohVcWUOJWYZ7jK0rqSpcRpWUScqprlmbybnEV2rAvBGcesVo_i8sjuNqvlO-MCI78Ya5YLVW4GFHTj6RbpNsx64ralyf0er6B0E7l1HbjDQgkKNuipAh8DfrA_hb6OvQ6jNQft1qqx6-hbTQjZkf3LfrtDV3A-Buhp7MEEQMPYD3mcsOY9aNcOH7oHKszZugv4J-2_bmgyn_ET-af_Rw9zCLGuCWZ1qJ3i5jpAqicw3eORXyERcCFiAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OQW6DMBBFTxNvLFUOlRpl4YWDUeWWQIVN9gYmgErs1jZpuH2dkkUXoxm99_U13zO4RcEt0CqTZV6nYjMT0j0XONkk54QkW7yC6pUVJWb8KAohVcWUOJWYZ7jK0rqSpcRpWUScqprlmbybnEV2rAvBGcesVo_i8sjuNqvlO-MCI78Ya5YLVW4GFHTj6RbpNsx64ralyf0er6B0E7l1HbjDQgkKNuipAh8DfrA_hb6OvQ6jNQft1qqx6-hbTQjZkf3LfrtDV3A-Buhp7MEEQMPYD3mcsOY9aNcOH7oHKszZugv4J-2_bmgyn_ET-af_Rw9zCLGuCWZ1qJ3i5jpAqicw3eORXyERcCFiAQAAWKE
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917 
DESISTIMIENTO Y RENUNCIA DE LA LICITACIÓN

El desistimiento se fundamenta en un acto discrecional fundamen-
tado en el cambio de criterio del órgano de contratación motivado 
por el interés general; la renuncia es un acto reglado basado en una 
infracción de las normas de tramitación del expediente

Ambas actuaciones necesitan justificación adecuada y suficiente en 
el expediente contractual

En la Resolución 254/2019, 15 de marzo, se recoge la doctrina sobre 
el desistimiento y la renuncia. Así, «el precepto recoge dos institucio-
nes distintas, la renuncia y el desistimiento, como hemos manifesta-
do en reiteradas ocasiones por este Tribunal. La renuncia, a diferencia 
del desistimiento, supone un cambio en la voluntad de la Adminis-
tración de contratar la prestación, por razones de interés público y, 
por ello, es un acto de contenido discrecional. Ha de ser acordado –al 
igual que el desistimiento– antes de la adjudicación del contrato, para 
evitar lesionar derechos y no meras expectativas, y precisamente por 
su carácter discrecional el artículo 152.3 de la LCSP introduce como 
cautela, para evitar fraudes en el procedimiento de adjudicación, la 
prohibición al órgano de contratación de promover una nueva licita-
ción del objeto del contrato en tanto subsistan las razones alegadas 
para fundamentar la renuncia. Por el contrario, el desistimiento tiene 
un contenido por completo diferente, a diferencia de la renuncia no 
es un acto discrecional determinado por el cambio de voluntad de la 
Administración contratante, sino un acto reglado fundado en causas 
de legalidad y no de oportunidad

[…]

En este sentido, la Sentencia Tribunal de Justicia de la Unión Europea, 
de 11 de diciembre de 2014 (asunto C-440/13), a la que se refiere la 
resolución de este Tribunal antes transcrita, señala que: «De ese mo-
do, el Derecho de la Unión no se opone a que los Estados miembros 
establezcan, en su normativa, la posibilidad de adoptar una decisión 
de revocar una licitación. Los motivos de dicha decisión de revocación 
pueden basarse así en razones, relacionadas en particular con la apre-
ciación de la oportunidad, desde el punto de vista del interés público, 
de llevar a término un procedimiento de licitación, habida cuenta, en-
tre otras cosas, de la posible modificación del contexto económico 
o de las circunstancias de hecho, o incluso de las necesidades de la 

¿QUÉ DIFERENCIA 
EXISTE ENTRE EL 

DESISTIMIENTO Y LA 
RENUNCIA A UNA 

LICITACIÓN?
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entidad adjudicadora de que se trata. Una decisión de ese tipo puede 
también motivarse por el nivel insuficiente de competencia, debido al 
hecho de que, al finalizar el procedimiento de adjudicación del contra-
to en cuestión, únicamente quedara un licitador idóneo para ejecutar 
dicho contrato.». No cabe ninguna duda que en el presente supuesto 
se han alterado las circunstancias de hecho que dieron lugar al inicio 
de la licitación, con un incremento del 30 % de los alumnos que deben 
ser transportados, por lo que la decisión está plenamente justificada 
y motivada, al precisar una modificación de los Pliegos en relación 
con los medios de transporte ofertados y las propias necesidades del 
órgano de contratación.

 �RESOLUCIÓN 497/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKqcnybNwQcwHKgoVGByX2ADqMRubUPD29cpPfSw2tHMp9F8TWgWiXfHi7jM00okm4mxdp_Rw_m02V13bHumskjCKgtSGkRvSZaUsghkcsmpiDMvUxrFtIhFVZR5SUX-8ISsgjQuKbGL0mq5cWkmJA5qy7cEGjfBGOmG7x56mFFC7X1tWjThwhlx2sFYoPWA7fV3BvPQgRu0CsGsVUPb8teKMXbcvxxPzwcyo7Ee4JehQ-WQ9EPXp_7cylsE0_Tv0CFP1FWbG9onsJ93MqoPv6T8jf-j4eScr6udWjPSjP5H4FDAiKr9G_IDUnsXAEABAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKqcnybNwQcwHKgoVGByX2ADqMRubUPD29cpPfSw2tHMp9F8TWgWiXfHi7jM00okm4mxdp_Rw_m02V13bHumskjCKgtSGkRvSZaUsghkcsmpiDMvUxrFtIhFVZR5SUX-8ISsgjQuKbGL0mq5cWkmJA5qy7cEGjfBGOmG7x56mFFC7X1tWjThwhlx2sFYoPWA7fV3BvPQgRu0CsGsVUPb8teKMXbcvxxPzwcyo7Ee4JehQ-WQ9EPXp_7cylsE0_Tv0CFP1FWbG9onsJ93MqoPv6T8jf-j4eScr6udWjPSjP5H4FDAiKr9G_IDUnsXAEABAAA=WKE
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918 
REVOCACIÓN ADJUDICACIÓN

En las AAPP solo se puede rectificar el acto de adjudicación por un 
error material, de hecho o aritmético conforme al art. 109.2 de la Ley 
39/2015

El error en la valoración de las ofertas no tiene encaje en una rectifi-
cación material procediendo la revisión de oficio 

Atendiendo a dicha doctrina, no cabe dudar que la actuación del ór-
gano de contratación no puede calificarse como de corrección de un 
error material o de hecho, puesto que lo que se ha hecho es dejar sin 
efecto un primer acto de adjudicación sobre la base de una nueva 
valoración de las proposiciones. Por más que ello pudiera obedecer a 
un error en la valoración inicialmente efectuada, ello no puede con-
fundirse con un simple error material o de hecho subsanable por esta 
vía, dado que para apreciarlo es necesario un nuevo juicio de valora-
ción de la proposición de Aralia Servicios Sociosanitarios, S.A., y en la 
medida en que como consecuencia de ello se altera la sustancia del 
acuerdo de adjudicación, que se produce tras ello en favor de otro 
licitador. 

Se ha tratado así de una auténtica revisión de oficio del inicial acuerdo 
de adjudicación, sin sometimiento al procedimiento de revisión de ofi-
cio establecido por el art. 106 de la Ley 39/2015, limitado a la concu-
rrencia de causas de nulidad de pleno derecho, con las especialidades 
que resultan del art. 41 de la LCSP, única vía admisible para la revisión 
de oficio efectuada. Esto es, si el órgano de contratación entendía que 
existió un error en la valoración, la única vía a su disposición para de-
jar sin efecto por sí mismo la adjudicación ya acordada era iniciar un 
procedimiento de revisión de oficio ajustándose a las previsiones de 
los arts. 41 LCSP y 106 de la Ley 39/2015, sin perjuicio de la posibilidad 
de, previa declaración de lesividad, interponer recurso contencioso 
administrativo por causa de anulabilidad del acuerdo (art. 107 de la 
Ley 39/2015).

 �RESOLUCIÓN 930/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿PUEDE REVOCARSE 
LA ADJUDICACIÓN 

CONTRACTUAL SI SE 
HA ADVERTIDO EN 
ERROR EN LA FASE 

DE VALORACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcURPxd8lhC0UCIYQKu3e3NW1ESFDsFvr2BLIHyyPNp5mh0Xk33vUl9CgYKtJSQM092I2vkzYDXqCK2ocGQz5GxZ7BlviBqfPPIwymBTbe5RBSlGkavf_NsmyhFkrNl2LAQBHQf6ZFxyg603aHeJx4IDK0AQZdFtuiLI7r3c9EzeRKzpWcqKvK5EoQQqi7E7Sod-7qwx1pCvR4Cetuce75a6e8hOY9c-ys2CVP1Db-WINrsOia_7VvNoHRwwUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzY7CMAyEn4YcURPxd8lhC0UCIYQKu3e3NW1ESFDsFvr2BLIHyyPNp5mh0Xk33vUl9CgYKtJSQM092I2vkzYDXqCK2ocGQz5GxZ7BlviBqfPPIwymBTbe5RBSlGkavf_NsmyhFkrNl2LAQBHQf6ZFxyg603aHeJx4IDK0AQZdFtuiLI7r3c9EzeRKzpWcqKvK5EoQQqi7E7Sod-7qwx1pCvR4Cetuce75a6e8hOY9c-ys2CVP1Db-WINrsOia_7VvNoHRwwUBAAA=WKE
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1001 
OBLIGATORIEDAD DE PREVER EN LOS PLIEGOS  

EL MÉTODO DE CÁLCULO

Tanto si el precio es el único criterio de adjudicación como en los su-
puestos en los que se tengan en consideración varios criterios es pre-
ceptiva la inclusión en los pliegos parámetros objetivos para calcular 
la temeridad de las ofertas

A diferencia de la anterior normativa la LCSP lo impone como un con-
tenido obligatorio de los pliegos

Como se señala en el escrito de consulta, hasta la entrada en vigor de 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, la 
interpretación comúnmente aceptada era que en los procedimientos 
en que se utilice una pluralidad de criterios de adjudicación su inclu-
sión en los pliegos resultaba potestativa, no siendo posible la decla-
ración del carácter anormal o desproporcionado de la oferta en el 
caso de que tales parámetros no figurasen en los pliegos. Cabe citar 
a este respecto el informe de esta Junta Consultiva de 31 de marzo de 
2009 (expediente 58/08). Esta conclusión se deducía del tenor de los 
artículos 86.3 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas 
y del 136.2 de la Ley 30/2007 de Contratos del Sector Público que 
utilizaban la expresión “podrán expresarse” para aludir a la inclusión 
de los criterios objetivos de temeridad. 

Sin embargo, de la redacción del tenor literal del artículo 149.2 de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, se 
deduce que la inclusión de estos parámetros en los pliegos resulta 
ahora obligatoria en todos los supuestos que regula. […], la expresión 
literal utilizada por el artículo 149.2 de la LCSP –“debiendo contem-
plarse en los pliegos, a estos efectos, los parámetros objetivos que 
deberán permitir identificar los casos en que una oferta se considere 
anormal”- conduce inexorablemente a concluir que, por expresa im-
posición del legislador, se trata de un contenido obligatorio que se 
debe introducir en los pliegos en todo caso.

 �INFORME 119/18 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO

El precedente TRLCSP solo imponía como exigible la aplicación del 
procedimiento de apreciación de la viabilidad de la oferta cuando 
se hubiera formulada en términos que la hacen anormalmente baja 
cuando el único criterio de adjudicación fuese el del precio, dejando 

¿ES PRECEPTIVA 
LA INCLUSIÓN EN 
LOS PLIEGOS DE 

UNA FÓRMULA 
PARA CALCULAR LA 

TEMERIDAD?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1QwW7bMAz9mvgioHAyoGsOviTFgAJBUbTB7rTE2txk0ZUor_77UXJb1JBF6fHp8ZFvGeN6xXfpzjyxSahrl9v2dQ8eDAaD3mCykYSNQ2M5pOwFdgdrRkgCprIkgqvshQaOhajwBVdz3B1eD-3-Z-Erele2wAvh1Ef8AM9c3gsnvXjzglZU4qmagN6T5cJTPQqCcY4oYKlmfwT1M23EMKkLNGBxluolgnnLWDx5VZ4jW3Q0kbL0qmhJardZSEtoDGBmnyN4cuBqq9ozRqq2DLg_2ZH9VjllNWR9Tl_IZylPOGiMWCfVqy4L6qiEFmjSGjisU3eNGRvNpm7fgJUM_p5tdyhnWvAKveIcHcbT2rWNsIB_xqSENPK_R9A5qx6HE8RNipzrHn615btrj7fHZsGYlND9pqFMphlpGC_6y8ZPCNGOTzBgdyE197y5dZxuIM3vjQ9_1dBLZX1_ccoiqtpL2HKN9RrvQfAMHoP78PMf5j-mvlcCAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1QwW7bMAz9mvgioHAyoGsOviTFgAJBUbTB7rTE2txk0ZUor_77UXJb1JBF6fHp8ZFvGeN6xXfpzjyxSahrl9v2dQ8eDAaD3mCykYSNQ2M5pOwFdgdrRkgCprIkgqvshQaOhajwBVdz3B1eD-3-Z-Erele2wAvh1Ef8AM9c3gsnvXjzglZU4qmagN6T5cJTPQqCcY4oYKlmfwT1M23EMKkLNGBxluolgnnLWDx5VZ4jW3Q0kbL0qmhJardZSEtoDGBmnyN4cuBqq9ozRqq2DLg_2ZH9VjllNWR9Tl_IZylPOGiMWCfVqy4L6qiEFmjSGjisU3eNGRvNpm7fgJUM_p5tdyhnWvAKveIcHcbT2rWNsIB_xqSENPK_R9A5qx6HE8RNipzrHn615btrj7fHZsGYlND9pqFMphlpGC_6y8ZPCNGOTzBgdyE197y5dZxuIM3vjQ9_1dBLZX1_ccoiqtpL2HKN9RrvQfAMHoP78PMf5j-mvlcCAAA=WKE
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a la voluntad del órgano de contratación la introducción en el pliego 
de los parámetros objetivos que permitiesen identificar los casos en 
que una oferta se considerase anormal cuando de la utilización de 
una pluralidad de criterios de adjudicación se tratase. 
Sin embargo, la nueva LCSP impone, mediante el empleo del verbo 
deber, establecer dichos parámetros objetivos cualquiera que sea el 
procedimiento de adjudicación, ya sometido a un solo al criterio del 
precio ya a varios, pues es obligación del órgano de contratación apre-
ciar la viabilidad de la oferta. 

Coincidiendo en esto con el TRLCSP, la nueva LCSP establece en el ca-
so de que el único criterio de adjudicación sea el del precio, en defecto 
de previsión en el pliego, la aplicación de los parámetros objetivos 
establecidos reglamentariamente, y en el caso de que los criterios 
sean varios, solo permite que los parámetros aplicables se fijen en el 
pliego, de modo que, de no hacerlo el pliego, no es posible acudir a los 
parámetros establecidos reglamentariamente. 

Así las cosas –como reconoce el propio órgano de contratación en su 
informe–, el PCAP incumplió la LCSP al impedir identificar las ofertas 
incursas en presunción de anormalidad, sin que, como parece dar a 
entender la recurrente en su escrito, sean aplicable las disposiciones 
reglamentarias para suplir la omisión, al ser el procedimiento de ad-
judicación por varios criterios de adjudicación y no solo por el precio. 

 �RESOLUCIÓN 1187/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OS2-DMBCEf018sVSZ9JHk4AOvAxWFypjcF9gAKrFb29Dw7-uUHnpY7Wjm02i-ZjSrxJvjIq3KvI6z3cxY91jQIDgedvvLngVHKkUW1UWY0zB5y4qskiKU2bmkcVp4mdMkpSKNa1GVFY3LuxfLOszTithVabVeuTQzEgeN5QGB1s0wJbrlT3c9Liih8b42HZpo5Yw47WAS6OE9sYP-LmAZe3CjVhGYrWvsOv5aM8YO7PRyCp7JgsZ6gJ_HHpVDMoz9kPtzG28RTDu8Q488UxdtrmgfwH7eyKQ-_JTqN_6PRrNzvq5xastIO_mfgMMYJlTd35AfPGGBZUEBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OS2-DMBCEf018sVSZ9JHk4AOvAxWFypjcF9gAKrFb29Dw7-uUHnpY7Wjm02i-ZjSrxJvjIq3KvI6z3cxY91jQIDgedvvLngVHKkUW1UWY0zB5y4qskiKU2bmkcVp4mdMkpSKNa1GVFY3LuxfLOszTithVabVeuTQzEgeN5QGB1s0wJbrlT3c9Liih8b42HZpo5Yw47WAS6OE9sYP-LmAZe3CjVhGYrWvsOv5aM8YO7PRyCp7JgsZ6gJ_HHpVDMoz9kPtzG28RTDu8Q488UxdtrmgfwH7eyKQ-_JTqN_6PRrNzvq5xastIO_mfgMMYJlTd35AfPGGBZUEBAAA=WKE
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La regla general es que la fórmula que establezca la temeridad debe 
poner en relación el conjunto de criterios de adjudicación previstos 
en el pliego, tanto objetivos como subjetivos

De forma motivada se pueden establecer limitaciones a los criterios 
que se toman en consideración

El artículo 149.2 b) de la LCSP establece que, cuando se utilicen una 
pluralidad de criterios de adjudicación (como en este caso), los plie-
gos que rigen el contrato establecerán “los parámetros objetivos que 
deberán permitir identificar los casos en que una oferta se considere 
anormal, referidos a la oferta considerada en su conjunto”. El poder 
adjudicador ha dado cumplimiento a este mandato en la cláusula es-
pecífica 23.3 del PCAP. 

A juicio de este Órgano, la interpretación correcta de su contenido 
es la siguiente: 1) Los “criterios” que cita deben entenderse de modo 
acumulativo; es decir, para que la proposición esté incursa en sospe-
cha de anormalidad deben satisfacerse ambos y no tan solo uno de 
ellos. Téngase en cuenta que el uso combinado de los dos criterios 
cumple el mandato legal de considerar la oferta “en su conjunto” (ver, 
por ejemplo, las Resoluciones 575/2019 del Tribunal Administrati-
vo Central de Recursos Contractuales y 175/2019 del OARC / KEAO); 
no por casualidad, este mandato no figura para los parámetros de 
anormalidad de las licitaciones que se resuelven en atención exclusi-
va al precio, en las que son indiferentes los aspectos cualitativos de 
las proposiciones. En este sentido, la cláusula permite ponderar no 
solamente el precio propuesto, sino también la calidad de la oferta. 
Ello impide, por ejemplo, considerar anormalmente baja una oferta 
en referencia exclusiva al precio, lo que sería inadecuado en un pro-
cedimiento en el que las proposiciones se diferencian también por su 
calidad; imagínese, por ejemplo, que una de dichas ofertas se limita a 
cumplir con las prescripciones técnicas mínimas (lo que abarata sus 
costes y explicaría el ofrecimiento de un descuento importante) y la 
otra 6/8 ofrece un alto nivel en sus prestaciones (lo que encarece sus 
costes, por lo que sería sospechoso un precio bajo).

 �RESOLUCIÓN 49/2021 ÓRGANO ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE EUSKADI

¿QUÉ HA DE 
ENTENDERSE 

POR OFERTA EN 
SU CONJUNTO 

A LOS EFECTOS 
DE ESTABLECER 
LA FÓRMULA DE 

TEMERIDAD?

1002 
FÓRMULAS PARA EL CÁLCULO  

DE LAS OFERTAS ANORMALMENTE BAJAS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwU7DMBBEv6a-WEJuQUAPPrhxhAxpgmK7dzfZJhGpDbZTmr_HJRw4rHY0bzSarwn8rOAaaZ3LqtCZWE2EtPclftiuNqcN2azx4tQvrKww43tRCqlqpsShwjzHdZ7pWlYSZ1WZ7ExpVuTyRgqWvL0uBWccM63-mqs9u9FcyzfGBQqzdXY-U-UnQNEcA10j08TJjNw1ix4uoMwxaedb8LuZEhRdNGMNt3Do3XdpLkNn4uDszvilamhb-qoJIU9k-7hdP6ML-JAC9DB0YCOgfuj6Il1c8gGMb_p30wEV9uT8GcKdCZ9XNNqPtET-4v_R3RRjqjtGuzDUjOlzEyEzI9j2b8gPhKS1N2IBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwU7DMBBEv6a-WEJuQUAPPrhxhAxpgmK7dzfZJhGpDbZTmr_HJRw4rHY0bzSarwn8rOAaaZ3LqtCZWE2EtPclftiuNqcN2azx4tQvrKww43tRCqlqpsShwjzHdZ7pWlYSZ1WZ7ExpVuTyRgqWvL0uBWccM63-mqs9u9FcyzfGBQqzdXY-U-UnQNEcA10j08TJjNw1ix4uoMwxaedb8LuZEhRdNGMNt3Do3XdpLkNn4uDszvilamhb-qoJIU9k-7hdP6ML-JAC9DB0YCOgfuj6Il1c8gGMb_p30wEV9uT8GcKdCZ9XNNqPtET-4v_R3RRjqjtGuzDUjOlzEyEzI9j2b8gPhKS1N2IBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwU7DMBBEv6a-WEJuQUAPPrhxhAxpgmK7dzfZJhGpDbZTmr_HJRw4rHY0bzSarwn8rOAaaZ3LqtCZWE2EtPclftiuNqcN2azx4tQvrKww43tRCqlqpsShwjzHdZ7pWlYSZ1WZ7ExpVuTyRgqWvL0uBWccM63-mqs9u9FcyzfGBQqzdXY-U-UnQNEcA10j08TJjNw1ix4uoMwxaedb8LuZEhRdNGMNt3Do3XdpLkNn4uDszvilamhb-qoJIU9k-7hdP6ML-JAC9DB0YCOgfuj6Il1c8gGMb_p30wEV9uT8GcKdCZ9XNNqPtET-4v_R3RRjqjtGuzDUjOlzEyEzI9j2b8gPhKS1N2IBAAA=WKE
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En el caso analizado la fórmula impugnada tiene en cuenta la oferta 
considerada en su conjunto, tal como prescribe el apartado b para 
los casos en los que se utilicen una pluralidad de criterios de adjudi-
cación. Dice concretamente el apartado K del PCAP que se considera 
que una oferta es presuntamente anormal o desproporcionada si es 
inferior en un 30% a la media aritmética de las ofertas presentadas, 
y además la puntuación obtenida por su oferta técnica es superior 
en un 30% a la media aritmética de las puntuaciones obtenidas por 
todas las empresas. 

Es decir, el parámetro considera como presuntamente anormales a 
las ofertas de precio muy bajo (inferior al 30 % de la media), que a la 
vez sean muy buenas técnicamente (superiores al 30% de la media). 

Los parámetros establecidos tienen en cuenta la “oferta realizada en 
su conjunto”, como dice la LCSP, y, aunque la conjunción de ambos 
requisitos (económico y técnico) hace más difícil que una determina-
da oferta se halle incursa en presunción de anormalidad que aten-
diendo sólo al criterio económico, no se puede inferir de ello que la 
fórmula vulnere el artículo 149 LCSP, como pretende el recurrente. Es 
competencia del órgano de contratación determinar los parámetros 
de la presunción de anormalidad, y los elegidos no se considera que 
vulneren la LCSP.

 �RESOLUCIÓN 575/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OS2-DMBCEf018sRQ5D4J68IHXgYpCBSb3BTaASuzWNjT8-zqlhx5WO5r5NJqvGfUq8GF5mVRFVkfpbmasO-XU873d8XZkhxcqyjSs8yCjQfyW5mklykCk14JGSe5kRuOElklUl1VR0ah4epGogyypKDGrVHK9c6FnJBYaww8EWjvDFKuWn556XFBA43ylO9ThyhmxysJUouE-MYP6zmEZe7CjkiHorWrsOv5aM8Yu5-PZu_hkQW0cwK9jj9IiGcZ-yNzZjTcIuh3eoUeeypvSdzR7MJ8PMskPt6T6jf-j4Wytq2us3DLSTu7HYDGCCWX3N-QHcAPjEUABAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OS2-DMBCEf018sRQ5D4J68IHXgYpCBSb3BTaASuzWNjT8-zqlhx5WO5r5NJqvGfUq8GF5mVRFVkfpbmasO-XU873d8XZkhxcqyjSs8yCjQfyW5mklykCk14JGSe5kRuOElklUl1VR0ah4epGogyypKDGrVHK9c6FnJBYaww8EWjvDFKuWn556XFBA43ylO9ThyhmxysJUouE-MYP6zmEZe7CjkiHorWrsOv5aM8Yu5-PZu_hkQW0cwK9jj9IiGcZ-yNzZjTcIuh3eoUeeypvSdzR7MJ8PMskPt6T6jf-j4Wytq2us3DLSTu7HYDGCCWX3N-QHcAPjEUABAAA=WKE
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En la fórmula pueden tomarse en consideración tanto criterios obje-
tivos como subjetivos

No es necesario realizar un nuevo tratamiento de los criterios suje-
tos a juicio de valor

Cuando se utilicen una pluralidad de criterios de adjudicación en un 
procedimiento de licitación con arreglo al artículo 149.2.b) de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, los pará-
metros objetivos que se han de establecer para identificar las ofertas 
incursas en presunción de anormalidad pueden referirse a los dife-
rentes criterios de adjudicación, siendo posible legalmente incluir pa-
rámetros objetivos que recaigan o afecten a criterios dependientes de 
un juicio de valor siempre que se refieran a la oferta considerada en 
su conjunto.

 �INFORME 113/18 JUNTA CONSULTIVA CONTRATACIÓN 
ADMINISTRATIVA

¿PUEDEN TOMARSE 
EN CONSIDERACIÓN 

LOS CRITERIOS 
DE ADJUDICACIÓN 
SUJETOS A JUICIO 

DE VALOR EN 
LA FÓRMULA DE 

TEMERIDAD?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLUwOuwhy0AICZPuo066tO3Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfND1m5EwdCQjAW0PII-2DZoNWENjdfWdeiy2Su2DLrCL0yDfZUwqR5YWZOBC1Gq62RxjL6zidIoFRM68oC8qh4NoxhUP5z8cuCBSNEBGGSVH_MqL_fFbpGsk3iVLpJbEsVbQQiuHc7QoyzMzboH0hLo-Rba3H3Zy88OaQHNRmb_sWETPNFqf_0T3ING0_27fgDPO1FLAwEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DLUwOuwhy0AICZPuo066tO3Gzmj579vaBoZ58D7ePJqNNfND1m5EwdCQjAW0PII-2DZoNWENjdfWdeiy2Su2DLrCL0yDfZUwqR5YWZOBC1Gq62RxjL6zidIoFRM68oC8qh4NoxhUP5z8cuCBSNEBGGSVH_MqL_fFbpGsk3iVLpJbEsVbQQiuHc7QoyzMzboH0hLo-Rba3H3Zy88OaQHNRmb_sWETPNFqf_0T3ING0_27fgDPO1FLAwEAAA==WKE
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El órgano de contratación puede excluir determinados criterios de 
adjudicación de la fórmula de cálculo de la temeridad 

Ha de justificarse para su exclusión que dichos criterios carecen de 
relevancia económica para la valoración de la viabilidad de la oferta

El literal del artículo 149.2 de la LCSP parece apuntar en el sentido 
analizado en estas Resoluciones. No exige que en la fijación de los pa-
rámetros objetivos para apreciar la temeridad –por obvia referencia al 
precio y al resto de los costes de la oferta- hayan de tenerse en cuen-
ta todos los criterios de adjudicación utilizados en el procedimiento, 
sino que alude únicamente a la oferta considerada en su conjunto. Por 
tanto, parece razonable entender que el órgano de contratación debe 
seleccionar aquellos criterios de adjudicación sobre los cuales sea po-
sible apreciar la temeridad de la proposición del licitador y establecer 
parámetros objetivos propios de cada uno de ellos, sin que necesa-
riamente deba incluir parámetros sobre otros criterios que carezcan 
de trascendencia a los efectos de valorar la anormalidad de la oferta. 
Obviamente, entre los criterios seleccionados pueden existir criterios 
de carácter automático y también criterios dependientes de un juicio 
de valor porque en la valoración de tales criterios puede alcanzarse 
igualmente la conclusión de que una proposición resulta inviable en 
su ejecución, al poder influir ambos tipos de criterios sobre el precio 
y los costes del contrato

 �INFORME 119/18 JUNTA CONSULTIVA 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA

¿HAN DE INCLUIRSE 
TODOS LOS 

CRITERIOS DE 
ADJUDICACIÓN 

EN LA FÓRMULA 
DEL CÁLCULO 

DE LAS OFERTAS 
ANORMALMENTE 

BAJAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1O0WrDMAz8mvnFUNwyxvLgl7QbFMooa9i7amuJmWpntpw1-_qpyx4mEDruTsd9Vsxzh1e2T6QpMGYg7ZE0ZL6rxqB3lZJe3zerjfCaQB-2p6MeIaNDDWONDFlj1PJTMHLwSUMECt8g6MYXhqJfsSSqLqSIRZU5pjhfbJcrKoZzsWsFjivQLrkFhwk7OAtO2WNuZ2sUJwaSHLsxqgzp6wWm0ANLZAt5yQre2_2zuc2jaR4aNWEuYrBvoZduqIbQDwdZXvwFIbvhCD3afXxP-YJlBWW8KoofUuX0K_-3tpVZ4s4cF005krsDxi0QRv9X5Ae0vHzTVgEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1O0WrDMAz8mvnFUNwyxvLgl7QbFMooa9i7amuJmWpntpw1-_qpyx4mEDruTsd9Vsxzh1e2T6QpMGYg7ZE0ZL6rxqB3lZJe3zerjfCaQB-2p6MeIaNDDWONDFlj1PJTMHLwSUMECt8g6MYXhqJfsSSqLqSIRZU5pjhfbJcrKoZzsWsFjivQLrkFhwk7OAtO2WNuZ2sUJwaSHLsxqgzp6wWm0ANLZAt5yQre2_2zuc2jaR4aNWEuYrBvoZduqIbQDwdZXvwFIbvhCD3afXxP-YJlBWW8KoofUuX0K_-3tpVZ4s4cF005krsDxi0QRv9X5Ae0vHzTVgEAAA==WKE
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La ausencia de fórmula para el cálculo de temeridad en los pliegos 
no puede ser impugnado en la fase de adjudicación del contrato

No es un vicio de nulidad de pleno derecho

Lo cierto es que el vicio ahora denunciado no fue impugnado cuando 
el licitador debió hacerlo, antes de presentar su oferta, pues al pre-
sentarla aceptó incondicionadamente y sin reserva alguna el PCAP 
(artículo 139.1 LCSP), por eso señala el artículo 50.1.b) de la LCSP que 
“con carácter general no se admitirá el recurso contra los pliegos y 
documentos contractuales que hayan de regir una contratación si el 
recurrente, con carácter previo a su interposición, hubiera presentado 
oferta o solicitud de participación en la licitación correspondiente, sin 
perjuicio de lo previsto para los supuestos de nulidad de pleno dere-
cho.” 

Es por tanto preciso determinar si la vulneración del artículo 149.2 de 
la LCSP es o no un supuesto de nulidad de pleno derecho conforme 
al artículo 39 de la LCSP, que remite a su vez al artículo 47.1 de la 
LPACAP. 

Ha de señalarse que la jurisprudencia impone una interpretación res-
trictiva de la concurrencia de los supuestos previstos en el artículo 
47.1 de la LPACAP, siendo la regla la anulabilidad frente a la nulidad. 

Pues bien, el incumplimiento en el PCAP de lo dispuesto por el ar-
tículo 149.2 de la LCSP no encaja en ninguno de los supuestos previs-
tos en el artículo 47.1 de la LPACAP, siendo antes bien una infracción 
del ordenamiento jurídico que determina un defecto de forma en el 
procedimiento de adjudicación que hace que el acto de adjudicación 
carezca de un requisito formal –la apreciación de la viabilidad de la 
oferta– indispensable para alcanzar el fin de dar satisfacción al inte-
rés general que con la adjudicación se pretende, siendo por tanto es 
un vicio de anulabilidad y no de nulidad conforme a los artículos 40 
de la LCSP y 48 de la LPACAP. 

No puede por tanto admitirse la pretensión extemporánea contra el 
PCAP por dicha causa.

 �RESOLUCIÓN 1187/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDEN 
IMPUGNARSE DE 

FORMA INDIRECTA 
LOS PLIEGOS POR 

NO HABERSE 
PREVISTO EN LOS 

MISMOS LA FÓRMULA 
PARA EL CÁLCULO 

DE OFERTAS 
ANORMALMENTE 

BAJAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OS2-DMBCEf018sVSZ9JHk4AOvAxWFypjcF9gAKrFb29Dw7-uUHnpY7Wjm02i-ZjSrxJvjIq3KvI6z3cxY91jQIDgedvvLngVHKkUW1UWY0zB5y4qskiKU2bmkcVp4mdMkpSKNa1GVFY3LuxfLOszTithVabVeuTQzEgeN5QGB1s0wJbrlT3c9Liih8b42HZpo5Yw47WAS6OE9sYP-LmAZe3CjVhGYrWvsOv5aM8YO7PRyCp7JgsZ6gJ_HHpVDMoz9kPtzG28RTDu8Q488UxdtrmgfwH7eyKQ-_JTqN_6PRrNzvq5xastIO_mfgMMYJlTd35AfPGGBZUEBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OS2-DMBCEf018sVSZ9JHk4AOvAxWFypjcF9gAKrFb29Dw7-uUHnpY7Wjm02i-ZjSrxJvjIq3KvI6z3cxY91jQIDgedvvLngVHKkUW1UWY0zB5y4qskiKU2bmkcVp4mdMkpSKNa1GVFY3LuxfLOszTithVabVeuTQzEgeN5QGB1s0wJbrlT3c9Liih8b42HZpo5Yw47WAS6OE9sYP-LmAZe3CjVhGYrWvsOv5aM8YO7PRyCp7JgsZ6gJ_HHpVDMoz9kPtzG28RTDu8Q488UxdtrmgfwH7eyKQ-_JTqN_6PRrNzvq5xastIO_mfgMMYJlTd35AfPGGBZUEBAAA=WKE
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En todo caso las fórmulas de temeridad han de aplicarse al precio 
total ofertado

La viabilidad debe ser global, no particular de cada precio

La anormalidad de la oferta debe apreciarse por referencia a su pre-
cio global y no a sus precios unitarios individualmente considerados, 
pues ésa es la interpretación acorde con la finalidad de la institución, 
que es la determinación de si la proposición es efectivamente viable. 
Debe tenerse en cuenta que es posible que la baja excesiva en ciertos 
precios unitarios se compense con un precio alto en otros, de tal mo-
do que la oferta resulte viable en su conjunto (ver, por todas, la Reso-
lución 22/2020 del OARC / KEAO, así como la sentencia del Tribunal 
Supremo de 7/12/2019, núm. 4069/2019, ECLI: ES:TS:2019:4069).

 �RESOLUCIÓN 49/2021 ÓRGANO ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE EUSKADI 

¿LAS FÓRMULAS DE 
TEMERIDAD HAN DE 

APLICARSE A LOS 
PRECIOS GLOBALES 

O LOS PRECIOS 
UNITARIOS DE LAS 

OFERTAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwU7DMBBEv6a-WEJuQUAPPrhxhAxpgmK7dzfZJhGpDbZTmr_HJRw4rHY0bzSarwn8rOAaaZ3LqtCZWE2EtPclftiuNqcN2azx4tQvrKww43tRCqlqpsShwjzHdZ7pWlYSZ1WZ7ExpVuTyRgqWvL0uBWccM63-mqs9u9FcyzfGBUZhts7OZ6r8BCiaY6BrZJo4mZG7ZtHDBZQ5Ju18C343U4Kii2as4RYOvfsuzWXoTByc3Rm_VA1tS181IeSJbB-362d0AR9SgB6GDmwE1A9dX6SLSz6A8U3_bjqgwp6cP0O4M-Hzikb7kZbIX_w_uptiTHXHaBeGmjF9biJkZgTb_g35Af2E0JpjAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwU7DMBBEv6a-WEJuQUAPPrhxhAxpgmK7dzfZJhGpDbZTmr_HJRw4rHY0bzSarwn8rOAaaZ3LqtCZWE2EtPclftiuNqcN2azx4tQvrKww43tRCqlqpsShwjzHdZ7pWlYSZ1WZ7ExpVuTyRgqWvL0uBWccM63-mqs9u9FcyzfGBUZhts7OZ6r8BCiaY6BrZJo4mZG7ZtHDBZQ5Ju18C343U4Kii2as4RYOvfsuzWXoTByc3Rm_VA1tS181IeSJbB-362d0AR9SgB6GDmwE1A9dX6SLSz6A8U3_bjqgwp6cP0O4M-Hzikb7kZbIX_w_uptiTHXHaBeGmjF9biJkZgTb_g35Af2E0JpjAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwU7DMBBEv6a-WEJuQUAPPrhxhAxpgmK7dzfZJhGpDbZTmr_HJRw4rHY0bzSarwn8rOAaaZ3LqtCZWE2EtPclftiuNqcN2azx4tQvrKww43tRCqlqpsShwjzHdZ7pWlYSZ1WZ7ExpVuTyRgqWvL0uBWccM63-mqs9u9FcyzfGBUZhts7OZ6r8BCiaY6BrZJo4mZG7ZtHDBZQ5Ju18C343U4Kii2as4RYOvfsuzWXoTByc3Rm_VA1tS181IeSJbB-362d0AR9SgB6GDmwE1A9dX6SLSz6A8U3_bjqgwp6cP0O4M-Hzikb7kZbIX_w_uptiTHXHaBeGmjF9biJkZgTb_g35Af2E0JpjAQAAWKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

Si no se detalla adecuadamente el alcance exigido de justificación no 
puede inadmitirse por su generalidad de la respuesta

El órgano de contratación se encuentra condicionado por el requeri-
miento que efectúe

En todo caso, la suficiencia de la información ofrecida por el licitador 
debe analizarse a la vista de lo solicitado en el requerimiento por el 
órgano de contratación, de tal modo que si este considera impres-
cindible que se justifique un determinado aspecto de la oferta ne-
cesariamente lo ha de indicar en su requerimiento (cfr.: Resolución 
180/2017); por ello, la falta de concreción del requerimiento supone 
que, “a priori”, puedan admitirse las explicaciones que se refieran a 
cualquier extremo de la oferta dirigidas a justificar su capacidad para 
ejecutar el contrato (cfr.. Resolución 997/2016)

 �RESOLUCIÓN 1079/2018, DE 23 DE NOVIEMBRE, 
DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL DE 
RECURSOS CONTRACTUALES

¿QUÉ DETALLE 
HA DE TENER EL 
REQUERIMIENTO 

EFECTUADO AL 
LICITADOR?

1003 
JUSTIFICACIÓN DE LAS OFERTAS ANORMALMENTE BAJAS

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAEVQ0U7CMBT9GvrSxGxMBR_6wEDIDEGDw4QnctfdbY2lhbabzK_3wjQ2aXrae8495_bcoutzvAShgfu2UlKhkQp4iZxelKmsO4JUozaKqsRwWzmUqgR-so6j5poEAUq6lFggBwNafYPzBK_6Tvkw9LLc2z8yR3PVOjyTuzqSY7B_DQcjV4OxV520JjgI_wmY7401_VHkrkUWoPAiZiBDC3ph5YBVhzkUhK0r0aW9iFiwAfQWiZzEzDf2awOdqiEoa1JwQzNVluJlF0XR43gyfZg8sQ6dJ4L4UDVFRNaoulnTDgO_drY9LZUO6BYUUeyfZ9vR-J7f1jiKp6OJnL8uDvk2S3eb2fqw22RzIkRxsl-uklWWMY_gZPMGNYrs9tXo78CfLkybTxrn_VYe3AZq2oZAiYpghhqTmk6yxzloNOXvLD-ro9uf1wEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAEVQ0U7CMBT9GvrSxGxMBR_6wEDIDEGDw4QnctfdbY2lhbabzK_3wjQ2aXrae8495_bcoutzvAShgfu2UlKhkQp4iZxelKmsO4JUozaKqsRwWzmUqgR-so6j5poEAUq6lFggBwNafYPzBK_6Tvkw9LLc2z8yR3PVOjyTuzqSY7B_DQcjV4OxV520JjgI_wmY7401_VHkrkUWoPAiZiBDC3ph5YBVhzkUhK0r0aW9iFiwAfQWiZzEzDf2awOdqiEoa1JwQzNVluJlF0XR43gyfZg8sQ6dJ4L4UDVFRNaoulnTDgO_drY9LZUO6BYUUeyfZ9vR-J7f1jiKp6OJnL8uDvk2S3eb2fqw22RzIkRxsl-uklWWMY_gZPMGNYrs9tXo78CfLkybTxrn_VYe3AZq2oZAiYpghhqTmk6yxzloNOXvLD-ro9uf1wEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAEVQ0U7CMBT9GvrSxGxMBR_6wEDIDEGDw4QnctfdbY2lhbabzK_3wjQ2aXrae8495_bcoutzvAShgfu2UlKhkQp4iZxelKmsO4JUozaKqsRwWzmUqgR-so6j5poEAUq6lFggBwNafYPzBK_6Tvkw9LLc2z8yR3PVOjyTuzqSY7B_DQcjV4OxV520JjgI_wmY7401_VHkrkUWoPAiZiBDC3ph5YBVhzkUhK0r0aW9iFiwAfQWiZzEzDf2awOdqiEoa1JwQzNVluJlF0XR43gyfZg8sQ6dJ4L4UDVFRNaoulnTDgO_drY9LZUO6BYUUeyfZ9vR-J7f1jiKp6OJnL8uDvk2S3eb2fqw22RzIkRxsl-uklWWMY_gZPMGNYrs9tXo78CfLkybTxrn_VYe3AZq2oZAiYpghhqTmk6yxzloNOXvLD-ro9uf1wEAAA==WKE
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La determinación del plazo de justificación de la temeridad es una 
facultad discrecional del órgano de contratación que debe estar vin-
culado a la desviación ofertada: a mayor temeridad mayor plazo de 
justificación

El plazo no ha de ser común para todos los licitadores incursos en 
baja

Tratándose de un trámite que tiene por objeto el derecho de defensa 
de los licitadores, el plazo para su realización ha de ser suficiente, 
como dice el artículo 149.4 de la nueva LCSP, para permitir a los inte-
resados la defensa de sus intereses mediante la formulación de una 
justificación razonada de la viabilidad de su oferta.

[…]

Este no es en modo alguno el caso del plazo fijado para justificar la 
viabilidad de la oferta, pues, a pesar de lo que afirma el órgano de 
contratación en su informe, el plazo no precisa ser común para to-
dos los licitadores requeridos, pues la justificación de cada licitador 
es individual y distinta de la de los demás, pues es distinta su oferta, y 
es apreciada igualmente de forma separada por el órgano de contra-
tación, y no de forma comparativa con las demás justificaciones, por 
lo que no afecta al principio de igualdad y no discriminación el que 
los plazos de justificación se computen de forma distinta para cada 
licitador.

 �RESOLUCIÓN 406/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿QUÉ PLAZO HA DE 
OTORGARSE PARA 
LA JUSTIFICACIÓN 
DE LAS OFERTAS 

PRESUNTAMENTE 
TEMERARIAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-WKpMUpFefADDgYpCBSb3BTaASuzWNjT8fZ3SQw-rHc08jeZrQbNJvDtepXWZNyI7LIz1p4I-s_BwvB5Z8EJllcVNEeU0St6yIqtlFcnsUlKRFl7mNElplYqmqsuaivLhCdlEeVpTYjel1Xbj0ixIHLSWBwQ6t8Cc6I4fH3paUULrfW16NPHGGXHawVyh5SGxo_4uYJ0GcJNWMZi9aup7_towxsIgOAfnkKxorAf4ZRpQOSTjNIy5P7fzFsF04zsMyDN11eaG9gns553M6sMvqX_j_2i8OOfrWqf2jHSz_wk4FDCj6v-G_AApPZJVQAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-WKpMUpFefADDgYpCBSb3BTaASuzWNjT8fZ3SQw-rHc08jeZrQbNJvDtepXWZNyI7LIz1p4I-s_BwvB5Z8EJllcVNEeU0St6yIqtlFcnsUlKRFl7mNElplYqmqsuaivLhCdlEeVpTYjel1Xbj0ixIHLSWBwQ6t8Cc6I4fH3paUULrfW16NPHGGXHawVyh5SGxo_4uYJ0GcJNWMZi9aup7_towxsIgOAfnkKxorAf4ZRpQOSTjNIy5P7fzFsF04zsMyDN11eaG9gns553M6sMvqX_j_2i8OOfrWqf2jHSz_wk4FDCj6v-G_AApPZJVQAEAAA==WKE
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Puede solicitarse al licitador aclaración en relación con la documen-
tación aportada para la justificación de la viabilidad de su oferta

No es admisible una ampliación injustificada del plazo o la presenta-
ción extemporánea de la documentación

Respecto de la primera cuestión planteada el informe del órgano de 
contratación distingue entre requerimiento y aclaración a la contesta-
ción del requerimiento

[…]

Una solicitud de aclaración en este trámite es posible. El párrafo se-
gundo del número 4 del artículo 149 establece que el requerimiento 
debe formularse con claridad, lo que implica la posibilidad de solici-
tar aclaraciones por deficiencia del requerimiento, además de la po-
sibilidad general de solicitar aclaraciones que se prevé en distintas 
normas, como subsanación y mejoras de solicitudes de iniciación de 
procedimientos (artículo 68 de la Ley 39/2015, o el artículo 176 de la 
LCSP)

 �RESOLUCIÓN 14/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿PUEDEN 
SOLICITARSE 

ACLARACIONES A LA 
JUSTIFICACIÓN DE LA 

TEMERIDAD?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAFWQQU_DMAyFf81ysYRaNiE45DLGAYQQgsLdTdw2Ik06Jxnrv8ftOMAhsuX3-fkpx0I8N3TO-sHDtClVRTUzdhES9SXYCJY8hEXocCSOsFsnyHmFrSk-Qr27A0oZW0-G4FgIBGGSht3oKOTFpiXoIo_FIycCEwMYaZ1Fu7k2IC7Lnhsn7wyCR5hicq3zCyDbkKIILiMDLntoXAyUhGJRO5EoGIdruH-XVZpDDPOoGy6kJGPStUKTC_pDNHq79O5EDbYyj2yJ97OuVI4Z_RsJXKs0xO8XPLkesxzdI1-8nLX66aOqqpttfStFnYiTAPrT9XKZ1OD64VlevvCJkM3wij3px7B8BaUrTNNZ-fAlUd5X-S-6LzmLXZvDRVPGSz1gpnv0FOxvkB-1ZXPdxAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAFWQQU_DMAyFf81ysYRaNiE45DLGAYQQgsLdTdw2Ik06Jxnrv8ftOMAhsuX3-fkpx0I8N3TO-sHDtClVRTUzdhES9SXYCJY8hEXocCSOsFsnyHmFrSk-Qr27A0oZW0-G4FgIBGGSht3oKOTFpiXoIo_FIycCEwMYaZ1Fu7k2IC7Lnhsn7wyCR5hicq3zCyDbkKIILiMDLntoXAyUhGJRO5EoGIdruH-XVZpDDPOoGy6kJGPStUKTC_pDNHq79O5EDbYyj2yJ97OuVI4Z_RsJXKs0xO8XPLkesxzdI1-8nLX66aOqqpttfStFnYiTAPrT9XKZ1OD64VlevvCJkM3wij3px7B8BaUrTNNZ-fAlUd5X-S-6LzmLXZvDRVPGSz1gpnv0FOxvkB-1ZXPdxAEAAA==WKE
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1004 
CONFIDENCIALIDAD JUSTIFICACIÓN BAJA TEMERARIA

La documentación justificativa de la temeridad puede tener carácter 
confidencial

Puede contener datos esenciales para el licitador susceptibles de 
protección

En concreto, por lo que se refiere al acceso del documento justifi-
cativo de la baja de la oferta de la adjudicataria, procede, en primer 
lugar, traer a colación la doctrina de este Tribunal sobre el carácter 
confidencial de la justificación ofrecida por los licitadores incursos en 
presunción de desproporción. Este Tribunal ha señalado en de forma 
reiterada (por todas, Resolución nº 148/2017) que la justificación ofre-
cida puede tener carácter confidencial ya que en dicha justificación 
pueden contenerse datos explícitos sobre procedimientos de gestión, 
económicos o estratégicos que sean efectivamente los que hacen via-
ble la oferta.

 �RESOLUCIÓN 522/2019 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿ES ADMISIBLE 
QUE EL LICITADOR 
DECLARE QUE LA 
JUSTIFICACIÓN DE 

LA TEMERIDAD 
TIENE CARÁCTER 

CONFIDENCIAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1RwW4TQQz9mu5lJLQtKeKyl9BLEUIIAnevx7txmIxT2xOav8ebLS2H0Tzbz89vPE-N9LKjZx9OoqlIemqUjJLSxKSUoCRAJJOUqaQs2I5UXdKhmfPECM7npZYKpBEO8AJlIvV_AeRDywsVlOHmDtNJBSnTAqlGxEeK2W0GXVKuECEklALIN63vp_d10YnprlyvsmROaac8thoWTcbwGgYxJKKBbtFDA6VOnKkiB2f18ur7TVkmJeQMad2ApcLIDlmULHHFphbJq1GyVt8aQzGTxWOi8TXb2aVKvRyHnTbqHEYbbjtAb1AeBFfMZ9rBGFg0k24vQ9-5OJTvZMOms738-QpnnmO3UregqxTnPHz-2ff9h83d5v7-Y3cmtSAMv3iOL6Fuz_P-Sxxf-UaguP8GMw2PdRI9kr0DOz13pf4OJz-u5f-p2-YecqPXtdZhifsBnD5BoZpfjPwFh711EDICAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1RwW4TQQz9mu5lJLQtKeKyl9BLEUIIAnevx7txmIxT2xOav8ebLS2H0Tzbz89vPE-N9LKjZx9OoqlIemqUjJLSxKSUoCRAJJOUqaQs2I5UXdKhmfPECM7npZYKpBEO8AJlIvV_AeRDywsVlOHmDtNJBSnTAqlGxEeK2W0GXVKuECEklALIN63vp_d10YnprlyvsmROaac8thoWTcbwGgYxJKKBbtFDA6VOnKkiB2f18ur7TVkmJeQMad2ApcLIDlmULHHFphbJq1GyVt8aQzGTxWOi8TXb2aVKvRyHnTbqHEYbbjtAb1AeBFfMZ9rBGFg0k24vQ9-5OJTvZMOms738-QpnnmO3UregqxTnPHz-2ff9h83d5v7-Y3cmtSAMv3iOL6Fuz_P-Sxxf-UaguP8GMw2PdRI9kr0DOz13pf4OJz-u5f-p2-YecqPXtdZhifsBnD5BoZpfjPwFh711EDICAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1RwW4TQQz9mu5lJLQtKeKyl9BLEUIIAnevx7txmIxT2xOav8ebLS2H0Tzbz89vPE-N9LKjZx9OoqlIemqUjJLSxKSUoCRAJJOUqaQs2I5UXdKhmfPECM7npZYKpBEO8AJlIvV_AeRDywsVlOHmDtNJBSnTAqlGxEeK2W0GXVKuECEklALIN63vp_d10YnprlyvsmROaac8thoWTcbwGgYxJKKBbtFDA6VOnKkiB2f18ur7TVkmJeQMad2ApcLIDlmULHHFphbJq1GyVt8aQzGTxWOi8TXb2aVKvRyHnTbqHEYbbjtAb1AeBFfMZ9rBGFg0k24vQ9-5OJTvZMOms738-QpnnmO3UregqxTnPHz-2ff9h83d5v7-Y3cmtSAMv3iOL6Fuz_P-Sxxf-UaguP8GMw2PdRI9kr0DOz13pf4OJz-u5f-p2-YecqPXtdZhifsBnD5BoZpfjPwFh711EDICAAA=WKE
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La exclusión de una oferta en presunción de temeridad precisa de 
una justificación reforzada

No es equiparable la motivación para admitir la justificación que para 
la exclusión

En efecto, es doctrina reiterada de este Tribunal y de los demás ór-
ganos competentes para la resolución del recurso especial que la ex-
clusión de una oferta incursa en presunción de anormalidad requiere 
una motivación reforzada. Al respecto, se ha de poner de manifiesto 
que, en cuanto a la documentación justificativa de la oferta inicial-
mente incursa en baja anormal o desproporcionada y a los informes 
técnicos sobre viabilidad de las mismas, con base en el artículo 152 
del TRLCSP, con una redacción muy similar en lo que aquí interesa al 
artículo 149 de la LCSP, de aplicación al presente caso, este Tribunal se 
ha manifestado en varias ocasiones sobre la necesidad de que en los 
supuestos en los que el órgano de contratación considere que no se 
justifica adecuadamente la oferta, inicialmente, incursa en baja anor-
mal o desproporcionada, la motivación del informe ha de ser más 
exhaustiva que en los supuestos en los que el órgano de contratación 
considere que se justifica adecuadamente la viabilidad de la misma, 
en los que no se requiere que se expliciten de manera exhaustiva los 
motivos de la aceptación (v.g. Resoluciones 294/2016, de 18 de no-
viembre, 10/2018, de 17 de enero y 30/2018, de 8 de febrero, de este 
Tribunal, entre otras). 

En el mismo sentido se ha expresado el Tribunal Administrativo Cen-
tral de Recursos Contractuales, manifestando su criterio entre otras 
muchas en su Resolución 142/2013, de 10 de abril, que resume su 
doctrina sobre ello; dice así: «Como hemos reiterado en diversas re-
soluciones en caso de exclusión de una oferta incursa en presunción 
de temeridad es exigible que se fundamenten los motivos que justifi-
quen tal exclusión mediante una resolución “reforzada”. 

Por el contrario, en caso de conformidad, no se requiere que se expli-
citen de manera exhaustiva los motivos de aceptación». Asimismo, 
dicho Tribunal Central en su Resolución 867/2014, de 20 de noviem-
bre, que comparte este Órgano, indica que «Si la justificación del li-
citador se considera suficiente, nada obliga a que el informe incluya 
unos argumentos o motivación distinta o complementaria de la ya 

¿DEBE TENER LA 
MISMA MOTIVACIÓN 
LA ADMISIÓN DE LA 
JUSTIFICACIÓN QUE 

LA INADMISIÓN?

1005 
CRITERIOS PARA LA ADMISIÓN DE LA JUSTIFICACIÓN  

O LA EXCLUSIÓN POR TEMERIDAD
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expuesta por el licitador. Si ésta se considera suficiente, nada exige 
que el asesor técnico recoja en el informe sus propias motivaciones 
motivando su aceptación», en el mismo sentido, las Resoluciones del 
citado Tribunal 1162/2017, de 12 de diciembre, 207/2018, de 2 de mar-
zo, y 389/2018, de 23 de abril.

 �RESOLUCIÓN 213/2020, TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA JUNTA DE 
ANDALUCÍA

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKockBr14IP5ORBRU4HJfQMbQCF2a5s0vH2d0kMPqx3NjD7N14J2VfjwvM6bqmzTYrcw1seSRvt4F10iFrFd1FFVF0krRUlF9l7IolG1UMWpollO6zxt66ZqaFrJYKeqFWXePJNS0GMrlXhqITMR8E961wviVm30euPKLkg8nB3fE-j8AnNmuk1Pd1RwDtrYHm2ycka88TDX6HhE3Gi-JdynAfxkdAJ2Q019z48tY-zA3g7715jc0bpQ4KdpQO2RjNMwluH81ncIths_YEBe6IuxN3Qv4D4fZNbXsKT5jf9Xk8X7gDt7vWWkm8PPwGMKM-r-b8gPfdcLpFgBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKockBr14IP5ORBRU4HJfQMbQCF2a5s0vH2d0kMPqx3NjD7N14J2VfjwvM6bqmzTYrcw1seSRvt4F10iFrFd1FFVF0krRUlF9l7IolG1UMWpollO6zxt66ZqaFrJYKeqFWXePJNS0GMrlXhqITMR8E961wviVm30euPKLkg8nB3fE-j8AnNmuk1Pd1RwDtrYHm2ycka88TDX6HhE3Gi-JdynAfxkdAJ2Q019z48tY-zA3g7715jc0bpQ4KdpQO2RjNMwluH81ncIths_YEBe6IuxN3Qv4D4fZNbXsKT5jf9Xk8X7gDt7vWWkm8PPwGMKM-r-b8gPfdcLpFgBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKockBr14IP5ORBRU4HJfQMbQCF2a5s0vH2d0kMPqx3NjD7N14J2VfjwvM6bqmzTYrcw1seSRvt4F10iFrFd1FFVF0krRUlF9l7IolG1UMWpollO6zxt66ZqaFrJYKeqFWXePJNS0GMrlXhqITMR8E961wviVm30euPKLkg8nB3fE-j8AnNmuk1Pd1RwDtrYHm2ycka88TDX6HhE3Gi-JdynAfxkdAJ2Q019z48tY-zA3g7715jc0bpQ4KdpQO2RjNMwluH81ncIths_YEBe6IuxN3Qv4D4fZNbXsKT5jf9Xk8X7gDt7vWWkm8PPwGMKM-r-b8gPfdcLpFgBAAA=WKE
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El beneficio industrial que estimativamente se haya previsto en los 
pliegos no tiene el carácter de mínimo

La exclusión por temeridad no puede fundamentarse exclusivamente 
en un bajo beneficio industrial

El principal argumento del órgano de contratación para no aceptar la 
justificación de la viabilidad económica de la oferta de la recurrente 
es que el beneficio industrial que propone del 1,5 % es anormalmente 
bajo, teniendo en cuenta la duración del contrato (24 meses) y la na-
turaleza de los servicios prestados. 

En cuanto a ello, ni los pliegos ni la normativa aplicable exigen un por-
centaje mínimo de beneficio industrial a obtener por el adjudicatario. 
El artículo 131.b. del Real Decreto 1098/2001 (RGLCAP) afirma que, a 
efectos del contrato de obras – que no es el caso – y de calcular el 
presupuesto base de licitación – que tampoco lo es – se considerará el 
6% en concepto de beneficio industrial. Porcentaje que no podemos 
considerar en nuestro caso que sea un mínimo a cumplir por las ofer-
tas de los licitadores.

El importe del 13% de gastos generales fijado por el recurrente en la 
justificación de su oferta, se considera que, según afirma el mismo, 
permite cubrir posibles contingencias. Hay que tener en cuenta que 
la empresa recurrente es la actual prestadora del servicio y, por lo 
tanto, se considera que tiene un conocimiento preciso de los costes 
del servicio. Como alega dicha empresa, y no ha sido negado por el 
órgano de contratación, la recurrente ha aportado un certificado de la 
D.G. de la Policía evaluando positivamente sus servicios, habiéndose 
manifestado en el mismo sentido la Secretaría General de la Jefatura 
Superior de Policía de Canarias en un cuestionario sobre el grado de 
satisfacción sobre el desarrollo del actual contrato de mantenimiento 
preventivo.

 �RESOLUCIÓN 812/2018 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿PUEDE EXCLUIRSE 
UNA OFERTA 

POR TEMERARIA 
AL PREVER 

UN BENEFICIO 
INDUSTRIAL MUY 

BAJO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2Q227CMAyGn4bcRJrSlsNucsFZTIhNrEziCpnUbcNCwhKHwdsv0FmK_Ev5bP_2T0R_L_FGcm64Pl-cJ-QVGp4VvXyQFG8gkAu8QYseDAZe6xNUjieUJ86jit6jTWVouQF-ioF0rRUo3YtC1IV9dAmRuxo9AQt36-z9LEsfkREcg8wYKIpgZk51Wl-xhGPSzlfoJ3cpGDkCs8Ugh_0BC6373cBVN0Da2Qn4rpmuKvm2E0IM83wgRiN2RR8SIL908zDIWt206_So4xvv4mWhDaGfAYHcz8fbXt7nz8hF9tobqen77FBuV5PdZrw-7DaraQJEVuwXy2K5WrGA4FX7AQ3KtQ4EyWE0lM4TXiBcbszY77TV55PqhnYVk0iUjB3Jdn9MmZSTC5ymG9vqf6U_IznzDJ4BAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2Q227CMAyGn4bcRJrSlsNucsFZTIhNrEziCpnUbcNCwhKHwdsv0FmK_Ev5bP_2T0R_L_FGcm64Pl-cJ-QVGp4VvXyQFG8gkAu8QYseDAZe6xNUjieUJ86jit6jTWVouQF-ioF0rRUo3YtC1IV9dAmRuxo9AQt36-z9LEsfkREcg8wYKIpgZk51Wl-xhGPSzlfoJ3cpGDkCs8Ugh_0BC6373cBVN0Da2Qn4rpmuKvm2E0IM83wgRiN2RR8SIL908zDIWt206_So4xvv4mWhDaGfAYHcz8fbXt7nz8hF9tobqen77FBuV5PdZrw-7DaraQJEVuwXy2K5WrGA4FX7AQ3KtQ4EyWE0lM4TXiBcbszY77TV55PqhnYVk0iUjB3Jdn9MmZSTC5ymG9vqf6U_IznzDJ4BAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2Q227CMAyGn4bcRJrSlsNucsFZTIhNrEziCpnUbcNCwhKHwdsv0FmK_Ev5bP_2T0R_L_FGcm64Pl-cJ-QVGp4VvXyQFG8gkAu8QYseDAZe6xNUjieUJ86jit6jTWVouQF-ioF0rRUo3YtC1IV9dAmRuxo9AQt36-z9LEsfkREcg8wYKIpgZk51Wl-xhGPSzlfoJ3cpGDkCs8Ugh_0BC6373cBVN0Da2Qn4rpmuKvm2E0IM83wgRiN2RR8SIL908zDIWt206_So4xvv4mWhDaGfAYHcz8fbXt7nz8hF9tobqen77FBuV5PdZrw-7DaraQJEVuwXy2K5WrGA4FX7AQ3KtQ4EyWE0lM4TXiBcbszY77TV55PqhnYVk0iUjB3Jdn9MmZSTC5ymG9vqf6U_IznzDJ4BAAA=WKE
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A los efectos de justificación de la baja temeraria el convenio que ha 
de acreditarse es el que sea de aplicación a la empresa licitadora

El incumplimiento del convenio sectorial no es causa de exclusión si 
a la licitadora no le resulta de aplicación

Por lo expuesto, queda claro que a pesar de que de conformidad con 
el artículo 100 LCSP el convenio de referencia que deba servir como 
parámetro a la hora de fijar el presupuesto de licitación pueda ser el 
del sector, de conformidad con los artículos 149.4 y 201 LCSP el licita-
dor al que se le solicite justificación de su oferta anormalmente baja 
deberá justificar, entre otros aspectos, el respeto de las obligaciones 
que resulten aplicables en materia medioambiental, social o laboral, 
y de subcontratación, no siendo justificables precios por debajo de 
mercado o que incumplan lo establecido en el artículo 201, el cual a 
su vez obliga al órgano de contratación a tomar las medidas perti-
nentes para garantizar que en la ejecución del contrato se respetan, 
entre otras, las obligaciones previstas en los convenios colectivos. Sin 
embargo, y como se explica en la resolución de 23 de mayo de 2019, 
la empresa que dispone de un convenio colectivo propio no incumple 
norma laboral alguna, por lo que la justificación del cumplimiento de 
dicho convenio colectivo sería suficiente a efectos de entender justifi-
cada la baja, tal y como declara el órgano de contratación en su acta 
de 6 de junio de 2019.

 �RESOLUCIÓN 1185/2019 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿PUEDE EXCLUIRSE 
UNA OFERTA PORQUE 

SU BAJA INCUMPLE 
EL CONVENIO 

COLECTIVO 
SECTORIAL 

CUANDO CUMPLE 
EL CONVENIO DE 

EMPRESA QUE LE ES 
DE APLICACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OQWuDQBCF_81chKKEluSwh1gtGEQSo95HnerSzW6yO1r9911iDj0M8x7v4_EeE9m1ooXF-Vhe6vQaZMXXsaiy3MskzYM8bbxNA3CrNnq9icpOBIytExFgxxOqxHSbljNV2HptbE82XkUIbBhVSU7swI3mt8BZDsjS6BjtViX7XpzqMAw_3qPdPjrATNZ5QDRyIM0EoxzG3B9vvCO03XjGgUSmv429kXtDd19A6R-_5PqM_6PxxOzrWtZbBp3yP0GmT1Sk-9eQPzTANBUKAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OQWuDQBCF_81chKKEluSwh1gtGEQSo95HnerSzW6yO1r9911iDj0M8x7v4_EeE9m1ooXF-Vhe6vQaZMXXsaiy3MskzYM8bbxNA3CrNnq9icpOBIytExFgxxOqxHSbljNV2HptbE82XkUIbBhVSU7swI3mt8BZDsjS6BjtViX7XpzqMAw_3qPdPjrATNZ5QDRyIM0EoxzG3B9vvCO03XjGgUSmv429kXtDd19A6R-_5PqM_6PxxOzrWtZbBp3yP0GmT1Sk-9eQPzTANBUKAQAAWKE
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No es necesario aportar los contratos o acuerdos justificativos de las 
condiciones que aplican los proveedores

Sí debe argumentarse el por qué dichos acuerdos y pactos hacen via-
bles los precios ofertados

Finalmente, la recurrente argumenta que FISSA no acredita docu-
mentalmente en la justificación de su oferta los supuestos acuerdos 
y contratos con proveedores que le permiten reducir sus costes sig-
nificativamente a efectos de acreditar la viabilidad de su oferta. Sobre 
esta cuestión, este Tribunal considera que -con carácter general- no 
resulta necesario que se aporte copia documental de los acuerdos 
que acrediten en los términos contenidos en el artículo 149.4.b) de la 
LCSP «las condiciones excepcionalmente favorables de que disponga 
para suministrar los productos, prestar los servicios o ejecutar las 
obras», pero sí resulta cierto que se deberá realizar una argumenta-
ción que permita explicar en qué medida dichos acuerdos justifican 
los precios ofertados.

 �RESOLUCIÓN 451/2020, TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA JUNTA DE 
ANDALUCÍA

¿DEBE APORTARSE 
LOS DOCUMENTOS 
ACREDITATIVOS SI 

SE JUSTIFICA LA 
BAJA TEMERARIA 
EN ACUERDOS Y 

CONTRATOS CON 
PROVEEDORES?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWKocmjbqwgvzWBBRU4HpfgITQCV2a5s0_H1N6aKL0VzNPTqarxntovDueZXVZdEk-W5mrHuU9PC030WXiEVsF7VUVXncSFFQkb7mMq9VJVT-XtI0o1WWNFVd1jQpZTgnqhFFVq9NIeipkUqsWchUBP1qbztB3KKNXq5c2RmJh7PjewKtn2FKTbvl8YYKziEb26GNF86INx6mClfYDeZbwm3swY9Gx2A31dh1_NQwxo7s5bh_PpAbWhcA_j72qD2SYeyHIozfeIdg2-ENeuS5vhh7RfcA7vNOJv0RPql_6_9oPHsfdGevt460U9gpeExgQt39PfIDE2KNp1gBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWKocmjbqwgvzWBBRU4HpfgITQCV2a5s0_H1N6aKL0VzNPTqarxntovDueZXVZdEk-W5mrHuU9PC030WXiEVsF7VUVXncSFFQkb7mMq9VJVT-XtI0o1WWNFVd1jQpZTgnqhFFVq9NIeipkUqsWchUBP1qbztB3KKNXq5c2RmJh7PjewKtn2FKTbvl8YYKziEb26GNF86INx6mClfYDeZbwm3swY9Gx2A31dh1_NQwxo7s5bh_PpAbWhcA_j72qD2SYeyHIozfeIdg2-ENeuS5vhh7RfcA7vNOJv0RPql_6_9oPHsfdGevt460U9gpeExgQt39PfIDE2KNp1gBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWKocmjbqwgvzWBBRU4HpfgITQCV2a5s0_H1N6aKL0VzNPTqarxntovDueZXVZdEk-W5mrHuU9PC030WXiEVsF7VUVXncSFFQkb7mMq9VJVT-XtI0o1WWNFVd1jQpZTgnqhFFVq9NIeipkUqsWchUBP1qbztB3KKNXq5c2RmJh7PjewKtn2FKTbvl8YYKziEb26GNF86INx6mClfYDeZbwm3swY9Gx2A31dh1_NQwxo7s5bh_PpAbWhcA_j72qD2SYeyHIozfeIdg2-ENeuS5vhh7RfcA7vNOJv0RPql_6_9oPHsfdGevt460U9gpeExgQt39PfIDE2KNp1gBAAA=WKE
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1006 
CLASIFICACIÓN DE LAS OFERTAS  

Y EXCLUSIÓN POR TEMERIDAD

Conforme al criterio de la JCCA la valoración de las ofertas se ha de 
realizar antes del incidente de temeridad. La exclusión de una oferta 
por temeridad no conlleva una nueva valoración: se procederá a la 
clasificación de las ofertas sin incluir a las excluidas por anormal-
mente bajas

1. Valoración 2. Incidente  
de temeridad

3. CLASIFICACIÓN  
DE LAS OFERTAS

(no se incluyen las excluidas 
por temeridad)

Existen pronunciamientos divergentes entre los tribunales de con-
tratación 

1. �Conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sec-
tor Público la clasificación de las proposiciones de los licitadores se 
ha de realizar después de haber decidido si existe alguna oferta que 
incurra en anormalidad y, en caso de que así sea, después de haber 
excluido tales ofertas. 

2. �La valoración de las proposiciones, incluyendo la de los criterios de-
pendientes de juicio de valor, que ya haya sido realizada en el seno 
del procedimiento de selección del contratista no puede modificar-
se, alterarse o repetirse a pesar de que posteriormente se proceda 
a excluir a alguna de las ofertas de los licitadores por causa de su 
calificación como anormal o desproporcionada. 

3. �Resulta procedente que la clasificación no contemple las ofertas 
que hayan sido excluidas por ser anormales o desproporcionadas. 

4. �Este modo de proceder excluye la necesidad de volver a realizar 
un trámite para la identificación de las proposiciones que incurran 
en anormalidad o desproporción, solución que no tendría sentido 
conforme al texto legal y que atentaría contra el principio de con-
currencia.

 �INFORME 16/2020 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO

¿LA VALORACIÓN 
DE LAS OFERTAS 
HA DE HACERSE 

ANTES O DESPUÉS 
DEL INCIDENTE DE 

TEMERIDAD?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yiwT9dCD0wkDEZniPduyrVhbabLp_r3VGgh58D5eHk3W2emhrn5AwVCRWgioeQCzd3XUesQrVEE736DPpqDYMZgSvzD17nWCUXfA2tkMfIzSTaOKQ_KdVbqWUozoKQDqpju0jKLXXX8My5EHIk17YFBlfsjL_LQrtjOZLtLNciZbmchEEIKv-zN0qArbOv9AmgM938LYeyh7-dkxLaLZwBw-VmyjJ2oTbniCOzBom3_XD7CzX5sDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409yiwT9dCD0wkDEZniPduyrVhbabLp_r3VGgh58D5eHk3W2emhrn5AwVCRWgioeQCzd3XUesQrVEE736DPpqDYMZgSvzD17nWCUXfA2tkMfIzSTaOKQ_KdVbqWUozoKQDqpju0jKLXXX8My5EHIk17YFBlfsjL_LQrtjOZLtLNciZbmchEEIKv-zN0qArbOv9AmgM938LYeyh7-dkxLaLZwBw-VmyjJ2oTbniCOzBom3_XD7CzX5sDAQAAWKE
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1101 
PENALIDADES CONTRACTUALES 

Aunque existen posturas divergentes se puede defender su imposi-
ción una vez finalizado el plazo de ejecución contractual

La naturaleza de las penalidades, que en ningún caso tienen el carác-
ter de sanción, es una cuestión discutida. 

La jurisprudencia no se ha pronunciado de forma unánime, la Audien-
cia Nacional en Sentencia de 28 de enero de 2015, ha señalado que: 
“acorde a la propia naturaleza jurídica de las penalidades, como “me-
dio de presión para asegurar el cumplimiento regular de la obligación” 
o “función coercitiva para estimular el cumplimiento”, difícilmente po-
demos pensar que ello cobre sentido cuando lo que se trata de asegu-
rar, la obligación derivada del contrato de servicios de mantenimiento 
adjudicado del que nace, ya ha finalizado, desde hace más de un año 
a contar de la fecha de inicio del trámite de imposición de penalidad 
por la Administración.” 

En el mismo sentido la citada sentencia del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid, de fecha 26 de febrero de 2014: “El procedimiento 
para la imposición de penalidades no se inició cuando ya había finali-
zado la vigencia del contrato, (lo que tuvo lugar el 31 de diciembre de 
2010), sino con anterioridad, siendo de fecha 21 de octubre de 2010 
el informe sobre incumplimientos, de fecha 14 de diciembre de 2010 
el informe-propuesta de imposición de penalidades, y de fecha 22 de 
diciembre de 2010 el Decreto de la Delegada del Área de Gobierno de 
Familia y Servicios Sociales del Ayuntamiento de Madrid acordando 
el inicio del expediente de imposición de penalidades en materia con-
tractual, proponiendo la imposición de una penalidad por importe de 
74.528,8 euros y concediendo audiencia al contratista, previa adop-
ción del acuerdo correspondiente.” 

Sin embargo otras sentencias como la del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Castilla y León, nº 277/2012, de 21 de febrero de 2012, avalan: 
“la posibilidad de imponer penalidades cuando ya ha terminado la eje-
cución de las obras puesto que el hecho de que la Administración no 
hubiera impuesto penalidades ni hubiera formulado queja alguna en 
el momento de la recepción de la obra no implica, sin más, que la cul-
pa del retraso no fuese del contratista ( Sentencia de la Sala Tercera, 
sección 14 Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Co-
munidad Autónoma de Aragón 4ª, de 7 de febrero de 2006 ), extremo 
que puede y debe ser apreciado en forma contradictoria.” 

¿PUEDEN IMPONERSE 
PENALIDADES 

FINALIZADO EL 
PLAZO DE EJECUCIÓN 

DEL CONTRATO?
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En el supuesto de imposición terminada la ejecución de las obras la 
penalidad ya no tiene una función propiamente coercitiva, pero no por 
ello su imposición dejaría de servir a su preeminente finalidad puni-
tiva y, en su caso, resarcitoria, en ese mismo sentido se pronuncia la 
Intervención General de la Comunidad de Madrid en informe de 7 de 
febrero de 2003: “La imposición de penalidades por demora en la eje-
cución del contrato no queda enervada porque se haya producido la 
recepción del contrato habida cuenta de que ésta constituye un acto 
formal de conformidad con la prestación realizada que no subsana 
posibles incumplimientos producidos en la ejecución del contrato sin 
incidencia sobre el resultado de la prestación convenida. No obstan-
te todo lo anterior, el momento más idóneo para la imposición de 
la penalidad debe ser durante el plazo de ejecución del contrato, ya 
que en esta fase la imposición de la penalidad desplegaría efectos 
coercitivos, conminando al contratista al cumplimiento tempestivo 
del contrato. Por el contrario, de ser exigida una vez consumado el 
incumplimiento, la penalidad quedaría desprovista de ese potencial 
coercitivo, mas no por ello su imposición dejaría de servir a su pree-
minente finalidad punitiva y, en su caso, resarcitoria” 

En el mismo sentido se pronunció la Junta Consultiva de Contratación 
del Estado en informe 46/2012: 15 Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón “la responsa-
bilidad del contratista no se extingue con la recepción de la obra sino 
que es necesario que transcurra el plazo de garantía sin objeciones y 
que aunque la mora sea apreciada por la Administración después del 
acta de recepción del contrato, mientras no haya pasado el plazo de 
garantía establecido en el mismo, el contratista deberá responder de 
los daños y perjuicios que esa demora haya podido causar a la enti-
dad contratante”. 

Por tanto entendemos que aunque no es posible establecer una solu-
ción general, y deberemos estar al caso concreto, lo cierto es que no 
es aconsejable que el acuerdo en el que se cuantifica la penalidad se 
demore en el tiempo, es necesario, por tanto, realizar una interpreta-
ción de las normas de aplicación que permita hallar una solución ra-
zonable sin menosprecio de los derechos del contratista a ser tenido 
en cuenta en el procedimiento y ello a pesar de los pronunciamientos 
jurisprudenciales, que permiten su imposición aunque hayan finaliza-
do las obras, tal y como hemos puesto de manifiesto.

 �INFORME 8/2018 DE LA JUNTA CONSULTIVA 
DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ARAGÓN.

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DJWIOuwhU0GICIvuo466tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePFqMNcsob25CwVCTjAU0PIHObBO0mvEGtdfWtejSxSu2DLrCL0yDfZ1hVj2wsiYFF6JU28qyiL6zjeJ9LGZ05AF5Vz0aRjGofjj55cADkaIMGGSVF3mVn4_lYZVskmizXyVdEsU7QQiuGS7QoyxNZ92ItAZ6voU2D1_2-rNDWkDTidl_rNkETzTaX_8Ej6DRtP-uHzmeLBYDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DJWIOuwhU0GICIvuo466tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePFqMNcsob25CwVCTjAU0PIHObBO0mvEGtdfWtejSxSu2DLrCL0yDfZ1hVj2wsiYFF6JU28qyiL6zjeJ9LGZ05AF5Vz0aRjGofjj55cADkaIMGGSVF3mVn4_lYZVskmizXyVdEsU7QQiuGS7QoyxNZ92ItAZ6voU2D1_2-rNDWkDTidl_rNkETzTaX_8Ej6DRtP-uHzmeLBYDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQuCQBCFf017DJWIOuwhU0GICIvuo466tO7Gzmj579vaBoZ58D7ePFqMNcsob25CwVCTjAU0PIHObBO0mvEGtdfWtejSxSu2DLrCL0yDfZ1hVj2wsiYFF6JU28qyiL6zjeJ9LGZ05AF5Vz0aRjGofjj55cADkaIMGGSVF3mVn4_lYZVskmizXyVdEsU7QQiuGS7QoyxNZ92ItAZ6voU2D1_2-rNDWkDTidl_rNkETzTaX_8Ej6DRtP-uHzmeLBYDAQAAWKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

El cálculo del porcentaje de modificación ha de realizarse sobre el 
precio inicial que no incluye ni prórrogas ni modificaciones

A los efectos de su estimación en los pliegos ha de tomarse por refe-
rencia el presupuesto base de licitación por no ser conocido el precio 
cierto en dicho momento procedimental

I. Para el cálculo del porcentaje de modificación de los contratos hay 
que entender como “precio inicial” aquel que no ha sido objeto de mo-
dificación y que lo es del contrato sin tener en cuenta la eventual 
prórroga. Así, dado que en el momento de calcular a qué importe 
corresponde este porcentaje, a efectos de calcular el valor estima-
do del contrato, no se conoce todavía cuál será el precio inicial del 
contrato –en la medida en que este vendrá dado por la oferta de la 
empresa contratista–, hay que calcular el porcentaje de modificación 
mencionado sobre el presupuesto base de licitación. De este modo, la 
prórroga de los contratos se tiene en cuenta a efectos del cálculo del 
valor estimado del contrato, pero no del porcentaje de modificación. 
En el apartado 1 de la consideración jurídica II se recogen ejemplos de 
diferentes supuestos que pueden darse. 

II. Para el cálculo del valor estimado de los contratos debe tenerse 
en cuenta el importe máximo que puede alcanzar, así como que éste 
variará en función de si las modificaciones que se prevén son pun-
tuales y sólo tienen impacto en el momento en que se producen o si, 
por el contrario, son modificaciones que desde el momento que se 
producen siguen incrementando el valor del contrato por las anua-
lidades siguientes. Asimismo, también variará, sin que eso comporte 
una alteración del límite máximo de modificación prevista, en función 
de las prórrogas de los contratos y del momento en que se hayan 
producido las modificaciones, dado que en las prórrogas permanecen 
inalterables las características de los contratos. En este sentido, hay 
que distinguir el cálculo del porcentaje de modificación sobre el “pre-
cio inicial” del contrato, del cálculo del valor estimado del contrato, 
que no viene limitado por ningún porcentaje y que debe ser la estima-
ción total. En el apartado 2 de la consideración jurídica II se recogen 
ejemplos de diferentes supuestos que pueden darse.

III. Con el fin de dar cumplimiento a la limitación fijada en el artículo 
204 de la LCSP para las modificaciones previstas se considera nece-

¿CUÁLES SON LAS 
REGLAS APLICABLES 

PARA EL CÁLCULO 
DEL PORCENTAJE 
DE MODIFICACIÓN 

CONTRACTUAL?

1102 
MODIFICACIÓN CONTRACTUAL
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sario que, en fase de ejecución del contrato y, por lo tanto, una vez 
conocido cuál es su precio inicial, la modificación o las modificaciones 
del contrato que se produzcan no superen el 20% de este importe –
de manera que el importe de modificación que se acabe produciendo 
efectivamente será presumiblemente inferior al importe de modifi-
cación estimado en el momento del cálculo del valor estimado del 
contrato, en la medida que la oferta de la empresa que acabe siendo 
la contratista haya incorporado alguna baja respecto del presupuesto 
base de licitación.

 �INFORME 2/2020 DE LA JUNTA CONSULTIVA 
DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
GENERALITAT DE CATALUNYA

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf816lK0IeunB6QYDEZnDe7bFrVhbabLp_r3VGgh58D5eHi3W2eWhGj-hYGhJZQI6nsAcXBe1nrGBNmjne_T5EhQ7BlPjF6bRvU4w6wFYO5uDj1G671VVpt_ZpOssEzN6CoC66gEtoxj1MB7DcuSBSNMBGFRdlEVdnPbVLpFruZWJvMlUpoIQfDeeYUBV2ZvzD6QV0PMtjL2HrpefHcMimk_M4WHLNnqiM-GGH7gHg7b_V_0ALN4W7gIBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf816lK0IeunB6QYDEZnDe7bFrVhbabLp_r3VGgh58D5eHi3W2eWhGj-hYGhJZQI6nsAcXBe1nrGBNmjne_T5EhQ7BlPjF6bRvU4w6wFYO5uDj1G671VVpt_ZpOssEzN6CoC66gEtoxj1MB7DcuSBSNMBGFRdlEVdnPbVLpFruZWJvMlUpoIQfDeeYUBV2ZvzD6QV0PMtjL2HrpefHcMimk_M4WHLNnqiM-GGH7gHg7b_V_0ALN4W7gIBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf816lK0IeunB6QYDEZnDe7bFrVhbabLp_r3VGgh58D5eHi3W2eWhGj-hYGhJZQI6nsAcXBe1nrGBNmjne_T5EhQ7BlPjF6bRvU4w6wFYO5uDj1G671VVpt_ZpOssEzN6CoC66gEtoxj1MB7DcuSBSNMBGFRdlEVdnPbVLpFruZWJvMlUpoIQfDeeYUBV2ZvzD6QV0PMtjL2HrpefHcMimk_M4WHLNnqiM-GGH7gHg7b_V_0ALN4W7gIBAAA=WKE
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La JCCA concluye que entre las peculiaridades de la contratación lo-
cal se incluye la exigencia de que en todos los contratos, incluidos los 
menores, ha de constar el informe del secretario municipal.

El informe ha de ofrecer “una perspectiva jurídica de la correcta tra-
mitación del expediente de contratación”.

La Disposición adicional tercera. 8 de la LCSP exige el informe jurídico 
del Secretario de la entidad local antes de la aprobación de los expe-
dientes de contratación también en el caso de los contratos menores

 �INFORME 21/2021 DE LA JUNTA CONSULTIVA DE 
CONTRATACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO

¿HA DE INFORMAR 
EL SECRETARIO 
MUNICIPAL LOS 

CONTRATOS 
MENORES?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQYvCQAyFf41zlLa66GUOW61QkCLd4j1tYzs4ziyTtNp_v9HZQMiD95H3aHHeLQ_dhAkVQ0s6VdDxBPbou6jNjA20on3oMeSLKPYMtsY3TKN_VjCbAdh4l0OIr0zf6_KUvGefJulGzRhIAH01AzpGNZphPMty5IHI0BEYdF2cirqoDuX3Ktt-7bar7JYlmQQhhG68wIC6dDcfHkhroN-Xsu4uXX8-dnwW0XxilsCWXfRUZ-VKBh7Aouv_q_4BSWIwfwIBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQYvCQAyFf41zlLa66GUOW61QkCLd4j1tYzs4ziyTtNp_v9HZQMiD95H3aHHeLQ_dhAkVQ0s6VdDxBPbou6jNjA20on3oMeSLKPYMtsY3TKN_VjCbAdh4l0OIr0zf6_KUvGefJulGzRhIAH01AzpGNZphPMty5IHI0BEYdF2cirqoDuX3Ktt-7bar7JYlmQQhhG68wIC6dDcfHkhroN-Xsu4uXX8-dnwW0XxilsCWXfRUZ-VKBh7Aouv_q_4BSWIwfwIBAAA=WKE
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Es posible su utilización si de forma conjunta el plazo de ejecución de 
la obra y el plazo de liquidación final son inferiores a un año

El plazo de garantía de las obras no formará parte del cómputo del 
plazo de duración del contrato de dirección de obras. 

Primera.- Con los requisitos del art. 118 y las limitaciones del art. 29.8 
de la LCSP se pueden realizar contratos menores de dirección de 
obras no considerando éste que deba ser el procedimiento habitual 
para este tipo de contratos por las singularidades en la ejecución de 
los contratos de obras. 

Segunda .- Los contratos menores de dirección de obras tendrán un 
plazo de ejecución propiamente dicho, esto es, el plazo el de ejecución 
de las obras. Ahora bien, dado que la dirección de obras comprende 
otras actuaciones como es, en caso de darse, la liquidación final, debe-
mos concluir que la duración del contrato —es decir el periodo que el 
contrato está vigente deberá incluir el plazo para realizar liquidación 
final, si la hubiere, sin que el contrato menor de dirección de obras 
esa duración pueda exceder de un año. En esta línea argumental cabe, 
además, afirmar que en ningún caso el plazo de garantía de las obras 
formará parte del cómputo del plazo de duración del contrato de di-
rección de obras. 

Tercera.- Es necesario para evitar supuestos de infracción de la dura-
ción de los contratos menores, tener en cuenta que, si hay liquidación 
final de la obra y el plazo de ejecución de las obras fuera de 12 meses, 
el contrato menor de dirección de obra podría exceder del plazo pre-
visto de un año. Con lo cual la utilización del contrato menor requerirá 
que la duración, computados ambos plazos, el de ejecución de las 
obras y el de liquidación final, si la hubiere, no excediere de un año.

 �INFORME 13/2018 JUNTA SUPERIOR DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
GENERALITAT VALENCIANA

¿ES POSIBLE 
UTILIZAR EL 

PROCEDIMIENTO 
DEL CONTRATO 

MENOR PARA LA 
CONTRATACIÓN 

DE DIRECCIÓN DE 
OBRAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409iquiXnpwOmEgQ6Z4z7a4FbtWmmy6f2-1BkIevI-XR5N1durV1Q8oGCpSiYCaBzAHV0etR7xCFbTzDfp0CoodgynxC1PnXgWMugXWzqbgY5RuGpUfF99Zb2UixYieAqBuukXLKDrddqewHHkg0nQABlVmx6zMin2-m8mVXC43M3mXi2QrCMHX3RlaVLm9O98jzYGeb2HsI5S9_OyYFtF0YA4fK7bRE7UJNzzBPRi0zb_rB_wL5nwDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409iquiXnpwOmEgQ6Z4z7a4FbtWmmy6f2-1BkIevI-XR5N1durV1Q8oGCpSiYCaBzAHV0etR7xCFbTzDfp0CoodgynxC1PnXgWMugXWzqbgY5RuGpUfF99Zb2UixYieAqBuukXLKDrddqewHHkg0nQABlVmx6zMin2-m8mVXC43M3mXi2QrCMHX3RlaVLm9O98jzYGeb2HsI5S9_OyYFtF0YA4fK7bRE7UJNzzBPRi0zb_rB_wL5nwDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQQvCMAyFf409iquiXnpwOmEgQ6Z4z7a4FbtWmmy6f2-1BkIevI-XR5N1durV1Q8oGCpSiYCaBzAHV0etR7xCFbTzDfp0CoodgynxC1PnXgWMugXWzqbgY5RuGpUfF99Zb2UixYieAqBuukXLKDrddqewHHkg0nQABlVmx6zMin2-m8mVXC43M3mXi2QrCMHX3RlaVLm9O98jzYGeb2HsI5S9_OyYFtF0YA4fK7bRE7UJNzzBPRi0zb_rB_wL5nwDAQAAWKE
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Los contratos de patrocinio tienen la naturaleza de contratos privados

Cumpliendo los trámites previstos en la LCSP pueden adjudicarse 
conforme a cualquier procedimiento previsto en la Ley, incluido el 
relativo a los contratos menores

1. En defecto de normas específicas, la preparación y adjudicación de 
los contratos privados que celebren las Administraciones Públicas y 
no se encuentren excluidos del ámbito de aplicación de la Ley de Con-
tratos del Sector Público, se regirán por remisión al bloque de legali-
dad del art. 26.2 de la LCSP por las normas establecidas con carácter 
general en dicha Ley para la preparación y adjudicación de los contra-
tos típicos, incluidas las relativas a la consideración de los contratos 
menores y las que regulan el procedimiento negociado sin publicidad. 

2. El patrocinio publicitario de una actividad o evento por una Admi-
nistración Pública no se considera comprendido entre los contratos 
de servicios u otros contratos típicos de los definidos en la Ley de 
Contratos del Sector Público. Su contratación tendrá carácter privado 
y su preparación y adjudicación debe efectuarse de conformidad con 
las normas de la Ley de Contratos del Sector Público que resulten de 
aplicación. De acuerdo con este criterio, tendrá la consideración de 
contrato menor en el supuesto de que su valor estimado no supere el 
importe establecido en el artículo 118.1 de dicha Ley para los contratos 
de servicios

 �INFORME 7/2018 JUNTA SUPERIOR DE 
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA 
GENERALITAT VALENCIANA

¿EL PATROCINIO 
PUBLICITARIO PUEDE 

TRAMITARSE COMO 
CONTRATO MENOR?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/ListaResultados.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAFVPy27CQAz8muRiqQpwKYccAu2hVUUryA-YXQOuNl7YByV_Xy-RinryyPPw-JIpjD3dUksCBzInhAVYggFHX-a8mT1XcwO6TyRsPZCkgBZ1gkN4z5IQdvlMgX0ojrUvgoSGq9w0h4VAZwcWjmXLV4ToHRtO2RY1y8GHgRQ66L5L2KAHCvNRZT2-7Jy55ywtYykykAJJBGq4ZIJiz1rEeInZaZeSFPmYmYpKS2stx4kCujqO4mUc2j5kqhPuYzur0aSM7sWbCfOVety3Te2DpbAaFcWT_9nglY_a38sKw-SPhMGcvvBI7dv0RXzCeL7V5sztPsnuzlcL_MPK2H_M62b9uem33bbO2uWhm6JXOSUvj_Uvfgez8qwBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/ListaResultados.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAFVPy27CQAz8muRiqQpwKYccAu2hVUUryA-YXQOuNl7YByV_Xy-RinryyPPw-JIpjD3dUksCBzInhAVYggFHX-a8mT1XcwO6TyRsPZCkgBZ1gkN4z5IQdvlMgX0ojrUvgoSGq9w0h4VAZwcWjmXLV4ToHRtO2RY1y8GHgRQ66L5L2KAHCvNRZT2-7Jy55ywtYykykAJJBGq4ZIJiz1rEeInZaZeSFPmYmYpKS2stx4kCujqO4mUc2j5kqhPuYzur0aSM7sWbCfOVety3Te2DpbAaFcWT_9nglY_a38sKw-SPhMGcvvBI7dv0RXzCeL7V5sztPsnuzlcL_MPK2H_M62b9uem33bbO2uWhm6JXOSUvj_Uvfgez8qwBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/ListaResultados.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAFVPy27CQAz8muRiqQpwKYccAu2hVUUryA-YXQOuNl7YByV_Xy-RinryyPPw-JIpjD3dUksCBzInhAVYggFHX-a8mT1XcwO6TyRsPZCkgBZ1gkN4z5IQdvlMgX0ojrUvgoSGq9w0h4VAZwcWjmXLV4ToHRtO2RY1y8GHgRQ66L5L2KAHCvNRZT2-7Jy55ywtYykykAJJBGq4ZIJiz1rEeInZaZeSFPmYmYpKS2stx4kCujqO4mUc2j5kqhPuYzur0aSM7sWbCfOVety3Te2DpbAaFcWT_9nglY_a38sKw-SPhMGcvvBI7dv0RXzCeL7V5sztPsnuzlcL_MPK2H_M62b9uem33bbO2uWhm6JXOSUvj_Uvfgez8qwBAAA=WKE
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1301 
ACCESO AL EXPEDIENTE DE CONTRATACIÓN

Procedimentalmente procede con la resolución de la adjudicación a 
los efectos de poder preparar el recurso especial

La petición previa resulta extemporánea y no debe ser atendida

Respecto de la cuestión que plantea de acceso al expediente tampoco 
puede darse la razón a la recurrente. Solicitó la vista del expediente y, 
singularmente, de las ofertas, antes de la resolución de adjudicación. 
Además de ser un importante indicio de que el recurrente conocía 
que el resultado de la evaluación de los criterios sujetos a un juicio de 
valor, y que, por tanto, aún colmando la puntuación que se le otorgó 
en el máximo no podría superar la global del adjudicatario, resulta la 
vista del expediente fue extemporánea por prematura, puesto que el 
acceso al expediente se solicitó con fecha 20 de abril de 2017 y tuvo 
lugar el 5 de junio de 2017. En este sentido, en resolución nº 655/2017, 
se ha indicado que es de especial relevancia poner de manifiesto que 
la recurrente solicita el acceso a la documentación técnica después 
de producirse la valoración de las ofertas, es decir, antes de la resolu-
ción de adjudicación, e incluso antes de la propuesta de adjudicación. 
Tal y como pone de manifiesto el informe de la Abogacía del Estado 
los informes de técnicos de evaluación de ofertas son documentos 
de “carácter auxiliar o de apoyo” hasta el momento en que la mesa 
de contratación acuerde, en su caso, incorporarlos al expediente de 
contratación, lo que se produce siempre que la Mesa de contratación 
realice su valoración teniendo en cuenta estos informes. No resultan-
do admisible, por tanto, una solicitud de acceso a estas informaciones 
hasta que hayan concluido los trabajos realizados por la mesa de con-
tratación con esas informaciones, momento que se corresponde con 
la resolución de adjudicación.

 �RESOLUCIÓN 818/2017 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

¿EN QUÉ MOMENTO 
HA DE DARSE 

ACCESO AL 
EXPEDIENTE A LOS 

LICITADORES?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OS2_CMBCEfw0-ojwIj4MPhKQSCKEq0N43yZJYNTbybkLz7zGYw2pHmk8zQ5OxZrrJixtQMNQkYwEND6AL2wStRrxA7bV1Lbp88ootg67wBVNvHycYVQesrMnBhSjVtvLwE0VRtlkv0zQVIzrygPxVHRpG0auuP_rjwAORogIYZFV-lVV52u23s2QRZ-vFcjVLrkkUrwQhuKb_hg7l3lytuyHNge7_Qps_P_f8tkNeQPOB2XfWbIInGu2_r8EdaDTtZ-0TeQBr5AUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OS2_CMBCEfw0-ojwIj4MPhKQSCKEq0N43yZJYNTbybkLz7zGYw2pHmk8zQ5OxZrrJixtQMNQkYwEND6AL2wStRrxA7bV1Lbp88ootg67wBVNvHycYVQesrMnBhSjVtvLwE0VRtlkv0zQVIzrygPxVHRpG0auuP_rjwAORogIYZFV-lVV52u23s2QRZ-vFcjVLrkkUrwQhuKb_hg7l3lytuyHNge7_Qps_P_f8tkNeQPOB2XfWbIInGu2_r8EdaDTtZ-0TeQBr5AUBAAA=WKE
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1302 
LEGITIMACIÓN PARA RECURRIR

La regla general es que únicamente los operadores económicos que 
han presentado su oferta al procedimiento están legitimados para 
impugnar los pliegos rectores del mismo: solamente si se acredita 
que por la configuración de los pliegos le resulta imposible presentar 
oferta podría recurrir

No existe acción pública en materia de contratación, no cabe recurrir 
con base en una defensa abstracta de la legalidad: ha de buscarse un 
beneficio concreto con la estimación del recurso

ALGAMA es la adjudicataria del contrato previo al que constituye el 
objeto de la licitación, si bien debe tenerse en cuenta que no ha pre-
sentado proposición en la licitación que disciplina los pliegos que aquí 
se impugnan. Sobre la legitimación para recurrir los pliegos de una 
licitación, se ha pronunciado en múltiples ocasiones este Tribunal, 
señalando la necesidad de que el recurrente haya participado en la 
licitación, o se haya visto impedido de hacerlo en base a las restriccio-
nes introducidas en los pliegos objeto de recurso, pues no resulta ad-
misible un recurso especial en materia de contratación basado en un 
mero interés en la legalidad abstracta del procedimiento de licitación.

[…]

La mercantil recurrente en el Recurso 416/2021 no ha presentado ofer-
ta al proceso de licitación. La empresa ALGAMA se limita a impugnar 
el importe reflejado en el pliego para los costes salariales; costes que 
esta empresa conoce perfectamente por ser la actual prestadora del 
servicio. Afirma que dichos costes ascienden a 55.400,16 €, en vez de 
52.247,47 €. Es decir, considera que los costes salariales son 3.152,69 
euros superiores a los reflejados en el desglose del presupuesto base 
de licitación. Pero es que el presupuesto base de licitación asciende 
a 64.503,03 €, restando todavía un margen para gastos generales 
y beneficio industrial de 9.102,87 €, no alegando, ni justificando que 
el importe total del presupuesto sea insuficiente para hacer frente 
a los costes del contrato, y a un determinado nivel de beneficio. Al 
no alegar esta insuficiencia, el Tribunal considera que lo impugnado 
no le impedía presentar una proposición, en condiciones de igualdad 
con los otros 6 licitadores que sí han presentado oferta en el procedi-
miento, por lo que se le niega legitimación para recurrir.

 �RESOLUCIÓN 945/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES 

¿ESTÁ LEGITIMADO 
PARA RECURRIR 

LOS PLIEGOS 
UN OPERADOR 

ECONÓMICO QUE 
NO HA FORMULADO 

OFERTA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKockjbKwQf-DlQUKmNyX2ADqMRubUPD29cpPfSw2tHMp9F8zWhWiXfHRVqVeR1nu5mx7lDQ8_F5F1wDFuypFFlUF2FOw-QtK7JKilBml5LGaeFlTpOUijSuRVVWNC4fXizrME8rSuyqtFpvXJoZiYPG8j2B1s0wJbrd9LighMZrbTo00coZcdrBJPAB20F_F7CMPbhRqwjMVjV2HX-tGWMndjqy8wtZ0FgP8MvYo3JIhrEfcn9u4y2CaYd36JFn6qrNDe0T2M87mdSHX1L9xv_RaHbO1zVObRlpJ_8TcBjDhKr7G_IDn1husEABAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OzW6DMBCEnya-WKockjbKwQf-DlQUKmNyX2ADqMRubUPD29cpPfSw2tHMp9F8zWhWiXfHRVqVeR1nu5mx7lDQ8_F5F1wDFuypFFlUF2FOw-QtK7JKilBml5LGaeFlTpOUijSuRVVWNC4fXizrME8rSuyqtFpvXJoZiYPG8j2B1s0wJbrd9LighMZrbTo00coZcdrBJPAB20F_F7CMPbhRqwjMVjV2HX-tGWMndjqy8wtZ0FgP8MvYo3JIhrEfcn9u4y2CaYd36JFn6qrNDe0T2M87mdSHX1L9xv_RaHbO1zVObRlpJ_8TcBjDhKr7G_IDn1husEABAAA=WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

El TARC se pronuncia en contra de la legitimación de los concejales 
para la interposición del recurso especial en materia de contratación

Los tribunales madrileños (Resolución 81/2018), andaluz (Resolución 
123/2019), vasco (Resolución 28/2020) y aragonés (Acuerdo 44/2012) 
vienen admitiendo su legitimación conforme a las reglas generales 
previstas en la Ley de Bases de Régimen Local

D. M.D.C.M.O. es concejal del Ayuntamiento de Bigastro, según consta 
en el acta del Pleno de dicho Ayuntamiento de fecha 12/12/2019. La 
recurrente aduce, como justificación de su legitimación, que está obli-
gada a desarrollar “actos de control de la acción de gobierno”. 

Como ha reiterado este Tribunal en numerosas ocasiones, no es sufi-
ciente para ostentar legitimación para interponer un recurso especial 
en materia de contratación el mero interés por la legalidad, que es 
precisamente lo alegado por la concejal recurrente para intentar jus-
tificar su legitimación, o bien, un interés de oportunidad, de carácter 
político (por estar, como dice, en la oposición), que tampoco justifica-
ría su legitimación para interponer el presente recurso.

 �RESOLUCIÓN 512/2020 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

Por tanto, sin perjuicio de que tal y como afirma el Tribunal Supremo 
los concejales que no formen parte del órgano que aprueba el acto 
puedan impugnar los acuerdos en los que no hayan participado por 
otras vías, conforme a las reglas generales de legitimación, debe ne-
garse legitimación a la concejala recurrente (y a su Grupo) para im-
pugnar el presente encargo a través del recurso especial en materia 
de contratación, conforme al artículo 48 de la LCSP y al artículo 63.1.b) 
de la Ley 7/198

 �RESOLUCIÓN 645/2020 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿ESTÁ LEGITIMADO 
PARA INTERPONER 

RECURSO ESPECIAL 
UN CONCEJAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkbHC38EHAqkEQggFyn2TLIlVYyPvJm3eHlNzWO1I82lmaHTejQ99DT0Khor0TEDNPdidr5M2A16hitqHBkM-RsWewZb4hqnzvycYTAtsvMshpCjTNPrwLaVcLNQsm8_FgIEioG-mRccoOtN2x3iceCAytAMGXRZfRVmctvvNRGVqnS1XE3VXUklBCKHuztCi3ru7Dw-kKdDzT1j3E9de_u0Ul9C8Z46VFbvkidrGH1twCxZd8xn7AkX3Ak4EAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OzW7CMBCEnwYfkbHC38EHAqkEQggFyn2TLIlVYyPvJm3eHlNzWO1I82lmaHTejQ99DT0Khor0TEDNPdidr5M2A16hitqHBkM-RsWewZb4hqnzvycYTAtsvMshpCjTNPrwLaVcLNQsm8_FgIEioG-mRccoOtN2x3iceCAytAMGXRZfRVmctvvNRGVqnS1XE3VXUklBCKHuztCi3ru7Dw-kKdDzT1j3E9de_u0Ul9C8Z46VFbvkidrGH1twCxZd8xn7AkX3Ak4EAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWtBVA4-EAgSVYWqQLlvkiWxauzKu0nJ33dbc1jNSPM0szSHGOa7vaQRFUND9kVByyP4fWyzdxNeoBEfU4epnMVxZPA1_sE0xJ8TTK4HdjGUkHKV6zr79qm1LorNujArNWEiAezV9RgY1eD64V2OMw9EjvbAYOvqUNXVaXfcLszqVRu9WZibEVWEkNrhA3q0x3CL6Y60BPp-KB--5Nvzf5zrMlqOzDLZcMiZar2orOAOPIbu-ewvFf-JTAQBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWtBVA4-EAgSVYWqQLlvkiWxauzKu0nJ33dbc1jNSPM0szSHGOa7vaQRFUND9kVByyP4fWyzdxNeoBEfU4epnMVxZPA1_sE0xJ8TTK4HdjGUkHKV6zr79qm1LorNujArNWEiAezV9RgY1eD64V2OMw9EjvbAYOvqUNXVaXfcLszqVRu9WZibEVWEkNrhA3q0x3CL6Y60BPp-KB--5Nvzf5zrMlqOzDLZcMiZar2orOAOPIbu-ewvFf-JTAQBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfkWtBVA4-EAgSVYWqQLlvkiWxauzKu0nJ33dbc1jNSPM0szSHGOa7vaQRFUND9kVByyP4fWyzdxNeoBEfU4epnMVxZPA1_sE0xJ8TTK4HdjGUkHKV6zr79qm1LorNujArNWEiAezV9RgY1eD64V2OMw9EjvbAYOvqUNXVaXfcLszqVRu9WZibEVWEkNrhA3q0x3CL6Y60BPp-KB--5Nvzf5zrMlqOzDLZcMiZar2orOAOPIbu-ewvFf-JTAQBAAA=WKE
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Los sindicatos carecen de legitimación general para la interposición 
del recurso especial

Es necesario que los motivos de impugnación tienen una relación di-
recta e incuestionable con la defensa de los intereses corporativos 
de los trabajadores

Además, en la Resolución 81/2013, de 20 de febrero, de este Tribu-
nal, ya citábamos las Sentencias del Tribunal Constitucional número 
210/94, 257/88, 106/96, entre otras, las cuales, en síntesis afirman 
que ‘(...) la función genérica de representación y defensa de los intere-
ses de los trabajadores que corresponde a los Sindicatos, no alcanza 
a transformarlos en guardianes abstractos de la legalidad, por lo que, 
en cada caso en que el sindicato ejercite acciones, se exige un vínculo 
o conexión entre el propio Sindicato y la pretensión ejercitada. Y ese 
vínculo no puede ser otro que un interés en sentido propio, específico 
y cualificado’.

[…]

Y, por otra parte, en lo que aquí nos interesa, el párrafo segundo del 
artículo 48 de la LCSP legitima a las organizaciones sindicales para 
interponer este recurso cuando de las decisiones recurribles se pu-
diera deducir fundadamente que éstas implican que en el proceso 
de ejecución del contrato se incumplirán las obligaciones sociales o 
laborales respecto de los trabajadores que participen en la realización 
de la representativa de los intereses afectados’. Así, el citado artículo 
48 de la LCSP señala que: (…) 

‘El tenor del citado precepto, así como la citada doctrina que sobre 
el particular se ha expuesto, nos lleva a entender que la legitimación 
de un sindicato para recurrir sólo será admisible si los motivos de 
impugnación tienen una relación directa e incuestionable con la de-
fensa de los intereses corporativos de los trabajadores, sin que deba 
extenderse esta legitimación en la medida que rebasen este ámbito 
o se refieran a cuestiones de legalidad ordinaria del contenido de los 
pliegos». 

La aplicación de esta doctrina al presente supuesto conduce a soste-
ner la legitimación activa del sindicato recurrente para la interposición 
del recurso, pues la pretensión de anulación planteada en relación 
con los pliegos a la vista de las cuestiones suscitadas, sin prejuzgar en 
este momento su conformidad o no a derecho, lo cierto es que tiene 
“una relación directa e incuestionable con la defensa de los intereses 
corporativos de los trabajadores”

 �RESOLUCIÓN 941/2021 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿PUEDE INTERPONER 
RECURSO ESPECIAL 

UN SINDICATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OQU-EMBSEf8320sQU1gQ99ACFAwbBQNn7A94CkW21Lbj8e6t48PDyJjNfJvO5otkl3h2vs6YqWpGfVsaGc0mfH4NTeA1ZGNA0K6is86Qt44LG6Wte5o2sY5lfKiqy0svCM7TORFs3VUNF9eMJ2cZF1hC7K632G5dmReKgszwg0LsVllT3h543lNB5rc2AJtk5I047WGq0PCR20l8lbPMIbtYqAXNUzcPAX1rGWMSipyhgZENjPcAv84jKIZnmcSr8uYO3CKaf3mBEnqurNje0D2A_7mRR735J8xv_R5PVOV_XOXVkpF_8T8GhgAXV8DfkGy2HjwhDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OQU-EMBSEf8320sQU1gQ99ACFAwbBQNn7A94CkW21Lbj8e6t48PDyJjNfJvO5otkl3h2vs6YqWpGfVsaGc0mfH4NTeA1ZGNA0K6is86Qt44LG6Wte5o2sY5lfKiqy0svCM7TORFs3VUNF9eMJ2cZF1hC7K632G5dmReKgszwg0LsVllT3h543lNB5rc2AJtk5I047WGq0PCR20l8lbPMIbtYqAXNUzcPAX1rGWMSipyhgZENjPcAv84jKIZnmcSr8uYO3CKaf3mBEnqurNje0D2A_7mRR735J8xv_R5PVOV_XOXVkpF_8T8GhgAXV8DfkGy2HjwhDAQAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OQU-EMBSEf8320sQU1gQ99ACFAwbBQNn7A94CkW21Lbj8e6t48PDyJjNfJvO5otkl3h2vs6YqWpGfVsaGc0mfH4NTeA1ZGNA0K6is86Qt44LG6Wte5o2sY5lfKiqy0svCM7TORFs3VUNF9eMJ2cZF1hC7K632G5dmReKgszwg0LsVllT3h543lNB5rc2AJtk5I047WGq0PCR20l8lbPMIbtYqAXNUzcPAX1rGWMSipyhgZENjPcAv84jKIZnmcSr8uYO3CKaf3mBEnqurNje0D2A_7mRR735J8xv_R5PVOV_XOXVkpF_8T8GhgAXV8DfkGy2HjwhDAQAAWKE
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Para su legitimación una asociación ha de acreditar no solo los inte-
reses colectivos que representa sino la relación de los mismo con el 
objeto del contrato y con el del recurso

No existe una legitimación genérica para impugnar cualquier licita-
ción vinculada a su objeto estatutario en defensa de la legalidad abs-
tracta

A la vista de la anterior doctrina, y como ya señaláramos en nues-
tra reciente Resolución 1000/2019, de 6 de septiembre, a juicio de 
este Tribunal, la Asociación recurrente carece de legitimación para 
la interposición del presente recurso, en atención a que se plasma 
su supuesto interés legítimo en un interés en la legalidad ajeno al 
ámbito objetivo del presente recurso. En efecto, sin perjuicio de que 
la legitimación pueda analizarse en otras instancias y órdenes juris-
diccionales y pueda correr distinta suerte en uno y otro, la relación 
que fundamenta la legitimación debe examinarse entre la Asociación 
recurrente y el objeto del contrato, así como con el objeto del presen-
te recurso; es decir, la legitimación viene determinada no solo por los 
intereses colectivos por los que vela la Asociación recurrente, sino 
también por la relación de estos intereses en el procedimiento de 
licitación. Y, desde esta órbita, es indudable que los intereses de la 
Asociación no se extienden a la licitación y adjudicación del contrato, 
de tal suerte que sus asociados ni pueden ni tienen interés en concu-
rrir al presente procedimiento

 �RESOLUCIÓN 1179/2019 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿TIENE UNA 
ASOCIACIÓN 

LEGITIMACIÓN 
GENERAL PARA 

IMPUGNAR PLIEGOS 
RELATIVOS 

A SU OBJETO 
ESTATUTARIO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwU7DMBBEv6Y-Iie0GA4-kDRIqVCFQst9k2wTq45deTeB_D0G97DakeZpZmh13q2TPoUZBUNLOhPQ8Qx277ukzYInaKP2ocdQrFGxZ7AN_sE0-u8jLGYANt4VEFKU6Xt9OEspn3byWeVKLBgoAvrLDOgYxWiG8T0eJx6IDO2BQTfVW9VUx7J-3eTbTD2qTG3ySy6zF0EIoRs_YEBdu4sPE9ID0O1HWHeNcz__7ZSX0GJmjp0tu-SJzsYfa7AEi66_r_0FwR9uXQUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwU7DMBBEv6Y-Iie0GA4-kDRIqVCFQst9k2wTq45deTeB_D0G97DakeZpZmh13q2TPoUZBUNLOhPQ8Qx277ukzYInaKP2ocdQrFGxZ7AN_sE0-u8jLGYANt4VEFKU6Xt9OEspn3byWeVKLBgoAvrLDOgYxWiG8T0eJx6IDO2BQTfVW9VUx7J-3eTbTD2qTG3ySy6zF0EIoRs_YEBdu4sPE9ID0O1HWHeNcz__7ZSX0GJmjp0tu-SJzsYfa7AEi66_r_0FwR9uXQUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwU7DMBBEv6Y-Iie0GA4-kDRIqVCFQst9k2wTq45deTeB_D0G97DakeZpZmh13q2TPoUZBUNLOhPQ8Qx277ukzYInaKP2ocdQrFGxZ7AN_sE0-u8jLGYANt4VEFKU6Xt9OEspn3byWeVKLBgoAvrLDOgYxWiG8T0eJx6IDO2BQTfVW9VUx7J-3eTbTD2qTG3ySy6zF0EIoRs_YEBdu4sPE9ID0O1HWHeNcz__7ZSX0GJmjp0tu-SJzsYfa7AEi66_r_0FwR9uXQUBAAA=WKE
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Aun no concurriendo al procedimiento de licitación puede recurrir 
siempre que obtenga la satisfacción de un interés de la estimación 
del recurso

No puede perseguir una mera defensa de la legalidad

Por lo que se refiere al recurso contra la prohibición de subcontrata-
ción, este Órgano estima que, de aceptarse la petición, el recurrente 
obtendría la satisfacción de un interés cierto y tangible, real y no me-
ramente hipotético, distinto del cumplimiento de la mera legalidad, 
como es la posibilidad de acceder a la ejecución de la prestación con-
tractual como subcontratista, posibilidad de la que la actual redacción 
le priva (ver, por ejemplo, la Resolución 20/2015 del OARC / KEAO).

 �RESOLUCIÓN 129/2019 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE RECURSOS CONTRACTUALES 
DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE EUSKADI

¿PUEDE EL 
SUBCONTRATISTA 

INTERPONER 
RECURSO ESPECIAL?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKyeFAAcfmpBKVAihAL1vkiWxauzKuwnk7zGYw2pHmqeZock6O13VyQ8oGGpSiYCGBzAb10StRzxBHbTzLfp8Coodg6nwCVPvbnsYdQesnc3BxyjdturnLKXM5kspV5kY0VMA1K_u0DKKXnf9LhxHHog0bYBBVeV3WZX7Yvs1S-fJZ7bI1rP0kspkLQjBN_0BOlRbe3H-ivQB9H8Xxv6FuceXHfMimg_MobNmGz3RmPBDDRZg0LbvtQ-dUadOBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKyeFAAcfmpBKVAihAL1vkiWxauzKuwnk7zGYw2pHmqeZock6O13VyQ8oGGpSiYCGBzAb10StRzxBHbTzLfp8Coodg6nwCVPvbnsYdQesnc3BxyjdturnLKXM5kspV5kY0VMA1K_u0DKKXnf9LhxHHog0bYBBVeV3WZX7Yvs1S-fJZ7bI1rP0kspkLQjBN_0BOlRbe3H-ivQB9H8Xxv6FuceXHfMimg_MobNmGz3RmPBDDRZg0LbvtQ-dUadOBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfKyeFAAcfmpBKVAihAL1vkiWxauzKuwnk7zGYw2pHmqeZock6O13VyQ8oGGpSiYCGBzAb10StRzxBHbTzLfp8Coodg6nwCVPvbnsYdQesnc3BxyjdturnLKXM5kspV5kY0VMA1K_u0DKKXnf9LhxHHog0bYBBVeV3WZX7Yvs1S-fJZ7bI1rP0kspkLQjBN_0BOlRbe3H-ivQB9H8Xxv6FuceXHfMimg_MobNmGz3RmPBDDRZg0LbvtQ-dUadOBQEAAA==WKE
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Si el licitador excluido no ha combatido su exclusión se convierte en 
un tercero en procedimiento contractual careciendo de legitimación 
para recurrir

No está legitimado ni siquiera en el supuesto de que la estimación del 
recurso conllevase que el procedimiento quedase desierto

Pues bien, en el presente supuesto, la recurrente con ocasión del re-
curso interpuesto no combate su exclusión, lo que supone que con-
siente y acepta la misma, reconociendo implícitamente que incumple 
lo dispuesto en el pliego.

Lo anterior determina que la finalidad perseguida por la recurrente 
con la interposición del presente recurso es la exclusión de la entidad 
propuesta como adjudicataria.

Al respecto, procede traer a colación la Resolución 197/2020, de 4 de 
junio, de este Tribunal al disponer que “Sobre lo anterior y como este 
Tribunal ha venido pronunciando (v.g. Resolución 439/2019, de 27 de 
diciembre, 44/2020, de 11 de febrero, 91/2020 y 95/2020 ambas de 
13 de marzo), la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (en adelante, TJUE) sostiene que en un procedimiento de ad-
judicación de un contrato público, las entidades licitadoras tienen un 
interés legítimo en que se excluya la oferta de las otras para obtener 
el contrato, con independencia del número de entidades participantes 
en el procedimiento y del número de ellas que haya interpuesto re-
curso.(...)

[…]

Igualmente, la doctrina del Tribunal Supremo (valga por todas las 
Sentencias de la Sala 3ª, Sección 7ª, de 18 de abril de 2012) señala 
que una vez que la recurrente fue excluida del procedimiento de con-
tratación y consintió dicha exclusión, se convierte en un tercero ajeno 
a dicho procedimiento, por lo que carece de legitimación ad causam 
para impugnar el resultado del mismo”

Aplicando todo lo anterior al presente supuesto, se debe concluir que 
en tanto que la entidad PERKINELMER ESPAÑA, S.L. fue excluida del 
procedimiento de contratación y dado que no combatió tal decisión 
ante este Tribunal ni se tiene constancia que la impugnase judicial-
mente, aquella decisión ha devenido firme y consentida, quedando la 
entidad recurrente ajena al presente procedimiento de licitación, por 
lo que ningún beneficio puede obtener ya en el seno del mismo con la 
impugnación de la admisión de la empresa propuesta adjudicataria, 
lo que conlleva que carezca de legitimación para la interposición del 
presente recurso.

 �RESOLUCIÓN 227/2021 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE RECURSOS CONTRACTUALES DE LA JUNTA DE 
ANDALUCÍA

¿PUEDE UN 
LICITADOR EXCLUIDO 

EN LA FASE DE 
LICITACIÓN RECURRIR 

LA ADMISIÓN DE 
OTRO LICITADOR O LA 

ADJUDICACIÓN DEL 
CONTRATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWKocojbqwgvzWBBRU4HJfgITQCV2a5s0_H1N6aKL0VzNPTqarxntovDheZXVZdEk-W5mrDtIGkXHXXSNWLSnqsrjRoqCivQtl3mtKqHyc0nTjFZZ0lR1WdOklOGcqEYUWb02haCnRiqxZiFTEdyruu0EcYs2erlxZWckHi6O7wm0foYpNe2WxzsquIRsbIc2Xjgj3niYKlxhN5hvCfexBz8aHYPdVGPX8VPDGDuy1-P-5Znc0boA8PPYo_ZIhrEfijB-4x2CbYd36JHn-mrsDd0TuM8HmfRH-KT-rf-j8ex90F283jrSTmGn4DGBCXX398gPCI9qGlUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWKocojbqwgvzWBBRU4HJfgITQCV2a5s0_H1N6aKL0VzNPTqarxntovDheZXVZdEk-W5mrDtIGkXHXXSNWLSnqsrjRoqCivQtl3mtKqHyc0nTjFZZ0lR1WdOklOGcqEYUWb02haCnRiqxZiFTEdyruu0EcYs2erlxZWckHi6O7wm0foYpNe2WxzsquIRsbIc2Xjgj3niYKlxhN5hvCfexBz8aHYPdVGPX8VPDGDuy1-P-5Znc0boA8PPYo_ZIhrEfijB-4x2CbYd36JHn-mrsDd0TuM8HmfRH-KT-rf-j8ex90F283jrSTmGn4DGBCXX398gPCI9qGlUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2Oy26DMBBFvybeWKocojbqwgvzWBBRU4HJfgITQCV2a5s0_H1N6aKL0VzNPTqarxntovDheZXVZdEk-W5mrDtIGkXHXXSNWLSnqsrjRoqCivQtl3mtKqHyc0nTjFZZ0lR1WdOklOGcqEYUWb02haCnRiqxZiFTEdyruu0EcYs2erlxZWckHi6O7wm0foYpNe2WxzsquIRsbIc2Xjgj3niYKlxhN5hvCfexBz8aHYPdVGPX8VPDGDuy1-P-5Znc0boA8PPYo_ZIhrEfijB-4x2CbYd36JHn-mrsDd0TuM8HmfRH-KT-rf-j8ex90F283jrSTmGn4DGBCXX398gPCI9qGlUBAAA=WKE
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1303 
ACTOS RECURRIBLES

La regla general es que los pliegos no pueden ser impugnados de 
forma indirecta a través del recurso especial contra la adjudicación

Solo cabe la vía del recurso indirecto cuando el pliego pueda estar 
viciado de nulidad de pleno derecho

Esto no obstante ser nuestra doctrina general, es lo cierto que admiti-
mos la posibilidad de que en los supuestos de nulidad de pleno dere-
cho pueda argumentarse en un recurso especial supuestas irregulari-
dades de los Pliegos aun cuando éstos no hayan sido objeto de previa 
y expresa impugnación si bien que, de acuerdo con la jurisprudencia, 
la concurrencia de las causas que, de acuerdo con el artículo 62.1 de la 
LRJ–PAC determinan como consecuencia la nulidad ex radice del acto 
debe ser interpretada restrictivamente (por todas las Resoluciones 
números 408/2015, de 30 de abril, y 185/2016, de 4 de marzo).

En particular hemos señalado (Resoluciones números 444/2013, de 
10 de octubre, y 103/2016, de 4 de marzo) que puede incurrir en la le-
sión de “derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional”, 
que configura una de las causas de nulidad de pleno derecho a tenor 
del art. 47.a) de la Ley 39/2015 ( anterior 62.1 a) de la LRJ–PAC), por 
infracción de la igualdad ante la Ley y no discriminación amparada 
en el artículo 14 de nuestra Constitución, determinados supuestos de 
restricción a la libre concurrencia obrantes en los pliegos.

 �RESOLUCIÓN 1207/2019 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿EN QUÉ SUPUESTOS 
PUEDEN RECURRIRSE 

LOS PLIEGOS DE 
FORMA INDIRECTA?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW6DMBBEvwYfI0yaNDn4EAiVUlVRRGnuCyxg1bEr70LD39eJe1jtSPM0M7RYZ5ebqv2EgqEhJQW0PIE5ujZqPWMNTdDOd-jzJSh2DKbCB0yj-z3DrAdg7WwOPkbprlPvX2mabjdyvcukmNFTANRVD2gZxaiH8SMcRx6INB2BQVXlW1mV5-J0SLIX-brbbvZJ1mep3AtC8O14gQHVyfbO35BWQD93Yex3mPv5tGNeRPOJOXQ2bKMnWhN-qMECDNruf-0f5zEJ3gUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW6DMBBEvwYfI0yaNDn4EAiVUlVRRGnuCyxg1bEr70LD39eJe1jtSPM0M7RYZ5ebqv2EgqEhJQW0PIE5ujZqPWMNTdDOd-jzJSh2DKbCB0yj-z3DrAdg7WwOPkbprlPvX2mabjdyvcukmNFTANRVD2gZxaiH8SMcRx6INB2BQVXlW1mV5-J0SLIX-brbbvZJ1mep3AtC8O14gQHVyfbO35BWQD93Yex3mPv5tGNeRPOJOXQ2bKMnWhN-qMECDNruf-0f5zEJ3gUBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW6DMBBEvwYfI0yaNDn4EAiVUlVRRGnuCyxg1bEr70LD39eJe1jtSPM0M7RYZ5ebqv2EgqEhJQW0PIE5ujZqPWMNTdDOd-jzJSh2DKbCB0yj-z3DrAdg7WwOPkbprlPvX2mabjdyvcukmNFTANRVD2gZxaiH8SMcRx6INB2BQVXlW1mV5-J0SLIX-brbbvZJ1mep3AtC8O14gQHVyfbO35BWQD93Yex3mPv5tGNeRPOJOXQ2bKMnWhN-qMECDNruf-0f5zEJ3gUBAAA=WKE
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

No existe como tal un acto de admisión de licitadores y por tanto no 
cabe recurso especial

Los actos de la mesa de contratación susceptibles de recurso im-
plican un acuerdo y se limitan a la exclusión de licitadores (art. 326 
LCSP y 22 RD 817/2009)

En definitiva, la normativa española en materia de contratación no 
prevé el dictado de un acto de admisión de las proposiciones de los 
licitadores –acto que, no existiendo como tal, difícilmente será sus-
ceptible de recurso especial en materia de contratación-. A ello se 
impone añadir que tampoco los pliegos del caso que nos ocupa con-
templan dicho acto de admisión. Así, en la mencionada Resolución 
1022/2018 señalábamos de que, en el caso enjuiciado en la sentencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 5 de abril de 2017, 
“el Pliego de cláusulas administrativas particulares preveía un acto 
expreso de admisión o inadmisión de los licitadores a resultas de la 
calificación documental aportada por las licitadoras, documentándo-
se todo ello en acta”.

[…]

Por tanto, lo que exige el pliego es que la mesa se pronuncie expre-
samente tras el resultado de la calificación sobre la exclusión de los 
licitadores que no acrediten el cumplimiento de los requisitos previos, 
no encontrándonos ante una decisión administrativa de admisión de 
licitadores. Procede por tanto la inadmisión del recurso especial.

 �RESOLUCIÓN 867/2021 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿CABE RECURSO 
CONTRA LA ADMISIÓN 

DE UN LICITADOR 
POR LA MESA DE 
CONTRATACIÓN?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK5MEUQ4-NJBKVAhVgfa-SZbEwtjIu0mbv2epe1jtSPM0MzT74OebOccRFUNDZqmg5RHcLrRJ2wnP0IgOscNYzqI4MLganzAN4ecIk-2BbfAlxBRlu858fGmt17p4Xa1zNWEkAcy37dEzqsH2w0GOEw9ElnbAYOrqvaqr43b_tsiK5SrPN8Uiu2Q6ky6E2A6f0KPZ-0uIN6QXoPuvcv4qc09_dspLaDkyS2fDPnmqdfKlBrfg0Hf_ax8MgyszBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK5MEUQ4-NJBKVAhVgfa-SZbEwtjIu0mbv2epe1jtSPM0MzT74OebOccRFUNDZqmg5RHcLrRJ2wnP0IgOscNYzqI4MLganzAN4ecIk-2BbfAlxBRlu858fGmt17p4Xa1zNWEkAcy37dEzqsH2w0GOEw9ElnbAYOrqvaqr43b_tsiK5SrPN8Uiu2Q6ky6E2A6f0KPZ-0uIN6QXoPuvcv4qc09_dspLaDkyS2fDPnmqdfKlBrfg0Hf_ax8MgyszBQEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OwW7CMBBEvwYfK5MEUQ4-NJBKVAhVgfa-SZbEwtjIu0mbv2epe1jtSPM0MzT74OebOccRFUNDZqmg5RHcLrRJ2wnP0IgOscNYzqI4MLganzAN4ecIk-2BbfAlxBRlu858fGmt17p4Xa1zNWEkAcy37dEzqsH2w0GOEw9ElnbAYOrqvaqr43b_tsiK5SrPN8Uiu2Q6ky6E2A6f0KPZ-0uIN6QXoPuvcv4qc09_dspLaDkyS2fDPnmqdfKlBrfg0Hf_ax8MgyszBQEAAA==WKE
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Son recurribles como actos de trámite cualificados los acuerdos de 
las mesas de contratación tanto de inadmisión de ofertas como de 
exclusión adoptadas en base a las competencias atribuidas en el ar-
tículo 326 LCSP

Las meras propuestas al órgano de contratación no son susceptibles 
de recurso

Los actos de inadmisión de candidatos, licitadores y exclusión de ofer-
tas se configuran como actos de trámite cualificados, susceptibles de 
recurso especial en materia de contratación, ya que determinan la im-
posibilidad de que el afectado continúe en la licitación, de forma que 
se excluye de manera definitiva la posibilidad de que pueda resultar 
adjudicatario del contrato. Ahora bien, para que este efecto se pro-
duzca (imposibilidad material de ser adjudicatario del contrato) ha de 
existir un acto cierto en el que se acuerde la inadmisión o la exclusión. 
De otra forma, lo único que existiría sería una mera posibilidad de que 
tal efecto tuviera lugar.

En el caso que nos ocupa, en la documentación remitida no figura nin-
gún documento acreditativo de que se haya dictado un acuerdo, ya de 
la Mesa de Contratación, ya del órgano de contratación, acordando la 
exclusión de la entidad ahora recurrente, sino que lo que figura es una 
propuesta de exclusión por la Mesa, sin perjuicio de lo que el órgano 
de contratación decida según su competencia. 

Falta, por tanto, el acto de trámite cualificado a que se hace referencia 
en el artículo 44.2.b) LCSP. Lo que existe es un mero acto de trámite 
(no cualificado), que ni decide directa o indirectamente sobre la adju-
dicación, ni determina la imposibilidad de continuar el procedimiento, 
ni produce indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses 
legítimos de la ahora recurrente. 

En consecuencia, tal acto no será susceptible de recurso especial en 
materia de contratación, lo que lleva consigo la inadmisión del recurso.

 �RESOLUCIÓN 57/2020 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿PUEDE RECURRIRSE 
UN ACTA DE LA 

MESA EN LA QUE 
SE PROPONE 

AL ÓRGANO DE 
CONTRATACIÓN LA 
EXCLUSIÓN DE UN 

LICITADOR?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAG1QTW_bMAz9NTVWEAhcL21PPiztCmwIhqLNBuxIS0zMThZdSsqSfz_azoAdZsAwZb0vvvdCet7RKbdPGDJeNQ5GUcgYs0wHCoAuC3iCrFelrulm4EzgCgbes0MvgPBeCBJBj45AaU9K0TECxZmveSZ6V4LAer1qVt01bB9en1ewlZlLJ04mSglKhIFU_m_6Icq_xtdTwIke2aCODe5ZyWUEAY6XeaBo1CSdEgQE9G_FG93xJLz_GCeRWSCTDhxxAvEwSuKOA3v0UwwnMXMsqNNCo4ojzwPTpSSj2z9fbHuztf1j-qtuSUbSt8KOLZMqjajYBbLSvNXkeklzWDOnZPsHOixlZR7syi-Ze1G0Yl0xAYOuqnSOEs9Du9NCVcYutTeVVWbdPIpbZj7SDjubRc1pc27rKkvG8EKpbe6r1Mvvb3jkA2aWuEFdtNj79uv3uq7vbm_vmvq-OpImA7Q_-DBZVz0f-q29ecEfVMr4xMHyP2LG9ufnTy9XzRrmp6mbukqE6vpnPFD7Je5FB0orTOOpCvGXhX2drxexBbopOZthl-NyV7lgX1OnBwwU_SXqHxdIQaC6AgAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAG1QTW_bMAz9NTVWEAhcL21PPiztCmwIhqLNBuxIS0zMThZdSsqSfz_azoAdZsAwZb0vvvdCet7RKbdPGDJeNQ5GUcgYs0wHCoAuC3iCrFelrulm4EzgCgbes0MvgPBeCBJBj45AaU9K0TECxZmveSZ6V4LAer1qVt01bB9en1ewlZlLJ04mSglKhIFU_m_6Icq_xtdTwIke2aCODe5ZyWUEAY6XeaBo1CSdEgQE9G_FG93xJLz_GCeRWSCTDhxxAvEwSuKOA3v0UwwnMXMsqNNCo4ojzwPTpSSj2z9fbHuztf1j-qtuSUbSt8KOLZMqjajYBbLSvNXkeklzWDOnZPsHOixlZR7syi-Ze1G0Yl0xAYOuqnSOEs9Du9NCVcYutTeVVWbdPIpbZj7SDjubRc1pc27rKkvG8EKpbe6r1Mvvb3jkA2aWuEFdtNj79uv3uq7vbm_vmvq-OpImA7Q_-DBZVz0f-q29ecEfVMr4xMHyP2LG9ufnTy9XzRrmp6mbukqE6vpnPFD7Je5FB0orTOOpCvGXhX2drxexBbopOZthl-NyV7lgX1OnBwwU_SXqHxdIQaC6AgAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAG1QTW_bMAz9NTVWEAhcL21PPiztCmwIhqLNBuxIS0zMThZdSsqSfz_azoAdZsAwZb0vvvdCet7RKbdPGDJeNQ5GUcgYs0wHCoAuC3iCrFelrulm4EzgCgbes0MvgPBeCBJBj45AaU9K0TECxZmveSZ6V4LAer1qVt01bB9en1ewlZlLJ04mSglKhIFU_m_6Icq_xtdTwIke2aCODe5ZyWUEAY6XeaBo1CSdEgQE9G_FG93xJLz_GCeRWSCTDhxxAvEwSuKOA3v0UwwnMXMsqNNCo4ojzwPTpSSj2z9fbHuztf1j-qtuSUbSt8KOLZMqjajYBbLSvNXkeklzWDOnZPsHOixlZR7syi-Ze1G0Yl0xAYOuqnSOEs9Du9NCVcYutTeVVWbdPIpbZj7SDjubRc1pc27rKkvG8EKpbe6r1Mvvb3jkA2aWuEFdtNj79uv3uq7vbm_vmvq-OpImA7Q_-DBZVz0f-q29ecEfVMr4xMHyP2LG9ufnTy9XzRrmp6mbukqE6vpnPFD7Je5FB0orTOOpCvGXhX2drxexBbopOZthl-NyV7lgX1OnBwwU_SXqHxdIQaC6AgAAWKE
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Si la clasificación de las ofertas se formula por el órgano de contra-
tación sí cabe el recurso especial

No en todos los casos tiene el carácter de acto de trámite cualificado

La cuestión se plantea de forma especial en este caso, frente a los 
que habitualmente se vienen considerando actos de trámite no cua-
lificados, no susceptibles, por tanto, de recurso especial, porque en 
este caso el acto de clasificación emana del órgano de contratación.

Este Tribunal viene considerando reiteradamente que los actos de la 
mesa de contratación por los que valora las ofertas, las clasifica por 
orden decreciente de puntuaciones obtenidas y eleva propuesta de 
adjudicación a favor de la mejor posicionada con arreglo a las pun-
tuaciones obtenidas son actos de trámite, puesto que no resuelven 
el procedimiento de adjudicación, y no son cualificados, porque to-
dos ellos son susceptibles de variación por el órgano de contratación, 
pues puede rechazar la valoración y la clasificación efectuada y, por 
ello, la propuesta de adjudicación, motivo por el que no reúnen los 
requisitos determinados en la norma para serlo, esto es, que decidan 
directa o indirectamente sobre la adjudicación, determinen la imposi-
bilidad de continuar el procedimiento o produzcan indefensión o per-
juicio irreparable a derechos o intereses legítimos. En consecuencia, 
recuso especial contra ellos no es admisible. En ese sentido nos he-
mos pronunciado en múltiples resoluciones, por todas, en la Resolu-
ción 404/2016, de 20 de mayo.

No obstante, es lo cierto que en este caso concurren circunstancias 
diferenciadoras que impiden aplicar el criterio expuesto de inadmi-
sión del recurso especial interpuesto contra el acuerdo del órgano de 
contratación de fecha 30 de septiembre de 2020, por la que clasifica 
las ofertas. 

La resolución recurrida de 30 de septiembre de 2020 es un acto del 
órgano de contratación que clasifica las ofertas y al emanar del pro-
pio órgano de contratación, consideramos que sí decide indirectamen-
te sobre la adjudicación, en concreto, sobre a favor de qué licitador ha 
de efectuarse, previo cumplimiento de lo determinado en el artículo 
150.2, determinación que se la hace a sí mismo dicho órgano, lo que 
excluye, en principio, la posibilidad de que el órgano de contratación 
se separe de su propia declaración de voluntad, que es lo que deter-
mina que esa misma clasificación realizada por la mesa no se consi-
dere acto de trámite cualificado.

A partir de la Resolución del Recurso 1077/2020 (Resolución 174/2021), 
este Tribunal considera que la clasificación realizada por el órgano de 
contratación decide indirectamente la adjudicación, por lo que, en ba-
se al artículo 44.2.b) LCSP, se trata de un acto de trámite cualificado, 
susceptible de recurso especial en materia de contratación.

 �RESOLUCIÓN 421/2021 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿ES RECURRIBLE 
EL ACTO DE 

CLASIFICACIÓN DE 
LAS OFERTAS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1PQW7cMAx8TXQREKjeNkAPvmxzaRAERbPtnZZom6gsOSS12f196XUOOQgihzPD4VtDvp7wov1L9XUQhaJ410WP4nP1kZC1-reGHothij6CGF5LbMyGReLYyqaLBOITjWiw1amy9ZuSlpWSUWHNFIE9Zh-ZFJmqx8vazLb6ZLwCaSGhuxbCeCgGZc9oe2whyopmmo1kwg-NpVCGzQ-i3ZHqTbLLeYJyc91JCvGTrx8xzuAPYasFVyVcBsat60IXtvvXyj7DLX_MIDRadAPEVztQQe69k2up5br0J27oFAbpvziI2iA_1rjXdMYTDFZXTsjHax-cVoX8G6U_OJnr-wucaQKlWo7AuxWl1D_9CSE8fP_67aHr3BlZjND_pQntfDfTND_b050vCBznXzBh_7OMlReUe5D14nL5Z0leb-PP1GNTNbtByz5zMdv_CIo_IGNJH0H-A1OfCCwcAgAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1PQW7cMAx8TXQREKjeNkAPvmxzaRAERbPtnZZom6gsOSS12f196XUOOQgihzPD4VtDvp7wov1L9XUQhaJ410WP4nP1kZC1-reGHothij6CGF5LbMyGReLYyqaLBOITjWiw1amy9ZuSlpWSUWHNFIE9Zh-ZFJmqx8vazLb6ZLwCaSGhuxbCeCgGZc9oe2whyopmmo1kwg-NpVCGzQ-i3ZHqTbLLeYJyc91JCvGTrx8xzuAPYasFVyVcBsat60IXtvvXyj7DLX_MIDRadAPEVztQQe69k2up5br0J27oFAbpvziI2iA_1rjXdMYTDFZXTsjHax-cVoX8G6U_OJnr-wucaQKlWo7AuxWl1D_9CSE8fP_67aHr3BlZjND_pQntfDfTND_b050vCBznXzBh_7OMlReUe5D14nL5Z0leb-PP1GNTNbtByz5zMdv_CIo_IGNJH0H-A1OfCCwcAgAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE1PQW7cMAx8TXQREKjeNkAPvmxzaRAERbPtnZZom6gsOSS12f196XUOOQgihzPD4VtDvp7wov1L9XUQhaJ410WP4nP1kZC1-reGHothij6CGF5LbMyGReLYyqaLBOITjWiw1amy9ZuSlpWSUWHNFIE9Zh-ZFJmqx8vazLb6ZLwCaSGhuxbCeCgGZc9oe2whyopmmo1kwg-NpVCGzQ-i3ZHqTbLLeYJyc91JCvGTrx8xzuAPYasFVyVcBsat60IXtvvXyj7DLX_MIDRadAPEVztQQe69k2up5br0J27oFAbpvziI2iA_1rjXdMYTDFZXTsjHax-cVoX8G6U_OJnr-wucaQKlWo7AuxWl1D_9CSE8fP_67aHr3BlZjND_pQntfDfTND_b050vCBznXzBh_7OMlReUe5D14nL5Z0leb-PP1GNTNbtByz5zMdv_CIo_IGNJH0H-A1OfCCwcAgAAWKE
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Si el acto de trámite fue notificado en tiempo y forma al interesado 
cumpliendo con los requisitos de la D.A. 15ª LCSP y con ofrecimiento 
del recurso procedente no cabría una posterior impugnación contra 
el acto de adjudicación

Los actos de trámite pueden recurrirse bien de forma directa o bien 
indirecta a través del acto de adjudicación solamente si no fue notifi-
cado en tiempo y forma el acto de trámite

En el presente caso cabe recordar que, la exclusión de un licitador 
en un procedimiento de contratación cuyos actos sean susceptibles 
de este recurso especial en materia de contratación, admite dos vías 
posibles, bien impugnando de forma autónoma el propio acuerdo de 
exclusión o bien impugnando el acuerdo de adjudicación, pero ambas 
vías son con carácter general subsidiarias, de forma que impugnando 
el acuerdo de exclusión no cabe simultanear la misma pretensión im-
pugnando el acuerdo de adjudicación. 

En este sentido cabe citar el Acuerdo 89/2015, de 9 de septiembre 
de 2015, del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón 
que, con cita de otras Resoluciones de este Tribunal Central, conclu-
ye: “En la práctica existen dos posibilidades de recurso; frente al acto 
de exclusión, como acto de trámite cualificado, y frente al acto de 
adjudicación. Pero ambas posibilidades, con carácter general, no son 
acumulativas, sino de carácter subsidiario, a fin de impedir una «doble 
acción»”.

 �RESOLUCIÓN 685/2019 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

En el caso presente, notificada la exclusión en fecha 14 de noviembre 
(y publicada el 13 en el Portal de Contratación), el 5 de diciembre ca-
ducó el plazo para la interposición del recurso especial en materia de 
contratación, siendo así que no se presenta hasta el día 10. 

El principio de seguridad jurídica justifica que no se pueda impugnar 
cuando ha transcurrido el plazo legal, pues en caso contrario se de-
fraudaría la confianza legítima de los competidores convencidos de la 
regularidad del procedimiento de licitación

 �RESOLUCIÓN 401/2018 TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CONTRATACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID. 

¿PUEDE RECURRIRSE 
PRIMERO EL ACTO 

DE TRÁMITE DE 
EXCLUSIÓN Y 

POSTERIORMENTE 
POR EL MISMO 

MOTIVO EL ACTO DE 
ADJUDICACIÓN DEL 

CONTRATO?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAG1Ry5LTMBD8GvsyVVtOFrbIwYdNlgMURaUgcB9JY2dAlrx6hPjvGdkmy1IcbD2mu6d79JwpTCe6pva9A4qJIJJLbDxoVASaEwYgC49agHL7bldtu22zeVttNRiCXflFGhPToAKV00vVwimwyg6FbwZ2HFPAxBdfYAfvyslHOFa5aTpUlrWcpPQYsJ_v7h08Z3Hh3eyk1LyQInyh6G3W7B3NDHGOL80OVKRtMSFUbfNE1T1ClcWalpwWYQylAW10Yo1AV7FGDoz0H31kxZYNmkU7kM4heuiCyBKIPuo0R6CraEderS7tBn8rp7XHwELTGS130sz4Apz-I4fmRzaC0H8U7-BIQfQGhf_4WqPJI91yUICeHK25nYcoddR5yLbMHGdOZDe3es2LWUU2jIFnbwgdu4LiYSTDAWSoUOCojFdWjOqbxbIoNU_W1HFy3k1DewqZ6oQqtptawknyJ6-XPV_ohEr2PhgK-6lt6uQTWnlQuYxn_-szXrgXx97tMSxSbEz78VvTNA9vtrvNw6a-UIgCaL9zX4ZYn7k_f5IvLfhIGPT5iD21H1znw0DxDuN4ra37KU6-zuW_ofucksip5JZara2sT5jogJacWY38BnoHzvYtAwAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAG1Ry5LTMBD8GvsyVVtOFrbIwYdNlgMURaUgcB9JY2dAlrx6hPjvGdkmy1IcbD2mu6d79JwpTCe6pva9A4qJIJJLbDxoVASaEwYgC49agHL7bldtu22zeVttNRiCXflFGhPToAKV00vVwimwyg6FbwZ2HFPAxBdfYAfvyslHOFa5aTpUlrWcpPQYsJ_v7h08Z3Hh3eyk1LyQInyh6G3W7B3NDHGOL80OVKRtMSFUbfNE1T1ClcWalpwWYQylAW10Yo1AV7FGDoz0H31kxZYNmkU7kM4heuiCyBKIPuo0R6CraEderS7tBn8rp7XHwELTGS130sz4Apz-I4fmRzaC0H8U7-BIQfQGhf_4WqPJI91yUICeHK25nYcoddR5yLbMHGdOZDe3es2LWUU2jIFnbwgdu4LiYSTDAWSoUOCojFdWjOqbxbIoNU_W1HFy3k1DewqZ6oQqtptawknyJ6-XPV_ohEr2PhgK-6lt6uQTWnlQuYxn_-szXrgXx97tMSxSbEz78VvTNA9vtrvNw6a-UIgCaL9zX4ZYn7k_f5IvLfhIGPT5iD21H1znw0DxDuN4ra37KU6-zuW_ofucksip5JZara2sT5jogJacWY38BnoHzvYtAwAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAG1Ry5LTMBD8GvsyVVtOFrbIwYdNlgMURaUgcB9JY2dAlrx6hPjvGdkmy1IcbD2mu6d79JwpTCe6pva9A4qJIJJLbDxoVASaEwYgC49agHL7bldtu22zeVttNRiCXflFGhPToAKV00vVwimwyg6FbwZ2HFPAxBdfYAfvyslHOFa5aTpUlrWcpPQYsJ_v7h08Z3Hh3eyk1LyQInyh6G3W7B3NDHGOL80OVKRtMSFUbfNE1T1ClcWalpwWYQylAW10Yo1AV7FGDoz0H31kxZYNmkU7kM4heuiCyBKIPuo0R6CraEderS7tBn8rp7XHwELTGS130sz4Apz-I4fmRzaC0H8U7-BIQfQGhf_4WqPJI91yUICeHK25nYcoddR5yLbMHGdOZDe3es2LWUU2jIFnbwgdu4LiYSTDAWSoUOCojFdWjOqbxbIoNU_W1HFy3k1DewqZ6oQqtptawknyJ6-XPV_ohEr2PhgK-6lt6uQTWnlQuYxn_-szXrgXx97tMSxSbEz78VvTNA9vtrvNw6a-UIgCaL9zX4ZYn7k_f5IvLfhIGPT5iD21H1znw0DxDuN4ra37KU6-zuW_ofucksip5JZara2sT5jogJacWY38BnoHzvYtAwAAWKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-IEUmqZL24IPBObgiEBHIfQMbQCV2axsa_r4mVGoPq53RvF3N14BmKvDhWH44Z0kZy9VAab1Ngxcarja3DQ1fgyKXUZnyJODiKFN5LnJeyEsWiEMQZ-ns-N_d6SkgSmTMZyLhHjqWqRRczP7IRS7FmthJaTXdWWEGJA6uloUEKjdAL3S16G7EAq5ea1OjiSZGidMO-hxn2Lb6O4Wxa8B1WkVgllddXbP3klK6p2_7cLcjIxrrAXbpGlQOSds1beLHLbxFMFV7ggaZVDdt7mjXYD8fpFcfvsn5Gf9Ho8E5_-7q1JKRqvdbgMMYelT1b5EfLS6qBFoBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-IEUmqZL24IPBObgiEBHIfQMbQCV2axsa_r4mVGoPq53RvF3N14BmKvDhWH44Z0kZy9VAab1Ngxcarja3DQ1fgyKXUZnyJODiKFN5LnJeyEsWiEMQZ-ns-N_d6SkgSmTMZyLhHjqWqRRczP7IRS7FmthJaTXdWWEGJA6uloUEKjdAL3S16G7EAq5ea1OjiSZGidMO-hxn2Lb6O4Wxa8B1WkVgllddXbP3klK6p2_7cLcjIxrrAXbpGlQOSds1beLHLbxFMFV7ggaZVDdt7mjXYD8fpFcfvsn5Gf9Ho8E5_-7q1JKRqvdbgMMYelT1b5EfLS6qBFoBAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAE2OwW6DMBBEvya-IEUmqZL24IPBObgiEBHIfQMbQCV2axsa_r4mVGoPq53RvF3N14BmKvDhWH44Z0kZy9VAab1Ngxcarja3DQ1fgyKXUZnyJODiKFN5LnJeyEsWiEMQZ-ns-N_d6SkgSmTMZyLhHjqWqRRczP7IRS7FmthJaTXdWWEGJA6uloUEKjdAL3S16G7EAq5ea1OjiSZGidMO-hxn2Lb6O4Wxa8B1WkVgllddXbP3klK6p2_7cLcjIxrrAXbpGlQOSds1beLHLbxFMFV7ggaZVDdt7mjXYD8fpFcfvsn5Gf9Ho8E5_-7q1JKRqvdbgMMYelT1b5EfLS6qBFoBAAA=WKE
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Los encargos a medios propios son susceptibles de recurso especial

El control de los tribunales se extiende al cumplimiento del conjunto 
de requisitos exigidos en el artículo 32 LCSP

De acuerdo con el artículo 44.1 e) son susceptibles de recurso especial 
la formalización de encargos a medios propios en los casos en que 
estos no cumplan los requisitos legales. 

El hecho de que el artículo 40 c) al referirse a las causas de anulabili-
dad se ciña en el caso de los encargos a que éstos no observen alguno 
de los requisitos establecidos en los apartados 2, 3 y 4 del artículo 
32, relativos a la condición de medio propio, como afirma TRAGSA 
en sus alegaciones, no debe suponer que el control deba entenderse 
limitado únicamente a estos apartados. Procede por tanto el examen 
de acuerdo con lo previsto en el artículo de que el encargo cumple los 
requisitos legales, que a estos efectos son todos aquellos que regula 
el artículo 32 en toda su extensión.

 �RESOLUCIÓN 1156/2018 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

¿ES SUSCEPTIBLE DE 
RECURSO ESPECIAL 
LA FORMALIZACIÓN 

DE ENCARGOS A 
MEDIOS PROPIOS?

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAF1QXW_UQAz8NY2ELKH0rjrgIQ89WiEQQqg9eHd2ncTqZp3bj9D8e7x7pap4WK3lGY_Hc84UthM9p-7ewURmErAE50xADjCkq9y2ZE12AjctmHeADgINFDhEAgSHEQzmqJ_Ooc8Oe3Zs0YLihsv8cI1AvggajFXfSdSOwTBqgXVdXfQpJm14AekjhVWH0I3Zv84EOmeOXEgUE_aODNuqVWFc1DGWxu5qZ2APG9zo6P-H7CsayGHitRpwCEa85Re_e18WzmRZYAmysJQBI7MADhxmhNPD7ZfH27I3ZhVwNKJh8RQLsfrtSaFFW-FfmrohBXEFK3kk8pZKiI5nLq5rBAN6NjgXWH1RzeP1rCZuXvw2d6eQqdH7Y3fdoEkZ3Z2YS80rnbDXWoLKH7eubZIkdA9UyHGSPz9w5VFPF3_EcJFia7tvv9q2Pew-HtrDh2ZVZ0rofvNYrDQTj9N3fenCj4TBTD9xpO6rHyTMFN9jXJ4b55_UyWOF31KPOSWV65O_YI1x-t9hos8anrcvRv4COfJNNI4CAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAF1QXW_UQAz8NY2ELKH0rjrgIQ89WiEQQqg9eHd2ncTqZp3bj9D8e7x7pap4WK3lGY_Hc84UthM9p-7ewURmErAE50xADjCkq9y2ZE12AjctmHeADgINFDhEAgSHEQzmqJ_Ooc8Oe3Zs0YLihsv8cI1AvggajFXfSdSOwTBqgXVdXfQpJm14AekjhVWH0I3Zv84EOmeOXEgUE_aODNuqVWFc1DGWxu5qZ2APG9zo6P-H7CsayGHitRpwCEa85Re_e18WzmRZYAmysJQBI7MADhxmhNPD7ZfH27I3ZhVwNKJh8RQLsfrtSaFFW-FfmrohBXEFK3kk8pZKiI5nLq5rBAN6NjgXWH1RzeP1rCZuXvw2d6eQqdH7Y3fdoEkZ3Z2YS80rnbDXWoLKH7eubZIkdA9UyHGSPz9w5VFPF3_EcJFia7tvv9q2Pew-HtrDh2ZVZ0rofvNYrDQTj9N3fenCj4TBTD9xpO6rHyTMFN9jXJ4b55_UyWOF31KPOSWV65O_YI1x-t9hos8anrcvRv4COfJNNI4CAAA=WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAF1QXW_UQAz8NY2ELKH0rjrgIQ89WiEQQqg9eHd2ncTqZp3bj9D8e7x7pap4WK3lGY_Hc84UthM9p-7ewURmErAE50xADjCkq9y2ZE12AjctmHeADgINFDhEAgSHEQzmqJ_Ooc8Oe3Zs0YLihsv8cI1AvggajFXfSdSOwTBqgXVdXfQpJm14AekjhVWH0I3Zv84EOmeOXEgUE_aODNuqVWFc1DGWxu5qZ2APG9zo6P-H7CsayGHitRpwCEa85Re_e18WzmRZYAmysJQBI7MADhxmhNPD7ZfH27I3ZhVwNKJh8RQLsfrtSaFFW-FfmrohBXEFK3kk8pZKiI5nLq5rBAN6NjgXWH1RzeP1rCZuXvw2d6eQqdH7Y3fdoEkZ3Z2YS80rnbDXWoLKH7eubZIkdA9UyHGSPz9w5VFPF3_EcJFia7tvv9q2Pew-HtrDh2ZVZ0rofvNYrDQTj9N3fenCj4TBTD9xpO6rHyTMFN9jXJ4b55_UyWOF31KPOSWV65O_YI1x-t9hos8anrcvRv4COfJNNI4CAAA=WKE
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A juicio del TARC, en contra del criterio del tribunal catalán, dicha 
posibilidad queda limitada a supuesto excepcionales en los que la 
prórroga pudiera enmascarar otro acto

No cabe extender analógicamente los actos sujetos a recurso especial

A tal efecto, se advierte como el acto objeto de recurso no se encuen-
tra entre los actos impugnables en esta vía que se recogen en el art. 
44.2 de la LCSP, defendiendo sin embargo el recurrente que no se 
trata de una lista cerrada y que sería admisible el recurso frente al 
acuerdo de prorrogar el contrato, con fundamento, según indica, en 
su analogía con el acuerdo de adjudicación del contrato, acto impug-
nable. 

Para dar respuesta a esta cuestión, conviene comenzar subrayando 
que la prórroga del contrato se ha acordado en el supuesto que nos 
ocupa al amparo de la previsión establecida al respecto en el pliego 
de cláusulas administrativas particulares (PCAP), tanto en la cláusula 
26, donde se prevé en términos generales la posibilidad de establecer 
la prórroga del contrato con carácter obligatorio para el contratista 
siempre que su preaviso se produzca al menos con dos meses de 
antelación a la finalización del plazo de duración del contrato, como, 
de forma ya más concreta, en el apartado 13 del cuadro de caracte-
rísticas (Anexo 1 del PCAP), donde se contempla que el contrato sería 
prorrogable por plazo de 12 meses. 

[…]

Atendiendo a dichas previsiones contractuales, y a la naturaleza que 
le es propia, el acuerdo de prórroga adoptado se enmarca en la fase 
de ejecución contractual, propiciando una extensión de su plazo de 
duración inicial. Se trata así de un acto que no se produce el procedi-
miento de preparación y adjudicación del contrato y que no puede ser 
objeto del recurso especial en materia de contratación.

Como ya hemos indicado, el recurrente se refiere en apoyo de la po-
sibilidad de interponer recurso especial a la Resolución 216/2019 del 
Tribunal Catalán de Contratos del Sector Público, indicando que el 
mismo establece la analogía existente entre el acuerdo de adjudica-
ción y el acuerdo por el que se aprueba la prórroga del contrato 

No negamos, en abstracto, que en algún supuesto pueda suscitar-
se la cuestión acerca de la calificación de un acuerdo de prórroga 
contractual, en razón de las circunstancias concurrentes, como una 
posible adjudicación directa de un contrato, hipótesis en la que cabría 
plantearse la admisibilidad del recurso bajo tal premisa. No se trataría 
entonces, como manifiesta el recurrente, de que pueda extenderse 
por analogía a los acuerdos de prórroga la posibilidad de interponer 
recurso especial tal y como sucede frente a los acuerdos de adjudi-
cación, puesto que no existe laguna legal que cubrir ni identidad de 
razón entre uno y otro supuesto, tratándose de actos por completo 
independientes y diferenciados. Cuestión distinta será el caso en el 
que, como hemos indicado, bajo la forma de un acuerdo de prórroga 

¿PUEDE 
INTERPONERSE 

RECURSO ESPECIAL 
CONTRA EL ACUERDO 
DE PRÓRROGA DE UN 

CONTRATO?
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se encubra en realidad una adjudicación directa de un contrato, en 
cuyo caso cabría el recurso frente al acto de adjudicación realmente 
existente. En contra de lo que defiende el recurrente, la relación de 
actos impugnables por esta vía es la que recoge el art. 44.2 LCSP, sin 
perjuicio de que haya de calificarse en cada caso la auténtica natura-
leza del acto impugnado para determinar si resulta o no susceptible 
de este recurso especial.

 �RESOLUCIÓN 610/2020 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405SoyleMnhVSsoIlL13bft2gZjItlttf_-xRcPyw7Mx8zQ5LybHvoSBhQMNemFgIYHsBvfJG1GvEAdtQ8thmKKij2DrfADU-9fRxhNB2y8KyCkKNO2en-VUuZ5lq9UJkYMFAH9azp0jKI3XX-Ix4kHIkMbYNBVuS2r8rje_cxUli2XUs3UTUklBSGEpj9Bh3rnbj48kOZAz7ew7h7Xnv_tFJfQYmCOlTW75InGxh9bcA0WXfsd-wcLEwE-BAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405SoyleMnhVSsoIlL13bft2gZjItlttf_-xRcPyw7Mx8zQ5LybHvoSBhQMNemFgIYHsBvfJG1GvEAdtQ8thmKKij2DrfADU-9fRxhNB2y8KyCkKNO2en-VUuZ5lq9UJkYMFAH9azp0jKI3XX-Ix4kHIkMbYNBVuS2r8rje_cxUli2XUs3UTUklBSGEpj9Bh3rnbj48kOZAz7ew7h7Xnv_tFJfQYmCOlTW75InGxh9bcA0WXfsd-wcLEwE-BAEAAA==WKE
https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAC2OQavCMBCEf405SoyleMnhVSsoIlL13bft2gZjItlttf_-xRcPyw7Mx8zQ5LybHvoSBhQMNemFgIYHsBvfJG1GvEAdtQ8thmKKij2DrfADU-9fRxhNB2y8KyCkKNO2en-VUuZ5lq9UJkYMFAH9azp0jKI3XX-Ix4kHIkMbYNBVuS2r8rje_cxUli2XUs3UTUklBSGEpj9Bh3rnbj48kOZAz7ew7h7Xnv_tFJfQYmCOlTW75InGxh9bcA0WXfsd-wcLEwE-BAEAAA==WKE
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1304 
LUGAR DE INTERPOSICIÓN 

La presentación del recurso en un lugar distinto al registro del ór-
gano de contratación o Tribunal administrativo competente para re-
solverlo no interrumpe el plazo de presentación a no ser que en la 
misma fecha se remita copia a alguno de dichos órganos

Si junto con la presentación no se remite copia se tomará como fecha 
de presentación aquella en que tenga entrada bien en el registro del 
órgano de contratación o bien en el del tribunal competente para su 
resolución

El artículo 51.3 de la LCSP permite presentar el escrito de interpo-
sición del recurso en los lugares establecidos en el artículo 16.4 de 
la Ley 39/2015, entre los que se encuentran las oficinas de correos, 
exigiendo a los interesados que en este caso “lo comuniquen al Tri-
bunal de manera inmediata y de la forma más rápida posible”. Esta 
comunicación no ha sido realizada por la empresa recurrente, por 
lo que no puede considerarse como “dies ad quem” la fecha de pre-
sentación en Correos (25 de agosto), sino la de su presentación en el 
Registro electrónico del Ministerio de Hacienda, que es claramente 
extemporánea. 

Ello está en consonancia con lo establecido en el artículo 18 del Real 
Decreto 814/2015, por el que se aprueba el Reglamento de los proce-
dimientos especiales de revisión de decisiones en materia contractual 
y de organización del TACRC, que debe considerarse parcialmente vi-
gente después de la entrada en vigor de la Ley 9/2017, y dice que “la 
presentación (del recurso especial) en las oficinas de correos o en 
cualquier registro administrativo distinto de los mencionados en el 
apartado anterior (órgano de contratación o Tribunal administrativo 
competente para resolverlo) no interrumpirá el plazo de presenta-
ción. 

En tales casos, el recurso, la reclamación (o la cuestión de nulidad) se 
entenderán interpuestos el día en que entren en el registro adminis-
trativo del órgano de contratación o en el del órgano administrativo 
competente para resolverlo, según proceda. No obstante, cuando en 
el mismo día de la presentación se remita al órgano administrativo 
competente para resolverlo (o al órgano de contratación en su caso) 
copia del escrito en formato electrónico, se considerará como fecha 
de entrada del mismo, la que corresponda a la recepción de la men-
cionada copia”. 

LUGAR DE 
INTERPOSICIÓN
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GUÍA PRÁCTICA de resoluciones e informes contractuales para minimizar los riesgos de recursos

También procede traer a colación el artículo 38 del mismo Real De-
creto 814/2015, que establece que la tramitación de los escritos de 
interposición del recurso a presentar ante el Tribunal, se realizarán 
por vía electrónica, y el artículo 68.4 de la Ley 39/2015, según el cual 
“si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 
14.3 presenta su solicitud presencialmente, las Administraciones Pú-
blicas requerirán al interesado para que la subsane a través de su 
presentación electrónica. A estos efectos, se considerará como fecha 
de presentación de la solicitud aquella en la que haya sido realizada 
la subsanación”.

 �RESOLUCIÓN 907/2018 DEL TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS 
CONTRACTUALES

https://consultorcontratacionadministrativa.laley.es/Content/Documento.aspx?params=H4sIAAAAAAAEAJ1TwW7bMAz9mhorBBSOmxW9-LCsHbBhKIYuG9AjIzGOMFl0RSlr_n6k7G1BT8OMGKFE8vHxkX4umE5bfMn9fTQZArKxwMQXnTUYTEJbEpOeAugpwAjWX5S23V9H84b02hbk_OfOoYkleAfu0jAajBmjw6RuXEXj5ZwmzSDWCq46HEigeS41PompPy0_eM6JDLjRRzUh-yNJjWDmemmAqGdjKar3jBwtIK-DX2FZGifMStNMkLRJpnDEFGrXjEPNhWimRFaIXpkHMrTjDJKiIbZAdL-LjZ5H-tuUEBOBJsGUAmfcRJiEo89g4D_JqfbwDyoILS51ppfinTxUPZBt8rmS3lMaQc2ANqclzdule0VkL_ODZYJKicwe7aF2p-MCN4PW3pdV0VFaSsJ3oih-WPYHJ3u-KXI5YrSeooJUfg2fIsXT2G9TwSbDjvtVAzYXCHdk-7Xa_ohb2Mk9JaG2OfVtk0m29xG5v103fKCfD3D0g4hIcQNpxvLO9Z--tW1709103dvrRoRkCei_-0Elbg5-OHyWN8_xQ6IyffBBFvZONO2f7t89XnRrU5-uXd02jJDs4QsM2H-MKiTyFfD00oT4Q8h-re4ZbA7dlJyl4C7H2dfYIP-Cju_l2xOhZqq_APjjpHiWAwAAWKE
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Para la  gestión efi caz
de la contratación pública

 

El ecosistema de soluciones integradas para los profesionales de la 
contratación pública con soluciones de conocimiento, software y formación

Más información en:

 
tienda.wolterskluwer.es

91 602 01 82 
clienteslaley@wolterskluwer.es



91 602 01 82 tel. 
clienteslaley@wolterskluwer.es Innovando juntos

→ La plataforma más utilizada en España.

→ Permite el tratamiento digital del ciclo completo de licitación. 

→ Soporta todos los procedimientos de contratación.

→ Garantía jurídica en todo el proceso de licitación.

→ Con El Consultor eLICITA no hay resistencia al cambio. Su Interface es fácil de 
entender y sencillo de usar, asistiéndote en todo el proceso.

→ Integrado con los contenidos jurídicos de El Consultor Contratación 
Administrativa.

→ Instalación rápida y segura, tus datos libre de amenazas en nube privada. 

→ Soporte especializado y personalizado. Un equipo de más de 300 profesionales 
especializados en contratación electrónica te garantizan el éxito del proyecto y 
te asisten durante todo el proceso.

¿Buscas e�ciencia, 
ahorro y transparencia 
en tus licitaciones?

Un productoLA COMPRA PÚBLICA EFICAZ

La plataforma de licitación electrónica más completa y segura que te permite 
gestionar todos los procedimientos incluidos en la Ley de Contratos
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